
LEY GENERAL DE EDUCACION

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Tiene la palabra el diputado Javier Estrada González, del
grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista de Méxi-
co, para presentar iniciativa que reforma y adiciona diver-
sas disposiciones de la Ley General de Educación.

El diputado Faustino Javier Estrada González: Gracias,
Presidenta. Compañeras y compañeros diputados, en esta
ocasión hago uso de la tribuna para hablar sobre la infan-
cia y la adolescencia, con el objetivo primordial de atender
y prevenir de una manera más eficaz las situaciones de
riesgo en las que este grupo de la sociedad vive día a día.

Es bien sabido que los adolescentes se encuentran en una
etapa que marca la transición entre la infancia y la etapa
adulta, donde se producen cambios físicos, intelectuales y
sociales, así como la pérdida de la figura de los padres co-
mo educadores principales; y el encuentro, la búsqueda de
nuevas figuras, sensaciones y experiencias.

Para poder atender sus necesidades es necesario contar con
los objetivos claros y permanentes para que a la larga po-
damos ver los resultados. Si hablamos de manera global,
tenemos que tomar en cuenta que los cambios en las cos-
tumbres sociales favorecen el consumo de bebidas alcohóli-
cas, así como de sustancias ilícitas. Nos concierne a todos el
preocuparnos por este tipo de problemas, ya que los niños y
los jóvenes son el futuro de este país, quienes se formarán
con los valores que la sociedad les ponga como ejemplo.

La pérdida de valores, la violencia intrafamiliar, los cam-
bios en los adolescentes como la crisis de identidad, la con-
formación de grupos, la violencia entre ellos mismos, en
las escuelas; el cuestionamiento a la autoridad, la separa-
ción con los padres y la búsqueda de ideales, entre otros,
así como la independencia económica, hablando en térmi-
nos generales, y el bombardeo de publicidad les ha permi-
tido entrar de lleno a las sociedades de consumo.

Y como bien sabemos, el alcohol y las drogas están en
nuestra sociedad ya que cumplen determinadas funciones
como el de servir como elemento de integración para los

jóvenes y de evasión para otros, lo que los lleva a actuar in-
adecuadamente apropiándose de modelos que los perjudi-
can.

Para la Organización Mundial de la Salud, cada año crece
el número de adolescentes que consumen bebidas alcohóli-
cas en el mundo y para ellos es como un medio de evadir
la realidad.

Por lo anterior, es importante tomar medidas ya que de lo
contrario los problemas causados contribuirán a un dete-
rioro general de las normas de comportamiento entre los
adultos del futuro. Las soluciones son muchas. Una de ellas
es la de prevención como uno de los aspectos claves para
luchar contra los problemas de drogadicción, de alcoholis-
mo y de conductas antisociales y violentas en el mundo
educativo. Hoy día la incorporación de los adolescentes a
conductas nocivas es cada vez más temprana y en muchas
ocasiones las drogas están entrando en las escuelas y mu-
chos estudiantes creen que se trata de un juego, persuadidos
por otros compañeros y combinándolo con el uso del alco-
hol. Lo mismo sucede con el tabaco, que en la mayoría de
los adultos el mal hábito comenzó en la edad adolescente.

El grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México considera que uno de los métodos para combatir
este problema es el de la prevención y que ésta debe co-
menzar básicamente en la escuela, ya que ésta debe ayudar
a los jóvenes a desarrollarse y participar en una sociedad
que cada vez se va haciendo más compleja.

Por ello, la prevención debe ser asumida como una priori-
dad para el ámbito del sector educativo a fin de tomar me-
didas y preparar a los jóvenes desde la niñez para que se
puedan enfrentar, durante el transcurso de la vida, al con-
sumo y la oferta de sustancias nocivas para la salud y que
adquieran hábitos fuertes que les sirvan de referencia, tan-
to en su formación educativa como en el futuro.

En las instituciones educativas se deben abordar los pro-
blemas y las consecuencias por el uso de las sustancias
ilícitas y deben contar con el material educativo y especí-
fico para poder brindar una buena labor educativa en es-
tas áreas.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 25 de abril de 2007165

VOLUMEN II

CONTINUACIÓN DE LA SESIÓN No. 27
DEL 25 DE ABRIL DE 2007



Año I, Segundo Periodo, 25 de abril de 2007 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados166

Los programas tienen como fin desarrollar aptitudes y ac-
titudes benéficas para la vida, mediante técnicas de apren-
dizaje hacia el rechazo de lo perjudicial a la salud, refor-
zando de esta manera los compromisos personales contra el
uso y al mismo tiempo reforzar la habilidad social, inclu-
yendo métodos participativos que puedan ser grupos de
discusión entre compañeros, solución de problemas y toma
de decisiones en grupo. De esta manera, en lugar de ense-
ñar únicamente la parte teórica, este tipo de formación
brinda un enfoque creativo en la personalidad de los estu-
diantes para poder resolver problemas y que nos enseña du-
rante los años escolares.

Igualmente, formaremos en gran medida una inteligencia
emocional que, en muchas ocasiones, es más importante,
ya que se involucra y se eleva la autoestima, el compromi-
so y la independencia de los alumnos, dándoles una buena
formación de valores y de las actividades lúdicas.

El tiempo libre y las actividades positivas que tengan rela-
ción con la salud, a fin de prevenir el inicio de consumo e
incrementar la resistencia adquiriendo una mayor capaci-
dad para tomar decisiones. Los programas deben ser dise-
ñados para intervenir a una temprana edad con el objetivo
de poder encaminar los factores considerados como riesgo-
sos.

Es importante señalar que los programas deben de ser de
largo plazo, es decir, a lo largo de la vida escolar, con la fi-
nalidad de seguir una secuencia y seguir fortaleciendo la
restricción al acceso a estas sustancias. La escuela es uno
de los medios con más éxitos para la aplicación de este ti-
po de programas, ya que en ella se dan las oportunidades
idóneas para llegar a toda la población y las normas que se
establezcan en ellas reforzarán aún más estos programas.

También es importante señalar que estos programas deben
ir encaminados según el grado de riesgo de cada entidad,
mientras más alto sea el nivel riesgoso más temprano debe
empezar a fortalecerse, orientándose a grupos de edad y
apropiados a las etapas de desarrollo y situaciones cultura-
les.

Es elemental señalar que estos programas además son be-
néficos hablando en términos económicos, ya que el gasto
en la prevención es menor al que implica la atención de la
salud.

Derivado de lo anterior, y tomando en cuenta la trascen-
dencia de este tema, estimamos pertinente fortalecer la si-

tuación tan particular y compleja que vivimos. Requerimos
de cambios en los individuos para construir en los niños y
jóvenes la realización de un mejor país, por lo que someto
a la consideración de esta honorable Asamblea la iniciativa
de decreto mediante el cual se reforma el artículo 33 de la
Ley General de Educación, a fin de establecer nuevas pau-
tas de conducta y valores. El futuro de los menores depen-
de de un cambio sustancial de orientación en las políticas
educativas y deportivas. Por su atención, muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Educación, a cargo del diputado Ja-
vier Estrada González, del Grupo Parlamentario del PVEM

Javier Estrada González, diputado de la LX Legislatura del
H. Congreso de la Unión, integrante del Grupo Parlamen-
tario del Partido Verde Ecologista de México, con funda-
mento en los artículos 71, fracción II, 72 y 73 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 26 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos; y 55, fracción II, 56, 60 y 64 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, solicita se turne a la comisión co-
rrespondiente, para su dictamen y posterior discusión en el
Pleno de la Cámara de Diputados de la Sexagésima Legis-
latura del honorable Congreso de la Unión, la siguiente ini-
ciativa de ley, con base en la siguiente:

Exposición de Motivos

La adolescencia es una etapa que marca la transición entre
la infancia y la etapa adulta donde se producen cambios fí-
sicos, intelectuales y sociales así como la pérdida de la fi-
gura de los padres como educadores principales y el en-
cuentro o búsqueda de nuevas figuras, sensaciones y
experiencias etcétera.

Los adolescentes comienzan a ver el mundo desde otras
perspectivas y a ubicarse en él de manera más indepen-
diente, sus experiencias los llevan a conocer nuevos apren-
dizajes que pueden ser riesgosos o peligrosos y de igual
manera y por fortuna también buscan actividades en la mú-
sica, el deporte u otras actividades que requieren de mucha
energía y al mismo tiempo conllevan un escaso riesgo físi-
co.

Si hablamos de manera global, tenemos que tomar en cuen-
ta que los cambios en las costumbres sociales favorecen el
consumo de bebidas alcohólicas así como de sustancias ilí-
citas.



La pérdida de valores, la violencia intrafamiliar, los cam-
bios en la adolescencia como lo es la crisis de identidad, la
conformación de grupos, el cuestionamiento a la autoridad,
la separación con los padres y la búsqueda de ideales, en-
tre otros, así como la independencia económica hablando
en términos generales y el bombardeo de publicidad les ha
permitido entrar de lleno a las sociedades de consumo en
donde el alcohol y las drogas están presentes ya que cum-
plen determinadas funciones como el servir de elemento de
integración para los jóvenes y de evasión para otros, lo que
los lleva a actuar inadecuadamente, apropiándose de mo-
delos que los perjudican haciendo que se presenten estados
de confusión y sin verlo desde el punto de vista de la adic-
ción o enfermedad y degradación de la salud y la moral,
acaban por destruir sus vidas.

Según la Organización Mundial de la Salud, cada año cre-
ce el número de adolescentes que consumen bebidas alco-
hólicas en el mundo entero y para ellos es como un medio
de evadir la realidad.

Los adolescentes en su mayoría no solo beben por el placer
de hacerlo sino por múltiples razones ya que la etapa del
adolescente es muy vulnerable y se enfrentan a un mundo
que cada vez se les va haciendo más complejo.

De lo anterior es importante tomar medidas, ya que de lo
contrario los problemas causados contribuirán a un dete-
rioro general de las normas de comportamiento entre los
adultos del mañana.

Las soluciones son muchas, una de ellas es el rechazo y el
convencimiento de que esto en lugar de traer situaciones
benéficas trae muchos riesgos a corto y largo plazo, redu-
ciendo los riesgos de accidentes, violencia, delitos y enfer-
medades.

La prevención es uno de los aspectos claves para luchar
contra los problemas de drogadicción, de alcoholismo, de
tabaco y de las conductas antisociales y violentas en el me-
dio educativo. Hoy en día la incorporación de los adoles-
centes a conductas nocivas es cada vez más temprana y en
muchas ocasiones las drogas están entrando en las escuelas
y muchos estudiantes entran al mundo de las drogas cre-
yendo que se trata de un juego, persuadidos por otros com-
pañeros, y combinándolo con el uso del alcohol.

Lo mismo sucede con el tabaco, que en la mayoría de los
adultos, el mal hábito comenzó en la edad adolescente.

El Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México considera que uno de los métodos para combatir
este problema es el de la prevención y que esta debe co-
menzar básicamente en la escuela, ya que ésta debe ayudar
a los jóvenes a desarrollarse y participar en una sociedad
que cada vez se va haciendo más compleja, por ello la pre-
vención debe ser asumida como una prioridad para el ám-
bito del sector educativo con el fin de tomar medidas y pre-
parar a los jóvenes para que se puedan enfrentar durante el
transcurso de la vida ante el consumo y oferta de sustancias
nocivas para la salud y que adquieran hábitos fuertes que
les sirvan de referencia tanto en su formación educativa co-
mo en el futuro.

Las instituciones educativas se deben abordar los proble-
mas y las consecuencias del uso sustancias ilícitas, y para
ello se requieren de materiales adecuados, específicos y de
apoyo de especialistas para desarrollar esta labor en estas
áreas.

Los programas tienen como fin desarrollar aptitudes y ac-
titudes benéficas para la vida mediante técnicas de apren-
dizaje hacia el rechazo de lo perjudicial a la salud, refor-
zando de esta manera los compromisos personales contra el
uso y al mismo tiempo reforzar la habilidad social, inclu-
yendo métodos participativos que pueden ser grupos de
discusión entre compañeros y solución de problemas, toma
de decisiones en grupo, etcétera, en lugar de enseñar úni-
camente la parte teórica, este tipo de formación brinda un
enfoque creativo en la personalidad de los estudiantes para
poder resolver problemas y que no se enseña durante los
estudios y de esta manera fomentaremos en gran medida
una inteligencia emocional que en muchas ocasiones es
más importante ya que se involucra y se eleva la autoesti-
ma, el compromiso, y la independencia de los alumnos
dándoles una buena formación  de valores y facilitarles las
actividades lúdicas, el tiempo libre y las actividades positi-
vas que tengan relación con la salud.

Es preciso que en las escuelas se pongan a disposición ma-
teriales educativos que se adapten a la realidad de los niños
y adolescentes con el fin de prevenir el inicio del consumo
e incrementar la resistencia adquiriendo una mayor capaci-
dad para tomar decisiones.

Los programas deben estar diseñados para intervenir a una
temprana edad con el objetivo de poder encaminar los facto-
res considerados como riesgosos, tales como el comporta-
miento agresivo, la mala conducta, las dificultades académi-
cas, el rendimiento escolar, el abandono escolar, etcétera.
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Es en este sentido también resulta importante el papel que
desempeña la familia en los factores de protección para
evitar los factores de riesgo en donde los menores y jóve-
nes se encuentran inmersos en ambientes pocos favorables
dentro del hogar, los padres o tutores deben participar en la
vida de sus hijos creando lazos fuertes y normas sobre el
abuso de sustancias dañinas para la salud.

Es importante señalar que los programas deben ser a largo
plazo, es decir, a lo largo de la vida escolar con el fin de se-
guir una secuencia y seguir fortaleciendo la restricción al
acceso a estas sustancias.

La escuela es uno de los medios con más éxito para la apli-
cación de este tipo de programas ya que en ellas se dan las
oportunidades idóneas para llegar a todas las poblaciones y
las normas que se establezcan en ellas reforzarán aún más
éstos programas.

También es importante señalar que estos programas deben
ir encaminados según el grado de riesgo de cada entidad,
mientras más alto sea el nivel de riesgo, más temprano de-
be empezar a fortalecerse, orientándose a grupos de edad y
apropiados a las etapas de desarrollo y situaciones cultura-
les.

Es importante también señalar que estos programas ade-
más son benéficos hablando en términos económicos ya
que el gasto en la prevención es menor al que implica la
atención de la salud.

De igual forma, los programas ayudan en la relación de los
individuos con los compañeros al desarrollar conocimien-
tos prácticos sociales que son idóneos e incentivan una me-
jor comunicación resaltando las relaciones y comporta-
mientos positivos y las técnicas de resistencia para poder
rehusar a las ofertas de las drogas y el alcohol.

Derivado de lo anterior y tomando en cuenta la trascen-
dencia de este tema, estimamos pertinente fortalecer la si-
tuación tan particular y compleja que vivimos, requerimos
de cambios en los individuos para construir en los niños y
jóvenes la realización de un mejor país.

Por lo anteriormente expuesto, los que suscriben diputados
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México, respetuosamente sometemos a la consideración
del Pleno, la  siguiente iniciativa de:

Decreto mediante el cual se adiciona una fracción XIII
al artículo 33 Ley General de Educación.

Artículo Único. Se adiciona una fracción XIII al artículo 33
de la Ley General de Educación, para quedar como sigue:

Artículo 33. Para cumplir con lo dispuesto en el artículo
anterior, las autoridades educativas en el ámbito de sus res-
pectivas competencias llevarán a cabo las actividades si-
guientes:

I. a XII. ...

XIII. Desarrollarán y llevarán a cabo programas educa-
tivos de prevención y de asesoramiento individual, des-
arrollando estilos de vida sanos, de conciencia de las re-
percusiones perjudiciales de las drogas, el alcohol y el
tabaco, reforzando la actitud contra su uso.

Los programas de prevención para niños y adolescentes
incluirán métodos interactivos que se adapten a la edad.

Transitorios

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos
Mexicanos, a los diecisiete días del mes de abril de 2007.— Diputado
Javier Estrada González (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, diputado. Túrnese a la Comisión de Educación
Pública y Servicios Educativos, con opinión de la Co-
misión de Salud.

Saludamos la presencia de la diputada Elda Agüero y el di-
putado Arturo Heredia, de la República de Argentina. Aho-
ra se encuentran en este recinto legislativo y están reali-
zando una visita a la Comisión de Relaciones Exteriores,
por invitación del diputado Gerardo Buganza Salmerón.
Sean ustedes muy bienvenidos, señores legisladores; nos
alegra su presencia y les deseamos una estancia muy grata
y fructífera en nuestro país.

Les pedimos llevar saludos a los compañeros legisladores
de su república, tan apreciada por nosotros. Muchas gracias
por su visita.



LEY GENERAL DE RADIO Y TELEVISION

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Se concede el uso de la palabra a la diputada Mónica Arrio-
la, del grupo parlamentario del Partido Nueva Alianza, pa-
ra presentar iniciativa que reforma el artículo 59-Bis de la
Ley General de Radio y Televisión.

La diputada Mónica Arriola: Con el permiso de la Presi-
dencia. Compañeras y compañeros legisladores, uno de los
fines de Nueva Alianza es el de asegurar que las niñas y los
niños de México tengan la información adecuada para que
conozcan sus derechos y puedan hacerlos valer. En la ac-
tualidad, resulta una obviedad el afirmar que dentro de los
objetivos primordiales que deben guiar el actuar de los es-
tados, se encuentra la difusión y promoción de los derechos
de niños, niñas y adolescentes.

Nueva Alianza vuelve a insistir en la importancia de difun-
dir y promover los derechos de niños, niñas y adolescentes
a través de los medios de comunicación. Estamos conven-
cidos de que por medio de la educación podemos ampliar-
les su visión y darles más opciones para enfrentar los peli-
gros que nuestra sociedad ofrece.

El pasado mes de febrero presentamos ya una iniciativa pa-
ra que uno de los fines de la programación infantil fuera el
de propagar información destinada a desarrollar la capaci-
dad crítica y de libre decisión bajo los principios de igual-
dad de oportunidades y de tratos entre hombres y mujeres
y la no discriminación. Hoy estamos aquí con la finalidad
de hacer de los medios de comunicación un verdadero ins-
trumento para la consolidación de una cultura protectora de
las niñas y los niños mexicanos.

En México, 41.9 por ciento del total de la población —40
millones 799 mil, para ser exactos— es menor de 18 años
y está expuesta al maltrato, al abuso, a la violencia y a la
explotación y a la prostitución entre otras vejaciones. Si to-
mamos en cuenta que 98 por ciento de los hogares mexica-
nos cuentan al menos con un televisor y que de esta cifra
41.8 por ciento cuenta con tres o más televisores, el poder
de alcance es enorme.

Lograr insertar en nuestras niñas, niños y jóvenes una con-
ciencia plena sobre sus derechos es para Nueva Alianza un
objetivo y por ello estamos aquí de nuevo, en esta tribuna,
para tomar conciencia de la importancia de reconstruir una
sociedad con una cultura que ataque la ignorancia, la indo-
lencia y sobre todo, la sumisión e indiferencia.

Por todo lo anterior someto, en mi calidad de integrante del
grupo parlamentario Nueva Alianza, a la aprobación de es-
ta soberanía la presente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se modifica la fracción I del artículo 59-Bis de
la Ley Federal de Radio y Televisión, para quedar como si-
gue:

Propiciar el desarrollo armónico de la niñez difundiendo y
promoviendo los derechos de niñas, niños y adolescentes.
Solicito a la Presidencia que se publique el texto íntegro en
el Diario de los Debates. Es cuanto, señora Presidenta.

«Iniciativa que reforma el artículo 59 Bis de la Ley Gene-
ral de Radio y Televisión, a cargo de la diputada Mónica
Arriola, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza

Mónica Arriola, diputada de la LX Legislatura del Congre-
so de la Unión, integrante del Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza, con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, 56, 60 y
64 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, solicita que se
turne a las Comisiones Unidas de Educación, y de Comu-
nicaciones, para su dictamen y posterior discusión en el
Pleno de la Cámara de Diputados de la Sexagésima Legis-
latura del honorable Congreso de la Unión, la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforma la
fracción I del artículo 59 Bis de la Ley General de Radio y
Televisión, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Resulta una verdad de Perogrullo afirmar que dentro de los
objetivos primordiales que deben guiar el actuar de las ins-
tituciones del Estado mexicano se encuentra la tutela de los
derechos de los grupos más vulnerables. En ese sentido, la
preocupación de esta soberanía por la atención, difusión y
promoción de los derechos de los niños y los adolescentes
debe ocupar un lugar primordial en la agenda legislativa.

En el contexto internacional, en la propia Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de Naciones Unidas, se
reconoce que la infancia tiene derecho a cuidados y asis-
tencia especiales.

Más aún, la necesidad de proporcionar al niño una protec-
ción especial ha sido enunciada en la Declaración de Gine-
bra de 1924 sobre los Derechos del Niño y en la Declara-
ción de los Derechos del Niño adoptada por la Asamblea
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General el 20 de noviembre de 1959, y reconocida en la
Declaración Universal de Derechos Humanos, en el Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos (en particu-
lar, en los artículos 23 y 24), en el Pacto Internacional de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en particular,
en el artículo 10) y en los estatutos e instrumentos perti-
nentes de los organismos especializados y de las organiza-
ciones internacionales que se interesan en el bienestar del
niño.

La Declaración de los Derechos del Niño establece preci-
samente: “el niño, por su falta de madurez física y mental,
necesita protección y cuidado especiales, incluso la debida
protección legal, tanto antes como después del nacimien-
to”.

Como se puede inferir, ha existido una clara tendencia in-
ternacional sobre la relevancia, la promoción, la difusión y
el respeto de los derechos del niño.

En conformidad con el concierto internacional, México ha
procurado regular su legislación ordinaria, al grado de ex-
pedir para 2000 la Ley para la Protección de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes, con objeto de garantizar-
les la tutela y el respeto de los derechos fundamentales re-
conocidos en la Constitución.

No obstante, no sólo con la expedición de leyes especiales
se cumplen los objetivos de los tratados y pactos suscritos
por México. Es menester reformar la legislación ordinaria
en distintas materias, como la penal, la civil, lo relativo a la
salud o, como en este caso, las telecomunicaciones.

Hace 25 años, el 11 de enero de 1982, se publicó en el Dia-
rio Oficial de la Federación la adición del artículo 59 Bis
de la Ley Federal de Radio y Televisión, por la cual se in-
cluían cinco loables objetivos con relación a la programa-
ción general dirigida a la población infantil. En aquellos
momentos se trataba de principios rectores que se encon-
traban a la vanguardia en la protección de los derechos de
los menores de edad.

Sin embargo, las condiciones de la sociedad mexicana han
cambiado con el transcurso de los años. Actualmente, exis-
te la necesidad de replantear los fines a que se debe sujetar
la programación general dirigida a la población infantil.

La reforma que ahora se plantea pretende la inclusión de la
difusión y promoción de los derechos de niños y de ado-
lescentes en los fines de la programación general dirigida a

la población infantil como elementos fundamentales para
el desarrollo armónico de la niñez.

El sentido primordial de esta iniciativa es aprovechar los
medios de comunicación masiva para insertar, en nuestros
niños y jóvenes, conciencia plena sobre los derechos que
les asisten y, tangencialmente, obtener un beneficio por de-
más trascendente del hecho de que la televisión, desafortu-
nadamente, abarca gran cantidad del tiempo de esparci-
miento con que cuentan los niños.

En ese sentido, si bien es cierto que lo idóneo sería desin-
centivar la conducta recurrente de ver la televisión por par-
te de nuestros niños por medio de la difusión y promoción
de distintas actividades recreativas, deportivas y de espar-
cimiento en general, no menos cierto es el hecho de que si
la televisión es un distractor obligado, y hasta cierto punto
necesario, debemos hacer de estas horas frente al televisor
un momento de aprendizaje y toma de conciencia.

Los anteriores argumentos de igual forma se pueden apli-
car a la actividad de escuchar la radio. Sin embargo, el
tiempo que los niños dedican a la actividad de escuchar la
radio es en términos generales mucho menor que el dedi-
cado a ver televisión.

Por otra parte, distintos organismos están realizando es-
fuerzos para difundir los derechos propios de la niñez.

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con el
fin de “reforzar la educación en derechos humanos de las
generaciones jóvenes”, celebró el año pasado el concurso
nacional infantil ¿Somos iguales...?, que contó con la par-
ticipación de 2 mil 42 personas, integrando la publicación
¿Somos iguales? con los mejores 18 trabajos.

El Instituto Federal Electoral celebró en 1997 una primera
elección infantil, con el tema “Derechos de los niños: todos
los niños, todos los derechos”. En ella votaron 3 millones
709 mil 704 niños de México. Desde entonces, cada elec-
ción federal se enriquece con la participación de los niños,
que opinan sobre cuestiones de su interés.

Los anteriores han sido esfuerzos realizados con gran im-
pacto en la sociedad y han logrado el objetivo de difundir
los derechos de los niños. Ahora toca el turno al Poder Le-
gislativo.

Con la reforma que se plantea se logrará obligar a una di-
fusión constante y sistemática de los derechos de los niños



con alcances de largo plazo y en donde, dada la creatividad
que caracteriza a las figuras públicas, se podrían encontrar
medios para hacer la comprensión de los derechos más ase-
quible para los niños.

Como se aprecia, debe ser claro que para lograr un sano y
armónico desarrollo en los menores de edad, debemos im-
pulsar que disminuyan las horas frente al televisor y, por el
contrario, fomentar actividades que impliquen un desarro-
llo intelectual, deportivo y cultural. Pero si esto es un ide-
al, entonces debemos emplear los tiempos de televisión y
radio como un instrumento para crear mentes reflexivas y
conscientes de sus garantías. Debemos lograr el equilibrio
ideal sobre las bondades que ofrecen los medios de comu-
nicación; debemos procurar enriquecer la programación a
que se enfrentan nuestros hijos día con día y ayudarlas a to-
mar conciencia de las garantías y de los derechos con que
cuentan a fin de ayudar a forjar una sociedad con una cul-
tura que ataque la ignorancia, la indolencia y, sobre todo, la
sumisión e indiferencia.

Por lo expuesto, la suscrita, en su calidad de integrante del
Grupo Parlamentario de Nueva Alianza, somete a la apro-
bación de esta soberanía la presente iniciativa con proyec-
to de

Decreto por el que se modifica la fracción I del artículo 59
Bis de la Ley Federal de Radio y Televisión

Único. Se modifica la fracción I del artículo 59 Bis de la
Ley Federal de Radio y Televisión, para quedar como si-
gue:

Artículo 59 Bis. La programación general dirigida a la po-
blación infantil que transmitan las estaciones de radio y te-
levisión deberá

I. Propiciar el desarrollo armónico de la niñez, difun-
diendo y promoviendo los derechos de las niñas, los
niños y los adolescentes.

II. Estimular la creatividad, la integración familiar y la
solidaridad humana.

III. Procurar la comprensión de los valores nacionales y
el conocimiento de la comunidad internacional.

IV. Promover el interés científico, artístico y social de
los niños.

V. Proporcionar diversión y coadyuvar el proceso for-
mativo en la infancia.

Los programas infantiles que se transmiten en vivo, las se-
ries radiofónicas, las telenovelas o teleteatros grabados, las
películas o series para niños filmadas, los programas de ca-
ricaturas, producidos, grabados o filmados en el país o en
el extranjero deberán sujetarse a lo dispuesto en las frac-
ciones anteriores.

La programación dirigida a los niños se difundirá en los
horarios previstos en el reglamento de esta ley.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Ejecutivo federal, a través de la Secretaría de
Salud, deberá adecuar el Reglamento de la Ley Federal de
Radio y Televisión para hacerlo acorde con la presente re-
forma, en un plazo de noventa días a partir de la entrada en
vigor del presente decreto.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos
Mexicanos, a 19 de abril de 2007.— Diputada Mónica Arriola (rúbri-
ca).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias por su ahorro de tiempo, diputada. Muy amable.
Túrnese a la Comisión de Radio, Televisión y Cinema-
tografía. 

ARTICULO 107 CONSTITUCIONAL

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Se concede el uso de la palabra a la diputada María del Pi-
lar Ortega Martínez, del grupo parlamentario de Acción
Nacional, para presentar iniciativa que reforma el artículo
107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos.

La diputada María del Pilar Ortega Martínez: Con su
permiso, señora Presidenta. Señores y señoras legisladoras,
voy a hacer una exposición breve de la exposición que hoy
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se somete ante esta soberanía, solicitando que el texto ínte-
gro de la misma se inserte en el Diario de los Debates tal y
como ha quedado presentado en esta Secretaría.

La iniciativa que hoy pongo a su consideración es relativa
a una reforma a la fracción I del artículo 107 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que se
refiere al juicio de garantías, al juicio de amparo.

Como ustedes saben el juicio de garantías constituye la pie-
dra angular para la defensa de la Constitución y los dere-
chos fundamentales de los ciudadanos, en este sentido la
iniciativa que hoy se somete a consideración de esta Asam-
blea tiene que ver con el tipo de interés exigido para soli-
citarlo. El tipo de interés que es sin duda uno de los aspec-
tos más relevantes de juicio de garantía.

Hasta ahora en nuestro país se ha seguido la idea de que pa-
ra tal efecto es necesaria la existencia de un interés jurídi-
co, identificado más bien con los derechos subjetivos, la
forma de resolver los problemas de interés para acudir al
juicio de amparo, tiene que ver con la forma en que se vis-
lumbran las posibilidades de acceso a la justicia.

Esta iniciativa plantea, que se permita, que se constituya
como quejoso en el amparo, en el juicio de amparo, a aque-
lla persona que resulte afectada por un acto que afecte un
derecho reconocido por el orden jurídico; pero también —
y aquí viene el cambio propuesto— cuando el acto de au-
toridad no afecte directamente este derecho, pero sí la si-
tuación jurídica derivada del propio orden único.

Como ha sucedido en otras latitudes, la incorporación del
interés legítimo se traducirá en enormes ventajas para los
gobernados, quienes estarían en posibilidad de defender su
esfera jurídica con una amplitud acorde con los tiempos
que vive el país. Del mismo modo, el interés legítimo for-
talecerá al estado de derecho, al incluir en el ámbito de
control constitucional sectores que hoy están ajenos del
control jurisdiccional.

El interés legítimo, cuyo desarrollo más importante se ha
dado en el ámbito del derecho administrativo, consiste en
una legitimación intermedia entre el interés jurídico y el in-
terés simple, así no se exige la afectación de un derecho
subjetivo, pero tampoco se trata de que cualquier persona
esté legitimada para promover el amparo con la finalidad
de exigir que se cumplan las normas administrativas, con
lo que se convertiría en una especie de interés popular.
Aquí presentamos que esté acotado este interés legítimo,

en los casos de resoluciones emitidas por los tribunales, del
carácter jurisdiccional, administrativo o del trabajo.

Se puede decir que el objetivo de esta reforma es permitir
el acceso al juicio de amparo, a aquellos particulares afec-
tados en su esfera jurídica por actos de autoridad; no obs-
tante que carezcan de la titularidad del derecho subjetivo o
respectivo, con la finalidad clara de ampliar el número de
gobernados que pueden acceder al procedimiento en de-
fensa de sus legítimos intereses.

Finalmente, señoras y señores legisladores, señalo que hoy
la sociedad mexicana nos demanda mayores garantías y
controles frente al poder; de ahí la trascendencia de nues-
tro papel como legisladores y la responsabilidad entonces
que tenemos de perfeccionar los instrumentos de preserva-
ción de los derechos y la limitación al poder.

Hoy presentamos por ello una iniciativa que pretende per-
feccionar el juicio de amparo, uno de los instrumentos más
importantes de control del poder y de preservación de los
derechos fundamentales. Por su atención, muchas gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 107 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la di-
putada María del Pilar Ortega Martínez, del Grupo Parla-
mentario del PAN

La suscrita, Ma. del Pilar Ortega Martínez, diputada fede-
ral, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional en la LX Legislatura de la Cámara de Diputados
del H. Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto por los artículos 71, fracción II, y 72 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
en los artículos 55, fracción II, 56, 62 y demás relativos  del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, someto a considera-
ción de este H. Congreso de la Unión, la presente iniciati-
va con proyecto de decreto por la que se reforma la
fracción I del artículo 107 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, misma que se fundamenta y
motiva bajo la siguiente:

Exposición de Motivos

I

Únicamente habrá una democracia en sentido sustancial si
existen garantías procesales eficaces en contra de cualquier
violación a los derechos fundamentales de los gobernados.



Además la aparición de nuevas categorías de derechos fun-
damentales y la falta de mecanismos de protección especí-
ficos o adecuados para los mismos y para otros ya recono-
cidos, como el derecho al medio ambiente, el derecho a la
paz, y los derechos de los consumidores, han presionado,
para que los sistemas de protección constitucional adecuen
sus mecanismos procesales para la defensa de este tipo de
intereses y la posible indemnización de las víctimas.

De ahí la necesidad de apertura del ordenamiento, de una
adecuación procesal para la protección de derechos, to-
mando en consideración que la legitimidad procesal indivi-
dualizada es, si bien una herramienta necesaria, también en
ocasiones inadecuada frente a nuevas realidades.

En fin, el Estado Constitucional de Derecho, se justifica
como un orden encaminado para la protección de los dere-
chos fundamentales; protección que junto con la defensa de
valores y principios constitucionales constituye su fin y ob-
jeto. Es válido al instrumentar mecanismos de defensa, es-
tablecer requisitos formales que en orden a la seguridad ju-
rídica, aseguren la viabilidad misma del proceso, pero ello
sin menoscabo de disminuir o alterar el contenido de los
derechos, valores y principios antes aludidos.

Los derechos difusos y colectivos corresponden a personas
indeterminadas, pertenecientes a diversos grupos sociales,
que se encuentran distribuidos en amplios sectores, de ma-
nera que no resulta fácil el establecimiento de los instru-
mentos adecuados para la tutela de los propios intereses,
que se refieren esencialmente al consumo, al medio am-
biente, a los problemas urbanos y al patrimonio artístico y
cultural, entre los más importantes.

Por su parte, la doctrina brasileña distingue entre los inte-
reses colectivos y los intereses difusos propiamente dichos.
Ambas categorías son metaindividuales, en el sentido de
que no pertenecen a un titular determinado, sin embargo,
los intereses colectivos son los intereses comunes a una co-
lectividad de personas entre las que existe un vínculo jurí-
dico (colegios de profesionales, condominios, etcétera). En
los intereses difusos propiamente dichos, por el contrario,
no existe ese vínculo jurídico, sino situaciones contingen-
tes o accidentales (habitar en la misma región, consumir el
mismo producto, vivir en determinadas circunstancias so-
cioeconómicas, etcétera).

Es el caso que en el estado actual del juicio de amparo los
intereses difusos y colectivos no pueden ser materia de pro-
tección por parte de nuestra institución procesal. Lo que

significa un notorio atraso en relación con los avances en
la defensa de los derechos fundamentales de los goberna-
dos que se aprecian en derecho comparado, y un enorme
obstáculo en la consecución del acceso a la justicia de los
mexicanos. De nada sirve el reconocimiento jurídico de in-
tereses supraindividuales si se niega su acceso a la justicia.

II

Uno de los aspectos del actual funcionamiento del juicio de
amparo que restringe, en gran medida, su finalidad de pro-
tección de los derechos fundamentales es la limitada legi-
timación para promoverlo a través del interés jurídico,
identificado como derecho subjetivo.

Esta identificación del interés jurídico con el derecho sub-
jetivo viene a ser una forma de privilegiar las actuaciones
de los órganos del Estado frente a los particulares, senci-
llamente por la dificultad de éstos de hacer valer medios de
impugnación.

Contra lo que comúnmente se piensa, el interés jurídico en
su acepción estricta como derecho subjetivo no es consus-
tancial al juicio de amparo. Por el contrario, en el siglo
XIX, la Corte tenía una concepción amplia de la legitima-
ción en el juicio de amparo. Así se desprende de la revisión
de la Primera Época del Semanario Judicial de la Federa-
ción, en la cual se da cuenta de varios casos en que la Su-
prema Corte aceptó la procedencia del amparo para la pro-
tección de intereses urbanísticos, estéticos e incluso de
simple comodidad. El individuo promovía el amparo no
únicamente en defensa de sus intereses, sino también en los
de un sector amorfo de la comunidad.

Así, por ejemplo, en 1872 se resolvió una demanda de am-
paro promovida en representación de una menor contra ac-
tos del ayuntamiento de Ciudad Guzmán, Jalisco. La con-
troversia se había planteado en contra de la orden de
demoler un pórtico o portal en la plazuela en la que se ubi-
caba la casa de la quejosa.1 La Corte otorgó el amparo, a
pesar de que, la autoridad no pretendía destruir su casa, si-
no el ambiente natural y arquitectónico en el que se locali-
zaba la propiedad. Con esa resolución, la Corte protegió no
sólo a la quejosa, sino a los vecinos y al ambiente de la co-
munidad.

Es de apreciar que el criterio emitido en el asunto mencio-
nado era sumamente adelantado para su tiempo; época en
la que estaban en etapa de construcción los derechos fun-
damentales en su sentido clásico de derechos de libertad,
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pero en la que no nacían aún los derechos sociales o pres-
tacionales, ya no digamos los derechos humanos de la ter-
cera generación. Incluso, para nuestro tiempo, la resolu-
ción de la Corte sería considerada moderna y adecuada.

Lamentablemente estos criterios vanguardistas se fueron
perdiendo. Desde que Vallarta llega a la presidencia de la
Suprema Corte no hay noticia de precedentes en los cuales
se acepte la legitimación en términos amplios. Por el con-
trario, es a partir de entonces en que se empieza a elaborar
toda una construcción para exigir la afectación de un dere-
cho subjetivo como requisito para la procedencia del juicio
de amparo.

El criterio prevaleciente2 en el Poder Judicial de la Federa-
ción establece que para el interés jurídico se requiere: 

a) la existencia de un derecho establecido en una norma
jurídica (derecho objetivo);

b) la titularidad de ese derecho por parte de una perso-
na;

c) la facultad de exigencia para el respeto de ese dere-
cho, y

d) la obligación correlativa a esa facultad de exigencia.

Sin la existencia de esos requisitos el amparo es improce-
dente por la carencia de interés jurídico.

Tal conceptuación del interés jurídico no se compadece con
las necesidades de una sociedad moderna ni da respuesta a
los retos del derecho público contemporáneo. Se privilegia
a la autoridad frente al gobernado y se consuman sectores
amplios de impunidad, en momentos en que la lucha por
los derechos fundamentales es de tal importancia que, in-
cluso, su consagración y la existencia de garantías proce-
sales efectivas es requisito para que un Estado pueda ser
calificado como democrático en sentido sustancial.

En efecto, la exigencia del interés jurídico para la proce-
dencia del juicio de amparo deja fuera de control jurisdic-
cional una gran cantidad de actos de autoridad que lesionan
la esfera jurídica de los particulares, pero que no afectan un
derecho subjetivo, o que lo afectan sólo de manera indirec-
ta. Es común encontrar actos de autoridad que lesionan
gravemente el patrimonio de los gobernados pero que, por
no violentar un derecho subjetivo, no son susceptibles de
impugnación procesal.

Asimismo, quedan ajenos a la protección del amparo los
llamados intereses difusos y colectivos.

III

Como puede observarse, es notorio que quedan ajenos al
control jurisdiccional de amparo un número muy im-
portante de actos autoritarios que lesionan los derechos
fundamentales de los gobernados. Lo reducido del concep-
to del interés jurídico no se compadece con las exigencias
de una sociedad moderna ni responde a los retos del dere-
cho público contemporáneo. Es necesario que el amparo
tutele los derechos fundamentales cuando éstos son vulne-
rados, aunque no se afecte un derecho subjetivo; asimismo,
es menester que se abra la posibilidad de control en los ca-
sos de intereses difusos y colectivos.

Por todo lo anterior es que esta iniciativa propone el esta-
blecimiento del interés legítimo como requisito de proce-
dencia del juicio de amparo, y abandonar el del interés ju-
rídico, el cual, por mayoría de razón quedaría incluido en
el que se propone.

Como ha sucedido en otras latitudes, la incorporación del
interés legítimo se traducirá en enormes ventajas para los
gobernados, quienes estarían en posibilidad de defender su
esfera jurídica con una amplitud acorde a los tiempos que
vive el país. Del mismo modo, el interés legítimo fortale-
cerá al Estado de derecho al incluir en el ámbito de control
constitucional sectores que hoy están ajenos de control ju-
risdiccional.

El interés legítimo, cuyo desarrollo más importante se ha
dado en el ámbito del derecho administrativo, consiste en
una legitimación intermedia entre el interés jurídico y el in-
terés simple. Así, no se exige la afectación de un derecho
subjetivo, pero tampoco se trata de que cualquier persona
esté legitimada para promover el amparo con el fin de exi-
gir que se cumplan las normas administrativas, con lo que
se convertiría en una especie de acción popular.

El presupuesto del interés legítimo es la existencia de nor-
mas que imponen una conducta obligatoria de la adminis-
tración pública, pero tal obligación no se corresponde con
el derecho subjetivo de que sean titulares determinados
particulares, a pesar de que sí se afecta la esfera jurídica de
dichos particulares. En efecto, puede haber gobernados pa-
ra los que la observancia o no de este tipo de normas de la
administración pública resulte una ventaja o desventaja de
modo particular (especial, diferente) respecto de los de-



más. Esto puede ocurrir por dos razones, en primer lugar,
puede ser el resultado de la particular posición de hecho en
que alguna persona se encuentre, que la hace más sensible
que otras frente a un determinado acto administrativo; en
segundo lugar, puede ser el resultado de que ciertos parti-
culares sean los destinatarios del acto administrativo que se
discute. Ésta es la noción del interés legítimo. Es decir, que
ciertos gobernados puedan tener un interés cualificado res-
pecto de la legalidad de determinados actos administrati-
vos. La posibilidad de acudir al amparo mediante el interés
legítimo abre enormes oportunidades de control de actos de
la administración pública que, hasta ahora, sólo en algunos
casos es factible proteger.

El interés legítimo no requiere, como ya se dijo, de la afec-
tación a un derecho subjetivo, aunque sí a la esfera jurídi-
ca entendida en sentido amplio.

A través de la incorporación del concepto de interés legíti-
mo, se protege a los gobernados de afectaciones a sus de-
rechos subjetivos, pero además frente a violaciones a su es-
fera jurídica que no lesionan intereses jurídicos, ya sea de
manera directa o indirecta, debido, en este último caso, a su
peculiar situación en el orden jurídico; así también se tute-
lan los llamados intereses difusos o colectivos. Es obvia la
enorme amplitud proteccionista que adquiriría el juicio de
amparo a partir de un nuevo criterio de legitimación.

En esta iniciativa se plantea que los intereses difusos o co-
lectivos se protejan a través de la figura del interés legíti-
mo.

Por virtud del interés legítimo se abre la puerta para la de-
fensa de afectaciones a la esfera jurídica de los gobernados
que no violentan un derecho subjetivo pero que tampoco se
trata de intereses difusos o colectivos, lo que constituye
una ventaja frente a la previsión exclusiva de procedencia
en contra de la afectación de intereses difusos.

En este sentido, la legitimación a través del interés legíti-
mo es más amplia que la que se lograría con la sola defen-
sa de los intereses difusos y colectivos.

Por otra parte, debe reconocerse que la problemática de la
protección de los intereses difusos o colectivos no siempre
implica un problema de constitucionalidad, por eso, en
ocasiones, esta protección se daría en primer nivel en esfe-
ra técnica en sede administrativa y no en sede jurisdic-
cional. Por ello, el interés legítimo que se propone es un

concepto abierto, para que los jueces decidan en cada caso
concreto si se está o no en presencia de un acto de autori-
dad que implique una violación constitucional o a los dere-
chos humanos y, en consecuencia, acreditar o no la legiti-
mación en el juicio de amparo. Esto no se puede definir a
priori, tiene que ser una creación jurisdiccional.

Es importante puntualizar algunos aspectos que dibujen los
elementos del concepto en cuestión:

a) No es un mero interés por la legalidad de la actuación
de la autoridad; requiere la existencia de un interés per-
sonal, individual o colectivo que, de prosperar la acción,
se traduce en un beneficio jurídico en favor del accio-
nante.

b) Está garantizado por el derecho objetivo, pero no da
lugar a un derecho subjetivo, no hay potestad frente a
otro.

c) Debe haber una afectación a la esfera jurídica en sen-
tido amplio, ya sea económica, profesional o de otra ín-
dole. Lo contrario es la acción popular, en la cual no se
requiere afectación alguna a la esfera jurídica.

d) Los titulares tienen un interés propio distinto del de
cualquier otro gobernado, consistente en que los pode-
res públicos actúen de acuerdo con el ordenamiento
cuando con motivo de la persecución de fines de carác-
ter general incidan en el ámbito de ese interés propio.

e) Se trata de un interés cualificado, actual y real, no po-
tencial o hipotético; en suma, es un interés jurídicamen-
te relevante.

f) La anulación produce efectos positivos o negativos en
la esfera jurídica del gobernado.3

Es importante destacar que en tratándose de procesos sigue
subsistiendo la necesidad del interés jurídico, entendido
como derecho subjetivo, en razón de que sería inconve-
niente que en un juicio donde hay dos partes que están liti-
gando con idéntico interés, venga un tercero a obstaculizar
el ejercicio de sus derechos, con lo cual se crearía un caos
ante la imposibilidad de que se ejecutaran las decisiones
judiciales. Por ello, se hace la diferenciación entre lo que
son procedimientos judiciales para los cuales se exige inte-
rés jurídico y los demás actos para cuya impugnación bas-
ta el interés legítimo.
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En cuanto a las sentencias que se dicten en los juicios de
amparo promovidos en defensa de los derechos difusos y
colectivos, sus efectos serían generales, constituyendo una
excepción al principio de relatividad de las sentencias, ya
que sería ilógico que una persona que promueva un juicio
de amparo en defensa de derechos difusos y colectivos ob-
tuviera un fallo favorable en lo individual, como el caso de
detener una obra dañina para el medio ambiente, y que ella
sola recibiera el beneficio; en vía de consecuencia las de-
más personas del grupo recibirían también el beneficio del
amparo.

Se puede decir que el objetivo de esta reforma es permitir
el acceso al juicio de amparo a aquellos particulares afec-
tados en su esfera jurídica por actos de autoridad (interés
legítimo), no obstante que carezcan de la titularidad del de-
recho subjetivo respectivo (interés jurídico), con la finali-
dad clara de ampliar el número de gobernados que pudie-
ran acceder al procedimiento en defensa de sus intereses.

Es necesario, abrir la mente a novedosas categorías y a una
forma más democrática de entender el papel del control de
la constitucionalidad de las libertades. Se trata de poner el
énfasis en el control sobre el ejercicio del poder; de privi-
legiar la vigencia plena de los derechos fundamentales
frente al abuso de la autoridad; se trata, en suma, de supe-
rar el modelo que sirvió a sistemas autoritarios para avan-
zar hacia un nuevo paradigma que coadyuve al fortaleci-
miento de un Estado democrático, por lo que se propone el
siguiente:

Proyecto de decreto por el que se reforma la fracción I
del artículo 107 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

Artículo Único. Se reforma la fracción I de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar de
la siguiente forma:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

“Artículo 107. Todas las controversias de que habla el Ar-
tículo 103 se sujetarán a los procedimientos y formas del
orden jurídico que determine la ley, de acuerdo a las bases
siguientes:

“I.- El juicio de amparo se seguirá siempre a instancia
de cualquier persona que invoque un interés legíti-
mo. En los casos en los que se promueva amparo en
contra de actos o resoluciones emitidos por órganos

jurisdiccionales, administrativos o laborales se re-
querirá ser titular de un interés jurídico, entendido
como derecho subjetivo.

(II. a XVIII. ...).”

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los seis
meses contados a partir del día de su publicación en el Dia-
rio Oficial de la Federación.

Segundo. Los juicios de amparo que se encuentren pen-
dientes de resolver a la entrada en vigor de este decreto
continuarán tramitándose hasta su resolución final confor-
me a las disposiciones que se encontraban vigentes al ini-
cio de los mismos.

Notas

1 Amparo promovido ante el Juzgado de Distrito de Jalisco, por el li-
cenciado D. Cipriano Gómez Nuño, como curador de la menor Dª Con-
cepción Pérez, contra el Ayuntamiento de ciudad Guzmán, Jalisco, que
dispuso fuera demolido el portal de una casa situada en esa capital, per-
teneciente a la referida menor. SEMANARIO JUDICIAL DE LA FE-
DERACIÓN, Primera Época, Tomo III, Mayo 1872-Marzo 1873, pá-
gina 533 a 535.

2 Tesis “INTERES JURIDICO. INTERES SIMPLE Y MERA FA-
CULTAD. CUANDO EXISTEN.” e “INTERES JURIDICO. CUAN-
DO PUEDE CALIFICARSE COMO TAL.”, op. cit., Séptima Época,
Volumen 37, Primera Parte, página 25.

3 ZALDIVAR LELO DE LARREA, Arturo, Hacia una Nueva Ley de
Amparo, México, UNAM-IIJ, 2002, p. 63.

México, Distrito Federal, a los 19 días del mes de abril de dos mil sie-
te.— Diputada María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Muchas gracias, diputada. Túrnese la iniciativa a la Co-
misión de Puntos Constitucionales.

LEY DEL SERVICIO DE 
ADMINISTRACION TRIBUTARIA

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Tiene la palabra el diputado Pablo Trejo Pérez, para pre-



sentar iniciativa que reforma el artículo 25 de la Ley del
Servicio de Administración Tributaria, suscrita por diputa-
dos de los grupos parlamentarios de la Revolución Demo-
crática, de Convergencia y del Trabajo.

El diputado Pablo Trejo Pérez: Con su permiso, diputa-
da Presidenta. Vengo en nombre y representación del Fren-
te Amplio Progresista a presentar una iniciativa que refor-
ma los artículos del Código Fiscal de la Federación, con
objeto de tener transparencia y acceso a la información en
materia fiscal.

Esta iniciativa contempla la reforma del artículo 25 de la
Ley del Servicio de Administración Tributaria, además de
algunas otras disposiciones, del Código Fiscal de la Fede-
ración, el 69, el 32-B, fracción IV, del Código Fiscal; y el
117, fracción IV, y penúltimo párrafo de la Ley de las Ins-
tituciones de Crédito.

Dentro del marco de la reforma fiscal que pretendemos te-
ner en esta Cámara y dentro de las discusiones que se han
planteado, nos hemos propuesto que la transparencia y el
acceso a la información sea uno de los principios impor-
tantes para que nos ayude a regular, a conocer, quiénes pa-
gan y cómo pagan sus impuestos. Sabemos que una de las
fallas de nuestro sistema fiscal o nuestro sistema tributario,
está centrado en la evasión y la elusión fiscal.

Hace unos turnos, mi compañero diputado Juan Guerra
presentó las reformas a la Ley del Impuesto sobre la Renta
y a otras disposiciones en materia fiscal, que van a permi-
tir cerrar estas puertas.

Por ello, compañeras, compañeros diputados, estamos ha-
ciendo estas modificaciones con el ánimo de que la ha-
cienda pública se fortalezca; de que esos recursos que va-
mos a tener a través de estas modificaciones se destinen a
un gasto público eficiente; que el Ejecutivo federal también
haga su tarea en materia de racionalización, austeridad y
buen manejo de los recursos públicos del país y que estos
esfuerzos de manera conjunta permitan que el Estado cum-
pla una función fundamental, que es la justicia social, la re-
distribución del ingreso, el equilibrio de las desigualdades.

Nosotros, el Frente Amplio Progresista, el día de hoy po-
nemos sobre la mesa nuestras propuestas en materia ha-
cendaria. Esperamos que los demás grupos parlamentarios
presenten las suyas; que abramos la discusión sobre la ha-
cienda pública a la vista de todos los mexicanos; mandarle
un mensaje a la nación donde se señale que lo que quere-

mos es tener una recaudación eficiente sin incrementar im-
puestos, que la captación sea eficiente, que el Sistema de
Administración Tributaria recaude lo que debe recaudar y
que esos recursos se apliquen en beneficio de las grandes
mayorías.

Las propuestas que hemos presentado —como ustedes
ven— no pretenden el incremento de ningún impuesto, sino
la eficiencia en el cobro. Eso nos permitirá liberar recursos
para Pemex que necesita invertir en exploración, en refina-
miento y en explotación y lo que generará un círculo virtuo-
so que nos permitirá tener mayor riqueza para la nación.

La otra tarea es el destino de ese recurso. ¿Hacia dónde va
a ir dirigido? Nosotros pretendemos que esa dirección sea
con un solo propósito: el crecimiento sostenido del país
que nos permita llegar al desarrollo económico tan anhela-
do. Y en este aspecto nosotros, la Cámara de Diputados,
una de nuestras funciones principales consiste en la fiscali-
zación no sólo del gasto público, sino de la recaudación
que tiene la hacienda pública.

Es por eso que el día de hoy estamos presentando esta ini-
ciativa que nos permite, a la Cámara de Diputados, tener
los elementos necesarios para hacer una evaluación de la
eficiencia de la administración tributaria y de la recauda-
ción que se lleva a cabo en este país. Todo esto en benefi-
cio de los mexicanos que ahora se encuentran en condicio-
nes económicas muy vulneradas.

En virtud de que la iniciativa fue publicada en la Gaceta
Parlamentaria, le solicitaría, diputada Presidenta, que se
transcribiera íntegramente tal como fue publicada en el
Diario de los Debates.

En el Frente Amplio estamos convencidos que la transpa-
rencia y el acceso a la información, es uno de los instru-
mentos que nos va a permitir llevar a la eficiencia a la ha-
cienda pública de nuestro país. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 25 de la Ley del Servi-
cio de Administración Tributaria, suscrita por diputados de
los grupos parlamentarios de los partidos de la Revolución
Democrática, de Convergencia y del Trabajo

El suscrito, diputado integrante del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática a la LX Legisla-
tura del Congreso de la Unión, con fundamento en los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, del Reglamento
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para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, somete a la consideración del
Pleno de la Cámara de Diputados iniciativa con proyecto
de decreto por el que se adicionan un segundo y tercer pá-
rrafos al artículo 25 de la Ley del Servicio de Administra-
ción Tributaria, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La necesidad por la que atraviesa nuestro país de alcanzar
una fiscalización y recaudación de las contribuciones que
resulte cada vez más eficiente, es una tarea que correspon-
de no solamente al Poder Ejecutivo, sino también al Poder
Legislativo en el ámbito de sus competencias.

Para tales efectos, el Congreso de la Unión requiere cono-
cer de manera certera las condiciones conforme a las cua-
les se lleva a cabo la recaudación en nuestro país. Un avan-
ce en este tema se dio con las reformas a la Ley del
Servicio del Administración Tributaria publicadas en el
Diario Oficial de la Federación el 12 de junio de 2003, al
adicionar un Título Quinto, denominado “De la Informa-
ción, Transparencia y la Evaluación de la Eficiencia Re-
caudatoria y de Fiscalización”.

Entre otros temas regulados en este título, se estableció que
el Servicio de Administración Tributaria deberá proporcio-
nar al Congreso de la Unión una serie de informes sobre la
evolución de la recaudación, las participaciones federales,
el presupuesto anual de gastos fiscales y la recaudación fe-
deral participable, entre otros aspectos.

Además de la Ley del Servicio de Administración Tributa-
ria, la Ley de Ingresos y la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria, contemplan disposiciones re-
lativas a la entrega de información por parte del Servicio de
Administración Tributaria a los órganos del Congreso de la
Unión, que se refiere a aspectos genéricos y que en muchos
casos limita la posibilidad de conocer realmente los térmi-
nos conforme a los cuales se lleva a cabo la recaudación en
nuestro país.

Por su parte, las exigencias de la política fiscal actual con-
llevan la necesidad de que el Poder Legislativo cuente con
información fiscal específica que le permita realizar su la-
bor de evaluación económica de los ingresos federales y
por otra parte, que su trabajo legislativo resulte más efi-
ciente y certero, esto aunado a alcanzar una mayor trans-
parencia en el manejo de la política fiscal en nuestro país.

Para que no pueda abusarse del poder es necesario que, por
la disposición de las cosas, el poder limite al poder, escribió
Montesquieu, lo que quiere decir, que uno de los mecanis-
mos más eficaces consiste en la atribución reiterativa de fun-
ciones estatales a diversos titulares, que si bien ejercen dicha
función con plena autonomía y responsabilidad están obliga-
dos en última instancia a cooperar para que sea posible la ra-
cionalización y la buena marcha de las funciones del Estado.

La función del control político deriva de la Constitución,
los pesos y contrapesos obligan a colaborar y limitarse en-
tre sí a los poderes. La rigurosa modernización de nuestro
sistema fiscal y el cuidado estratégico y meticuloso de los
impuestos ciudadanos, ante el derrumbe de la hacienda pú-
blica, representa hoy el asunto central del control político.
Se trata de una exigencia de responsabilidad política entre
los poderes, de una reclamación que crecientemente se rei-
tera en el momento constituyente de los poderes públicos
durante los procesos electorales.

Así las cosas, es necesario una mayor cooperación en ma-
teria de información entre el Servicio de Administración
Tributaria y el Congreso de la Unión, por lo que con esta
iniciativa se pretende adicionar un segundo y tercer párra-
fos al artículo 25 de la Ley del Servicio de Administración
Tributaria, a fin de que la Cámara de Diputados y la Cá-
mara de Senadores, mediante sus comisiones de Hacienda
y Crédito Público, puedan solicitar información específica
que obre en poder de dicho órgano desconcentrado. A ma-
yor abundamiento, la información podrá encauzar la asig-
nación de recursos y la claridad de la cuenta pública de tal
suerte que el Congreso de la Unión cuente con herramien-
tas más sólidas y, sobre todo, una mayor transparencia en
el manejo de la hacienda pública.

Con esta reforma se garantiza asimismo la seguridad jurí-
dica de los contribuyentes, al mantener la confidencialidad
de la información que en su momento sea proporcionada al
Congreso de la Unión.

Por lo expuesto, sometemos a la consideración de esta so-
beranía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adicionan un segundo y tercer pá-
rrafos al artículo 25 de la Ley del Servicio de Adminis-
tración Tributaria

Artículo Único. Se adicionan los párrafos segundo y ter-
cero al artículo 25 de la Ley del Servicio de Administración
Tributaria, para quedar como sigue:



Artículo 25. …

Las comisiones de Hacienda y Crédito Público de la
Cámara de Diputados o de la Cámara de Senadores
también podrán requerir al Servicio de Administra-
ción Tributaria información sobre contribuyentes en
lo específico relativa a su nombre, domicilio, activi-
dad, ingreso total, utilidad fiscal o valor de sus actos o
actividades y contribuciones acreditables o pagadas, así
como cualquier otra información que considere necesa-
ria, con el objeto de realizar la evaluación económica de
los ingresos y los egresos federales y de la gestión del
SAT, de ejercer las facultades de fiscalización de recur-
sos públicos, y en su caso de investigación que dentro de
su competencia correspondan al Congreso de la Unión.
Lo dispuesto en este párrafo no se considerará como
una infracción a lo dispuesto por el artículo 69 del Có-
digo Fiscal de la Federación.

La información obtenida en los términos del párrafo
anterior no podrá ser difundida y las comisiones de Ha-
cienda y Crédito Público de la Cámara de Diputados o
de la Cámara de Senadores estarán obligadas a guar-
dar absoluta reserva de dichos datos, en los términos
del artículo 69 del Código Fiscal de la Federación, bajo
pena de incurrir en responsabilidad. En el caso de en-
contrar irregularidades en la información deberán de
hacer del conocimiento de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público para que proceda de conformidad a la
legislación aplicable.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de abril de 2007.—
Diputados: Víctor Aguirre Alcaide, Aleida Alavez Ruiz, José Antonio
Almazán González, Ramón Almonte Borja, Lourdes Alonso Flores,
Humberto Alonso Razo, Toledo Carlos Altamirano, Maribel Luisa Al-
va Olvera, Silbestre Álvarez Ramón, Alberto Amaro Corona, Irene
Aragón Castillo, Miguel Ángel Arellano Pulido, Juan Darío Arreola
Calderón, Armando Barreiro Pérez, Valentina Valia Batres Guadarra-
ma, Alliet Mariana Bautista Bravo, Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla,
Modesto Brito González, Francisco Javier Calzada Vázquez, Amador
Campos Aburto, Raymundo Cárdenas Hernández, Aurora Cervantes
Rodríguez, Cuitláhuac Condado Escamilla, Maricela Contreras Julián,
Claudia Lilia Cruz Santiago, Othón Cuevas Córdoba, Higinio Chávez
García, Moisés Félix Dagdud Lutzow, Juan Hugo de la Rosa García,

Joaquín Conrado de los Santos Molina, Daniel Dehesa Mora, Mario
Enrique del Toro, Adriana Díaz Contreras, Rutilio Cruz Escandón Ca-
denas, Jaime Espejel Lazcano, Mónica Fernández Balboa, César Flo-
res Maldonado, Guadalupe Socorro Flores Salazar, Rafael Franco Mel-
garejo, Fernel Arturo Gálvez Rodríguez, Víctor Hugo García
Rodríguez, Neftalí Garzón Contreras, Javier González Garza (rúbrica),
Juan Nicasio Guerra Ochoa (rúbrica), José Luis Gutiérrez Calzadilla,
Daisy Selene Hernández Gaytán, Sergio Hernández Hernández, Javier
Hernández Manzanares, Benjamín Hernández Silva, Sonia Nohelia
Ibarra Franquez, José Jacques y Medina, María Eugenia Jiménez Va-
lenzuela, Pedro Landero López, Juan Darío Lemarroy Martínez, Ana
Yurixi Leyva Piñón, Víctor Manuel Lizárraga Peraza, Érick López Ba-
rriga, Santiago López Becerra, Alberto López Rojas, María Soledad
López Torres, Andrés Lozano Lozano, Alma Lilia Luna Munguía, Ca-
merino Eleazar Márquez Madrid, Francisco Márquez Tinoco, Alejan-
dro Martínez Hernández, Carlos Roberto Martínez Martínez, Francis-
co Martínez Martínez, Hugo Eduardo Martínez Padilla, Octavio
Martínez Vargas, Marcos Matías Alonso, Holly Matus Toledo, Fernan-
do Enrique Mayans Canabal, David Mendoza Arellano, Roberto Men-
doza Flores, Fausto Fluvio Mendoza Maldonado, Irineo Mendoza
Mendoza, Susana Monreal Ávila, Victorio Rubén Montalvo Rojas,
Efraín Morales Sánchez, Carlos Orsoe Morales Vázquez, Héctor Nar-
cia Álvarez, Carlos Navarro López, Miguel Ángel Navarro Quintero,
Concepción Ojeda Hernández, Silvia Oliva Fragoso, Adolfo Orcí Mar-
tínez, Antonio Ortega Martínez, Rosario Ignacia Ortiz Magallón, Ra-
món Félix Pacheco Llanes, Isidro Pedraza Chávez, Adrián Pedrozo
Castillo, Miguel Ángel Peña Sánchez, Raciel Pérez Cruz, Celso David
Pulido Santiago, Rafael Plácido Ramos Becerril, Martín Ramos Caste-
llanos, Gloria Rasgado Corsi, Raúl Ríos Gamboa, Odilón Romero Gu-
tiérrez, Salvador Ruiz Sánchez, José Antonio Saavedra Coronel, Juan
Manuel San Martín Hernández, Carlos Sánchez Barrios, Rafael Elías
Sánchez Cabrales, Alejandro Sánchez Camacho, David Sánchez Ca-
macho, Venancio Luis Sánchez Jiménez, Francisco Sánchez Ramos,
Cuauhtémoc Sandoval Ramírez, Francisco Javier Santos Arreola, Mi-
guel Ángel Solares Chávez, Rosa Elva Soriano Sánchez, Faustino So-
to Ramos, Antonio Soto Sánchez, José Suárez del Real y Aguilera, Ma-
ría Elena Torres Baltasar, Daniel Torres García, Pablo Trejo Pérez
(rúbrica), Emilio Ulloa Pérez, Mario Vallejo Estévez, Víctor Gabriel
Varela López, Jesús Evodio Velázquez Aguirre, Gerardo Villanueva
Albarrán, Rafael Villicaña García, Ruth Zavaleta Salgado, Jesús Hum-
berto Zazueta Aguilar, Martín Zepeda Hernández, Juan Abad de Jesús,
José Luis Aguilera Rico, Elías Cárdenas Márquez, Patricia Obdulia de
Jesús Castillo Romero, Alejandro Chanona Burguete, José Manuel del
Río Virgen, Alberto Esteva Salinas, Jorge Godoy Cárdenas, Humberto
López Lena Cruz, María del Carmen Salvatori Bronca, Juan Ignacio
Samperio Montaño, Layda Elena Sansores San Román, Martha Angé-
lica Tagle Martínez, Robinson Uscanga Cruz, Ramón Valdés Chávez,
José Luis Varela Lagunas Tomás, Jesús Cuauhtémoc Velasco Oliva,
Rubén Aguilar Jiménez, Pablo Leopoldo Arreola Ortega, Ricardo Can-
tú Garza, Jaime Cervantes Rivera, Silvano Garay Ulloa, Anuario Luis
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Herrera Solís, María Mercedez Maciel Ortiz, Santiago Gustavo Pedro
Cortés, Abundio Peregrino García, Rosa Elia Romero Guzmán, Rodol-
fo Solís Parga, Joaquín Humberto Vela González.»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, señor diputado. Túrnese la iniciativa a la Comi-
sión de Hacienda y Crédito Público.

Se encuentran con nosotros invitados especiales de la Casa
de la Cultura Viveros del Valle, de Tlalnepantla, Estado de
México. Les damos la bienvenida y les agradecemos su vi-
sita.

LEY DE LOS DERECHOS DE 
LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Se concede el uso de la palabra al diputado Arnulfo Elías
Cordero Alfonzo, del grupo parlamentario del PRI, para
presentar iniciativa que reforma el artículo 28 de la Ley de
los Derechos de las Personas Adultas Mayores.

El diputado Arnulfo Elías Cordero Alfonzo: Con su per-
miso, señora Presidenta. Compañeros diputados, el suscri-
to, Arnulfo Elías Cordero Alfonzo, diputado federal por el
octavo distrito del estado de Chiapas, integrante del grupo
parlamentario del Partido Revolucionario Institucional de
la LX Legislatura de la Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto
en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y con sustento en lo pre-
visto en los artículos 55, fracción II, 56, 62 y 63 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la considera-
ción de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto
de decreto, que adiciona una fracción XXX al artículo 28
de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayo-
res, al tenor de los siguientes antecedentes:

Es importante señalar que las personas adultas mayores, o
“de la tercera edad”, como habitualmente se les conoce,
son y han sido siempre parte de la historia de la humani-
dad, desde inicios de la misma, hasta nuestros tiempos.

Ejemplo de ello, aquellas, las sociedades donde sus pensa-
mientos y su edad influían en la toma de decisiones y el
rumbo de sus respectivas poblaciones, hasta lo que actual-

mente se vive, el desprecio y olvido al que han sido suje-
tos, siendo despojados de sus propios bienes, sin importar
sus aptitudes y facultades mentales e intelectuales, y de-
jándolos en total soledad.

Este tema ha sido olvidado y no se le ha dado la importancia
que realmente requiere ya que es un problema real en la so-
ciedad mexicana, donde un porcentaje importante de la po-
blación es adulta mayor, ya que según el INEGI, del año
2000 al 2005 el número de personas adultas mayores de 65
años o más se incrementó de 4.6 a 5.4 millones de personas.

Exposición de motivos: el tema de los adultos mayores en
la actualidad, y sobre todo en México, debe de ser un tema
prioritario en la agenda nacional, ya que en su mayoría son
relegados, abandonados y humillados por su propio núcleo
familiar, con el principal pretexto de que no tienen quién
los cuide ni el poder económico para su manutención, tan-
to a él como a una persona que los asista, y son llevados a
las casas hogar para personas de la tercera edad, mal lla-
mados “asilos de ancianos”, sin importarles la calidad de la
asistencia que se les proporciona.

Las casas hogar son instituciones que proporcionan hospe-
daje o asistencia a las personas de la tercera edad, las cua-
les en su mayoría se crean bajo el régimen de asociaciones
civiles o como personas morales de carácter civil, y su fi-
nanciamiento generalmente depende de donaciones volun-
tarias de particulares, y en algunos casos —muy pocos ca-
sos— son apoyados por los gobiernos municipales o los
gobiernos estatales.

Sin embargo, es necesario que exista la intervención de una
institución federal, en este caso el Inapam, para que se en-
cargue de la verificación real de los mismos para revisar
que tengan el espacio necesario de recreación para que las
personas internadas puedan desarrollar sus capacidades in-
telectuales y físicas; de lo contrario éstas se atrofian.

Asimismo, la revisión del saneamiento del lugar es de su-
ma importancia para la salud de las personas, tanto en su
alimentación como en su aseo personal, pero sobre todo en
la capacitación de las personas encargadas del lugar, quie-
nes son las responsables directas de las personas adultas
mayores en su nutrición, salud física, intelectual y mental.

Es por ello que se necesita implementar inspecciones y ca-
pacitaciones periódicas en todas aquellas casas hogar ins-
taladas en todo el territorio nacional para promover la pro-
tección de las personas de la tercera edad.



Por éstas y por muchas otras razones es necesario crear po-
líticas públicas que generen un mayor bienestar para las
personas adultas mayores, buscando siempre el mejora-
miento integral de sus vidas; pero sobre todo crear una cul-
tura de atención y cuidado al adulto mayor entre los ciuda-
danos y que ésta sea fortalecida por las campañas del
Inapam, para que las casas hogar lleven a cabo su tarea de
proteger, atender, ayudar, orientar y sobre todo darles a co-
nocer los muchos beneficios que el ser un adulto mayor go-
za por sus propios derechos.

Ante las situaciones antes mencionadas es importante re-
calcar la necesidad preponderante de crear un registro úni-
co de casas hogar para adultos mayores, a nivel nacional,
por parte del Instituto Nacional de las Personas Adultas
Mayores, para que éste pueda brindar los servicios y pres-
tar la atención a todas aquellas instituciones, tanto públicas
como privadas, y verificar el correcto funcionamiento de
las casas hogar, las condiciones de vida de las personas y
la capacitación de su personal.

En tal virtud, someto a la consideración del pleno la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto que adiciona una
fracción XXX al artículo 28 de la Ley de los Derechos de
las Personas Adultas Mayores:

Único. Se adiciona una fracción XXX al artículo 28 de la
Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 28. Para el cumplimiento de su objeto, el Instituto
Nacional de las Personas Adultas Mayores tendrá las si-
guientes atribuciones:

XXX. Crear un registro único en todas aquellas institucio-
nes públicas y privadas de casas hogar, albergues, residen-
cias de día o cualquier centro de atención a las personas
adultas mayores para verificar las condiciones de su fun-
cionamiento, capacitación de su personal, modelo de aten-
ción y condiciones de calidad de vida.

Transitorio. Único. El presente decreto entrará en vigor a la
fecha de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. Es cuanto, señora Presidenta. Muchas gracias por su
atención.

«Iniciativa que reforma el artículo 28 de la Ley de los De-
rechos de las Personas Adultas Mayores, a cargo del dipu-
tado Arnulfo Elías Cordero Alfonzo, del Grupo Parlamen-
tario del PRI

El suscrito, Arnulfo Elías Cordero Alfonzo, diputado fede-
ral por el VIII distrito del estado de Chiapas, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional de la LX Legislatura de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y con sustento en lo previsto en
los artículos 55, fracción II, 56, 62 y 63 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, somete a la consideración de esta
soberanía la presente iniciativa con proyecto de decreto,
que adiciona una fracción XXX al artículo 28 de la Ley de
los Derechos de las Personas Adultas Mayores, al tenor de
los siguientes

Antecedentes

Las personas adultas mayores, o “de la tercera edad”, co-
mo habitualmente se les conoce, son y han sido siempre
parte de la historia de la humanidad, desde los inicios de
ésta hasta nuestros tiempos. Sin embargo, las personas
adultas mayores han tenido posiciones en la sociedad que
han ido cambiando conforme el tiempo; ejemplo de ello: en
las sociedades donde sus pensamientos y su edad influían
en la toma de decisiones y el rumbo de sus respectivas po-
blaciones, hasta lo que actualmente se vive, el desprecio y
olvido a que han sido sujetos, siendo despojados de sus
bienes, sin importar sus aptitudes y facultades mentales e
intelectuales, y dejándolos en total soledad.

Por ello, este tema ha sido olvidado y no se le ha dado su
verdadera importancia, ya que es un problema real en la
sociedad mexicana, donde un porcentaje importante de la
población es adulta mayor: según el INEGI, de 2000 a
2005 el número de personas adultas mayores de 65 años o
más se incrementó de 4.6 a 5.4 millones.

Exposición de Motivos

El tema de los adultos mayores en la actualidad, y sobre to-
do en México, debe ser prioritario en la agenda nacional,
ya que en su mayoría son relegados, abandonados y humi-
llados por su propio núcleo familiar, con el principal pre-
texto de que no tienen quién los cuide ni el poder econó-
mico para su manutención, tanto a él como a una persona
que lo asista, y son llevados a las casas hogar para perso-
nas de la tercera edad, mal llamados “asilos de ancianos”,
sin importarles la calidad de la asistencia que se les pro-
porciona.
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Los asilos de ancianos son instituciones que proporcionan
hospedaje o asistencia a las personas de la tercera edad, los
cuales en su mayoría se crean bajo el régimen de asocia-
ciones civiles o como personas morales de carácter civil, y
su financiamiento generalmente depende de las donaciones
voluntarias de particulares, y en algunos casos son apoya-
dos por los gobiernos municipales o estatales.

Sin embargo, es necesaria la intervención de una institu-
ción federal, en este caso el Inapam, para que se encargue
de la verificación real de los sitios para revisar que tengan
el espacio necesario de recreación para que las personas in-
ternadas puedan desarrollar sus capacidades intelectuales y
físicas; de lo contrario, éstas se atrofiarían. Asimismo, la
revisión del saneamiento del lugar es de suma importancia
para la salud de las personas, tanto en su alimentación co-
mo en su aseo personal, pero sobre todo en la capacitación
de las personas encargadas del lugar, quienes son los res-
ponsables directos de las personas adultas mayores, en su
nutrición, salud física, intelectual y mental.

Por ello se necesita implantar inspecciones y capacitacio-
nes periódicas en las casas hogar instaladas en el territorio
nacional para promover la protección de las personas de la
tercera edad.

Por éstas y por muchas otras razones, es necesario crear
políticas públicas que generen mayor bienestar para las
personas adultas mayores, buscando siempre el mejora-
miento integral de sus vidas. Pero sobre todo crear una cul-
tura de atención y cuidando en pro del adulto mayor entre
los ciudadanos, y que ésta sea fortalecida por las campañas
del Inapam para que las casas hogar lleven acabo su tarea
de proteger, atender, ayudar, orientar y, sobre todo, darles a
conocer sus derechos y los tantos beneficios de ser adulto
mayor.

Ante las situaciones mencionadas, es importante recalcar la
necesidad preponderante de crear un registro nacional úni-
co de casas hogar para adultos mayores por parte del Insti-
tuto Nacional de las Personas Adultas Mayores, para que
éste pueda brindar servicios y prestar la atención a todas las
instituciones, públicas y privadas, y verificar el correcto
funcionamiento de las casas hogar, las condiciones de vida
de las personas y la capacitación de su personal.

En tal virtud, someto a la consideración del Pleno la si-
guiente iniciativa con proyecto de

Decreto que adiciona una fracción XXX al artículo 28
de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Ma-
yores

Único. Se adiciona una fracción XXX al artículo 28 de la
Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 28. Para el cumplimiento de su objeto, el Institu-
to Nacional de las Personas Adultas Mayores tendrá las si-
guientes atribuciones:

I. a XIX.

(...)

XXX. Crear un registro único de todas las instituciones
públicas y privadas de casas hogar, albergues, residen-
cias de día o cualquier centro de atención a las personas
adultas mayores para verificar las condiciones de fun-
cionamiento, capacitación de su personal, modelo de
atención y condiciones de calidad de vida.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor en la fecha de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2007.— Diputado
Arnulfo Elías Cordero Alfonzo (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, diputado. Túrnese a la Comisión de Grupos
Vulnerables. 

LEY DE LOS DERECHOS DE 
LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Se concede el uso de la palabra a la diputada Guadalupe
García Noriega, del grupo parlamentario del Partido Verde
Ecologista, para presentar iniciativa que reforma y adicio-
na diversas disposiciones de la Ley de los Derechos de las
Personas Adultas Mayores.

La diputada María Guadalupe Josefina García Norie-
ga: Con su permiso, señora Presidenta. Compañeras y



compañeros diputadas, actualmente México cuenta con
una imagen de juventud en su composición social. Sin em-
bargo, dicha imagen se transformará en los próximos años
y el tema de los adultos mayores cobrará una mayor im-
portancia entre las prioridades públicas.

Durante las últimas cuatro décadas nuestro país experi-
mentó un acelerado cambio en los ámbitos epidemiológi-
cos, generando marcados cambios en la composición por
edades, que están conduciendo a un gradual proceso de en-
vejecimiento de la población.

Revisemos algunas cifras. El Censo General de Población
del INEGI de 2000 mostró que el país contaba con 6.9 mi-
llones de personas de 60 años y más, lo que equivale a 7.1
por ciento de la población total. Para 2007, la Secretaría de
Desarrollo Social reportó 8.4 millones de habitantes de 60
años de edad; y al término de los próximos 15 años suma-
rán 15 millones. Para el 2050 se prevé que 1 de cada 4 me-
xicanos contará con 60 años o más.

El envejecimiento tiene implicaciones no sólo para este
grupo de edad, sino también para las familias, las institu-
ciones y la sociedad en su conjunto.

El Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores ac-
tualmente cuenta con sólo seis albergues y sólo siete resi-
dencias de día. Al respecto, la jefatura de la Unidad de
Asistencia e Integración del DIF Nacional ha reconocido
que las instituciones no se han preparado con suficiencia
para atender este fenómeno.

No obstante, que durante los últimos seis años, el número
de centros gerontológico pasó de 5 a 281 en todo el país y
que sólo hay 319 médicos especialistas en geriatría. Es de-
cir, un solo doctor por cada 26 mil adultos mayores.

También ha informado que cada día 799 mexicanos, en
promedio, cumplen 70 años de edad y que en algunas enti-
dades, como Zacatecas, Durango, Jalisco, Michoacán,
Quintana Roo y Yucatán, un considerable número de sus
pobladores están integrados en su mayoría por adultos ma-
yores de 60 años. Lo anterior muestra que ante un creci-
miento número de adultos mayores, el Estado debería in-
tervenir en mayor medida para su apoyo, a través de sus
instituciones.

En las últimas décadas, países como Estados Unidos han
creado diversos programas de evaluación geriátrica con

exitosos resultados. En todos se utilizan instrumentos de
evaluación para cuantificar parámetros funcionales, psico-
lógicos y sociales.

La evaluación geriátrica es un proceso que permite no sólo
identificar completamente los problemas médicos del indi-
viduo, sino medir sus capacidades funcionales y necesida-
des reales de cuidado.

La evaluación geriátrica busca la mejoría en capacidad
diagnostica, la mejoría del estado funcional, del estado
afectivo y del cognoscitivo, la reducción en el número de
medicamentos requeridos, el incremento en la utilización
de casas de salud y una reducción en el uso de hospitales
para cuidado agudo, disminución en los costos de cuidado
médico y aumento en la expectativa de vida.

Existe la necesidad de una evaluación integral en el adulto
mayor, con conocimiento previo del envejecimiento nor-
mal y de la medicina geriátrica. Nuestro país debería
aprender de las experiencias de países que padecen del en-
vejecimiento de su población desde hace varios años.

El artículo 4o. constitucional establece el derecho a la pro-
tección de salud, por lo que considerar la implantación de
instrumentos de la evaluación geriátrica es nuestra legisla-
ción, permitiría cumplir los objetivos de la protección a la
salud; además de fomentar la independencia funcional, au-
tonomía, calidad de vida, bienestar y dignidad deseable en
la vida de los adultos mayores. En consideración de las
proyecciones poblaciones, el gobierno debe tomar acciones
preventivas.

Es así que la presente iniciativa pretende hacer precisiones
para que la Ley de los Derechos de las Personas Adultas
Mayores garantice el número suficiente de albergues, casas
hogar y demás centros de atención, en función del creci-
miento poblacional de este sector, y también incorpore la
evaluación geriátrica en el tratamiento de los adultos ma-
yores.

En atención a lo anteriormente expuesto, los integrantes
del grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México, en esta soberanía, sometemos a consideración de
este honorable pleno la siguiente iniciativa con proyecto de
decreto, que reforma y adiciona disposiciones de la Ley de
los Derechos de las Personas Adultas Mayores. Es cuanto,
señora Presidenta. Gracias.
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«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayo-
res, a cargo de la diputada Guadalupe García Noriega, del
Grupo Parlamentario del PVEM

Guadalupe García Noriega, integrante de la LX Legislatu-
ra del honorable Congreso de la Unión, del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México, con fun-
damento en los artículos 4; 71, fracción II; 72; 73, fracción
XXX, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; y 55, fracción II, y 64 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, someto a la consideración del Pleno de
la Cámara de Diputados de la LIX Legislatura del honora-
ble Congreso de la Unión, la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto con base a la siguiente:

Exposición de Motivos

Las etapas del ciclo de vida humano contienen característi-
cas y dinámicas propias. La normatividad debe considerar-
las en el diseño, aplicación y evaluación apropiada de las
políticas públicas que de ella se desprendan.

Actualmente, México cuenta con una imagen de juventud
en su composición social. Sin embargo, dicha imagen se
transformará en los próximos años y el tema de los adultos
mayores cobrará una mayor importancia entre las priorida-
des públicas.

Durante las últimas cuatro décadas, nuestro país experi-
mentó un acelerado cambio en los ámbitos demográficos y
epidemiológicos. Los avances médicos contribuyeron en
gran medida a la prolongación de vida del ser humano y los
programas de control de natalidad, a la disminución gra-
dual en la densidad poblacional; generando marcados cam-
bios en la composición por edades.

La disminución de la mortalidad tiene como consecuencia
un aumento en los años de sobrevivencia y, por consi-
guiente, un número mayor de personas logran vivir hasta
edades envejecidas. La disminución de la fecundidad, por
su parte, se traduce en una reducción de la población en
edades tempranas, a medida que este proceso se desarrolla
el número de nacimientos anuales disminuye. Estos cam-
bios en los fenómenos demográficos están conduciendo a
un gradual proceso de envejecimiento de la población. Re-
visemos algunas cifras:

De acuerdo con el Consejo Nacional de Población (Cona-
po), en 1950 la población sumaba poco más de 27 millones
de personas, de estas sólo 1.1 millones contaban con 65
años o más (4.2%). Para el año de 1970 alcanza una cifra
de 50.8 millones de habitantes; y la población de 65 años o
más sumaba poco más de 2 millones de personas.

El último registro del Censo General de Población del Ins-
tituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática
(INEGI) en el 2000 registró en el país 6.9 millones de per-
sonas de 60 años y más, lo que equivale a 7.1% de la po-
blación total; 3.7 millones son mujeres y 3.2 millones,
hombres. Para el 2007, la Secretaría de Desarrollo Social
reporta 8.4 millones de hombres y mujeres de 60 años de
edad y más, para una población de 105 millones de habi-
tantes. Y al término de los próximos 15 años, sumarán
15 millones de personas adultas mayores.

Los datos de las proyecciones revelan que de seguir las
premisas actuales sobre los fenómenos demográficos, pa-
ra el año 2050 habrá 129.6 millones de individuos, don-
de la población de 60 años o más representará el
27.95%. Será tan acelerado el crecimiento de la población
de adultos mayores que, en el 2050, uno de cada cuatro
mexicanos contará con 60 años o más y la esperanza de
vida aumentará hasta los 73 años en los hombres y hasta
los 80 años para las mujeres, tan sólo para el 2011.

El envejecimiento tiene implicaciones no sólo para este
grupo de edad, sino también para las familias, las institu-
ciones y la sociedad en su conjunto. Los problemas que
afectan a las personas adultas mayores son diversos, los
cuales van desde la situación económica hasta los patrones
culturales, pasando por aspectos demográficos y epidemio-
lógicos.

Por ejemplo, frente a las insuficiencias y desigualdades de
nuestro desarrollo y la baja cobertura de los sistemas de se-
guridad social, la familia ha sido tradicionalmente una
fuente importante de apoyo en la vejez. Al 2000 se regis-
traron en el país alrededor de 2.3 millones de hogares, en
5.1 millones vive al menos una persona de 60 años o más
de edad; es decir, en 23.1% del total de hogares. Y se es-
pera que los próximos años se presente un incremento con-
siderable de estas proporciones, principalmente en hoga-
res unipersonales de personas mayores, donde se estima
que para 2030 su número se haya triplicado.

Lo anterior implica que, en el caso de hogares con sólo
adultos mayores, la menor presencia familiar, llevará al Es-



tado a intervenir para su apoyo en mayor medida a través
de sus instituciones.

Al respecto, el Centro de Investigaciones y Estudios de Ge-
riatría y Gerontología informó durante el 2003 la existen-
cia de tan sólo 411 asilos para personas adultas mayores y
personas con discapacidad, los cuales son operados por la
iniciativa privada. Aseverando que los espacios públicos
no son contabilizados por el INEGI.

Por su cuenta, el Instituto Nacional de las Personas Adul-
tas Mayores (Inapam) cuenta actualmente con sólo 6 alber-
gues ubicados en el Distrito Federal, Guanajuato y Oaxaca.
En ellos se proporciona alojamiento definitivo y sustento a
las personas adultas mayores que carecen de una familia que
les pueda proporcionar medios económicos y afectivos. El
Instituto además tiene 7 residencias de día, en el DF y Zaca-
tecas para atender a las personas que aún se desenvuelven en
el seno familiar con el objeto de que aprovechen su tiempo
libre, cultiven y desarrollen sus aficiones personales para
mantenerlos interesados en el mundo que les rodea.

Respecto al tema, la jefatura de la Unidad de Asistencia e In-
tegración Social del DIF nacional ha reconocido que las ins-
tituciones no se han preparado con suficiencia para atender
este fenómeno. No obstante que durante los últimos 6 años,
el número de centros gerontológicos pasó de 5 a 281 en to-
do el país y que sólo hay 319 médicos especialistas en ge-
riatría, es decir, un solo doctor por cada 26 mil adultos ma-
yores.

También ha afirmado que cada día 799 mexicanos en pro-
medio cumplen 70 años de edad y que en algunas entida-
des como Zacatecas, Durango, Jalisco, Michoacán, Quin-
tana Roo y Yucatán, un considerable número de sus
poblaciones están integradas en su mayoría, por adultos
mayores de 60 años.

Lo anterior muestra que, nuestro país no está listo para sa-
tisfacer una demanda creciente de personas adultas mayo-
res, en términos de infraestructura. Lo cual tendría que
considerarse para cumplimentar lo dispuesto en el artículo
5º, fracción VI, inciso c) de la Ley de los Derechos de las
Personas Adultas Mayores, donde se establece su derecho
a ser sujetos de programas para tener acceso a una casa ho-
gar o albergue, u otras alternativas de atención integral, si
se encuentra en situación de riesgo o desamparo.

Por otra parte, referente a la atención de este sector vulne-
rable, en las últimas décadas países como Estados Unidos

han creado diversos programas de evaluación geriátrica,
como unidades hospitalarias de cuidado agudo, unidades
de evaluación y asesoría geriátrica, unidades de asesoría
geropsiquiátrica, unidades de rehabilitación geriátrica, uni-
dades de asesoría en unidades de cuidado crónico, inter-
consulta externa geriátrica, interconsulta geriátrica hospita-
laria, equipos de asesoría domiciliaria y consultorios o
unidades independientes. En todos se utilizan instrumentos
de evaluación para cuantificar parámetros funcionales, psi-
cológicos y sociales. A través de estos programas se busca:
evaluar con un diagnóstico multidimensional; planear el
tratamiento; proveer el tratamiento limitado o extenso; ini-
ciar la rehabilitación, determinar el lugar de vivienda o re-
sidencia de colocación óptima; facilitar el cuidado prima-
rio y el manejo de casos, optimizar el uso de recursos y de
educación e investigación geriátrica.

La evaluación geriátrica es un proceso diagnóstico que
ofrece amplias ventajas en la evaluación del paciente asila-
do, permitiendo no sólo identificar completamente los pro-
blemas médicos del individuo, sino medir sus capacidades
funcionales y necesidades reales de cuidado.

Existen muchos estudios que demuestran el beneficio de to-
dos los programas de evaluación geriátrica integral a través
de la mejoría en la capacidad diagnóstica; el menor número
de pacientes admitidos a asilos de ancianos; la mejoría del
estado funcional, del estado afectivo y del cognoscitivo; la
reducción en el número de medicamentos; el incremento en
la utilización de las casas de salud y una reducción en el uso
de hospitales para cuidado agudo; disminución en los costos
de cuidado médico y aumento en la expectativa de vida.

Existe la necesidad de una evaluación integral en el adulto
mayor, con conocimiento previo del envejecimiento nor-
mal y de la medicina geriátrica para evitar errores que re-
percutan negativamente en la atención médica de los pa-
cientes. Existen gran cantidad de aspectos tratables con
rehabilitación que permiten la mejoría de los pacientes que
logran su independencia funcional.

La ignorancia de estos conocimientos geriátricos puede te-
ner consecuencias peligrosas: primero, los cambios rela-
cionados con la edad pueden ser erróneamente atribuidos a
una enfermedad, lo cual puede generar intervenciones in-
efectivas y, aún peor, dañinas; segundo, la enfermedad pue-
de ser tomada como envejecimiento normal y ser descui-
dada, y tercero, la evasiva del médico hacia el paciente que
tiene problemas múltiples con componentes relacionados
con la edad y la enfermedad.
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La evaluación geriátrica ayuda a evitar, en buena medida,
estos errores. Este concepto se originó en el trabajo de los
pioneros Marjory Warren, Lionel Cosin y Ferguson Ander-
son, quienes en 1930 detectaron el alto número de adultos
en plenitud inhabilitados en instituciones para cuidado cró-
nico, la mayoría de los cuales nunca habían sido evaluados
desde el punto de vista médico y psicosocial y menos aún
recibido rehabilitación. Desde entonces, surgieron dos
principios básicos en geriatría: primero, los pacientes adul-
tos mayores requieren de una apreciación diagnóstica y te-
rapéutica especial, más amplia que un paciente joven; se-
gundo, ningún adulto mayor puede ser admitido en una
unidad de cuidado crónico sin una previa evaluación geriá-
trica.

Nuestro país debería aprender de las experiencias de otros
países que padecen del envejecimiento de su población
desde hace varios años. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
en su artículo 4º establece el derecho a la protección a la sa-
lud. Por lo que, considerar la implantación de los instru-
mentos de la evaluación geriátrica en el contenido de la
Ley de los Derechos para las Personas Adultas Mayores
permitirá cumplir con los objetivos de protección de la sa-
lud además de fomentar la independencia funcional, auto-
nomía, calidad de vida, bienestar y dignidad deseables en
el adulto mayor.

Como se ha expuesto, México se ha caracterizado por con-
tar con una población joven durante el último siglo y por lo
tanto, es lógico que sus políticas de Estado se concentraran
en cubrir las necesidades de esos sectores poblacionales.
Sin embargo, en consideración de las proyecciones pobla-
ciones, el gobierno debe tomar acciones preventivas que le
permitan estar preparado con infraestructura que garantice
brindar los servicios requeridos, llegado el momento y se
otorgue buena calidad de vida a este sector vulnerable.

Es así que, la presente iniciativa pretende hacer precisiones
para que la Ley de los Derechos de las Personas Adultas
Mayores garantice el número suficiente de albergues, casas
hogar y demás centros de atención en función del creci-
miento poblacional de este sector y también incorpore la
evaluación geriátrica en el tratamiento de los adultos ma-
yores con el fin de mejorar su calidad de vida, reducir los
costos médicos a largo plazo, reducir el tiempo de estancias
hospitalarias, lograr que un menor número de pacientes
tenga necesidad de ser admitido en asilos o casa hogar, por

contar con mayor independencia en actividades de la vida
diaria.

En atención a lo anteriormente expuesto, los integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México en esta soberanía, sometemos a la consideración de
este honorable Pleno la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma y adiciona disposiciones de la Ley
de los Derechos de las Personas Adultas Mayores.

Artículo Único. Se adiciona una fracción VII al artículo
3º, recorriéndose la numeración de las fracciones para que-
dar el citado artículo en XII fracciones; se adiciona un in-
ciso d) a la fracción III del artículo 5º; se reforma la frac-
ción IV del artículo 18; y se adiciona una fracción XI al
artículo 28, recorriéndose la numeración de las fracciones
para quedar el citado artículo con XXX fracciones, de la
Ley de los Derechos de las Personas Mayores, para quedar
como sigue: 

Artículo 3o. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:

I. a VI. ...

VII. Evaluación geriátrica. Es el proceso diagnóstico
multidimensional, multidisciplinario, para cuantifi-
car las capacidades y problemas funcionales, psico-
sociales y médicos del adulto mayor, con la intención
de llegar a un plan extenso de tratamiento y segui-
miento a largo plazo que le permita una mejor cali-
dad de vida;

VIII. Gerontología. Estudio científico sobre la vejez y
de las cualidades y fenómenos propios de la misma;

IX. Integración social. Es el resultado de las acciones
que realizan las dependencias y entidades de la admi-
nistración pública federal, estatal y municipal, las fami-
lias y la sociedad organizada, orientadas a modificar y
superar las condiciones que impidan a las personas
adultas mayores su desarrollo integral;

X. Atención integral. Satisfacción de las necesidades fí-
sicas, materiales, biológicas, emocionales, sociales, la-
borales, culturales, recreativas, productivas y espiritua-
les de las personas adultas mayores. Para facilitarles una
vejez plena y sana se considerarán sus hábitos, capaci-
dades funcionales, usos y costumbres y preferencias;



XI. Calidad del servicio. Conjunto de características
que confieren al servicio la capacidad de satisfacer
tanto las necesidades como las demandas actuales y
potenciales, y

XII. Instituto. Instituto Nacional de las Personas Adul-
tas Mayores.

Artículo 5o. De manera enunciativa y no limitativa, esta
Ley tiene por objeto garantizar a las personas adultas ma-
yores los siguientes derechos:

I. a II. ...

III. De la salud, la alimentación y la familia:

a. A tener acceso a los satisfactores necesarios, con-
siderando alimentos, bienes, servicios y condiciones
humanas o materiales para su atención integral.

b. A tener acceso preferente a los servicios de salud,
de conformidad con el párrafo tercero del artículo
4o. Constitucional y en los términos que señala el ar-
tículo 18 de esta Ley, con el objeto de que gocen ca-
balmente del derecho a su sexualidad, bienestar físi-
co, mental y psicoemocional.

c. A recibir orientación y capacitación en materia de
salud, nutrición e higiene, así como a todo aquello
que favorezca su cuidado personal.

d. A que se les realice una evaluación geriátrica.

Las familias tendrán derecho a recibir el apoyo sub-
sidiario de las instituciones públicas para el cuidado
y atención de las personas adultas mayores.

IV. a IX. ...

Artículo 18. Corresponde a las Instituciones Públicas del
Sector Salud, garantizar a las personas adultas mayores:

I. a III. ...

IV. La realización de una evaluación geriátrica y la
expedición de una cartilla médica de salud y autocuida-
do, misma que será utilizada indistintamente en las ins-
tituciones públicas y privadas; en la cual con base a la
evaluación geriátrica, se especificará el estado general
de salud, enfermedades crónicas, tipo de sangre, medi-

camentos y dosis administradas, reacciones e imple-
mentos para ingerirlos, alimentación o tipo de dieta su-
ministrada, consultas médicas y asistencias a grupos de
autocuidado;

V. a IX. ...

Artículo 28. Para el cumplimiento de su objeto, el Institu-
to Nacional de las Personas Adultas Mayores tendrá las si-
guientes atribuciones:

I. a X. ...

XI. Asegurar un número suficiente de instituciones,
casas hogar, albergues, residencias de día o centros
de atención para las personas adultas mayores, con
base a la información recabada del INEGI y las pro-
yecciones de población realizadas por Conapo;

XII. Promover en coordinación con las autoridades
competentes y en los términos de la legislación aplica-
ble, que la prestación de los servicios y atención que se
brinde a las personas adultas mayores en las institucio-
nes, casas hogar, albergues, residencias de día o cual-
quier otro centro de atención, se realice con calidad y
cumplan con sus programas, objetivos y metas para su
desarrollo humano integral;

XIII. Brindar asesoría y orientación en la realización de
sus programas y la capacitación que requiere el personal
de las instituciones, casas hogar, albergues, residencias
de día o cualquier otro centro que brinden servicios y
atención a las personas adultas mayores;

XIV. Realizar visitas de inspección y vigilancia a insti-
tuciones públicas y privadas, casas hogar, albergues, re-
sidencias de día o cualquier centro de atención a las per-
sonas adultas mayores para verificar las condiciones de
funcionamiento, capacitación de su personal, modelo de
atención y condiciones de la calidad de vida;

XV. Hacer del conocimiento de las autoridades compe-
tentes, de las anomalías que se detecten durante las visi-
tas realizadas a los lugares que se mencionan en la frac-
ción anterior; podrá también hacer del conocimiento
público dichas anomalías;

XVI. Establecer principios, criterios y normas para la ela-
boración de la información y la estadística, así como me-
todologías y formulaciones relativas a la investigación y
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el estudio de la problemática de las personas adultas ma-
yores;

XVII. Analizar, organizar, actualizar, evaluar y difundir
la información sobre las personas adultas mayores, rela-
tiva a los diagnósticos, programas, instrumentos, meca-
nismos y presupuestos, que estarán para su consulta y
que se coordinarán con el INEGI y Conapo;

XVIII. Elaborar y mantener actualizado el diagnóstico,
así como promover estudios e investigaciones especiali-
zadas sobre la problemática de las personas adultas ma-
yores, para su publicación y difusión;

XIX. Celebrar convenios con los gremios de comer-
ciantes, industriales o prestadores de servicios profesio-
nales independientes, para obtener descuentos en los
precios de los bienes y servicios que presten a la comu-
nidad a favor de las personas adultas mayores;

XX. Expedir credenciales de afiliación a las personas
adultas mayores con el fin de que gocen de beneficios
que resulten de las disposiciones de la presente Ley y de
otros ordenamientos jurídicos aplicables;

XXI. Promover la inclusión de consideraciones, crite-
rios y previsiones sobre las demandas y necesidades de
la población de las personas adultas mayores en los pla-
nes y programas de desarrollo económico y social de los
tres órdenes de gobierno;

XXII. Establecer convenios de coordinación con los go-
biernos estatales, con la participación de sus munici-
pios, para proporcionar asesoría y orientación para el di-
seño, establecimiento y evaluación de modelos de
atención, así como de las políticas públicas a imple-
mentar;

XXIII. Celebrar convenios, acuerdos y todo tipo de ac-
tos jurídicos que sean necesarios para el cumplimiento
de su objeto;

XXIV. Promover la coordinación de acciones y progra-
mas que realicen otras dependencias y entidades de la
Administración Pública Federal, de los gobiernos esta-
tales y municipales y del Distrito Federal, que tengan
como destinatarios a las personas adultas mayores, bus-
cando con ello optimizar la utilización de los recursos
materiales y humanos y evitar la duplicidad de acciones;

XXV. Establecer reuniones con instituciones afines, na-
cionales e internacionales, para intercambiar experien-
cias que permitan orientar las acciones y programas en
busca de nuevas alternativas de atención;

XXVI. Promover y difundir las acciones y programas de
atención integral a favor de las personas adultas mayo-
res, así como los resultados de las investigaciones sobre
la vejez y su participación social, política y económica;

XXVII. Promover la participación de las personas adul-
tas mayores en todas las áreas de la vida pública, a fin
de que sean copartícipes y protagonistas de su propio
cambio;

XXVIII. Promover, fomentar y difundir en las actuales
y nuevas generaciones, una cultura de protección, com-
prensión, cariño y respeto a las personas adultas mayo-
res en un clima de interrelación generacional, a través
de los medios masivos de comunicación;

XXIX. Elaborar y proponer al titular del Poder Ejecuti-
vo Federal, los proyectos legislativos en materia de per-
sonas adultas mayores, que contribuyan a su desarrollo
humano integral, y

XXX. Expedir su Estatuto Orgánico.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al siguiente
día de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que contra-
vengan al presente decreto.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos
Mexicanos, a los diecisiete días del mes de abril de 2007.— Diputada
Guadalupe García Noriega (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, diputada. Túrnese la iniciativa a la Comisión de
Atención a Grupos Vulnerables. 

LEY DE ASISTENCIA SOCIAL

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal: A
petición de la diputada Laura Rojas se corrige el turno a la



iniciativa que reforma la Ley de Asistencia Social y se am-
plía con opinión de Grupos Vulnerables. Había sido turna-
da solamente a la Comisión de Desarrollo Social y ahora
lo será con la opinión de la Comisión de Grupos Vulne-
rables.

LEY DE AVIACION CIVIL

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Se concede el uso de la palabra al diputado Humberto Ló-
pez Lena Cruz, del grupo parlamentario de Convergencia,
para presentar iniciativa que reforma los artículos 9 y 11 de
la Ley de Aviación Civil.

El diputado Humberto López Lena Cruz: Gracias, Pre-
sidenta. Compañeras y compañeros. Exposición de moti-
vos: a últimas fechas hemos podido observar un creci-
miento en el número de líneas áreas que prestan sus
servicios en el transporte civil, mediante la explotación, el
uso y aprovechamiento del espacio aéreo situado sobre el
territorio nacional.

La Ley de Aviación Civil es la encargada de reglamentar la
actividad y tiene dentro de sus objetivos regular que esta in-
dustria se encuentre en crecimiento, y por tanto, debe ser vi-
gilada por el Estado, ya que como se mencionó en el párra-
fo anterior, el espacio situado sobre el territorio nacional es
una vía general de comunicación sujeta al dominio nacional.

Ahora bien, los artículos 9 y 11 que se proponen reformar,
establecen los requisitos para el otorgamiento de las con-
cesiones y permisos por parte de la Secretaría de Comuni-
caciones y Transportes, para permitir el aprovechamiento y
explotación del espacio aéreo.

Dentro de los requisitos que se establecen para otorgar las
concesiones y permisos, se encuentran que las personas
morales que prestan el servicio de transporte aéreo deben
de acreditar capacidad técnica, financiera, jurídica y admi-
nistrativa para prestar el servicio público.

Un aspecto importante para el otorgamiento de concesio-
nes y permisos consiste en la seguridad y disponibilidad de
las aeronaves y demás equipos, los cuales deben cumplir
los requisitos técnicos de seguridad, evitando así poner en
riesgo la seguridad de los usuarios y respetando al mismo
tiempo el medio ambiente.

De lo señalado, se aprecia que no establece dentro de los
requisitos de alguna forma garantizar los derechos de los
usuarios, y en caso de que se revoque o se suspenda la con-
cesión y permisos, se ven afectados por no poder hacer vá-
lido los boletos adquiridos con anterioridad.

A manera de ejemplo, a nivel nacional se puede señalar lo
acontecido en Aerolíneas Azteca el pasado 26 de marzo,
fecha en la cual la Secretaría de Comunicaciones y Trans-
portes determinó suspender sus operaciones al considerar
que puede poner en riesgo la integridad de sus pasajeros,
dejando varadas, por la incertidumbre jurídica, a más de
20 mil personas con boleto comprado, a unos cuantos días
de que se iniciaran las vacaciones de la Semana Santa pa-
sada.

La suspensión de la aerolínea reconocida por sus bajas ta-
rifas, provocó graves molestias y confusión entre los usua-
rios, quienes no consideraron como justa la suspensión del
servicio sin previo aviso ni oportunidad para la cancelación
o reembolso. Esos reclamos sucedieron ya que los más
afectados fueron las personas con menos recursos, que acu-
den a estas aerolíneas por no poder pagar un boleto de otras
compañías aéreas.

La frustración y el enojo predominaron en la mayoría de
los viajeros, quienes exigieron a las autoridades aeropor-
tuarias una respuesta a sus demandas, así como una solu-
ción viable para las personas que tuvieron que viajar de
forma urgente; señalando las autoridades que algunas otras
compañías se ofrecieron a transportar a los pasajeros, pre-
vio pago de la diferencia del boleto, que variaba entre 50 y
mil pesos.

Señalando el caso de Aerocalifornia, es similar al de su an-
tigua competencia Taesa, la cual también fue obligada a
suspender operaciones a finales de 1999, luego de que uno
de sus aviones se accidentó en Uruapan, Michoacán, don-
de murieron 18 personas. Tras esa suspensión Taesa no vol-
vió a volar y se declaró en quiebra en febrero de 2000. Sus
activos quedaron a cargo de una sindicatura de acuerdo con
la Ley de Concursos Mercantiles.

A nivel internacional y con relación a los permisos se pue-
de señalar lo acontecido a la aerolínea Air Madrid, la cual
el pasado mes de diciembre suspendió sus actividades por
situaciones similares a las que se presentaron con las aero-
líneas mexicanas, afectando a muchos mexicanos que com-
praron boletos con dicha compañía.
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De todo lo señalado se desprende la necesidad de estable-
cer, dentro de los requisitos para el otorgamiento de conce-
siones o permisos, una fianza que pueda garantizar la repa-
ración de los daños y perjuicios y que se les pueda
ocasionar a los usuarios por la suspensión o revocación de
la concesión o permiso.

Que exista la posibilidad de que los consumidores puedan
canjear sus boletos por otros en alguna compañía que pres-
te el mismo servicio, sin la necesidad de desembolsar al-
guna cantidad adicional a la que ya está pagada.

El punto a considerar es el monto de la fianza que deben
proporcionar las compañías aéreas por el otorgamiento de
la concesión o el permiso correspondiente. Al respecto se
puede considerar un parámetro para el monto de la garan-
tía, el número de boletos que pueda vender la compañía en
90 días, término establecido en la ley, para que las conce-
sionarias o permisionarias puedan subsanar las irregulari-
dades encontradas dentro de las revisiones por las autori-
dades.

De esta forma y con la aprobación de esta iniciativa, se es-
taría dando solución a una problemática actual y real que
afecta a la población que utiliza el transporte aéreo, y en
caso de presentarse una revocación o suspensión, no se ve-
ría afectada ya que las autoridades podrían hacer válida la
garantía de proporcionar a los usuarios el boleto para com-
pletar su viaje por alguna otra línea.

Por lo antes expuesto y en el entendido de que es un tema
de actualidad y que necesita regularse, y al no pretender se
repetitivo, me permito presentar la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto mediante la cual se reforma el artículo
9 y el 11 de la Ley de Aviación Civil:

En obvio de tiempo, Presidenta, solicito que se inserte en
el Diario de los Debates, de acuerdo como fue acordado es-
te día. Muchas gracias. Es cuanto.

«Iniciativa que reforma los artículos 9 y 11 de la Ley de
Aviación Civil, a cargo del diputado Humberto López Le-
na Cruz, del Grupo Parlamentario de Convergencia

Humberto López Lena Cruz, diputado de la LX Legislatu-
ra del honorable Congreso de la Unión, integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido Convergencia, con funda-
mento en los artículos 71 fracción II, y 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y

55 fracción II, 56, 60 y 64 del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, y demás relativos, comparezco ante ésta sobe-
ranía para presentar iniciativa con proyecto de decreto, con
base en la siguiente

Exposición de Motivos

A últimas fechas, hemos podido observar un crecimiento
en el número de líneas aéreas que prestan sus servicios de
transporte civil, mediante la explotación, el uso y aprove-
chamiento del espacio aéreo situado sobre el territorio na-
cional.

La Ley de Aviación Civil es la encargada de reglamentar la
actividad y tiene dentro de sus objetivos, regular esta in-
dustria, la cual se encuentra en crecimiento y por tanto de-
be ser vigilada por el Estado, ya que como se mencionó en
el párrafo anterior, el espacio aéreo situado sobre el territo-
rio nacional es una vía general de comunicación sujeta al
dominio de la nación.

Ahora bien, los artículos 9 y 11 de la ley que se propone re-
formar, establecen los requisitos para el otorgamiento de
las concesiones y permisos por parte de la Secretaría de
Comunicaciones y Transportes, para permitir el aprovecha-
miento y explotación del espacio aéreo.

Dentro de los requisitos que se establecen para otorgar las
concesiones y permisos, se encuentra que las personas mo-
rales que presten el servicio de transporte aéreo deben acre-
ditar tener la capacidad técnica, financiera, jurídica y ad-
ministrativa para prestar el servicio público de forma
regular en condiciones de calidad, seguridad, oportunidad,
permanencia y precio.

Un aspecto importante para el otorgamiento de concesio-
nes y permisos, consiste en el aspecto de la seguridad y
disponibilidad de las aeronaves y demás equipo, el cual de-
be cumplir con los requisitos técnicos de seguridad, que
permitan las condiciones de aeronavegabilidad requerida,
evitando así, poner en riesgo la seguridad de los usuarios y
respetando al mismo tiempo el medio ambiente.

De lo señalado, se aprecia que no se establece dentro de los
requisitos alguna forma de garantizar los derechos de los
usuarios en caso de que se revoque o se suspendan las con-
cesiones y permisos, y se vean afectados por no poder ha-
cer validos los boletos adquiridos con anterioridad.



Esta problemática, se presenta por lo general en aquellas
aerolíneas de “bajo costo”, las cuales con tal de ahorrar en
lo más posible ponen en riesgo la continuidad del servicio
y la seguridad de los usuarios, señalando que esta situación
no es exclusiva del país.

A manera de ejemplo a nivel nacional, se puede señalar lo
acontecido con Aerolíneas Azteca, el pasado 26 de marzo,
día en el que la Secretaría de Comunicaciones y Transpor-
tes, determinó suspender sus operaciones, al considerar
que puede poner en riesgo la integridad de sus pasajeros,
dejando varadas y en la incertidumbre jurídica a más de 20
mil personas con boleto comprado a unos cuantos días de
que iniciaran las vacaciones de semana santa.

La suspensión de la aerolínea, reconocida por sus bajas ta-
rifas, provocó graves molestias y confusión entre los usua-
rios, quienes consideraron como injusta la suspensión del
servicio sin previo aviso, ni oportunidad para cancelacio-
nes o reembolsos. Estos reclamos sucedieron, ya que los
más afectados fueron las personas con menos recursos, que
acuden a estas aerolíneas por no poder pagar un boleto con
otras compañías aéreas a un precio mayor.

La frustración y el enojo predominaron en la mayoría de
los viajeros, quienes exigieron a las autoridades aeropor-
tuarias una respuesta a sus demandas, así como una solu-
ción viable para las personas que tuvieran que viajar de for-
ma urgente. Señalando las autoridades que algunas otras
compañías se ofrecieron a transportar a los pasajeros, pre-
vio el pago de la diferencia del boleto, que varía entre los
500 y mil pesos, costo que para algunas personas es inal-
canzable.

No obstante la participación de la Procuraduría Federal del
Consumidor, no se puede garantizar que la compañía re-
embolse el dinero de los boletos vendidos con anticipación,
sin que previamente se siga el procedimiento administrati-
vo correspondiente.

Al respecto el secretario de Comunicaciones y Transportes,
Luis Téllez, argumentó que la medida se tomó para evitar
accidentes, como sucedió con Aerolínea Aerocalifornia, a
la cual le fueron suspendidas sus operaciones el 2 de abril
de 2006.

Señalando que el caso de Aerocalifornia es similar al de su
antigua competidora Taesa, la cual también fue obligada a
suspender operaciones a finales de 1999, luego de que uno
de sus aviones se accidentó en Uruapan, Michoacán, don-

de murieron 18 personas. Tras de esa suspensión, Taesa no
volvió a volar, se declaró en quiebra en febrero de 2000 y
sus activos quedaron a cargo de una sindicatura, de acuer-
do con la Ley de Concursos Mercantiles.

A nivel internacional y en relación con los permisos, se
puede señalar lo acontecido con la Aerolínea Air Madrid, la
cual –el pasado mes de diciembre– suspendió sus activida-
des por situaciones similares a las que se presentaron con
las aerolíneas mexicanas, afectando a muchos mexicanos,
que compraron boletos con dicha compañía.

De todo lo señalado, se desprende la necesidad de estable-
cer dentro de los requisitos para el otorgamiento de las con-
cesiones o permisos, una fianza que pueda garantizar la re-
paración de los daños y perjuicios que se le puedan
ocasionar a los usuarios por la suspensión o revocación de
la concesión o permiso, facilitando la posibilidad de que
los consumidores puedan canjear su boleto por otro en al-
guna compañía que preste el mismo servicio, sin la necesi-
dad de desembolsar alguna cantidad adicional a la ya pa-
gada.

El punto a considerar es el monto de la fianza que deben de
proporcionar las compañías aéreas para el otorgamiento de
la concesión o el permiso correspondiente, y al respecto se
puede considerar como parámetro para el monto de la ga-
rantía, el número de boletos que puede vender la compañía
en 90 días, término establecido en la ley para que las con-
cesionarias o permisionarias puedan subsanar las irregula-
ridades encontradas dentro de las revisiones realizadas por
las autoridades.

De esta forma, y con la aprobación de la iniciativa que se
presenta, se estaría dando solución a una problemática ac-
tual y real que afecta a la población que utiliza el transpor-
te aéreo, y que en el caso de presentarse una revocación o
suspensión no se vería afectada ya que las autoridades po-
drían hacer valida la garantía, proporcionando a los usua-
rios boletos para completar su viaje por alguna otra aerolí-
nea.

Por lo antes expresado y en el entendido de que es un tema
de actualidad que necesita regularse, y al no pretender ser
repetitivo, me permito presentar la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto mediante el cual se reforman los ar-
tículos 9 y 11 de la Ley de Aviación Civil.

Artículo primero. Se reforma el artículo 9o. de la Ley de
Aviación Civil, para quedar como sigue:
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Artículo 9. Se requiere de concesión que otorgue la Secre-
taría para prestar el servicio público de transporte aéreo na-
cional regular. Tal concesión sólo se otorgará a personas
morales mexicanas.

Los interesados en la obtención de concesiones deberán
acreditar:

I. La capacidad técnica, financiera, jurídica y adminis-
trativa para prestar el servicio en condiciones de cali-
dad, seguridad, oportunidad, permanencia y precio;

II. La disponibilidad de aeronaves y demás equipo aé-
reo que cumplan con los requisitos técnicos de seguri-
dad, las condiciones de aeronavegabilidad requeridas y
las disposiciones en materia ambiental;

III. La disponibilidad de hangares, talleres, de la in-
fraestructura necesaria para sus operaciones, así como
del personal técnico aeronáutico y administrativo capa-
citado para el ejercicio de la concesión solicitada, y

IV. Contar, por sí mismas o a través de sociedades mer-
cantiles mexicanas asociadas, con la experiencia que ha-
ga viable su permanencia en el sector y maximicen la
seguridad de sus operaciones.

Los concesionarios a que se refiere este artículo podrán
prestar el servicio de transporte aéreo regular internacional
siempre que cuenten con la autorización de las rutas co-
rrespondientes por parte de la secretaría.

Como requisito adicional para el otorgamiento de la con-
cesión, es necesario que las personas morales interesadas,
otorguen garantía mediante fianza, a efecto de responder
por la reparación de los daños y perjuicios que se puedan
ocasionar a sus usuarios por revocación o suspensión de la
concesión.

Para la determinación de la garantía, se tomara en cuenta el
número de boletos que la compañía pueda vender para la
prestación del servicio por 90 días, término que se estable-
ce para subsanar las irregularidades en caso de suspensión.

Artículo segundo. Se reforma el artículo 11 de la Ley de
Aviación Civil, para quedar como sigue:

Artículo 11. Los servicios de transporte aéreo sujetos a
permiso serán:

I. Nacional no regular;

II. Internacional regular;

III. Internacional no regular, y

IV. Privado comercial.

Los permisos se otorgarán: a personas morales mexicanas
en el caso de la fracción I; a sociedades extranjeras en el
supuesto de la fracción II; a personas morales mexicanas o
sociedades extranjeras en el caso de la fracción III; y a per-
sonas físicas o morales mexicanas o extranjeras en el de la
fracción IV.

Para la prestación del servicio de transporte aéreo interna-
cional regular por personas morales mexicanas, se estará a
lo dispuesto en el artículo 9 de esta ley.

Asimismo, requerirá de permiso el establecimiento de ta-
lleres aeronáuticos y centros de capacitación y adiestra-
miento, que podrá otorgarse a personas físicas o morales
mexicanas o extranjeras.

Los permisos se otorgarán por plazo indefinido.

Al igual que para el otorgamiento de las concesiones, los
permisionarios deberán de otorgar garantía mediante
fianza, a efecto de responder por la reparación de los da-
ños y perjuicios que se puedan ocasionar a sus usuarios
por revocación o suspensión del permiso correspondien-
te, y su cuantificación será de la misma forma que en la
concesión.

En el reglamento correspondiente se precisarán los requisi-
tos para la obtención de los permisos a que se refiere este
artículo.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Se establece un plazo de treinta días naturales
contados a partir de la iniciación de la vigencia de la pre-
sente reforma, para adecuar los reglamentos correspon-
dientes.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2007.— Diputado
Humberto López Lena Cruz (rúbrica).»



La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, señor diputado. Túrnese a la Comisión de
Transportes.

LEY GENERAL DE EDUCACION

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Tiene la palabra la diputada Mónica Arriola, del grupo par-
lamentario Nueva Alianza, para presentar iniciativa que re-
forma el artículo 7 de la Ley General de Educación.

La diputada Mónica Arriola: Con el permiso de la Presi-
dencia. Compañeras y compañeros legisladores, a fin de
seguirle dando cumplimiento al compromiso asumido por
Nueva Alianza, damos un siguiente paso al proponer que
ahora sean los niños, niñas y adolescentes, quienes tengan
en sus manos el conocimiento y los medios para defender
sus derechos.

En Nueva Alianza proponemos el fomento a la cultura edu-
cativa. Esto se traduce en que las instituciones tomen para
sí los principios básicos en atención, protección, difusión y
tutela.

No podemos continuar delegando en organizaciones inter-
nacionales la tarea de concienciar a las y los menores, aun
y cuando en el marco jurídico mexicano son reconocidos
los derechos de niños, niñas y adolescentes, no estamos ex-
plotando el mejor recurso que tenemos para ello: la educa-
ción.

Los actuales planes de educación se rigen por los princi-
pios de laicidad, gratuidad y publicidad de la misma. Por
ello es preciso informarle a la niñez mexicana que cuenta
con el derecho de la supervivencia, el cual busca proteger
y garantizar el derecho a la vida y a satisfacer sus necesi-
dades más básicas como el alimento, el abrigo y protección
de la salud.

Los derechos al desarrollo, que buscan proteger y garanti-
zar su desarrollo pleno, físico, espiritual, moral y social,
como el derecho a la educación, a la cultura, al juego y la
libertad de pensamiento, conciencia y religión.

El derecho a la protección que busca proteger y garantizar
que no sean objeto de abuso, negligencia y explotación, co-

mo el derecho al nombre, identidad, nacionalidad y cuida-
do.

Los derechos a la participación que buscan proteger y ga-
rantizar su participación en las decisiones que les afectan y
en las actividades de sus comunidades locales y países, co-
mo la libertad de expresión.

El derecho a ser escuchado, el cual busca proteger y ga-
rantizar su respeto por los demás, porque si no escuchas a
un niño o a una niña, éste tampoco escuchará a los demás.

En Nueva Alianza creemos que la educación nacional debe
formar parte activa en el desarrollo de las niñas, niños y
adolescentes. Por ello es de suma importancia difundir en
las aulas los derechos de niñas, niños y adolescentes, a fin
de hacerles saber que su autonomía e integridad son parte
fundamental del devenir de una auténtica sociedad demo-
crática.

Por lo anteriormente expuesto someto a la consideración de
esta soberanía, el siguiente decreto por el que se adiciona
la fracción XIV al artículo 7o. de la Ley General de Edu-
cación, para quedar como sigue: La educación que imparta
el Estado, sus organismos descentralizados y los particula-
res con autorización o con reconocimiento de validez ofi-
cial de estudios tendrá, además de los fines establecidos en
el segundo párrafo del artículo 3o. de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, los siguientes:

… XIV. Difundir los derechos de niños, niñas y adolescen-
tes, y las formas de protección con que los mismos cuentan
para ejercerlos.

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Ejecutivo federal, a través de la Secretaría de
Educación, deberá revisar los planes educativos nacionales
para incorporar en sus contenidos la especificación de la
nueva fracción a la ley.

Solicito a la Presidencia que se publique el texto íntegro en
el Diario de los Debates. Es cuanto, señora Presidenta.

«Iniciativa que reforma el artículo 7 de la Ley General de
Educación, a cargo de la diputada Mónica Arriola, del Gru-
po Parlamentario de Nueva Alianza
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Mónica Arriola, diputada de la LX Legislatura del honora-
ble Congreso de la Unión, integrante del grupo parlamen-
tario Nueva Alianza, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, 56, 60 y
64 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, solicito que se
turne a la Comisión de Educación, para su dictamen y pos-
terior discusión en el Pleno de la Cámara de Diputados de
la Sexagésima Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se adiciona la fracción XIV al artículo 7 de la Ley
General de Educación, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Es un hecho que las niñas y los niños son el futuro del pa-
ís. En tiempos recientes se han dado avances importantes y
esfuerzos notables por protegerlos; se han instaurado ins-
trumentos jurídicos y acciones políticas en este sentido. Ha
sido un esfuerzo producto de un diálogo político y social,
de un movimiento internacional del que México ha sido
parte.

Desde el 21 de octubre de 1990, México asumió un com-
promiso internacional a la luz de la Convención sobre los
Derechos del Niño, por la cual se instrumentaría en el mar-
co jurídico nacional lo necesario para proteger a la niñez y
a los adolescentes. A la par de éste, se han firmado diver-
sos tratados internacionales de los que destacan el Protoco-
lo Facultativo relativo a la Participación de Niños en Con-
flictos Armados, adoptado en Nueva York el 25 de mayo de
2000, y el Protocolo Facultativo relativo a la Venta de Ni-
ños, la Prostitución Infantil y la Utilización de los Niños en
la Pornografía, adoptado en Nueva York el 25 de mayo de
2000.

En consonancia con los compromisos internacionales y
fruto de un trabajo legislativo responsable, se han hecho re-
formas al artículo tercero constitucional, relativo a la edu-
cación; asimismo, fue publicada una nueva ley el 29 de
mayo de 2000, denominada Ley para la Protección de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.

Ahora, es tiempo de dar un paso más en este camino em-
prendido, es momento de establecer las bases para incor-
porar estos compromisos internacionales y el mandato
constitucional al marco educativo nacional. Los derechos
son mejor defendidos cuando hay una cultura detrás que
los respalda.

Una cultura educativa quiere decir que las instituciones to-
men para sí los principios básicos en su protección, difu-
sión y tutela. Conocer los derechos es el primer paso para
defenderlos y hacerlos parte de la vida cívica nacional.

No podemos continuar delegando en organizaciones inter-
nacionales y no gubernamentales, tales como el Unicef, el
Instituto Interamericano del Niño y la fundación Save the
Children, para que lleven a cabo campañas de conciencia-
ción de los menores y difundan entre ellos sus derechos y
los medios que actualmente existen para su protección.

Aun cuando en el marco jurídico mexicano son reconoci-
dos los derechos de niños, niñas y adolescentes, no estamos
explotando el mejor recurso que tenemos para ello, la edu-
cación. Los actuales planes de educación sólo incorporan
en sus bases velar por la laicidad, gratuidad y publicidad de
la misma, pero habría que considerar además que se inclu-
ya información en relación a los derechos que poseen y la
forma de ejercitarlos y demandarlos por los propios meno-
res de edad.

Es preciso informarle a la niñez mexicana que cuentan con
derechos a la supervivencia, al desarrollo, a la protección,
a la participación y a ser escuchados, con los derechos que
a su vez esta clasificación incluye:

Derecho a la supervivencia: que buscan proteger y ga-
rantizar el derecho a la vida y a satisfacer sus necesida-
des más básicas, como el alimento, el abrigo y la pro-
tección de salud.

Derecho al desarrollo: que buscan proteger y garanti-
zar su desarrollo pleno (físico, espiritual, moral y so-
cial), como el derecho a educación, a la cultura, al jue-
go y la libertad de pensamiento, conciencia y religión.

Derecho a la protección: que buscan proteger y garan-
tizar que no sean objeto de abusos, negligencia y explo-
tación, como el derecho al nombre (identidad), naciona-
lidad y cuidado.

Derecho a la participación: que buscan proteger y ga-
rantizar su participación en las decisiones que les afec-
ten y en las actividades de sus comunidades locales y
países, como la libertad de expresión.

Derecho a ser escuchados: que buscan proteger y ga-
rantizar su respeto por los demás. Por que si no escuchas
a un niño, el niño tampoco escuchará a los demás.



La educación nacional debe tomar parte activa en la difu-
sión de estos derechos, debe enseñarlos en las aulas y so-
meter a los menores al ejercicio reflexivo que impone el sa-
ber que su autonomía e integridad son parte del marco
jurídico nacional.

Es por lo anteriormente expuesto que la suscrita, en su ca-
lidad de integrante del grupo parlamentario Nueva Alianza,
somete a la aprobación de esta honorable soberanía la pre-
sente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona la Ley General de Edu-
cación.

Único. Se adiciona la fracción XIV al artículo 7 de la Ley
General de Educación, para quedar como sigue:

Artículo 7o. …

XIV. Difundir los derechos de niños, niñas y adolescen-
tes y las formas de protección con que cuentan para ejer-
citarlos.

Transitorios

Primero. EI presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Ejecutivo federal, a través de la Secretaría de
Educación, deberá revisar los planes educativos nacionales
para incorporar en sus contenidos la especificación de la
nueva fracción a la ley.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos
Mexicanos, a 19 de abril de 2007.— Diputada Mónica Arriola (rúbri-
ca).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, señora diputada. Túrnese a la Comisión de Edu-
cación Pública y Servicios Educativos.

ARTICULO 41 CONSTITUCIONAL

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Se concede el uso de la palabra a la diputada Dora Alicia

Martínez Valero, del grupo parlamentario de Acción Na-
cional, para presentar iniciativa que reforma el artículo 41
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos.

La diputada Dora Alicia Martínez Valero: Con su venia,
señora Presidenta. Los suscritos, Dora Alicia Martínez Va-
lero y Adrián Fernández Cabrera, integrantes del grupo par-
lamentario de Acción Nacional, vienen a someter a conside-
ración de esta honorable Asamblea la iniciativa que reforma
el artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos para fortalecer la función fiscalizadora por
parte del Instituto Federal Electoral, que por obviedad de
tiempo sólo haré un resumen y pido a esta Presidencia que
se instruya para que se integre completamente en el Diario
de los Debates la iniciativa que dejo en esta Secretaría.

En 1996 la reforma electoral contribuyó a la verdadera vi-
da democrática en México y fortaleció la confianza ciuda-
dana en los procesos electorales; sin embargo, no existe la
menor duda de que a pocos años de su creación existen as-
pectos que deben de ser mejorados.

Uno de éstos es el de la fiscalización a partidos y agrupa-
ciones políticas, a fin no sólo de dotar a las instituciones de
mejores facultades de control, sino de la urgente necesidad
de transparentar el uso de recursos públicos.

Como es sabido, el IFE es el órgano rector en materia co-
micial, ya que por mandato constitucional él es el encarga-
do de organizar las elecciones federales. En esta tarea se
deben de regir por cinco principios fundamentales: certeza,
legalidad, independencia, imparcialidad y objetividad. Por
esta razón la Ley Fundamental prevé que el IFE tenga a su
cargo en forma integral y directa todas las actividades rela-
cionadas con la preparación, organización y conducción de
los procesos electorales.

A su vez, el Consejo General es el órgano superior de di-
rección de este instituto, quien es el responsable de vigilar
el cumplimiento de las disposiciones constitucionales y le-
gales en materia electoral. Por tanto, es el facultado para
integrar comisiones que considere necesarias en el desem-
peño de sus atribuciones.

En ese sentido, el Código Federal de Instituciones y Proce-
dimientos Electorales, en el artículo 80 señala el funciona-
miento permanente de comisiones, entre las cuales destaca,
principalmente, la Comisión de Fiscalización de los Recur-
sos de los Partidos y Agrupaciones Políticas.
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Para el desarrollo de esta función, el Consejo General ha
aprobado reglamentos de esta materia que establecen line-
amientos para la fiscalización. Dicha normatividad prevé
formatos, instructivos, catálogos de cuenta y guías conta-
bilizadoras para el registro de egresos e ingresos, así como
la determinación de cuál será la instrumentación compro-
batoria para el manejo de los recursos, estableciendo la
obligación de presentar informes sobre el origen y monto
de los ingresos, así como el empleo y la aplicación de los
mismos en términos del Cofipe.

Si bien es cierto que a lo largo de los años el IFE ha bus-
cado la manera de perfeccionar el desarrollo de sus funcio-
nes, también lo que es que la que más ha cobrado relevan-
cia es la función fiscalizadora, en virtud de que la
ciudadanía exige no sólo que el instituto ciudadano asigne
recursos a los partidos sino que pueda informar cuáles fue-
ron los destinos de éstos y cómo es que los partidos están
cumpliendo con sus obligaciones de fiscalización.

Todos somos conscientes que la función fiscalizadora del
IFE ha llevado a descubrir importantes irregularidades so-
bre el origen y destinos de los recursos asignados a los par-
tidos, tales como los casos Pemexgate y Amigos de Fox.

A raíz de estos casos se crearon precedentes judiciales que
han reconocido la función fiscalizadora del IFE, ya que el
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación con-
sideró que este instituto era una autoridad hacendaria en el
ejercicio de sus atribuciones fiscalizadoras, por lo que se
establece la imposibilidad de esgrimir el secreto bancario,
fiduciario y fiscal para impedir sus tareas legales.

Esto, en ánimo de facilitar al máximo las labores necesa-
rias para que se investiguen de manera objetiva las posibles
conductas ilícitas y se impongan las sanciones administra-
tivas correspondientes, ya que la finalidad de la norma no
es sólo la equitativa asignación sino el buen uso de recur-
sos públicos.

En Acción Nacional una de las posturas primordiales ha si-
do y seguirá siendo la fiscalización y la transparencia de re-
cursos públicos.

En virtud de lo anterior es que se propone constituir la fun-
ción fiscalizadora de manera plena e integral a los partidos
y agrupaciones políticas por parte del Instituto Federal
Electoral, ya que esta función debe ser entendida como
prioritaria.

Ya lo decía Jaime Cárdenas, anterior consejero electoral:
La función fiscalizadora a los partidos políticos es una ta-
rea cada vez más importante y reveladora. En su fortaleza
o debilidad de los méritos o deméritos de la democracia.
Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 41 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la di-
putada Dora Alicia Martínez Valero, del Grupo Parlamen-
tario del PAN

Dora Alicia Martínez Valero, diputada de la LX Legislatu-
ra del H. Congreso de la Unión, integrante del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional, con fundamento
en los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; 71 de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos; y 55, fracción II, 56, 60 y 64 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, someto a la consideración del Pleno de
la Cámara de Diputados, la siguiente iniciativa con pro-
yecto de decreto al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La presente iniciativa plantea una reforma al artículo 41 de
la Constitución General de la República cuyo objetivo pri-
mordial fortalecer la facultad fiscalizadora al Instituto Fe-
deral Electoral respecto de los partidos políticos y agrupa-
ciones políticas nacionales.

La reforma electoral de 1996 contempló grandes avances
en materia electoral, sin embargo a más de diez años de su
existen aspectos tales como la fiscalización a partidos polí-
ticos y agrupaciones políticas nacionales que deben de ser
fortalecidas, en virtud no solo del mejoramiento de las ins-
tituciones en materia electoral, sino transparentar el uso de
recursos públicos a los electores y a la población en ge-
neral.

Es importante señalar que el artículo 41 constitucional es-
tablece en el último párrafo del inciso C de la fracción II
que la ley fijará los criterios para determinar los límites a
las erogaciones de los partidos políticos en sus campañas
electorales; establecerá los montos máximos que tendrán
las aportaciones pecuniarias de sus simpatizantes y los pro-
cedimientos para el control y vigilancia del origen y uso de
todos los recursos con que cuenten y asimismo, señalará
las sanciones que deban imponerse por el incumplimiento
de estas disposiciones, de dicha disposición se podría en-



tender un facultad fiscalizadora, sin embargo se establece
claramente como se otorga, así mismo es omisa en estable-
cer de quien es dicha facultad.

Como es bien sabido en materia electoral la autoridad má-
xima es el Instituto Federal Electoral, constituido formal-
mente en 1990 como resultado de una serie de reformas a
la Constitución Política aprobadas en 1989 y de la expedi-
ción de una nueva legislación reglamentaria en materia
electoral y tiene dadas sus atribuciones en el numeral 41 de
la Ley Fundamental.

El Instituto Federal Electoral es un organismo público, au-
tónomo, responsable de cumplir con la función estatal de
organizar las elecciones federales, es decir, las relacionadas
con la elección del Presidente de los Estados Unidos Me-
xicanos y de los diputados y senadores que integran el
Congreso de la Unión.

La Constitución dispone que el ejercicio de la función es-
tatal de organizar las elecciones federales que tiene a su
cargo el Instituto Federal Electoral se debe regir por cinco
principios fundamentales:

1. CERTEZA. Alude a la necesidad de que todas las ac-
ciones que desempeñe el Instituto Federal Electoral es-
tén dotadas de veracidad, certidumbre y apego a los he-
chos, esto es, que los resultados de sus actividades sean
completamente verificables, fidedignos y confiables.

2. LEGALIDAD. Implica que en todo momento y bajo
cualquier circunstancia, en el ejercicio de las atribucio-
nes y el desempeño de las funciones que tiene enco-
mendadas el Instituto Federal Electoral, se debe obser-
var, escrupulosamente, el mandato constitucional que
las delimita y las disposiciones legales que las regla-
mentan.

3. INDEPENDENCIA. Hace referencia a las garantías y
atributos de que disponen los órganos y autoridades que
conforman la institución para que sus procesos de deli-
beración y toma de decisiones se den con absoluta li-
bertad y respondan única y exclusivamente al imperio
de la ley, afirmándose su total independencia respecto a
cualquier poder establecido.

4. IMPARCIALIDAD. Significa que en el desarrollo de
sus actividades, todos los integrantes del Instituto Fede-
ral Electoral deben reconocer y velar permanentemente

por el interés de la sociedad y por los valores funda-
mentales de la democracia, supeditando a éstos, de ma-
nera irrestricta, cualquier interés personal o preferencia
política.

5. OBJETIVIDAD. Implica un quehacer institucional y
personal fundado en el reconocimiento global, coheren-
te y razonado de la realidad sobre la que se actúa y, con-
secuentemente, la obligación de percibir e interpretar
los hechos por encima de visiones y opiniones parciales
o unilaterales, máxime si éstas pueden alterar la expre-
sión o consecuencia del quehacer institucional.

Así mismo la Carta Magna determina que el Instituto Fe-
deral Electoral tiene a su cargo en forma integral y directa
todas las actividades relacionadas con la preparación, or-
ganización y conducción de los procesos electorales, así
como aquellas que resultan consecuentes con los fines que
la ley le fija.

Como es bien sabido el Consejo General es el órgano su-
perior de dirección de todo el Instituto, responsable de vi-
gilar el cumplimiento de las disposiciones constitucionales
y legales en materia electoral, así como velar porque los
principios de certeza, legalidad, independencia, imparciali-
dad y objetividad guíen todas las actividades de la institu-
ción.

Es importante mencionar que el Consejo General está fa-
cultado para integrar las comisiones que considere necesa-
rias para el desempeño de sus atribuciones, las cuales in-
variablemente deben ser presididas por un Consejero
Electoral.

Independientemente de lo anterior, el Código Federal de
Instituciones y Procedimientos Electorales dispone en su
artículo 80, el funcionamiento permanente de comisiones
del Consejo General, que se integran exclusivamente por
Consejeros Electorales, en las cuales se destaca en primer
lugar la de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas.

Ahora bien, es necesario tener en cuenta que estas comi-
siones permanente derivan de las atribuciones constitucio-
nales del Instituto Federal Electoral, sin embargo el último
párrafo de la fracción tercera del artículo 41 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no con-
templa la función fiscalizadora del Instituto, no obstante lo
anterior el legislador comprendió que dicha función era tan
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importante que lo insertó en la legislación secundaria, es
decir en el Código Federal de Instituciones y Procedimien-
tos Electorales dentro del artículo 49.

“Artículo 49 ...

6. Para la revisión de los informes que los partidos polí-
ticos y las agrupaciones políticas presenten sobre el ori-
gen y destino de sus recursos anuales y de campaña, se-
gún corresponda, así como para la vigilancia del manejo
de sus recursos se constituirá la Comisión de Fiscaliza-
ción de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Po-
líticas. Esta comisión funcionará de manera permanente.

...”

Aunado a los preceptos anteriores el Consejo General ha
aprobado reglamentos en materia de fiscalización tales co-
mo: 

• Reglamento que Establece los lineamientos para la
Fiscalización de los Partidos Políticos Nacionales que
formen coaliciones.

• Reglamento que Establece los Lineamentos para la
Fiscalización de los Recursos de los Partidos Políticos

Estos ordenamientos prevén los lineamientos, formatos,
instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora
aplicables a los partidos políticos nacionales en el registro
de sus ingresos y egresos, en la documentación comproba-
toria sobre el manejo de sus recursos y en la presentación
de los informes del origen y monto de los ingresos que re-
ciban por cualquier modalidad de financiamiento, así como
su empleo y aplicación, en términos de lo establecido por
el Cofipe, por lo tanto deberán registrarse contablemente y
estar sustentados con la documentación original correspon-
diente, en términos de lo establecido por el Código Federal
de Instituciones y Procedimientos Electorales y estos re-
glamentos así mismo deberán presentar los informes anua-
les, que deberán contener los contratos por créditos o prés-
tamos obtenidos, debidamente formalizados y celebrados
con las instituciones financieras, así como los estados de
cuenta que muestren, en su caso, los ingresos obtenidos y
los gastos efectuados por intereses y comisiones. Y con la
finalidad de verificar la veracidad de lo reportado por los
partidos, la Comisión podrá solicitar de manera fundada y
motivada, a través de su Secretaría Técnica, que los parti-
dos autoricen al Instituto para obtener toda la información
relativa a contratos, cuentas, depósitos, servicios y cual-

quier tipo de operación activa, pasiva y de servicios, entre
otras, que los partidos realicen o mantengan con cualquie-
ra de las entidades del sector financiero, así como para  que
obtenga, en su caso, las certificaciones a que haya lugar.
Los partidos deberán remitir al Presidente de la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores los escritos de autorización
correspondientes y enviar copia del acuse de recibo a la Se-
cretaría Técnica dentro de los diez días naturales posterio-
res a la solicitud.

Si  bien es cierto que todas las funciones que realiza el Ins-
tituto Federal Electoral, se han perfeccionado a lo largo del
tiempo, también es cierto que la que más ha cobrado rele-
vancia es la función fiscalizadora, en virtud de que la ciu-
dadanía exige no solo que un Instituto ciudadano asigne los
recursos públicos a los partidos políticos, a fin de que este
sea mas equitativo evitando la intervención del gobierno en
cualquiera de sus niveles, sino que los ciudadanos ahora se
encuentran más interesados en saber cuales fueron los des-
tinos que se les dieron a sus recursos y que los partidos y
asociaciones políticos sean fiscalizados por este órgano
ciudadano.

Ahora bien, la historia nos ha demostrado que han existido
casos, en los que la función fiscalizadora del Instituto Fe-
deral Electoral, ha llevado a descubrir irregularidades im-
portante sobre el origen y destino de los recursos de los
partidos, a manera de ejemplo se pueden mencionar los dos
casos más sonados el “Pemex-Gate” donde fondos fueron
desviados por los directivos al sindicato de Pemex, que, su
vez, entregó parte del dinero a la campaña electoral del en-
tonces candidato presidencial del PRI, Francisco Labastida
en el proceso electoral del 1994 y el caso “Amigos de
Fox”, por haber recibido presuntos financiamientos ilega-
les para la campaña del Partido de Acción Nacional en el
mismo proceso electoral. Sendos casos dieron lugar no so-
lo a multas millonarias a los partidos políticos involucra-
dos, si no al desarrollo de la función fiscalizadora del IFE.

Así las cosas es importante mencionar que han existido di-
versos antecedentes judiciales, que  a través de interpreta-
ción han reconocido la facultad fiscalizadora del Instituto,
tal es el caso del expediente identificado como SUP-RAP-
50/2001, donde el TRIFE considero al Instituto Federal
Electoral como una autoridad hacendaria en el ejercicio de
sus atribuciones fiscalizadoras y, por tanto la imposibilidad
de esgrimir secreto bancario, fiduciario o fiscal alguno en
sus tareas de ley, así mismo la obligación del IFE de que
recabe información por cualquier medio idóneo, necesario
para cumplir con su facultad fiscalizadora.



En estos casos el Tribunal Electoral argumentó que debía
tenerse en cuenta que la finalidad que se persigue con la
salvedad en comento, consiste en allanar el camino para lo-
grar el óptimo desempeño de las funciones de las autorida-
des a las que en forma abierta hace referencia la norma, y
de esta manera, facilitar al máximo todas las labores nece-
sarias, para que los recursos que le corresponden al Estado
para el desempeño de su función pública, puedan ser reca-
bados en su integridad; para que el uso de tales recursos se
destine adecuadamente a los propósitos que fijen las leyes
correspondientes; para que todos los actos encaminados a
la custodia y cuidado de esos recursos se cumplan cabal y
adecuadamente por todas las autoridades y funcionarios
que intervienen en dichas actividades; para que se  investi-
gue, de la mejor manera, la verdad objetiva sobre las posi-
bles conductas ilícitas que atenten contra los valores y fun-
ciones mencionados; y para que se impongan las sanciones
administrativas establecidas en la ley para ese efecto, y de
este modo se coadyuve con la administración de justicia
que se imparte en el ámbito jurisdiccional, a través de los
procedimientos administrativos sancionadores establecidos
en las leyes electorales, tratándose de los recursos que des-
tina la Federación, por disposición de las leyes, al finan-
ciamiento de los partidos políticos. Además, el Tribunal
Electoral consideró que cualquier interpretación de la nor-
ma que excluyera al Instituto Federal Electoral de la suso-
dicha salvedad, cuando ejerciera las mencionadas funcio-
nes fiscalizadoras, atentaría contra la finalidad perseguida
con la norma, al impedir que sin los partidos políticos o
agrupaciones políticas, pues donde la ley no distingue no
se permite que el operador de la norma distinga. Las ante-
riores consideraciones que sustentaron los fallos, sirvieron
de base para la formulación de las tesis aprobadas por el ór-
gano jurisdiccional, en sesión privada de cuatro de no-
viembre de 2002, por unanimidad de votos, y que a conti-
nuación se señalan los rubros:

• SECRETO BANCARIO. El Instituto Federal Electo-
ral puede requerir información confidencial cuando la
investigación se relacione con recursos privados de los
partidos políticos.

• SECRETO BANCARIO. Es inaplicable al Instituto
Federal Electoral en ejercicio de facultades de fiscaliza-
ción.

• SECRETO FIDUCIARIO. Es inaplicable al Instituto
Federal Electoral en ejercicio de facultades de fiscaliza-
ción.

• SECRETO FISCAL. Es inaplicable al Instituto Fede-
ral Electoral en ejercicio de facultades de fiscalización.

A fin de fortalecer o anterior cabe mencionar que uno de
los anteriores consejeros electorales Jaime Cárdenas en su
libro Lecciones de los Asuntos Pemex y Amigos de Fox se-
ñala en sus conclusiones que “la función fiscalizadora a los
partidos políticos es una tarea cada vez más importante y
reveladora, en su fortaleza o debilidad, de los méritos o de-
méritos de una democracia.”

Es por todos los argumentos aquí esgrimidos que se propo-
ne constitucionalizar la función fiscalizadora plena e inte-
gral a partidos y agrupaciones políticas por parte del Insti-
tuto Federal Electoral, en virtud de que así se fortalece a la
autoridad, a fin de dar base para hacerla fuerte y con pode-
res legales suficientes para supervisar, verificar, investigar
e instruir procedimientos legales que regulen dicha fun-
ción, todo esto por que se considera que esta función debe
ser entendida como prioritaria.

Por las anteriores consideraciones se presenta en el si-
guiente: 

Proyecto de Decreto

Único. Se modifica el octavo párrafo de la fracción tercera
del artículo 41 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; para quedar como sigue:

Artículo 41. ...

I. ...

II. ...

III. ...

...

...

...

...

...

...

El Instituto Federal Electoral tendrá a su cargo en forma
integral y directa, además de las que le determine la ley,
las actividades relativas a la fiscalización, capacitación
y educación cívica, geografía electoral, los derechos y
prerrogativas de las agrupaciones y de los partidos polí-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 25 de abril de 2007199



Año I, Segundo Periodo, 25 de abril de 2007 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados200

ticos,  al padrón y lista de electores, impresión de mate-
riales electorales, preparación de la jornada electoral,
los cómputos en los términos que señale la ley, declara-
ción de validez y otorgamiento de constancias en las
elecciones de diputados y senadores, cómputo de la
elección de Presidente de los Estados Unidos Mexica-
nos en cada uno de los distritos electorales uninomina-
les, así como la regulación de la observación electoral y
de las encuestas o sondeos de opinión con fines electo-
rales. Las sesiones de todos los órganos colegiados de
dirección serán públicas en los términos que señale la
ley.

IV. ...

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración

Segundo. El Congreso de la Unión contará con el plazo de
un año, a fin de realizar las modificaciones necesarias a la
legislación secundaria.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados a los 19  días
del mes de abril de 2007.— Diputada Dora Alicia Martínez Valero (rú-
brica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, señora diputada. Túrnese a la Comisión de Pun-
tos Constitucionales. 

Esta Presidencia saluda cordialmente a los alumnos de la
Universidad estatal del Valle de Ecatepec. Les agradece-
mos su presencia.

La siguiente iniciativa agendada por el Partido de la Revo-
lución Democrática a través del diputado Alejandro Sán-
chez Camacho, a petición del mismo, se pospone.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO - 
CODIGO PENAL FEDERAL

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Se concede el uso de la palabra al diputado Salvador Bara-
jas del Toro, del grupo parlamentario del PRI, para presen-

tar iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Federal del Trabajo y del Código Penal Federal.

El diputado Salvador Barajas del Toro: Con su venia,
señora Presidenta. Compañeras diputadas, compañeros di-
putados. Por economía procesal y por razones de tiempo, le
solicito a esta Presidencia que se inserte el texto íntegro en
el Diario de los Debates.

Su servidor somete a su consideración la presente iniciati-
va con proyecto de decreto por el que reforma y adiciona
el artículo 53 Bis a la Ley Federal del Trabajo y adiciona
un Título Decimoctavo Bis, un Capítulo Tercero y un artí-
culo 287 Bis al Código Penal Federal, solicitando atenta-
mente a esta Presidencia que se turne a las Comisiones de
Trabajo y de Justicia para ser dictaminada, con base en la
siguiente exposición de motivos:

El trabajo es un derecho y un deber social amparado en
nuestra Carta Magna y en la Ley Federal del Trabajo, así lo
establece esta última en su artículo 3o., en el cual se exige
respeto para las libertades y la dignidad de quien lo presta
y debe efectuarse en condiciones que aseguren la vida, la
salud y un nivel económico y decoroso para el trabajador y
su familia.

Sin embargo, lamentablemente lo anterior no siempre se
reconoce, puesto que existe una seria problemática de hos-
tigamiento laboral o de acoso laboral que se manifiesta me-
diante el trato vejatorio y ultrajante, que tiene por objeto
acabar con el equilibrio y la resistencia psicológica del tra-
bajador o empleado y que produce efectos negativos tanto
en su salud física como mental. En este sentido va dirigida
la presente iniciativa, con el propósito de incorporar nue-
vas disposiciones que permitan proteger la salud psicológi-
ca y física de todos los trabajadores y empleados ante el
hostigamiento laboral.

Se trata de una forma de maltrato reiterado, que contamina
el derecho de las personas a trabajar y evidencia la acción
laboral, constituyendo un factor de enfermedad que genera
fobia al trabajo y por tanto grandes pérdidas económicas y
de competitividad.

Se caracteriza por la conducta abusiva de comportamien-
tos, palabras, actos, gestos y escritos, que puedan atentar
contra la dignidad e integridad física de una persona en el
ámbito laboral. Dicha conducta se presenta como una ac-
ción ejercida desde el superior al subordinado; sin embar-
go puede ocurrir entre iguales con un objetivo determinado



como conseguir que abandone su puesto o socavar su auto-
estima, entre otros.

En diversos estudios psicológicos se ha demostrado que el
hostigamiento laboral es una forma sistemática de acoso
prolongado en el tiempo, a fin de perseguir el aislamiento
de una persona respecto del grupo laboral, a raíz de la cual
la víctima pierde su capacidad de trabajo.

Esta situación ataca de manera directa a la dignidad perso-
nal y, en consecuencia, su integridad física y moral que —
como ya se ha mencionado— tiene el claro propósito de de-
mostrar la superioridad o la destrucción laboral del ofendido,
llevándolo al autoexilio o expulsión indirecta causando la
baja laboral, afectando tanto a mujeres como a hombres. Es
precisamente por ello que, con la presente iniciativa se bus-
ca proteger la seguridad y la salud física y mental de todos
los trabajadores y de esta manera consolidar el respeto de las
personas en el área laboral. Asimismo, defender los derechos
de las víctimas, administrar justicia y educar a los que en-
torpecen gravemente la convivencia laboral.

A la fecha son muchos los instrumentos internacionales
que buscan la protección en materia laboral, tales como la
Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948,
que plantea, que toda persona tiene derecho al trabajo, a la
libre elección de su trabajo y a las condiciones equitativas
y satisfactorias del trabajo, así como a la protección contra
el desempleo. Igualmente en el artículo 5o. establece que
nadie será sometido a tortura o a ningún trato o castigo que
resulte cruel, inhumano o degradante.

Por su parte, el Pacto Internacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales de 1966 en su artículo 7o. dispo-
ne que se debe asegurar a las mujeres condiciones de tra-
bajo no inferiores que las de los hombres; además la
declaración sociolaboral del Mercosur, particularmente en
su artículo 17, establece la salud y la seguridad en el traba-
jo y plantea el derecho de los trabajadores para que se pre-
serve su salud física y mental.

Los Estados se comprometen a formular, a aplicar y a ac-
tualizar políticas y programas en materia de salud, seguri-
dad y medio ambiente, para prevenir accidentes de trabajo
y enfermedades profesionales, promoviendo condiciones
ambientales propicias para el desarrollo de la actividad de
los trabajadores.

En este sentido, la Organización Mundial de la Salud defi-
ne el concepto de salud en su Constitución de 1946 como

estado de completo bienestar físico, mental y social; y no
la ausencia de enfermedad. Siendo éste un elemento más
para considerar la salud laboral.

Es importante hacer énfasis en el reconocimiento de esta
problemática con los instrumentos legales, como la Ley de
1223 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en Argenti-
na, la cual establece en su artículo 3o. el maltrato físico y
social como aquél contra el trabajador o trabajadora, la
hostilidad continua y repetida del superior jerárquico en
forma de insulto, hostigamiento psicológico, desprecio y
crítica, de forma que lo define como las acciones ejercidas
contra el trabajador, enunciando una serie de supuestos co-
mo en este contexto, la Declaración Universal de los Dere-
chos Humanos. Lo anterior es muestra de que la vida labo-
ral es parte del progreso social dentro del ámbito de respeto
a las personas en su conjunto.

La presente propuesta que reforma y adiciona la Ley Fede-
ral del Trabajo y el Código Penal Federal contiene los si-
guientes puntos a considerar:

Uno. Se adiciona el artículo 53 Bis a la Ley Federal del
Trabajo, para incluir como causa de terminación de rela-
ciones de trabajo, el hostigamiento laboral y se incorpora
dicho concepto.

Dos. Se establece una sanción con indemnización por da-
ños y perjuicios a quien o quienes resulten responsables de
la afectación psicoemocional y laboral del agraviado en los
términos del artículo 50 de la Ley Federal del Trabajo e in-
corpora el delito de hostigamiento laboral adicionando un
título décimo octavo Bis, un capítulo tercero y un artículo
287 Bis al Código Penal Federal, en el cual se establecerán
penas de prisión de tres meses a dos años y una multa de
50 a 100 días de salario mínimo al superior jerárquico o al
jefe inmediato que acose psicológicamente en el lugar de
trabajo, por medio de actos en contra de la integridad mo-
ral, que tengan como objeto y efecto causar a la víctima un
deterioro en su salud física y psicológica.

Concluyo, Presidenta, pidiendo a quien sea turnada esta
iniciativa, que se considere un transitorio con el artículo
único: que el presente decreto entra en vigor a partir del día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. Es cuanto, Presidenta.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Federal del Trabajo y del Código Penal Federal,

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 25 de abril de 2007201



Año I, Segundo Periodo, 25 de abril de 2007 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados202

a cargo del diputado Salvador Barajas del Toro, del Grupo
Parlamentario del PRI

El sucrito, diputado integrante de la LX Legislatura de la
Cámara de Diputados, en ejercicio y con fundamento en lo
dispuesto por el artículo 71 fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 55 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, me permito someter a la
consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley Federal del Trabajo y el Código Penal
Federal, solicitando se turne a las comisiones de trabajo y
justicia, para ser dictaminada con base en la siguiente

Exposición de Motivos

El trabajo es un derecho y un deber social amparado en la
Carta Magna y en la Ley Federal del Trabajo, así lo estable-
ce esta última en su artículo tercero, en el cual se “exige res-
peto para las libertades y dignidad de quien lo presta y debe
efectuarse en condiciones que aseguren la vida, la salud y un
nivel económico decoroso para el trabajador y su familia.”

Sin embargo, lamentablemente lo anterior no siempre se
reconoce, puesto que existe una seria problemática de hos-
tigamiento laboral, o acoso laboral, que se manifiesta me-
diante el trato vejatorio y ultrajante que tiene por objeto
acabar con el equilibrio y la resistencia psicológica del tra-
bajador o empleado y que produce efectos negativos tanto
en su salud física, como mental.

En este sentido va dirigida la presente iniciativa, con el
propósito de incorporar nuevas disposiciones que permitan
proteger la salud psicológica y física de todos los trabaja-
dores y empleados, ante el hostigamiento laboral.

Se trata de una forma de maltrato reiterado que contamina
el derecho de las personas a trabajar y envicia la acción la-
boral, constituyendo un factor de enfermedad que genera
fobia al trabajo y por lo tanto grandes pérdidas económicas
y de competitividad.

Se caracteriza por la conducta abusiva, de comportamien-
tos, palabras, actos, gestos y escritos que puedan atentar
contra la dignidad e integridad física y psíquica de una per-
sona en el ámbito laboral.

Dicha conducta se presenta como una acción ejercida des-
de el superior al subordinado, sin embargo, puede ocurrir

entre iguales; con un objetivo determinado como conseguir
que abandone su puesto, o socavar su autoestima, entre
otros.

En diversos estudios psicológicos se ha demostrado que el
hostigamiento laboral es una forma sistemática de acoso
prolongado en el tiempo con el fin de perseguir el aisla-
miento de una persona respecto del grupo laboral, a raíz de
lo cual la víctima pierde su capacidad de trabajo.

Esta situación, ataca de manera directa la dignidad perso-
nal y en consecuencia su integridad física y moral, que co-
mo ya se ha mencionado, tiene el claro propósito de mos-
trar la superioridad, o la destrucción laboral del ofendido,
llevándolo al autoexilio o expulsión indirecta causando la
baja laboral, afectando tanto a mujeres como a hombres.

Es precisamente por ello que con la presente iniciativa se
busca proteger la seguridad y la salud psíquica y física de
todos los trabajadores y de esta manera consolidar el res-
peto a las personas en el área laboral.

Asimismo, defender los derechos de las víctimas, adminis-
trar justicia y educar a los que entorpecen gravemente la
convivencia laboral.

A la fecha, son muchos los instrumentos internacionales
que buscan la protección en materia laboral, tales como la
“Declaración Universal de Derechos Humanos” de 1948,
que plantea que toda persona tiene derecho al trabajo, a la
libre elección de su trabajo y a condiciones equitativas y
satisfactorias de trabajo, así como a la protección contra el
desempleo. Igualmente, en el artículo 5o. establece que
“nadie será sometido a tortura o a ningún trato o castigo
que resulte cruel, inhumano o degradante.”

Por su parte, el “Pacto Internacional de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales” de 1966, en su artículo 7o.,
dispone que se debe asegurar a las mujeres condiciones de
trabajo no inferiores a las de los hombres. 

Además, la “Declaración Socio-Laboral del Mercosur”,
adoptada en Río de Janeiro el 10 de diciembre de 1998, es-
tablece en su Preámbulo el deber de los Estados Parte de
adoptar las recomendaciones de la Organización Interna-
cional del Trabajo para la promoción del empleo de cali-
dad, de condiciones saludables de trabajo y el bienestar de
los trabajadores.



Particularmente, en su artículo 17 se establecen la salud y se-
guridad en el trabajo y se plantea el derecho de los trabaja-
dores a que se preserve su salud física y mental; los estados
se comprometen a formular, aplicar y actualizar políticas y
programas en materia de salud, seguridad y medio ambien-
te, para prevenir accidentes del trabajo y enfermedades pro-
fesionales, promoviendo condiciones ambientales propicias
para el desarrollo de la actividad de los trabajadores.

En este sentido, la Organización Mundial de la Salud defi-
ne el concepto de salud en su Constitución de 1946 como
estado de completo bienestar físico, mental y social y no
sólo como la ausencia de enfermedad. Siendo éste un ele-
mento más para considerar la salud laboral.

Destaca el informe de la Organización Internacional del Tra-
bajo denominado “Violence at Work” de 1998-1999, en el
cual se hace un análisis integral sobre la violencia psicológi-
ca, la influencia en el trabajo en solitario y lo más propenso
a padecer de violencia en general y de violencia psicológica
en particular. Este estudio plantea que tanto los trabajadores
como los empleadores reconocen cada vez más que las agre-
siones psicológicas son una forma grave de violencia.

En algunos países de Europa como España y de América
Latina, como Argentina, la percepción y comprensión so-
cial del acoso laboral, ha llevado a la fase de actuación ins-
titucional, a través de diversas iniciativas legislativas.

Es importante hacer énfasis en el reconocimiento a esta
problemática con instrumentos legales, como la Ley 1223
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en Argentina, la
cual establece en su artículo 3o. el maltrato psíquico y so-
cial como aquel contra el trabajador o trabajadora, la hos-
tilidad continua y repetida del superior jerárquico en forma
de insulto, hostigamiento psicológico, desprecio y crítica.
De esta forma lo define como las acciones ejercidas contra
el trabajador, enunciando una serie de supuestos como:

• Bloquear constantemente las iniciativas de interacción
generando aislamiento.

• Cambiar de oficina, lugar habitual de trabajo para se-
pararlo de sus compañeros o colaboradores más cerca-
nos.

• Obligarlo a ejecutar tareas denigrantes.

• Juzgar de manera ofensiva su desempeño en la organi-
zación.

• Asignarle misiones sin sentido, innecesarias, con la in-
tención de humillar.

• Encargarle trabajo imposible de realizar.

• Obstaculizar o imposibilitar la ejecución de una activi-
dad, u ocultar las herramientas necesarias para concretar
una tarea atinente a su puesto.

• Promover su hostigamiento psicológico.

• Amenazarlo repetidamente con despido infundado.

• Privarlo de información útil para desempeñar su tarea
o ejercer sus derechos; entre otros.

En este contexto, la Declaración Universal de los Derechos
Humanos, considera que “la libertad, la justicia y la paz en
el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad
intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos
los miembros de la familia humana.”

Asimismo considera que “los pueblos de las Naciones Uni-
das han reafirmado en la Carta su fe en los derechos fun-
damentales del hombre, en la dignidad y el valor de la per-
sona humana y en la igualdad de derechos de hombres y
mujeres, y se han declarado resueltos a promover el pro-
greso social y a elevar el nivel de vida dentro de un con-
cepto más amplio de la libertad.”

Lo anterior es muestra de que la vida laboral es parte del
progreso social dentro de un ámbito de respeto a las perso-
nas en su conjunto.

Sin embargo, existen quejas de empleados, en el que se en-
cuentra un clima de hostigamiento laboral, presiones para
que presenten su renuncia y un trato indebido; denuncian
diversas violaciones a sus garantías individuales cometidas
por diferentes autoridades o los superiores jerárquicos. Di-
chas quejas no prosperan en el ámbito jurídico, puesto que
no existen los elementos jurídicos para aplicar las sancio-
nes respectivas.

En consecuencia, la presente iniciativa pretende proteger
el derecho de toda persona a trabajar en un ambiente pro-
picio para su desarrollo, así como para su salud mental y
física.

Ante la necesidad de tomar medidas específicas que sean
preventivas y correctoras en torno al hostigamiento laboral,
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se propone reformar la Ley Federal del Trabajo y el Códi-
go Penal Federal, conforme a lo siguiente:

1. Ley Federal del Trabajo

La Ley Federal del Trabajo establece cuáles son las causas
de terminación de las relaciones de trabajo; el mutuo con-
sentimiento de las partes, la muerte del trabajador, la ter-
minación de la obra o vencimiento del término o inversión
del capital, la incapacidad física o mental o inhabilidad ma-
nifiesta del trabajador, que haga imposible la prestación del
trabajo, entre otras.

En atención a los problemas socio-laborales, se propone in-
cluir como causa de terminación de las relaciones de traba-
jo al hostigamiento laboral.

Lo anterior permitirá a todo trabajador o empleado contar
con la protección jurídica adecuada en el caso de que sufra
de hostigamiento laboral, además de que podrá identificar
este problema de manera oportuna para acceder a la justi-
cia y a la atención médica y psicológica.

En este sentido, se busca proteger al trabajador del abuso
psicológico que sufra en el área de trabajo, por medio de su
jefe o superior jerárquico y que pretenda intimidarlo cau-
sándole daño emocional y físico.

El impacto de la propuesta tendrá efectos positivos para el
adecuado desarrollo laboral y psicosocial al que todo tra-
bajador tiene derecho.

2. Código Penal Federal

El Código Penal Federal establece en el título décimo oc-
tavo los delitos contra la paz y seguridad de las personas,
el cual instituye los delitos de amenazas y el de allana-
miento de morada; por consiguiente se propone adicionar
un capítulo III dedicado al hostigamiento laboral.

Para que en el aspecto jurídico se tome como prioridad el
respeto y la defensa irrestricta a la paz y seguridad de las y
los individuos, considerando la importancia a la protección
de la dignidad, respeto y desarrollo sano de relaciones in-
terpersonales en el área laboral, se propone que la reforma
al Código Penal Federal se adecue a esta realidad social.

La tipificación del delito del hostigamiento laboral se pre-
senta ante la necesidad de sancionar la conducta reiterada
al que se ven sometidas muchas personas en sus ámbitos

laborales por sus superiores jerárquicos, como violencia
moral, la cual les impide un desarrollo interpersonal en un
ambiente de cordialidad y respeto.

Lo anterior implica garantizar la seguridad y la salud psí-
quica y física de las personas subordinadas que son hosti-
gadas laboralmente por sus superiores jerárquicos.

3. Descripción de la Iniciativa

La presente propuesta que reforma y adiciona la Ley Fede-
ral del Trabajo y el Código Penal Federal contiene los si-
guientes puntos a considerar:

I. Se adiciona el artículo 53 Bis a la Ley Federal del Tra-
bajo para incluir como causa de terminación de las relacio-
nes de trabajo al hostigamiento laboral y se incorpora dicho
concepto.

Se considera al hostigamiento laboral como los actos del
superior jerárquico o jefe inmediato, que tengan como ob-
jeto y efecto acosar psicológicamente en el lugar de traba-
jo, por medio verbal o cualquier otro que atente contra la
integridad moral, causando daños a la salud física y psí-
quica de la víctima.

Se establece una sanción con indemnización por daños y
perjuicios a quien o quienes resulten responsables de la
afectación psicoemocional y laboral del agraviado, en tér-
minos del artículo 49 de la Ley Federal del Trabajo.

II. Incorpora el delito de hostigamiento laboral adicionan-
do un capítulo III al Título Décimo Octavo del Código Pe-
nal Federal, en el cual se establecerán penas de prisión de
tres meses a dos años y una multa de cincuenta a cien días
de salario mínimo al superior jerárquico o el jefe inmedia-
to que acose psicológicamente, en el lugar de trabajo, por
medio de actos en contra de la integridad moral, que tenga
como objeto y efecto causar a la víctima un deterioro en su
salud física y psicológica.

Igualmente se sancionarán el uso del poder o de la fuerza
física para producir el sufrimiento o la tortura y los tratos
degradantes del superior jerárquico o del jefe inmediato a
sus trabajadores o empleados, que afecte las condiciones
de trabajo tanto físicas como intelectuales. Se procederá
contra el hostigador, a petición de parte ofendida.

Con esta iniciativa se reconoce y pone remedio a una pro-
blemática socio-laboral de suma importancia para la salud



física y mental de los trabajadores, la cual también tiene in-
fluencia directa en la productividad y el desempeño de los
trabajadores, además de que repercute de manera significa-
tiva en el desarrollo económico del país.

Con base a lo anteriormente expuesto, se somete a la con-
sideración de esta honorable asamblea, la siguiente

Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un artí-
culo 53 Bis a la Ley Federal del Trabajo y adiciona un
Título Decimoctavo Bis, un Capítulo III, y un artículo
287 Bis al Código Penal Federal

Artículo primero. Se adiciona el artículo 53 Bis a la Ley
Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 53. …

I. a V. …

Artículo 53 Bis. De igual forma, queda incluido como cau-
sa de terminación de las relaciones de trabajo el hostiga-
miento laboral, entendiéndose éste como los actos del su-
perior jerárquico o jefe inmediato, que tengan como objeto
y efecto acosar psicológicamente en el lugar de trabajo, por
medio verbal o cualquier otro que atente contra la integri-
dad moral, causando daños a la salud física y psíquica de la
víctima.

Se sancionará con una indemnización por daños y perjui-
cios a quien o quienes resulten responsables de la afecta-
ción psicoemocional y laboral del agraviado, en términos
del artículo 50 de esta ley.

Artículo segundo. Se adiciona un capítulo III y un artícu-
lo 287 Bis, al Título Decimoctavo del Código Penal Fede-
ral, para quedar como sigue:

Título Decimoctavo Bis
Delitos contra la Paz y Seguridad de las Personas

Capítulo I a II …

Capítulo III
Hostigamiento Laboral

Artículo 287 Bis. Se le impondrán de tres meses a dos años
de prisión, y una multa de cincuenta a cien días de salario
mínimo, al superior jerárquico o jefe inmediato que:

I. Acose psicológicamente en el lugar de trabajo, por
medio de actos en contra de la integridad moral, que
tenga como objeto y efecto causar a la víctima un dete-
rioro en su salud física y psicológica; y

II. Por medio del abuso de poder o el uso de la fuerza fí-
sica produzca sufrimiento, tortura o lleve a cabo tratos
degradantes hacia sus trabajadores o empleados que
afecten las condiciones de trabajo tanto físicas como in-
telectuales.

Se procederá contra el hostigador, a petición de parte del
ofendido.

Transitorio

Artículo único. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Diputados, a 19 de abril
de 2007.— Diputado Salvador Barajas del Toro (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, diputado. Túrnese a las Comisiones Unidas de
Trabajo y Previsión Social, y de Justicia. 

CODIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Tiene la palabra el diputado Francisco Elizondo Garrido,
del grupo parlamentario del Partido Verde, para presentar
iniciativa que reforma el artículo 182-R del Código Fede-
ral de Procedimientos Penales.

El diputado Francisco Elizondo Garrido: Gracias a esta
Presidencia. Compañeras y compañeros diputados, actual-
mente vivimos en una sociedad donde los adolescentes
tienden con facilidad a adoptar hábitos insanos como fu-
mar, beber alcohol, usar drogas, entre otros, que añadido al
sedentarismo precoz, estropea la salud de nuestra juventud.

Asimismo, la mayoría de los jóvenes abandonan la activi-
dad física en los últimos años de estudios obligatorios,
donde ya no tienen clases obligatorias de educación física,
coincidiendo este momento con un aumento de esos hábi-
tos insanos.
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El problema del tabaco, de las drogas y el alcohol en los
adolescentes debe atacarse antes de las primeras edades de
esta etapa de desarrollo evolutivo y, sin duda alguna, una
de las soluciones más eficaces es instaurar en el niño hábi-
tos saludables como la actividad física, que sirva de factor
protector a este problema.

Todos reconocemos que es incuestionable la importancia
que el deporte tiene en cualquier sociedad. El desarrollo
social integral implica indudablemente el cultivo de la sa-
lud física. La actividad física no sólo es componente de la
salud individual, sino también una forma de expresión de
sociabilidad. El deporte nos enseña a reconocer al que ga-
na y respetar al que pierde; nos enseña a trabajar en equi-
po, a ser disciplinados y a reconocer que el esfuerzo y la
confianza son elementos que mejoran la condición huma-
na.

Los estudios en población general indican que la práctica
de una actividad física regular, estable y moderada ayuda a
mejorar tanto la salud física como la psicológica, incre-
mentando así la calidad de vida. La práctica de ejercicio re-
gular contribuye a instaurar estilos de vida más saludables
y a reducir o eliminar factores de riesgo asociados al se-
dentarismo.

El deporte es sin duda factor indispensable en la preven-
ción de las adicciones por varias razones. Algunas son de
tipo externo, proporciona a los muchachos una actividad
divertida con la que pueden ocupar una parte importante de
su tiempo libre; además, el deporte favorece una cierta pre-
ocupación por estar en buena forma física. Hay en el acer-
camiento a las drogas una actitud de abandono físico, in-
compatible con el deporte.

En tercer lugar, los deportes constituyen un modo de rela-
ción y socialización. La necesidad de pertenecer a un gru-
po, de sentirse integrado en él, aceptado por él, es uno de
los factores que favorecen a las drogadicciones. El espíritu
de equipo, la conciencia de una meta común, la interde-
pendencia, actúan como apoyo social, forman una red pro-
tectora para cada participante.

Ante este panorama, y al amparo de la legislación en la ma-
teria, es válido apostarle a la promoción de las actividades
deportivas desde la construcción de espacios aptos y sufi-
cientes, mantenimiento en instalaciones, capacitación
constante a instructores deportivos, realización de justas y
reconocimiento al desempeño, cuya educación en esta ma-

teria deberá fortalecerse desde los niveles de instrucción
básica.

Pero también la realidad nos dice que son muchas las de-
mandas y las necesidades y nunca suficientes las inversio-
nes que se requieren para enfrentarlas. Por eso y, en tanto
los recursos financieros fluyen con suficiencia, deberemos
hacer los esfuerzos necesarios para optimizar el uso de las
instalaciones deportivas existentes de los recursos huma-
nos y buscar fuentes de financiamiento para los programas
de promoción de la cultura física y deporte.

Por ello, esta iniciativa propone que los recursos que se ob-
tengan por la enajenación de los bienes decomisados en
procesos penales federales a que se refiere la fracción I del
artículo 1 de la Ley Federal para la Administración y Ena-
jenación de Bienes del Sector Público, que son los bienes
asegurados y decomisados en los procedimientos penales
federales, así como por la enajenación de sus frutos y pro-
ductos y que actualmente se distribuyen en partes iguales
al Poder Judicial de la Federación, a la Procuraduría Gene-
ral de la República, a la Secretaría de Salud, sean destina-
dos también a la Secretaría de Educación Pública para la
promoción de sus programas en cuanto a la cultura física y
del deporte, respondiendo a su importancia en la preven-
ción de adicciones.

Con esta medida y los resultados en la lucha contra el cri-
men organizado se podrán canalizar recursos financieros
importantes al deporte, tal es el caso de los 250 millones de
dólares decomisados recientemente y que previa averigua-
ción y sentencia por parte de la autoridad competente serán
distribuidos por partes iguales a las dependencias mencio-
nadas por el Código Federal de Procedimientos Penales.
Por ello, de aprobarse con rapidez esta modificación, se be-
neficiaría al deporte.

No olvidemos que el trabajo sobre prevención de adiccio-
nes con jóvenes adolescentes demuestra que la efectividad
de las medidas preventivas radica, en primer lugar, en
orientarse a las causas de la adicción, ofreciendo y promo-
viendo alternativas saludables de vida, donde los adoles-
centes puedan satisfacer o cumplir sus sueños, deseos, ne-
cesidades y anhelos.

En segundo lugar, en un buen trabajo de redes integrado, ya
que la tarea preventiva necesita de muchos ámbitos y sec-
tores comprometidos que colaboren en el ámbito social,
cultural, familiar, escolar y del deporte.



Por lo anteriormente expuesto y con fundamento, someto a
la consideración del pleno de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, el presente decreto me-
diante el cual se reforma el artículo 182 R del Código Fe-
deral de Procedimientos Penales, para quedar como sigue:

Artículo 182-R. Los recursos que se obtengan por la enaje-
nación de los bienes decomisados en procesos penales fe-
derales a que se refiere la fracción I del artículo 1 de la Ley
Federal para la Administración y Enajenación de Bienes
del Sector Público, así como por la enajenación de sus fru-
tos y productos, serán entregados conforme a lo dispuesto
en el artículo 89 de la citada ley, en partes iguales al Poder
Judicial de la Federación, a la Procuraduría General de la
República, a la Secretaría de Salud y a la Secretaría de
Educación Pública.

Los recursos que corresponden a la Secretaría de Salud de-
berán destinarse a programas de prevención y rehabilita-
ción de farmacodependientes.

Los recursos que correspondan a la Secretaría de Educa-
ción Pública deberán destinarse a programas para la pro-
moción de cultura física y deporte.

Transitorios. Primero. Se derogan todas las disposiciones
que se opongan a lo dispuesto en el presente decreto.

Segundo. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Gracias por su atención y solicito a esta Presidencia que la
iniciativa sea publicada íntegramente.

«Iniciativa que reforma el artículo 182-R del Código Fede-
ral de Procedimientos Penales, a cargo del diputado Fran-
cisco Elizondo Garrido, del Grupo Parlamentario del
PVEM

Francisco Elizondo Garrido, diputado de la LX Legislatu-
ra del honorable Congreso de la Unión e integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico, con fundamento en los artículos 71, 72, fracción II, y
73, fracciones XXI y XXIX-J, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, presenta ante el Pleno
de esta honorable asamblea iniciativa que contiene proyec-

to de decreto mediante el cual se reforman diversas dispo-
siciones de Código Federal de Procedimientos Penales, con
base en la siguiente

Exposición de Motivos

Actualmente vivimos en una sociedad donde los adoles-
centes tienden con facilidad a adoptar hábitos insanos, co-
mo fumar, beber alcohol, usar drogas, etcétera, que añadi-
do al sedentarismo precoz, estropea la salud de nuestra
juventud. Asimismo, la mayoría de los jóvenes abandonan
la actividad física en los últimos años de estudios obligato-
rios, donde ya no tienen clases obligatorias de educación
física, coincidiendo este momento con un aumento de esos
hábitos insanos.

El problema del tabaco, las drogas, el alcohol en los ado-
lescentes debe atajarse incluso antes de las primeras edades
de esta etapa del desarrollo evolutivo, y sin duda una de las
soluciones más eficaces es instaurar en el niño hábitos sa-
ludables como la actividad física, que sirvan de factor pro-
tector a este problema.

Todos reconocemos que es incuestionable la importancia
que el deporte tiene en cualquier sociedad. El desarrollo
social integral implica indudablemente el cultivo de la sa-
lud física. La actividad física, ya sea como juego, ejercicio,
deporte o recreación no sólo es componente de la salud in-
dividual, sino también una forma de expresión de sociabi-
lidad. El deporte nos enseña a reconocer al que gana y res-
petar al que pierde; nos enseña a trabajar en equipo, hacer
disciplinados y a reconocer que el esfuerzo y la confianza
son elementos que mejoran la condición humana.

Los estudios en población general indican que la práctica
de una actividad física regular, estable y moderada ayuda a
mejorar tanto la salud física como la psicológica, incre-
mentando así la calidad de vida. La práctica de ejercicio re-
gular contribuye a instaurar estilos de vida más saludables
y a reducir o eliminar factores de riesgo asociados al se-
dentarismo (Dishman y colaboradores, 1985).

La educación física tiene hoy en la escuela un lugar de va-
loración y consideración como medio de “educación por el
movimiento”, útil para la prevención y el mejoramiento de
la calidad de vida además de formadora de competencias
prácticas, intelectuales y sociales; ofrece también a los
alumnos un lugar distinto del de las aulas, donde es posible
la integración y participación de todas las personas.
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El deporte se ha convertido en un fenómeno social y uni-
versal, constituyendo un instrumento de equilibrio, rela-
ción e integración del hombre con el mundo que le rodea.
Los aspectos que el deporte lleva implícitos ayudan al des-
arrollo integral de la persona y al desarrollo de la igualdad
entre los ciudadanos, formando parte de la actividad hu-
mana desde la infancia hasta la tercera, edad siendo un ele-
mento educativo tanto para los deportistas de elite como
para los que se sirven de él como instrumento de equilibrio
psicofísico de la persona.

El deporte es sin duda factor indispensable en la preven-
ción de las adicciones, por varias razones; algunas son de
tipo externo: proporciona a los muchachos una actividad
divertida, con la que pueden ocupar una parte importante
de su tiempo libre. Además, el deporte favorece una cierta
preocupación por estar en buena forma física. Hay en el
acercamiento a las drogas una actitud de abandono físico,
incompatible con el deporte. En tercer lugar los deportes
constituyen un modo de relación y socialización, y la ne-
cesidad de pertenecer a un grupo, de sentirse integrado en
él, aceptado por él, es uno de los factores que desfavorecen
las drogadicciones. El espíritu de equipo, la conciencia de
una meta común, la interdependencia, actúan como apoyo
social, forman una red protectora para cada participante.

Conscientes de que se considera irrenunciable por parte del
Estado la supervisión del buen funcionamiento deportivo
de todo organismo dedicado a este fin, como son asocia-
ciones deportivas, clubes, entidades y finalmente federa-
ciones de cada deporte, además de las instituciones publi-
cas en su función esencial de responder a las expectativas
y a los derechos ciudadanos de prestar el servicio deman-
dado facilitando instalaciones, los profesionales, los pro-
gramas que pongan al alcance de todos la práctica del de-
porte en condiciones de ejercicio democrático, y de su
responsabilidad de protección del sistema deportivo en ma-
terias como la disciplina deportiva y la justicia electoral de
cada asociación o federación. 

Ante este panorama y al amparo de la legislación en la ma-
teria, es válido apostarle a la promoción de las actividades
deportivas, desde la construcción de espacios aptos y sufi-
cientes, mantenimiento de instalaciones, capacitación
constante de instructores deportivos, realización de justas y
reconocimiento al desempeño, cuya educación en esta ma-
teria deberá fortalecerse desde los niveles de instrucción
básica. 

Pero también, la realidad nos dice que son muchas las de-
mandas y las necesidades y nunca suficientes las inversio-
nes que se requieren para enfrentarlas. Por eso y, en tanto
los recursos financieros fluyen en suficiencia, deberemos
hacer los esfuerzos necesarios para optimizar el uso de las
instalaciones deportivas existentes, de los recursos huma-
nos y buscar fuentes de financiamiento para los programas
de promoción de la cultura física y deporte. 

Por ello, esta iniciativa propone que los recursos que se ob-
tengan por la enajenación de los bienes decomisados en
procesos penales federales a que se refiere la fracción I del
artículo 1 de la Ley Federal para la Administración y Ena-
jenación de Bienes del Sector Público, que son los bienes
asegurados y decomisados en los procedimientos penales
federales, así como por la enajenación de sus frutos y pro-
ductos, y que actualmente se distribuyen en partes iguales
al Poder Judicial de la Federación, a la Procuraduría Gene-
ral de la República, a la Secretaría de Salud, sean destina-
dos también a la Secretaría de Educación Pública para la
promoción de sus programas para la promoción de la cul-
tura física y del deporte, respondiendo a su importancia en
la prevención de adicciones.

El trabajo sobre prevención de adicciones con jóvenes ado-
lescentes demuestra que la efectividad de las medidas pre-
ventiva radica, en primer lugar, en orientarse a las causas
de la adicción, ofreciendo y promoviendo alternativas sa-
ludables de vida donde los adolescentes puedan satisfacer
o cumplir sus sueños, deseos, necesidades y anhelos. En
segundo lugar, en un buen trabajo de redes integrado, ya
que la tarea preventiva necesita de muchos ámbitos y sec-
tores comprometidos que colaboren en el ámbito social,
cultural, familiar, escolar y del deporte. En tercer lugar, no
ser contradictorios sino ser coherentes en lo que decimos y
hacemos para poder ser creíbles a la hora de elaborar, po-
ner en práctica y comunicar los mensajes o medidas pre-
ventivas. Por último, es importante ofrecer orientación y
acompañamiento durante el desarrollo personal y social de
los jóvenes.

La Ley Federal para la Administración y Enajenación de
Bienes del Sector Público es de orden público, de obser-
vancia general en toda la república y tiene por objeto regu-
lar la administración y destino, por parte del Servicio de
Administración y Enajenación de Bienes (SAE), de los
bienes asegurados y decomisados en los procedimientos
penales federales, entre otros. 



Los bienes a que se refiere este artículo deberán ser trans-
feridos al SAE cuando así lo determinen las leyes o cuan-
do así lo ordenen las autoridades judiciales. 

Asimismo, la misma ley, señala en su artículo 89 que a los
recursos obtenidos por los procedimientos de venta, así co-
mo a los frutos que generen los bienes que administre el
SAE, se descontarán los costos de administración, gastos
de mantenimiento y conservación de los bienes, honorarios
de comisionados especiales que no sean servidores públi-
cos encargados de dichos procedimientos, así como los pa-
gos de las reclamaciones procedentes que presenten los ad-
quirentes o terceros, por pasivos ocultos, fiscales o de otra
índole, activos inexistentes, asuntos en litigio y demás ero-
gaciones análogas a las antes mencionadas o aquellas que
determine la Ley de Ingresos de la Federación u otro orde-
namiento aplicable.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos los artículos 71, 72, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
y 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
someto a la consideración del Pleno de la Cámara de Di-
putados del honorable Congreso de la Unión, el presente

Decreto mediante el cual se reforma el artículo 182-R
del Código Federal de Procedimientos Penales.

Artículo Único. Se reforma el artículo 182-R del Código
Federal de Procedimientos Penales, para quedar como sigue:

Artículo 182-R. Los recursos que se obtengan por la ena-
jenación de los bienes decomisados en procesos penales fe-
derales a que se refiere la fracción I del artículo 1 de la Ley
Federal para la Administración y Enajenación de Bienes
del Sector Público, así como por la enajenación de sus fru-
tos y productos, serán entregados conforme a lo dispuesto
en el artículo 89 de la citada ley, en partes iguales, al Poder
Judicial de la Federación, a la Procuraduría General de la
República, a la Secretaría de Salud y a la Secretaría de
Educación Pública.

Los recursos que correspondan a la Secretaría de Salud de-
berán destinarse a programas de prevención y rehabilita-
ción de farmacodependientes.

Los recursos que correspondan a la Secretaría de Edu-
cación Pública deberán destinarse a programas para la
promoción de cultura física y deporte.

Transitorios

Primero. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan a lo dispuesto en el presente decreto.

Segundo. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos
Mexicanos, a los diecinueve días del mes de abril de dos mil siete.—
Diputado Francisco Elizondo Garrido (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, señor diputado. Túrnese a la Comisión de Justi-
cia.

ARTICULOS 1, 3, 15, 33, 71, 73, 76, 89, 102,
103, 107, 110 Y 111 CONSTITUCIONALES - 

LEY DE LA COMISION NACIONAL
DE LOS DERECHOS HUMANOS

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Se concede el uso de la palabra a la diputada Dora Alicia
Martínez Valero, del grupo parlamentario de Acción Na-
cional, para presentar iniciativa que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y de la Ley de la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos.

La diputada Dora Alicia Martínez Valero: Con su venia,
señora Presidenta. Compañeras y compañeros diputados,
los suscritos, Dora Alicia Martínez Valero, Arturo Flores
Grande, Violeta Lagunes Viveros y Omeheira López Rey-
na, integrantes del grupo parlamentario del Partido Acción
Nacional, vienen a someter a consideración de esta Cáma-
ra de Diputados la siguiente iniciativa de enmienda consti-
tucional y legal para una reforma integral a los derechos
humanos, que por obviedad de tiempo sólo haré un resu-
men, y pido a la Presidenta que instruya para que se inte-
gre completamente en el Diario de los Debates la iniciati-
va que dejo en la Secretaría.

Como sabemos, todo régimen y toda constitución para ga-
rantizar condiciones de igualdad y oportunidad a todos los
ciudadanos y para considerarse democráticos, deben ga-
rantizar en todo momento y sin distingos los derechos fun-
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damentales de todos los ciudadanos. Sólo de esta forma el
Estado podrá justificar su permanencia y la sociedad podrá
desarrollarse bajo condiciones de igualdad, justicia y dig-
nidad.

Como sabemos, los derechos humanos alcanzan hoy día
una concepción compartida. Esto es, que son universales
porque pertenecen a todas las personas, que son incondi-
cionales porque únicamente están supeditados a los linea-
mientos y procedimientos que determinan los límites de los
propios derechos y son inalienables porque no pueden per-
derse ni transferirse por propia voluntad.

Hoy día, tanto para el gobierno federal, estatal y municipal,
como para los distintos partidos políticos, queda claro que
para México la protección de los derechos humanos es un
valor universal, una obligación individual y colectiva de
los Estados y una condición esencial para la consolidación
de la democracia.

Sin embargo, aún falta mucho por hacer. La retórica de los
derechos humanos es fácil de adoptar, pero falta mucho por
cumplir. En este sentido es que los diputados federales de
Acción Nacional proponemos la siguiente iniciativa que
reforma distintas disposiciones de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y que contempla lo si-
guiente:

Primero. Establecer el reconocimiento expreso de los dere-
chos humanos. Prever que la educación que imparta el Es-
tado incluya el respeto a los mismos. Que las autoridades
protejan los derechos humanos reconocidos en los tratados
internacionales. Que desde el inicio de un proceso, todo in-
culpado sea informado de los derechos humanos reconoci-
dos y de las garantías que otorga la Constitución.

Establecer garantía de audiencia previo a la expulsión de
un extranjero, salvo en los casos de amenazas a la seguri-
dad nacional. Que las autoridades federales puedan cono-
cer de los delitos del fuero común relacionados con las vio-
laciones de los derechos humanos cuando éstos trasciendan
el ámbito de los estados o del Distrito Federal.

Incorporar la protección de los derechos humanos como
parte de los principios normativos de política exterior. Que
en las constituciones locales y el Estatuto de Gobierno del
Distrito Federal se garantice la autonomía de los organis-
mos de protección de los derechos humanos, de conformi-
dad con lo que esta Constitución establece.

Se propone también ampliar el objeto de protección del jui-
cio de amparo a los derechos humanos previstos en los or-
denamientos internacionales suscritos por México y se
plantea otorgar efectos generales a este juicio.

También se propone facultar a la Comisión Nacional de
Derechos Humanos para presentar iniciativas de ley en ma-
teria estrictamente vinculada en el marco jurídico de la pro-
tección a los derechos humanos.

Por otro lado, proponemos también que el Senado pueda
solicitar la comparecencia de la autoridad o servidor públi-
co que se niegue a dar cumplimiento a alguna recomenda-
ción que haga esta Comisión. Que la Comisión esté obli-
gada a entregar las pruebas con que cuente a la autoridad a
la cual dirigió una recomendación.

Por último, se propone determinar como sujeto de juicio
político al presidente de la Comisión de Derechos Huma-
nos y dotarlo del llamado fuero constitucional.

Compañeros diputados, la reforma que aquí se propone, a
juicio de Acción Nacional permitirá avanzar hacia la cons-
trucción de una política de Estado que garantice los dere-
chos humanos de todos los mexicanos en todo el territorio
nacional, aspecto que además constituye una responsabili-
dad ineludible del Estado mexicano.

En Acción Nacional estamos seguros que el interés por ga-
rantizar el respeto a los derechos humanos de todos los me-
xicanos atañe a todas las fuerzas políticas aquí representa-
das. En este sentido estamos seguros de que la presente
iniciativa contará con el aval para negociar y avanzar en su
dictaminación, para que junto con otras propuestas más
que se agreguen, hechas ya con anterioridad, avancemos en
el compromiso y la responsabilidad que tenemos todos an-
te todos los mexicanos y poder ofrecer así una reforma am-
plia en materia de derechos humanos. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos, a cargo de la diputada Dora Alicia Martínez Va-
lero, del Grupo Parlamentario del PAN

Los suscritos Dora Martínez Valero, Arturo Flores Grande
y Violeta Lagunas Viveros, integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, con fundamento en
la fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y 55, fracción II, del Re-



glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a considera-
ción de esta Cámara de Diputados la siguiente iniciativa
que modifica y adiciona diversos artículos de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y que re-
forma el artículo 48 de la Ley de la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Todo régimen y toda constitución, para garantizar condi-
ciones de igualdad y oportunidad a todos sus ciudadanos y
para considerarse democrático, deben a su vez garantizar
en todo momento y sin distingos los derechos fundamenta-
les de todos los ciudadanos. Sólo de esta forma el Estado
podrá justificar su permanencia y la sociedad podrá des-
arrollarse bajo condiciones de igualdad, justicia y digni-
dad.

En ese sentido, es que los diputados federales de Acción
Nacional proponemos la siguiente iniciativa integral de re-
formas a la Constitución en materia de derechos humanos,
como una clara señal de la trascendencia que tienen los de-
rechos fundamentales para el Partido Acción Nacional, y
en general, para el estado mexicano.

Los Derechos Humanos, según lo define la propia Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos, constituyen el
“conjunto de prerrogativas inherentes a la naturaleza de la
persona, cuya realización efectiva resulta indispensable pa-
ra el desarrollo integral del individuo que vive en una so-
ciedad jurídicamente organizada. Estos derechos, estable-
cidos en la Constitución y en las leyes, deben ser
reconocidos y garantizados por el Estado”1

En efecto, como sabemos, la concepción actual de los de-
rechos humanos y el compromiso inobjetable de todos los
Estados por garantizar su goce a todos los individuos fue
producto de años, incluso siglos, de luchas sociales.

De esta forma, los valores humanos se fueron consagrando
y tomando fuerza al interior de los Estados, para que, lue-
go de las atrocidades y devastación cometida durante la Se-
gunda Guerra Mundial, se diera un acontecimiento de gran
relevancia, y que enmarca la lucha por el respeto a los de-
rechos humanos como ideal común entre las naciones, es-
to es, la Declaración Universal de los Derechos Humanos
de las Naciones Unidas, el 10 de diciembre de 1948.

Sin duda, este acto representa uno de los esfuerzos más im-
portantes de la comunidad internacional por defender los
derechos y la dignidad de la persona humana frente a los
horrores de la guerra, el autoritarismo y la exclusión eco-
nómica y social, codificándose a partir de entonces en tra-
tados de derechos humanos.

En el marco de dicha Declaración, los estados miembros de
la Organización de las Naciones Unidas proclamaron la
Declaración Universal de Derechos Humanos como “ideal
común por el que todos los pueblos y naciones deben es-
forzarse”, comprometiéndose a promover “el respeto uni-
versal y efectivo a los derechos y libertades del hombre”,
sin distinción de raza, sexo idioma y religión.

Es así que actualmente la Declaración Universal constitu-
ye uno de los textos más avanzados en materia de promo-
ción y defensa de los derechos humanos, lo que ha permi-
tido imprimir a la concepción y validez de estos, un
carácter universal y aplicable a todos los países. Esto es
que:

• Son universales porque pertenecen a todas las perso-
nas, sin importar su sexo, edad, posición social, partido
político, creencia religiosa, origen familiar o condición
económica.

• Son incondicionales porque únicamente están supedi-
tados a los lineamientos y procedimientos que determi-
nan los límites de los propios derechos, es decir, hasta
donde comienzan los derechos de los demás o los justos
intereses de la comunidad.

• Son inalienables porque no pueden perderse ni trans-
ferirse por propia voluntad; son inherentes a la idea de
dignidad del hombre

En nuestro país, como sabemos, los derechos humanos per-
manecieron al margen de la responsabilidad del Estado du-
rante décadas, lo que propicio que el poder público se ejer-
ciera sin hacer reparo en las garantías individuadles, y
donde las acciones de gobernantes y funcionarios tampoco
estaban sujetas al escrutinio de la sociedad.

Sin embargo, en los últimos años se han generado nuevas
reglas que ahora limitan el poder público, donde el respeto
a todos los derechos individuales por parte del gobierno se
ha asumido como un fin sin el cual estaría cuestionada la
validez del Estado de Derecho. En ese sentido, se observan
notables avances que dan cuenta de la voluntad del gobier-
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no por respetar los derechos humanos de todos los mexica-
nos.

Fue así que, mediante decreto de creación el 6 de junio de
1990, se creó la Comisión Nacional de Derechos Humanos
a nivel federal, como un órgano administrativo desconcen-
trado y no jurisdiccional de protección a los derechos hu-
manos.

Posteriormente, superados los cuestionamientos a dicho or-
ganismo sobre la fuerza e independencia necesaria para lle-
var a cabo adecuadamente sus labores, la CNDH fue eleva-
da a rango constitucional el 28 de enero de 1992, quedando
también facultado el Congreso de la Unión y Congresos lo-
cales para establecer organismos de protección de los dere-
chos humanos que conocerán de quejas en contra de actos
u omisiones de naturaleza administrativa, provenientes de
cualquier autoridad o servidor público que violen esos de-
rechos, con exclusión del Poder Judicial Federal.

De esta forma, en efecto, durante los últimos años se ha
avanzado de manera importante por garantizar el pleno res-
peto a los derechos humanos.

Hoy en día, tanto para el gobierno como para los distintos
partidos políticos queda claro que para México, la protec-
ción de los derechos humanos es un valor universal, una
obligación individual y colectiva de los Estados, además de
una condición esencial para la consolidación de nuestra de-
mocracia.

Sin embargo, aún falta mucho por hacer. La retórica de los
derechos humanos es fácil de adoptar, pero no tan fácil de
cumplir. En ese sentido, la iniciativa integral que se pre-
senta busca afianzar y modernizar el marco jurídico mexi-
cano en torno a la protección cabal de los derechos funda-
mentales de todos mexicanos. Esto es, una serie de
modificaciones a la Constitución que a continuación de de-
tallan con el objeto de apuntalar y clarificar la protección y
salvaguarda de los derechos humanos de todos los mexica-
nos y todo aquel que se encuentre en territorio nacional.

A continuación pues, una breve referencia sobre cada uno
de los cambios incluidos en la presente reforma.

• Reconocimiento de los derechos humanos en la Cons-
titución. Art. 1º 

La pretensión para establecer desde la constitución, en su
artículo primero que esta reconocerá los derechos huma-

nos obedece a un principio que ningún régimen democráti-
co puede desconocer: que no existen razones de Estado por
encima de las razones de los ciudadanos.

Esto es, como comenta Miguel Bolaños, “que los hombres
no son patrimonios de otros hombres, que tienen por la
misma naturaleza derechos innegables, que esos derechos
nos son creaciones de la ley humana, ni de un acto social y
que su reconocimiento, sanción y las garantías con que se
les asegura y protege son la razón de ser del Estado.”

En ese sentido, el fundamento de incorporar el reconoci-
miento a los derechos humanos en la propia constitución
reside en el principio de que “el Estado no debe descono-
cer los derechos esenciales de la persona y de las comuni-
dades intermedias, ni erigir las decisiones del Poder en úni-
ca fuente de derecho o en definición arbitraria del bien
común.” 

En efecto, retomando lo dicho Bolaños, los derechos hu-
manos van más allá de la voluntad del Estado, o de los le-
gisladores. En el Estado democrático moderno, los dere-
chos y garantías no son sólo límites al poder político, sino
además normas de organizaciones de la convivencia jurídi-
co política; y que la única razón válida y justa del Estado
es el reconocimiento y protección de los derechos y garan-
tías fundamentales de los individuos.

• Para que la educación que imparta el Estado incluya
el respeto a los derechos humanos. Art. 3º 

La educación es la base del Estado, base sobre la cual se
desarrollan las prácticas sociales e institucionales que sus-
tentan la conducción de un país; que permite desarrollar el
potencial humano de todas las personas y aspirar así a me-
jores condiciones de vida; es por eso que la educación es
una de las mayores responsabilidades del Estado. Conse-
cuente con ello, la propuesta descrita busca apuntalar el
respeto a los derechos humanos al incluirlo como base de
la educación del Estado.

Sin duda, la obligación de todo Estado democrático para
garantizar y respetar los derechos humanos de los ciudada-
nos lleva implícita una labor de tipo cultural y educacional
que derive en mayor entendimiento y respeto de esto dere-
chos no sólo por parte del Estado, sino de la población en
general.

De esta forma, con la reforma planteada al artículo tercero
de la Constitución, se busca ubicar como parte central de la



propia educación del Estado los valores y principios de los
derechos humanos, y acompañar así el desarrollo de una
sociedad conciente de sus derechos y de los demás.

• Que las autoridades protejan los derechos humanos
reconocidos en los tratados internacionales. Art. 15

Esta modificación adquiere relevancia dentro del contexto
general para modificar diversos artículos de la Constitu-
ción con el objeto de generar mayores garantías en el res-
peto de los derechos humanos en México por parte del Es-
tado, y crear así una verdadera política de Estado en
materia de protección de derechos humanos.

Así, por un lado, se trata de dejar explícitamente estableci-
do la obligación de las autoridades para proteger y obser-
var los derechos humanos. Esto es, conformar una política
de estado respetuosa y garante de la protección de los de-
rechos humanos.

Por otro lado, como parte del objetivo general de la pre-
sente iniciativa integral, mediante la presente modificación
se pretende ampliar la difusión y respeto de los derechos
humanos, en este caso, reconociendo explícitamente en la
Constitución el que todas las autoridades garanticen la pro-
tección de los derechos humanos según lo dispuesto en los
distintos tratados internacionales suscritos en la materia.

• Para que desde el inicio de su proceso todo inculpado
sea informado de los derechos humanos reconocidos y
garantías otorgadas por esta Constitución. Art. 20

La intención es generar mayor certeza respecto a la obser-
vancia y respeto de los derechos humanos dentro del pro-
ceso de orden penal de todo inculpado, lo que se inscribe
igualmente dentro de una reforma estructural en materia de
derechos humanos. (...)

• Establecer garantía de audiencia previo a la expulsión
de un extranjero, salvo en casos de amenazas a la segu-
ridad nacional. Art. 33

Mediante la presente modificación al artículo 33 de la
Constitución se busca acotar la discrecionalidad con que el
Ejecutivo Federal cuenta para decidir la expulsión de un
extranjero, lo que resulta en un paso importante para la ob-
servancia y respeto de los derechos humanos del Estado
Mexicano, en este caso, respecto a los extranjeros que in-
gresen o residan en nuestro país.

Sin embargo, consideramos que la facultad para poder ex-
pulsar un extranjero sin juicio previo, es decir, de manera
inmediata, debe seguir vigente cuando esto supone un ries-
go para la seguridad nacional. Esto es, que cuando la pre-
sencia de algún extranjero en territorio nacional resulta en
una amenaza para la seguridad del Estado mexicano, su ex-
pulsión podrá ocurrir sin necesidad de juicio previo; esto
desde luego, sin dejar de observar y garantizar el respeto a
los derechos humanos del extranjero.

Dicha disposición se presenta considerando que hoy en día
son cada vez mayores las formas y métodos en que se pone
en riesgo la seguridad de una nación, por lo que la capacidad
de reacción debe mantenerse en la inmediatez para expulsar
algún extranjero. En ese sentido, nos pronunciamos por
una reforma que acote la discresionalidad del Presidente de
la República limitando así la expulsión de un extranjero
cuando éste represente una amenaza a la seguridad nacio-
nal.

• Que las autoridades federales puedan conocer de los
delitos del fuero común relacionados con violaciones a
los derechos humanos, cuando estas trasciendan el ám-
bito de los estados o del Distrito Federal.

Esta propuesta pretende generar un mecanismo de excep-
ción por el cual se faculte a las autoridades federales para
conocer de delitos del fuero común relacionados con la
protección de los derechos humanos, con objeto de evitar
la impunidad en este tipo de ilícitos y dar pleno cumpli-
miento a los compromisos internacionales asumidos por el
Estado mexicano en el reconocimiento y protección de los
derechos humanos. (...)

• Incorporar la protección de los derechos humanos como
parte de los principios normativos de la política exterior.
Art. 89

La presente modificación pretende, en términos generales
pero a la vez de forma contundente, incorporar la protec-
ción de los derechos humanos como parte de los principios
que sustentan la política exterior del Estado mexicano. De
esta forma, el gobierno de México podrá asumir una pos-
tura sólida en la comunidad internacional para trabajar y
defender la protección de los derechos humanos, aspecto
fundamental en el plano internacional para la paz y seguri-
dad mundial.

Hemos dicho ya que los derechos humanos son imprescin-
dibles para el desarrollo equilibrado y pacífico de cualquier
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sociedad, y lo mismo podemos decir para la relación entre
las naciones. De ahí la imperiosa necesidad de establecer
en nuestra Constitución y en torno a los principios de polí-
tica exterior de México, la promoción y protección de los
derechos humanos.

Asimismo, debemos recordar que los derechos humanos
han adquirido observancia obligatoria y universal, consti-
tuyéndose así en la forma práctica de legitimar el ejercicio
del poder público. Por lo tanto, es prácticamente un hecho
irreversible y cada vez más generalizado que las relaciones
internacionales actualmente y hacia el futuro están y esta-
rán condicionadas por el respeto y protección que los go-
biernos brinden a los derechos humanos.

En ese sentido, la reforma al artículo 89 permitirá al esta-
do mexicano asumir cabalmente y de forma permanente los
valores y principios bajos los cuales normará sus relaciones
internacionales y participará en los esfuerzos de la comu-
nidad internacional para garantizar su observación, en este
caso, respecto a los derechos humanos.

• Que en las constituciones locales y el Estatuto de Go-
bierno del Distrito Federal se garantice la autonomía
de los organismos de protección de los derechos huma-
nos, de conformidad con lo que establece la constitu-
ción federal.

La medida busca que en efecto, exista en todo el Estado
mexicano, tanto en lo federal como estatal, verdaderos or-
ganismos de protección de los derechos humanos, determi-
nando desde la propia constitución la autonomía de dichos
organismos y garantizando con ello su labor de protección
de los derechos fundamentales de los mexicanos.

Para tal efecto, básicamente se establece como parámetro
mínimo para las constituciones locales que se respeten los
criterios de independencia que la Constitución Federal
concede a la Comisión Nacional de Derechos Humanos y
a su titular. De esta forma se contribuirá a dar vigencia y
vigorizar la protección y respeto de los derechos humanos
desde la Constitución por parte de autoridades federales y
locales en beneficio de toda la población.

Ahora bien, como ya se dijo, de llevarse a cabo las modifi-
caciones descritas se contribuiría al fortalecimiento de los
derechos humanos en el país, lo que a todas luces resulta
conveniente; sin embargo, un aspecto importante de la pre-
sente iniciativa consiste en avanzar también tanto en el for-
talecimiento de las facultades y atribuciones de la CNDH

como en las facultades de control político sobre ésta, as-
pecto que resulta trascendental en una reforma sobre dere-
chos humanos

Por lo tanto, la presente iniciativa busca, en cuanto al for-
talecimiento de la CNDH:

• Facultar a la Comisión con el derecho de iniciar leyes
o decretos en las materias vinculadas con el marco jurí-
dico de protección a los derechos humanos; y

• Facultar al Senado de la República para que pueda lla-
mar a comparecer a los funcionarios públicos que no
acaten las resoluciones de la CNDH para explicar el
motivo de su negativa.

• Dotar al Presidente de la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos de lo previsto en el artículo 111 de
la Constitución, relativo al llamado “fuero constitucio-
nal”.

Por otro lado, en cuanto a las facultades de control de la
Comisión que deben igualmente fortalecerse, se propone:

• Que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos
esté obligada a entregar las pruebas con que cuente a la
autoridad a la cual dirigió una recomendación;

• Otorgar la facultad exclusiva al Senado para solicitar
a la CNDH información sobre asuntos de su competen-
cia; y

• Determinar como sujeto de juicio político al Presiden-
te de la CNDH

• Sobre la facultad para presentar iniciativas de ley en
materias estrictamente vinculadas en el marco jurídico
de protección a los derechos humanos.

La propuesta parte del supuesto de que en efecto, siendo
dicha Comisión el máximo organismo encargado de velar
por la protección de los derechos fundamentales de las per-
sonas, las iniciativas o decretos que presentase la Comisión
estarían encaminadas a continuar protegiendo los derechos
esenciales del ser humano con especial atención en asuntos
que la propia Comisión, derivado de su especialización y
función, podría proponer ante el Poder Legislativo para su
consideración. Lo anterior además de contribuir a fortale-
cer el ámbito de actuación de dicha Comisión, ampliaría de
forma importante los medios de que dispone la CNDH para
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promover el respeto de los derechos humanos y avanzar en
su legislación.

• Sobre la facultad para que el Senado pueda solicitar
la comparecencia de la autoridad o servidor público
que se niegue a dar cumplimiento según lo dispuesto en
la recomendación de la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos

Como sabemos, dichos organismos, entre otras cosas, emi-
ten resoluciones cuando luego de una investigación inicia-
da tras una queja, se determina que alguna autoridad o ser-
vidor público violó los derechos humanos de una persona,
notificándose a la autoridad o servidor público a la que va
dirigida, a fin de que tome las medidas necesarias para su
debido cumplimiento. No obstante, la propia Constitución
señala que dichas resoluciones no serán vinculatorias, por
lo que su principal argumento es de tipo moral, por lo que
la autoridad o servidor público no esta obligado a proceder
según lo recomendado.

Si bien el propio Estado mediante Poder Judicial garantiza
los mecanismos para hacer valer las garantías individuales;
lo que se pretende con esta medida es fortalecer las resolu-
ciones que emite la Comisión Nacional de Derechos Hu-
manos, para que éstas se conviertan en un mejor mecanis-
mo en la protección de los derechos humanos y su
reparación, en el marco de la división de poderes plena-
mente reconocido.

De esta forma, la reforma planteada genera un doble efec-
to. Por un lado se agrega mayor relevancia a las resolucio-
nes emitidas por la CNDH, habida cuenta que el funciona-
rio público reconoce la posibilidad de ser llamado a
comparecer para explicar el motivo de la negativa; y por
otro lado, se contribuye a profesionalizar el actuar de la
Comisión, habida cuenta que las resoluciones deberán ser
acompañadas de amplios y mayores fundamentos ante la
posibilidad que la misma autoridad cuente con elementos
para revertir o desmentir los supuestos que acompañan di-
cha resolución.

Ahora bien, por otro lado, se parte de la idea que la dispo-
sición en comento deberá ir acompañada de mayores ele-
mentos para un debido control político por parte del Sena-
do de la República. En ese sentido, es que se hace la
propuesta para facultar de forma exclusiva al Senado para
que éste pueda solicitar información a la Comisión Nacio-
nal de los Derechos Humanos sobre asuntos de su compe-
tencia.

Esto es, que al facultar al Senado para solicitar la compa-
recencia de la autoridad o servidor público que se niegue a
dar cumplimiento según lo dispuesto en la recomendación
de la comisión; corresponderá también la facultad al Sena-
do para solicitar información a la CNDH información de su
competencia.

Lo anterior contribuirá a perfeccionar las medidas de con-
trol político hacia dicho órgano, sin desvirtuar la verdade-
ra intención de la propuesta, que es el una correcta rendi-
ción de cuentas.

• Sobre la reforma para que la CNDH esté obligada a
entregar las pruebas con que cuente a la autoridad a la
cual dirigió una recomendación.

Al respecto, la pretensión resulta evidente. De aprobarse la
medida para que la Comisión entregue a la autoridad a la
que dirigió una recomendación las pruebas con que cuenta
para respaldar dicha recomendación, se estaría por un lado
fortaleciendo la veracidad y peso de la recomendación he-
cha ante pruebas comprobables; asimismo, la recomenda-
ción contaría con mayor peso o relevancia para que la au-
toridad le de cumplimiento.

• Por último, se propone determinar como sujeto de jui-
cio político al Presidente de la CNDH y por otro dotar-
lo del llamado “fuero constitucional”.

Tan sólo valga comentar que al ser la Comisión un órgano
constitucional autónomo, resulta factible por ese simple
hecho el que, tal y como sucede con el consejero Presiden-
te, los Consejeros Electorales, y el Secretario Ejecutivo del
Instituto Federal Electoral, el Presidente de la CNDH se
encuentre igualmente sujeto a un control político por parte
del Legislativo, y existan así garantías para sancionar posi-
bles faltas o delitos en pudiera incurrir el Presidente de di-
cha Comisión.

En consecuencia, como resulta lógico, en el marco de pe-
sos y contrapesos que debe imperar en los órganos autóno-
mos, se deberá incluir también al Presidente de la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos en lo dispuesto
por el artículo 111 de la Constitución Política de nuestro
país, relativo al llamado “fuero constitucional”. De esta
forma, se ofrecen igualmente garantías para que el titular
de dicho organismo pueda desempeñar sus funciones con
total independencia, autonomía, y desde luego profesiona-
lismo.
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Compañeros diputados: la reforma que aquí se propone, a
juicio de Acción Nacional, permitirá avanzar hacia la cons-
trucción de una política de Estado garante de los derechos
humanos de todos los mexicanos y en todo el territorio na-
cional, aspecto que además de constituir una responsabili-
dad ineludible del Estado mexicano, resulta trascendental
para seguir avanzando en la consolidación de nuestra de-
mocracia, y hacer de México un país más justo y digno pa-
ra todos.

En Acción Nacional estamos seguros que el interés por ga-
rantizar el respeto a los derechos humanos de todos lo me-
xicanos atañe a todas las fuerzas políticas aquí representa-
das. En ese sentido, estamos seguros que la presente
iniciativa contará con el aval para negociar y avanzar en su
dictaminación, para que junto con otras propuestas hechas
con anterioridad, más las que se agreguen, avancemos en el
compromiso y responsabilidad que tenemos ante todos los
mexicanos y poder ofrecer así una reforma amplia en ma-
teria de derechos humanos.

Por lo anteriormente expuesto, y en ejercicio de las facul-
tades otorgadas por los artículos ya citados, someto a la
consideración de esta soberanía el siguiente:

Decreto

Artículo Primero. Se reforman los artículos 3o, en su se-
gundo párrafo; 33, en su primer párrafo; 71 en su último
párrafo; 73, fracción XXI, en su primer párrafo; 89 frac-
ción X; 102 párrafo B; 103 fracción I, 107 fracción I, 110,
en su párrafo primero; y 111 párrafo primero; y se adicio-
nan un segundo párrafo al artículo 1º, recorriéndose los de-
más en su orden; un segundo párrafo al artículo 15; una
fracción IV del artículo 71; un tercer párrafo a la fracción
XXI del artículo 73; una fracción XI del artículo 76; un no-
veno párrafo y un último párrafo, apartado B, del artículo
102; un segundo párrafo a la fracción II del artículo 107,
todos de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicano, para quedar en los siguiente términos: 

Artículo 1. ...

Los derechos humanos son reconocidos por esta Cons-
titución y su protección se realizará en los términos es-
tablecidos en la misma.

...

...

Artículo 3o. ...

La educación que imparta el Estado tenderá a desarrollar
armónicamente todas las facultades del ser humano y fo-
mentará en él, el amor a la Patria, el respeto a los derechos
humanos, la perspectiva de género y la conciencia de la
solidaridad internacional, en la independencia y en la justi-
cia.

I. a VIII. ...

Artículo 15. ...

Las autoridades protegerán los derechos humanos re-
conocidos en los tratados internacionales y en las demás
disposiciones del orden jurídico mexicano conforme a
lo establecido en esta Constitución.

Artículo 33. Son extranjeros los que no posean las calida-
des determinadas en el artículo 30. Tienen derecho a las ga-
rantías que otorga el Capítulo I, Título Primero, de la pre-
sente Constitución; pero el Ejecutivo de la Unión tendrá la
facultad exclusiva de hacer abandonar el territorio nacional
a todo extranjero cuya permanencia juzgue inconveniente;
mediando juicio previo, ante los tribunales competen-
tes, quienes tendrán que resolver en un tiempo máximo
de treinta días naturales, improrrogables, salvo en
aquellos casos considerados de seguridad nacional.

Artículo 71. El derecho de iniciar leyes o decretos compe-
te:

...

II. A los diputados y denadores al Congreso de la Unión;

III. A las Legislaturas de los estados, y

IV. A la Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos, en las materias vinculadas con el marco jurídico
de protección a los derechos humanos.

Las iniciativas presentadas por el Presidente de la Repúbli-
ca, por las Legislaturas de los estados, por las diputaciones
de los mismos o por la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos, pasarán desde luego a comisión. Las que
presentaren los diputados o los senadores, se sujetarán a los
trámites que designe el Reglamento de Debates.

Artículo 73. ...
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I. a XX. ...

XXI. Para establecer los delitos y faltas contra la Fede-
ración y fijar las sanciones que por ellos deban impo-
nerse.

...

Asimismo, las autoridades federales podrán conocer
de los delitos del fuero común relacionados con vio-
laciones a los derechos humanos, cuando estas tras-
ciendan el ámbito de los estados o del Distrito Fede-
ral, en los términos que establezca la ley.

XXII. a XXX. ...

Artículo 76. Son facultades exclusivas del Senado:

...

X. Solicitar a la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos información sobre asuntos de su competencia,
y

XI. Las demás que la misma Constitución le atribuye.

Artículo 89. ...

I. a IX. ...

X. Dirigir la política exterior y celebrar tratados inter-
nacionales, sometiéndolos a la aprobación del Senado.
En la conducción de tal política, el titular del Poder Eje-
cutivo observará los siguientes principios normativos:
La autodeterminación de los pueblos; la no interven-
ción; la solución pacífica de controversias; la proscrip-
ción de la amenaza o el uso de la fuerza en las relacio-
nes internacionales; la igualdad jurídica de los estados;
la cooperación internacional para el desarrollo; y la lu-
cha por la paz y la seguridad internacionales; el respeto
y la protección de los derechos humanos;

XI. a XX. ...

Artículo 102. ...
...

B. El Congreso de la Unión y las legislaturas de las entida-
des federativas, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias, establecerán organismos de protección de los dere-

chos humanos que reconoce y ampara el orden jurídico
mexicano, los que conocerán de quejas en contra de actos
u omisiones de naturaleza administrativa provenientes de
cualquier autoridad o servidor público, con excepción de
los del Poder Judicial de la Federación, que violen estos
derechos.

...

...

...

En las Constituciones locales y el Estatuto de Gobierno
del Distrito Federal se garantizará la autonomía de los
organismos de protección de los derechos humanos, de
conformidad con lo que establece el párrafo anterior.

...

...

...

...

Cuando las recomendaciones emitidas por la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos no sean acatadas
por las autoridades o servidores públicos federales, la
Cámara de Senadores o en sus recesos la Comisión
Permanente del Congreso de la Unión, a su juicio, po-
drán llamar a las autoridades o servidores públicos in-
volucrados para que comparezcan ante ella, a efecto de
que expliquen el motivo de su negativa.

Artículo 103. ...

I. Por leyes o actos de la autoridad que violen las ga-
rantías que consagra esta Constitución y los dere-
chos humanos que protegen los tratados internacio-
nales generales en la materia.

II. ...

III. ...

Artículo 107. ...

I. El juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de
parte agraviada, siempre que el acto reclamado viole
las garantías o los derechos que protegen los tratados
internacionales generales en la materia y con ello se
afecte la esfera jurídica de manera directa o en vir-
tud de su propia situación frente al orden jurídico.
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II. ...

Cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación
establezca jurisprudencia en la que se resuelva que
una norma general es inconstitucional o determine
una interpretación conforme con la Constitución,
procederá a emitir la declaratoria general de incons-
titucionalidad correspondiente, en la cual se fijarán
sus alcances y condiciones en los términos de la ley
reglamentaria.

...

...

...

III. a XVIII. ...

Artículo 110. Podrán ser sujetos de juicio político los se-
nadores y diputados al Congreso de la Unión, los Ministros
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Conseje-
ros de la Judicatura Federal, los Secretarios de Despacho,
los Jefes de Departamento Administrativo, los Diputados a
la Asamblea del Distrito Federal, el Jefe de Gobierno del
Distrito Federal, el Procurador General de la República, el
Procurador General de Justicia del Distrito Federal, los
Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito, los Magistra-
dos y Jueces del Fuero Común del Distrito Federal, los
Consejeros de la Judicatura del Distrito Federal, el conse-
jero Presidente, los Consejeros Electorales, y el Secretario
Ejecutivo del Instituto Federal Electoral, los Magistrados
del Tribunal Electoral, el Presidente de la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos, los Directores Genera-
les y sus equivalentes de los organismos descentralizados,
empresas de participación estatal mayoritaria, sociedades y
asociaciones asimiladas a éstas y fideicomisos públicos.

...

...

...

...

...

Artículo 111. Para proceder penalmente contra los Diputa-
dos y Senadores al Congreso de la Unión, los Ministros de
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Magistrados
de la Sala Superior del Tribunal Electoral, los Consejeros
de la Judicatura Federal, los Secretarios de Despacho, los
Jefes de Departamento Administrativo, los Diputados a la
Asamblea del Distrito Federal, el Jefe de Gobierno del Dis-

trito Federal, el Procurador General de la República y el
Procurador General de Justicia del Distrito Federal, así co-
mo el Consejero Presidente y los Consejeros Electorales
del Consejo General del Instituto Federal Electoral y el
Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos, por la comisión de delitos durante el tiempo de
su encargo, la Cámara de Diputados declarará por mayoría
absoluta de sus miembros presentes en sesión, si ha o no lu-
gar a proceder contra el inculpado.

...

...

...

...

...

...

...

...

...

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 48 de la Ley de
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, para que-
dar en los siguientes términos: 

Artículo 48. La Comisión Nacional estará obligada a en-
tregar las pruebas con que cuenta a la autoridad a la cual di-
rigió una recomendación. Tratándose de particulares que
tengan relación con el asunto de que se trate, la petición se
sujetará a las previsiones contenidas en las disposiciones
internas emitidas de conformidad con la ley de la materia.

Nota

1 www.cndh.org.mx

Diputados: Dora Martínez Valero (rúbrica), Arturo Flores Grande, Vio-
leta Lagunes Viveros, María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, señora diputada. Túrnese a las Comisiones Uni-
das de Puntos Constitucionales y de Derechos Huma-
nos. 

Año I, Segundo Periodo, 25 de abril de 2007 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados218



LEY DEL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL
DE LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Tiene la palabra el diputado José Antonio Almazán Gonzá-
lez, del grupo parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, para presentar iniciativa que reforma el artí-
culo 44 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vi-
vienda para los Trabajadores.

El diputado José Antonio Almazán González: Muchas
gracias. Con su permiso, diputada Presidenta. Compañeros
diputados, diputadas, con fundamento en lo que disponen
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y 62, 63 y 55, fracción II,
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, me permito some-
ter a la consideración de esta Asamblea una iniciativa de
decreto que reforma el artículo 44 de la Ley del Instituto
del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores,
de acuerdo con la siguiente consideración:

Todos hemos escuchado las denuncias hechas por los tra-
bajadores sobre el carácter usurero e impagable de los cré-
ditos del Infonavit; por lo que —como legisladores— de-
bemos impulsar las reformas que permitan que el instituto
regrese a sus cauces constitucionales, dejando de ser fuen-
te inagotable de utilidades para las empresas constructoras.
O, lo que es lo mismo, acabar con la ilegal privatización de
que en los hechos ha sido víctima el instituto, haciendo que
incumpla su elevada función social, de hacer realidad el
derecho humano a la vivienda a favor de los trabajadores.

El primer paso para acabar con el actual e intolerable esta-
do de cosas es suprimir el otorgamiento de estos créditos
en veces salarios mínimos. Hasta el 24 de febrero de 1992,
la Ley del Infonavit no señalaba que los créditos debían
otorgarse en veces el salario mínimo, por lo que se otorga-
ban en pesos o monetario. 

En veces salarios mínimos, significa que el saldo del cré-
dito aumenta en el porcentaje en que aumentan los salarios
mínimos, conforme al incremento del salario mínimo ge-
neral que rija en el Distrito Federal. Esto también provoca
que al aumentar el saldo, conforme a esta mecánica, au-
mente el monto de los intereses, pues este saldo es su base
de cálculo. 

No se requiere pensar mucho para comprender que lo pre-
visto en este artículo 44, agravado por la permanente pér-

dida del poder adquisitivo del salario y el desempleo en el
país, ha llevado a que los créditos del Infonavit, se vuelvan
impagables. En los últimos meses el instituto ha publicita-
do como un gran triunfo el haber quitado miles de casas a
los trabajadores por falta de pago. Esto contrasta con las in-
calculables ganancias que el Infonavit empresa deja para
las constructoras y el tráfico de influencias.

Esto acarrea al propio tiempo que conforme a la legislación
actual, los créditos se amorticen en lo doble, 30 años. Por
lo que urge también modificar este término expoliador de
tres décadas. Lo evidente es que los créditos en veces el sa-
lario mínimo respondieron a épocas de inflación galopan-
te; para suprimir esta razón debe cambiarse la disposición.
La anterior legislación se cambió para no saquear el Info-
navit, ahora se debe cambiar para no seguir saqueando a
los trabajadores.

Por tal motivo, lo justo es que se reforme el artículo 44 de
la Ley del Instituto, para que los créditos se otorguen en pe-
sos con pago de justo interés. Hasta los bancos, ante el
cambio de la realidad económica, con todo y su usura, han
cambiado sus políticas y vienen otorgando crédito con pa-
gos fijos, a 20 y 30 años.

Apoyar esta iniciativa que presento equivale a dar un es-
paldarazo a la legalidad y poner fin a la actual política de
usura del Infonavit, que se apoya en última instancia en el
referido artículo 44. Por todo lo que he expuesto, y en vir-
tud del tiempo, no cuento para fundamentar lo que aquí es-
tá presentado en esta iniciativa, paso a la parte relativa de
iniciativa de ley que reforma este artículo 44 del Infonavit,
para quedar como sigue:

Artículo 44. El saldo de los créditos otorgados a los traba-
jadores a que se refiere la fracción II del artículo 42 per-
manecerá fijo durante todo el plazo de su otorgamiento, el
Consejo de Administración por ningún motivo podrá de-
terminar lo contrario, en general deberá respetar las dispo-
siciones de esta ley sobre el otorgamiento de los créditos.

Asimismo los créditos citados devengarán interés sobre el
saldo fijo a la tasa que determine el Consejo de Adminis-
tración, dicha tasa no será menor de 4 por ciento ni mayor
de 9 por ciento anual sobre saldos insolutos. Los créditos
se otorgarán a un plazo no mayor de 20 años.

Este decreto entrará en vigor el día siguiente al de su pu-
blicación. Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril
de 2007. Por su atención, muchas gracias. 
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«Iniciativa que reforma el artículo 44 de la Ley del Institu-
to del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajado-
res, a cargo del diputado José Antonio Almazán González,
del Grupo Parlamentario del PRD

El que suscribe, José Antonio Almazán González, diputado
federal de la LX Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 62, 63 y 55,
fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
permite someter a consideración de esta asamblea iniciati-
va de decreto que reforma el artículo 44 de la Ley del Ins-
tituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabaja-
dores (Infonavit), al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Todos hemos escuchado las denuncias hechas por los tra-
bajadores sobre el carácter usurero e impagable de los cré-
ditos de Infonavit, por lo que, como legisladores, debemos
impulsar las reformas que permitan que el instituto regrese
a sus cauces constitucionales, dejando de ser fuente inago-
table de utilidades para las empresas constructoras o, lo
que es lo mismo, acabar con la ilegal privatización de que
en los hechos ha sido víctima el instituto, haciendo que
cumpla su elevada función social de hacer realidad el dere-
cho humano a la vivienda a favor de los trabajadores.

El primer paso para acabar con el actual e intolerable esta-
do de cosas es suprimir el otorgamiento de estos créditos
en veces salarios mínimos.

Hasta el 24 de febrero de 1992, la Ley del Infonavit no se-
ñalaba que los créditos debían otorgarse en veces el salario
mínimo, por lo que se otorgaban en pesos o monetario.

En veces salarios mínimos (VSMGDF) significa que el sal-
do del crédito aumenta en el porcentaje en que aumentan
los salarios mínimos, conforme al incremento del salario
mínimo general que rija en el Distrito Federal (artículo 44
de la Ley del Infonavit). Esto también provoca que al au-
mentar el saldo conforme a esta mecánica, aumente el
monto de los intereses, pues este saldo es su base de cálcu-
lo. No se requiere pensar mucho para comprender que lo
previsto en este artículo 44, agravado por la permanente
pérdida del poder adquisitivo del salario y el desempleo en

el país, ha llevado a que los créditos del Infonavit se vuel-
van impagables.

En los últimos meses, el Infonavit ha publicitado como un
gran triunfo haber quitado miles de casas a los trabajadores
por falta de pago. Esto contrasta con las incalculables ga-
nancias que el Infonavit-empresa deja para las constructo-
ras y el tráfico de influencias.

Esto acarrea, al propio tiempo, que conforme a la legisla-
ción actual los créditos se amorticen en lo doble: ¡30 años!,
por lo que urge también modificar este término expoliador
de tres décadas.

Lo evidente es que los créditos en veces el salario mínimo
respondieron a épocas de inflación galopante; suprimida la
razón, debe cambiarse la disposición. La anterior legisla-
ción se cambió para no saquear el Infonavit; ahora se debe
cambiar para no seguir saqueando a los trabajadores.

Por tal motivo, lo justo es que se reforme el artículo 44 de
la Ley del Infonavit para que los créditos se otorguen en
pesos, con pago de justo interés. Hasta los bancos, ante el
cambio de la realidad económica, con todo y su usura, han
cambiado sus políticas y vienen otorgando crédito con pa-
gos fijos a 20 y 30 años.

Apoyar esta iniciativa que presento equivale a dar un es-
paldarazo a la legalidad y, poner fin a la actual política de
usura del Infonavit, que se apoya en última instancia en el
referido artículo 44.

Se podría argumentar que esta iniciativa golpearía los inte-
reses que perciben los ahorros de los trabajadores; no es
posible que se den intereses a costa de los dineros y sub-
sistencia de otros trabajadores. Los rendimientos por re-
partir deben derivar de las inversiones que con los ahorros
de los trabajadores hace el Infonavit por conducto del Ban-
co de México. Instituto que incluso ya maneja títulos en la
Bolsa Mexicana de Valores. Esta falsa argumentación res-
ponde a la vieja táctica del poder de enfrentar trabajadores
contra trabajadores.

La Constitución federal (artículo 123, apartado A, fracción
XII) y la LFT ordenan que los créditos que otorgue el In-
fonavit sean “baratos”, lo que significa que necesariamen-
te debe tomarse en cuenta el monto salarial del trabajador
acreditado, en tales términos que no se afecte sustancial-
mente el poder adquisitivo, de subsistencia de éste y su fa-
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milia; menos deberá provocarse que las amortizaciones de
tal crédito lleven al trabajador a una crisis económica, a la
ruina, a la esclavitud por la usura. En segundo, implica que
deben ser más accesibles respecto a los créditos otorgados
por los bancos y demás empresas financieras. De lo con-
trario, carecería de sentido el Infonavit, especialmente si
tomamos en cuenta que el instituto opera con dineros per-
tenecientes a los trabajadores y debe estar guiado por un
objetivo de justicia social.

Y obviamente, los créditos en pesos se ajustan en mejores
términos al concepto de créditos baratos.

Los créditos en veces el salario mínimo iniciaron su vida
en el mundo jurídico violentando el estado de derecho. Co-
mo se sabe, la contratación o novación de créditos en
VSMDF partió del acuerdo número 21603, de fecha 10 de
junio de 1987, del Consejo de Administración del instituto.
El acuerdo se pretende fundamentar en el artículo 10, inci-
so e), de las entonces vigentes Reglas Generales para el
Otorgamiento de Créditos del Infonavit. Veamos este artí-
culo:

“Artículo 10. Con sujeción a estas reglas, el consejo de
administración determinará:

e) Los sistemas de amortización de los créditos.”

El citado artículo 10 que se refiere como fundamento orde-
na expresamente, lo que además resulta obvio, que el con-
sejo de administración en la determinación de los sistemas
de amortización debe hacerlo en sujeción a tales reglas y,
por mayoría de razón, con arreglo a la Ley del Infonavit del
entonces artículo 44, disposiciones que preveían que los
créditos otorgados a los trabajadores (obviamente en pe-
sos) sólo causarían intereses. No podían referirse a que el
crédito se otorgaría en VSMGDF, por que al ser esta mo-
dalidad, o cualquier otra, especial y hasta entonces inusita-
da debió destacarse expresamente.

Por esos motivos, y con arreglo a este criterio, en la prácti-
ca el Infonavit otorgaba los créditos en pesos, como lo ha-
cían los bancos en ese entonces, en el marco de una eco-
nomía en términos generales estable.

Por tanto, el acuerdo del consejo de administración para
cambiar los créditos de pesos a VSMGDF era ilegal desde
el momento en que iba en contra de la letra de la Ley del
Infonavit y las reglas para el otorgamiento de los créditos.

Además, el inciso e) de referencia tan sólo autorizaba al
consejo de administración para determinar los sistemas de
amortización de los créditos, no las bases de tal amortiza-
ción, las cuales ya estaban definidas en la Ley del Infonavit
y en las reglas de cita. En tal virtud, al consejo de adminis-
tración sólo se le facultaba para definir procedimientos téc-
nicos, de forma, de trámite para aterrizar tal amortización,
pero de ninguna manera se otorgan facultades para legislar
en contravención del marco jurídico a que se encontraba
subordinado. La esencia o sustancia de una norma, los
derechos y las obligaciones se deben determinar en una
ley.

Por tanto, si el acuerdo del consejo administrativo es ilegal,
también lo es la circular del 30 de julio de 1987 que se dic-
tó con su apoyo. Igualmente esta circular es ilegal desde el
momento en que se pretende hacer valer respecto a unos
cuerpos normativos superiores, como la Ley del Infonavit
y las Reglas para el Otorgamiento de Créditos Infonavit,
que preveían el otorgamiento de créditos en pesos.

Adicionalmente, cuando se dicta la reforma del artículo 44
de la Ley del Infonavit, para pretender legalizar el otorga-
miento de créditos en VSMDF, el 24 febrero de 1992, su
promulgación implicó aplicación retroactiva, en perjuicio
de los acreditados por el periodo del 30 de julio de 1987 al
24 de febrero de 1992, en abierta violación del artículo 14
constitucional. Ya expresamos el error de pretender soste-
ner una supuesta ratificación o ratificación tácita.

Como último recurso, el Infonavit alega que se afectarían
seriamente sus finanzas. ¡Claro, no importa que se afecten
las finanzas de miles de familias mexicanas, algunos de cu-
yos jefes de familia han estado a punto de optar por el sui-
cidio ante el despojo absoluto del Infonavit! En realidad, si
no se aprueba la reforma que se propone en esta iniciativa,
resultaría ocioso seguir apoyando un instituto que sólo en-
gaña al trabajador al otorgarle créditos que ya no son “ba-
ratos” ni justos sino medio de recaudación y despojo a fa-
vor de empresarios de la construcción y una burocracia
insaciable. Así, en nada se afectaría al pueblo de México,
si se reduce el número de estos “créditos tipo tienda de ra-
ya” de que son víctima los trabajadores (conozco de varios
casos en que los trabajadores han renunciado a recibir sus
créditos Infonavit, antes tan codiciados).

En el colmo del atrevimiento, esos burócratas, insensibles
a las necesidades del pueblo, es decir, neoliberales, señalan
que si los créditos se firmaron en VSMDF en lugar de pe-
sos, esto se hizo con arreglo a la legislación civil vigente,
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que prevé un interés legal de 9 por ciento y la libre expre-
sión de voluntad o consentimiento de parte de los contra-
tantes.

Como si no supieran que no se trata de otro más de los con-
tratos civiles, sino de un contrato celebrado en el marco y
conforme a las legislaciones laboral y de seguridad social
Infonavit (por lo que es inaplicable al caso la legislación ci-
vil, con mayor razón si tomamos en cuenta que existía dis-
posición expresa de la Ley del Infonavit aplicable al caso).

En tal virtud, insisto, los derechos de los trabajadores son
irrenunciables, digan lo que digan tales contratos usureros,
por lo que resultan nulos de pleno derecho.

En suma, al sentirse sin argumentos el Infonavit, cuando le
conviene apela a la legislación de seguridad social, y cuan-
do ésta no le conviene se remite a la legislación civil.

El argumento económico esencial que se alega para el cam-
bio de créditos a pesos a VSMDF es la creciente inflación,
pero resulta que esta variable económica ha variado y en la
actualidad la inflación está reducida a un mínimo.

Por tal razón, si ya es inexistente el argumento económico
alegado, deben suprimirse los créditos en VSMDF, con
mayor razón en relación con los créditos otorgados cuando
aún no había disposición legal que ordenara tal abuso de
los créditos SMGDF.

Si los bancos comerciales actualmente, partiendo de la ba-
ja inflación, otorgan créditos en pesos y con mensualidades
fijas a 15, 20 años, etcétera, con mayor razón debe hacerlo
el Infonavit. De lo contrario, hay que obligar a esos buró-
cratas a hacerlo con base en las reformas legales proceden-
tes que debe impulsar el Legislativo.

La constante queja de los burócratas del Infonavit de que
casi van a quebrar si se aprueba la esencia de esta iniciati-
va sólo prueba dos cosas: la ineptitud financiera y quizá co-
rrupción de tales burócratas, por lo que urge que la Cáma-
ra de Diputados promueva una auditoría constante sobre el
manejo de estos recursos del Infonavit.

Que los créditos en adelante no se otorguen en VSMDF si-
no en pesos lo exige no sólo la esencia de la seguridad so-
cial sino la realidad económica. Esto permitiría que el In-
fonavit aumentara sus ingresos vía la reducción de la
cartera vencida, pues ante un cobro más justo el trabajador

tendría mayor poder de pago, con lo cual habrá mayores re-
cursos para créditos.

Todo lo hasta aquí expuesto exige la reforma del artículo
44 de la Ley del Infonavit que, por ser el eje del otorga-
miento de los créditos, debe modificarse con arreglo a la
esencia de la seguridad social, pero también conforme
cambian las condiciones de la economía nacional.

Complementariamente, también se debe reducir el plazo
para el otorgamiento del crédito máximo a 20 años (y no a
30, como sucede actualmente, lo que constituye otra de las
claves del despojo), cumplido el cual si el trabajador va al
corriente se tendrá por cubierto el crédito y el instituto de-
be generar la escritura a favor del trabajador.

Finalmente, debe adicionarse el artículo 44 con un párrafo
que prohíba expresamente al Consejo de Administración
del Infonavit alterar todas y cada una de las condiciones
que se establezcan en la Ley del Infonavit para el otorga-
miento de los créditos, como indebidamente hizo este con-
sejo en 1987, como detallamos.

Por todo lo expuesto y fundado, someto a consideración de
la Cámara de Diputados la siguiente

Iniciativa de ley que reforma el artículo 44 de la Ley del
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los
Trabajadores, para quedar como sigue:

Artículo 44. El saldo de los créditos otorgados a los traba-
jadores a que se refiere la fracción II del artículo 42 per-
manecerá fijo durante todo el plazo de su otorgamiento. El
consejo de administración por ningún motivo podrá deter-
minar lo contrario; en general, deberá respetar las disposi-
ciones de esta ley sobre el otorgamiento de los créditos.

Asimismo, los créditos citados devengarán interés sobre el
saldo fijo, a la tasa que determine el Consejo de Adminis-
tración. Dicha tasa no será menor de 4 por ciento ni mayor
de 9 por ciento anual sobre saldos insolutos.

Los créditos se otorgarán a un plazo no mayor de veinte
años.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2007.— Diputado
José Antonio Almazán González (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias señor diputado. Túrnese a la Comisión de Tra-
bajo y Previsión Social, con opinión de la Comisión de
Vivienda. 

ARTICULO 4o. CONSTITUCIONAL

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Tiene el uso de la palabra el diputado Alfonso Izquierdo
Bustamante del grupo parlamentario del PRI para presen-
tar iniciativa que reforma el artículo 4o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El diputado Alfonso Izquierdo Bustamante: Con el per-
miso de la Presidencia y de esta soberanía, y en virtud de
que se encuentra publicada en la Gaceta y se ha cumplido
el texto normativo que rige la presentación de las iniciati-
vas, quiero exponer ante esta soberanía precisamente lo
que funda esta iniciativa de reformas.

Exposición de motivos: Kofi Annan, ex secretario general
de la ONU, en la conmemoración del Día Mundial de la
Mujer expresó: “Los derechos de las mujeres son respon-
sabilidad de toda la humanidad. La promoción de los dere-
chos de la mujer significa la promoción de la libertad, la
justicia y la resolución pacífica de disputas, la promoción
del progreso social y de mejores estándares de la igualdad,
de la tolerancia y de la dignidad”, termina la cita.

Actualmente, los estados democráticos modernos se cons-
tituyen con valores democráticos que son el basamento de
las libertades de los ciudadanos para buscar mejores nive-
les de bienestar y acceder libremente, la mujer y el hombre,
a sus derechos a la salud reproductiva.

El término, derechos reproductivos, aparece en el siglo pa-
sado para designar al conjunto de derechos humanos que
tienen que ver con la salud reproductiva; y más amplia-
mente con todos los derechos humanos que inciden sobre
la reproducción humana, así como aquellas que afectan al
binomio población desarrollo sostenible.

El Fondo de Población de las Naciones Unidas y organiza-
ciones de la sociedad civil y defensora de los principios de

los derechos humanos y de los derechos del cuerpo en la
sexualidad, en sus conferencias internacionales, han seña-
lado que estos derechos están arraigados en los principios
más básicos de los derechos humanos.

En términos generales, los derechos del cuerpo en la se-
xualidad y la reproducción abarcan dos principios básicos:
el derecho a la atención a la salud sexual y reproductiva y
el derecho a la autodeterminación sexual y reproductiva.

Los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres y los
hombres, bajo el derecho internacional de los derechos hu-
manos, son el resultado de la combinación de una serie de
derechos civiles, políticos, sociales, culturales y económi-
cos.

El derecho a la salud, a la salud sexual y a la salud repro-
ductiva; el derecho a la planificación familiar; el derecho a
decidir el número de hijos y el espaciamiento de los naci-
mientos; el derecho a casarse y a constituir una familia; el
derecho a la vida, a la libertad, integridad y a la seguridad;
el derecho a no ser discriminado por cuestiones de género;
el derecho a no ser agredido ni explotado sexualmente; el
derecho a no ser sometido a la tortura ni a otro tipo de cas-
tigos o de tratamientos crueles, inhumanos o degradantes;
el derecho a modificar las costumbres discriminatorias
contra la mujer; el derecho a la privacidad; el derecho a la
intimidad; el derecho a disfrutar del proceso científico.
Tratados internacionales de derechos humanos y documen-
tos aprobados por consenso internacional consagran estos
derechos de aplicación universal.

El programa de acción de la Conferencia Mundial sobre
Población y Desarrollo, el programa de acción de El Cairo,
de 1994, fue la primera conferencia internacional que defi-
nió el término derechos reproductivos. Además, definió la
salud reproductiva como un estado general del bienestar fí-
sico, mental y social y no de mera ausencia de enfermeda-
des o dolencias, en todos los aspectos relacionados con el
sistema reproductivo y sus funciones y procesos.

En consecuencia, la salud reproductiva entraña la capaci-
dad de disfrutar de una vida sexual satisfactoria y sin ries-
gos; y de proceder, teniendo en cuenta la libertad para de-
cidir, hacerlo o no hacerlo, cuándo y con qué frecuencia.

Esta última condición lleva implícito el derecho del hom-
bre y la mujer a obtener información y acceso a los méto-
dos de planificación familiar de su elección, seguros, efec-
tivos, accesibles, aceptables, así como otros métodos
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legales para la regulación de la fecundidad, y el derecho a
recibir servicios adecuados de atención a la salud que per-
mitan los embarazos y los partos sin riesgo y den a las pa-
rejas la máxima capacidad de tener hijos sanos.

En la Conferencia de Beijing, de 1955, y en la revisión de
los cinco años, de El Cairo más Cinco y de Beijing más
Cinco, celebraron consensos importantes en temas tales co-
mo el aborto inseguro, la inclusión de los derechos sexua-
les y reproductivos y la discriminación con base en la
orientación sexual.

Les convoco a todos a buscar la información sobre el dere-
cho social a la salud reproductiva para dejarnos de un de-
bate estéril y que funde en la razón de los derechos socia-
les el compromiso del Estado mexicano por el derecho a la
salud reproductiva, por el derecho a la vida.

Está ahí en el texto completo de la iniciativa presentada, to-
da una fundación de razones que dan argumento a este con-
cepto. En obvio de tiempo, quiero leer por último que esta
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el
párrafo segundo del artículo 4o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, con la finalidad de que
el Estado garantice el respeto, la protección y el libre ejer-
cicio de los derechos a la salud reproductiva de las mujeres
y hombres de México:

Artículo único. Se reforma el párrafo segundo del artículo
4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos para quedar como sigue:

Artículo 4o. El varón y la mujer son iguales ante la ley. És-
ta protegerá la organización y el desarrollo de la familia.
Toda persona tiene derecho a decidir de manera libre, res-
ponsable e informada, sobre el número y el espaciamiento
de sus hijos. El Estado garantizará el respeto, la protección,
acceso y libre ejercicio del derecho a la salud reproductiva
de las mexicanas y los mexicanos.

Artículo transitorio. Único. El presente decreto entrará en
vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Dado en el salón de plenos del Palacio Legislativo de San
Lázaro, a los 25 días del mes de abril de 2007. 

Muchas gracias por su atención; solicitando se asiente el
documento íntegro en el Diario de los Debates. Muchas
gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 4o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del di-
putado Alfonso Izquierdo Bustamante, del Grupo Parla-
mentario del PRI

El suscrito diputado integrante de la LX Legislatura de la
Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la
Unión, en uso de las facultades que me confiere la fracción
II, del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, el artículo 55 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos y el artículo 37, inciso a), del Regla-
mento Interior del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, correspondiente a la LX Legisla-
tura, someto a la consideración de esta honorable asamblea
la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforma el párrafo segundo del artículo 4o. de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, con la fi-
nalidad de que el Estado garantice el respeto, la protección
y el libre ejercicio de los derechos a la salud reproductiva
de las mujeres y hombres de México, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

Kofi Annan, ex secretario general de la ONU, en la con-
memoración del día mundial de la mujer expreso:

“Los derechos de las mujeres son responsabilidad de toda
la humanidad. La promoción de los derechos de la mujer
significa la promoción de la libertad, la justicia y la solu-
ción pacífica de disputas; la promoción del progreso social
y de mejores estándares de vida; de la igualdad; de la tole-
rancia y de la dignidad” (termina la cita).

Actualmente, los Estados democráticos modernos se cons-
tituyen con valores democráticos, que son el basamento de
las libertades de los ciudadanos para buscar mejores nive-
les de bienestar y acceder libremente la mujer y el hombre
a sus derechos a la salud reproductiva.

El término “derechos reproductivos” aparece en el siglo
pasado para designar al conjunto de derechos humanos que
tienen que ver con la salud reproductiva y más ampliamen-
te con todos los derechos humanos que inciden sobre la re-
producción humana así como aquellos que afectan el bino-
mio población-desarrollo sostenible.

El Fondo de Población de las Naciones Unidas y Organi-
zaciones de la Sociedad Civil defensoras de los principios
de los derechos humanos y de los derechos del cuerpo en
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la sexualidad, en sus conferencias internacionales, han se-
ñalado que estos derechos están arraigados en los princi-
pios más básicos de los derechos humanos. En términos
generales, los derechos del cuerpo en la sexualidad y la re-
producción abarcan dos principios básicos: el derecho a la
atención a la salud sexual y reproductiva, y el derecho a la
autodeterminación sexual y reproductiva. 

Los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres y
hombres bajo el derecho internacional de los derechos hu-
manos, son el resultado de la combinación de una serie de
derechos civiles, políticos, sociales, culturales y económi-
cos: el derecho a la salud, a la salud sexual y a la salud re-
productiva, el derecho a la planificación familiar; el dere-
cho a decidir el número de hijos y el espaciamiento de los
nacimientos; el derecho a casarse y a constituir una fami-
lia; el derecho a la vida, a la libertad, a la integridad y a la
seguridad; el derecho a no ser discriminado por cuestiones
de género; el derecho a no ser agredido ni explotado se-
xualmente; el derecho a no ser sometido a tortura ni a otro
tipo de castigos o de tratamientos crueles, inhumanos o de-
gradantes; el derecho a modificar las costumbres discrimi-
natorias contra la mujer; el derecho a la privacidad; el de-
recho a la intimidad; el derecho a disfrutar del progreso
científico.

Tratados internacionales de derechos humanos y documen-
tos aprobados por el consenso internacional consagran es-
tos derechos de aplicación universal. El programa de ac-
ción de la Conferencia Mundial sobre Población y
Desarrollo (Programa de acción de El Cairo) de 1994, fue
la primera conferencia internacional que definió el término
“derechos reproductivos”; además definió la salud repro-
ductiva como “un estado general de bienestar físico, men-
tal y social, y no de mera ausencia de enfermedades o do-
lencias, en todos los aspectos relacionados con el sistema
reproductivo y sus funciones y procesos. En consecuencia,
la salud reproductiva entraña la capacidad de disfrutar de
una vida sexual satisfactoria y sin riesgos, y de procrear te-
niendo la libertad para decidir hacerlo o no hacerlo, cuán-
do y con qué frecuencia. Esta última condición lleva im-
plícito el derecho del hombre y la mujer a obtener
información y acceso a los métodos de planificación fami-
liar de su elección seguros, efectivos, asequibles y acepta-
bles, así como a otros métodos legales para la regulación
de la fecundidad, y el derecho a recibir servicios adecuados
de atención de la salud que permitan los embarazos y los
partos sin riesgos y den a las parejas las máximas posibili-
dades de tener hijos sanos”.

En la Conferencia de Beijing en 1995, y en la revisión de
los cinco años de Cairo + 5, y Beijing + 5, se lograron con-
sensos importantes en temas tales como el aborto inseguro,
la inclusión de derechos sexuales y reproductivos, y la dis-
criminación con base en la orientación sexual.

Los grupos conservadores pretenden dominar, sujetar vio-
lentamente los cuerpos, las sexualidades, las subjetivida-
des, las vidas de las mujeres y sus derechos al placer, a
ejercer libremente su sexualidad, a decidir por un aborto, o
a ocupar un espacio de poder. Los fundamentalismos sean
estos políticos, religiosos, económicos, científicos o cultu-
rales, prosperan en sociedades que niegan a la humanidad
en su diversidad, legitiman mecanismos violentos de suje-
ción de un grupo sobre otro, de una persona sobre otra y
contribuyen a la violación de los derechos humanos de las
mujeres en forma desproporcional y orientada al control de
sus cuerpos y sexualidades.

El Estado mexicano debe de atender los principios demo-
cráticos contenidos en la Constitución Política, fortalecer y
respetar los derechos sociales de las mujeres y los hom-
bres, y atender los mecanismos internacionales defensores
de los derechos humanos que México ha suscrito, por lo
tanto el gobierno federal, los legisladores, y el Poder Judi-
cial, deben de ser los custodios de los derechos humanos de
las mujeres y hombres mexicanos que deben disfrutar del
derecho a la salud reproductiva.

La implantación de políticas públicas de educación, pre-
vención y atención al derecho a la salud reproductiva que
tienen los mexicanos, permitirá que la sociedad avance ha-
cia mejores niveles de calidad de vida y hacia la consoli-
dación de la democracia.

Los tiempos actuales son sin duda el parteaguas de la trans-
formación de la sociedad mexicana y la redefinición de las
instituciones del Estado mexicano, para atender los fenó-
menos sociales que estamos viviendo, lo cual nos lleva a
reflexionar o consolidamos un Estado Laico, democrático
pleno de la sociedad o seguimos en una ambivalencia de
reconocimiento de valores democráticos o bien en la aten-
ción a fundamentalismos y dogmatismos.

En virtud de las consideraciones anteriores, la iniciativa
que presento ante esta soberanía, fortalece los principios
constitucionales contenidos en el artículo 4o. de la Carta
Magna, los valores democráticos, asimismo atiende meca-
nismos internacionales defensores de los derechos huma-
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nos, y permite avanzar a la consolidación del Estado laico,
democrático pleno de la sociedad.

Por lo anteriormente expuesto me permito someter a la
consideración de este Pleno, la siguiente

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma
el párrafo segundo del artículo 4o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, con la finali-
dad de que el Estado garantice el respeto, la protección
y el libre ejercicio de los derechos a la salud reproduc-
tiva de las mujeres y hombres de México

Artículo Único. Se reforma el párrafo segundo del artícu-
lo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 4o. El varón y la mujer son iguales ante la ley. Es-
ta protegerá la organización y el desarrollo de la familia.

Toda persona tiene derecho a decidir de manera libre, res-
ponsable e informada sobre el número y el espaciamiento
de sus hijos. El Estado garantizará, el respeto, la pro-
tección, acceso y libre ejercicio del derecho a la salud
reproductiva de las mexicanas y mexicanos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor a partir del día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Dado en el Salón de Plenos del Palacio Legislativo deSan Lázaro, a 19
de abril de 2007.— Diputado Alfonso Izquierdo Bustamante (rúbri-
ca).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, señor diputado. Túrnese a la Comisión de Pun-
tos Constitucionales.

LEY GENERAL DE EDUCACION

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Tiene el uso de la palabra el señor diputado Juan de Dios
Castro Muñoz, del grupo parlamentario de Acción Nacio-
nal, para presentar iniciativa que reforma el artículo 27 de
la Ley General de Educación.

El diputado Juan de Dios Castro Muñoz: Con el permi-
so de la Presidencia. Un servidor viene a esta tribuna a pre-
sentar al pleno propuesta de iniciativa que reforma el artí-
culo 27 de la Ley General de Educación.

Como todos sabemos, el artículo 27 habla sobre las fuentes
de financiamiento de la actividad educativa en el país; la
ley actual tiene solamente dos párrafos. Esta iniciativa se
presenta ante un marco educativo con las siguientes carac-
terísticas:

El Sistema Educativo Nacional tiene aproximadamente
326 mil escuelas, un millón 842 mil maestros y existen po-
co más de 10 millones de mexicanos sin educación prima-
ria. Tenemos 5 millones de analfabetas y el promedio de
escolaridad es de 8.3 años; el último en la lista de los paí-
ses miembros de la OCDE.

Estamos en el lugar número 29 de la prueba de habilidades
de PISA que se aplicó en el mismo organismo y según una
encuesta de la propia secretaría, 35 por ciento de los maes-
tros está insatisfecho con su trabajo en el aula; 42 por cien-
to de las primarias del país tienen cuarteaduras en paredes
o techos y 38 por ciento de los sanitarios no funciona ade-
cuadamente.

En este año se van a quedar 41 mil alumnos de nivel me-
dio superior sin lugar en ningún bachillerato porque no hay
ni la infraestructura necesaria ni el número de maestros pa-
ra atenderlos.

Con este marco del diagnóstico educativo, la intención de
reformar el artículo 27 de la Ley General de Educación tie-
ne como propósito diseñar y poner a disposición de las au-
toridades educativas una herramienta denominada bono
educativo. Esta iniciativa del bono educativo canaliza —o
pretende hacerlo— con mayor puntería el recurso a in-
fraestructura educativa que se destina a los gobiernos de
los estados. 

Además, responsabiliza a las escuelas de su desempeño en
la actividad educativa y fomenta la competencia en las ins-
tituciones escolares que son las principales hacedoras del
quehacer y la formación del mexicano; además, evita el de-
rroche presupuestal. Y hago un paréntesis —todos sabemos
que canalizamos más de 300 mil millones de pesos a las ac-
tividades educativas en los distintos niveles y lamentable-
mente los resultados son magros.
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Como antecedente internacional quiero compartir con us-
tedes que en 1992, Suecia implementó por primera vez es-
te diseño de bono educativo, y le dio resultados tan impor-
tantes que se incrementaron los presupuestos en este rubro.
En 1989, en la ciudad de Valencia, España, se aplicó un
mecanismo similar y cada vez se ha ido incrementando el
presupuesto en este tipo de programas. En 1985, Nueva Ze-
landa implementó el Cheque Escolar y, en 1999, en Flori-
da se ha incrementado con muy buenos resultados.

Otros países como Holanda, Japón y en la propia Bangla-
desh se han intensificado e incrementado los presupuestos
con este mecanismo.

Quiero decir que este mecanismo no es un esquema obli-
gatorio que limite a los gobiernos de los estados a la apli-
cación de los recursos presupuestales; es simplemente una
herramienta que mediante convenios entre las autoridades
educativas y las escuelas —ya sean oficiales o particula-
res— pueden canalizar un bono que tiene un valor econó-
mico dirigido a los padres de familia, para que sean éstos
los que escojan la escuela de su preferencia y acudan a la
misma entregando el bono, el cual será canjeado por recur-
so financiero que sea canalizado para la infraestructura es-
colar o para los gastos de mantenimiento.

Me voy a permitir leer el artículo 27 como se propone en
la iniciativa: En el cumplimiento de lo dispuesto en los ar-
tículos anteriores de esta sección, el Ejecutivo federal y el
gobierno de cada entidad federativa tomarán en cuenta el
carácter prioritario de la educación pública para los fines
del desarrollo nacional.

Para tal efecto, el Ejecutivo federal podrá realizar conve-
nios de coordinación con una o varias entidades federativas
donde se establecerá lo relativo a las características, requi-
sitos y operación para instrumentar el esquema de finan-
ciamiento denominado bono educativo, en las escuelas pú-
blicas y particulares de educación básica y media superior
que formen parte del sistema educativo nacional.

El bono educativo es un instrumento mediante el cual las
autoridades educativas participantes en el convenio facul-
tarán a los educandos que cumplan con los requisitos in-
dispensables para que elijan la escuela de su preferencia,
dentro de las instituciones inscritas en el esquema y tiene
como fin mejorar la equidad y la calidad de la educación
así como fomentar la participación activa y responsable de
los padres de familia, tutores y alumnos en la educación
que reciben.

Las autoridades educativas participantes informarán a los
padres de familia o tutores sobre la aplicación del bono
educativo a fin de que puedan acceder a este instrumento.

La proporción de los recursos presupuestales que implique
el bono educativo para las escuelas estará determinado en
el convenio.

En el caso de las escuelas públicas, dicho bono les será de
utilidad para allegarse de mayores recursos, mismos que
tendrán como fin mejorar la infraestructura, el manteni-
miento, incrementar sus actividades orientadas a la investi-
gación e innovación y en general, a la mejora escolar.

Para las escuelas particulares aprobadas e inscritas en el
sistema, el bono significará un porcentaje en el pago de sus
colegiaturas.

Para la determinación de los porcentajes de recursos desti-
nados a este bono educativo, se deberán tomar en conside-
ración los recursos disponibles, así como la combinación
de los factores de preferencia de los educandos por las ins-
tituciones educativas, así como los indicadores de eficien-
cia que las propias autoridades determinen según las carac-
terísticas de las regiones que abarquen los convenios de
coordinación.

En todo tiempo procurarán fortalecer las fuentes de finan-
ciamiento a la tarea educativa y destinar recursos presu-
puestarios crecientes en términos reales para la educación
pública.

Por su atención, muchas gracias, señoras y señores diputa-
dos. Es cuanto, señora Presidenta.

«Iniciativa que reforma el artículo 27 de la Ley General de
Educación, a cargo del diputado Juan de Dios Castro Mu-
ñoz, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, diputado federal Juan de Dios Castro Muñoz,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional, de la honorable Cámara de Diputados de la LX Le-
gislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, 55 y 62 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta
honorable Cámara de Diputados iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona el artículo 27 de la Ley Ge-
neral de Educación, al tenor de la siguiente
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Exposición de Motivos

Primero. Una de las razones para la elaboración de esta
iniciativa de ley, es contribuir a que los niños y niñas de
México alcancen un más adecuado nivel de conocimientos
y habilidades para desarrollarse y desenvolverse exitosa-
mente en el mundo del futuro, toda vez que los principales
indicadores del logro escolar, como es el más reciente mo-
nitoreo del Programa para la Evaluación Internacional de
los Estudiantes, nos muestra que los puntajes promedio al-
canzados por los jóvenes mexicanos sitúan a nuestro país
con los niveles más bajos de competencia, detrás de todos
los países de la Organización para la Cooperación y el Des-
arrollo Económicos, y delante sólo de Túnez e Indonesia en
todas las escalas, así como de Brasil en Matemáticas, Cien-
cias y Solución de Problemas. En conjunto los resultados
son más bien bajos, quedando expuesta la situación de fa-
llas importantes de articulación y rigidez en el sistema edu-
cativo mexicano.

Por otro lado, encontramos que la mejora de la educación
requiere, según el Instituto Nacional para la Evaluación de
la Educación, entre otros instrumentos y acciones, el des-
arrollo y mantenimiento de sistemas de indicadores que
apoyen la evaluación del desempeño actual y de las ten-
dencias que muestran el sistema educativo nacional, para ir
alcanzando gradualmente sus metas sociales.

Segundo. Este esfuerzo legislativo refleja también la preo-
cupación por encontrar los instrumentos jurídicos necesa-
rios para generar una mayor equidad y calidad educativas,
aunados al reconocimiento de que los recursos con que
cuentan las escuelas y los procesos que en ellas ocurren
juegan un papel muy importante en el mejoramiento de las
oportunidades de los niños y jóvenes.

Tercero. Uno de los más recientes estudios del Instituto
Nacional para la evaluación de la Educación habla de que
las propuestas de cambio o reforma a la educación deben
prestar especial atención a las condiciones de organización
y funcionamiento de los establecimientos que operan coti-
dianamente la enseñanza y el aprendizaje, observando de
manera especial las que concentran a estudiantes prove-
nientes de familias con mayores carencias, resaltando que
los elementos más desfavorables para su aprovechamiento
escolar son precisamente los de carácter socioeconómico.

Cuarto. Vale la pena precisar en esta propuesta el factor fi-
nanciero, recordando que una cantidad muy grande del
gasto destinado a educación en el país se destina a gasto

corriente y una cantidad mucho menor se dedica a inver-
sión. Dentro del gasto corriente el renglón de salarios re-
sulta muy alto. Lo anterior significa que quedan muy pocos
recursos para otros renglones del gasto, como el de mante-
nimiento de escuelas, así como para invertir o mejorar la
infraestructura. Tampoco hay recursos suficientes para
apoyar actividades orientadas a la investigación, innova-
ción y en general a la mejora escolar. 

Quinto. Indudablemente, la tarea de educar implica es-
fuerzos diferentes entre unas escuelas y otras, por lo que es
importante explorar cursos alternativos de acción respecto
a su financiamiento, los cuales permitan incrementar los
recursos de las escuelas.

Sexto. Encontramos como una muy buena alternativa para
mejorar nuestro sistema educativo la posibilidad de que en
nuestro país se utilice el cheque escolar, entendiendo éste
como un esquema innovador de financiamiento a la educa-
ción, que fue creado y planteado por primera vez por el
más famoso economista del siglo XX, Milton Friedman,
considerado el padre del monetarismo, que se hizo acree-
dor al Premio Nobel en Ciencias Económicas en 1976, y
recibió entre otros honores la Medalla John Bates Clark.
Entre sus obras más destacadas encontramos La libertad de
elegir y El papel del gobierno en la educación. En ésta úl-
tima se refirió a que sobre educación, el Estado ejerce tres
papeles importantes:

1. Legislar sobre la educación obligatoria.

2. Procurar el correcto financiamiento a la educación.

3. Y revisar la administración de las escuelas.

Su conclusión era que había cierta obligatoriedad sobre la
legislación de la educación y su financiamiento, pero la ad-
ministración en sí de las instituciones educativas por parte
del gobierno es mucho más difícil de justificar. El finan-
ciamiento podría separarse de la administración. Los go-
biernos podrían exigir ese mínimo de educación financiado
a través de vales entregados a los padres y redimibles por
una cantidad por cada niño en las escuelas. Con ello se am-
pliarían las opciones al alcance los padres… Aquí, lo mismo
que en otros campos. La empresa competitiva es mucho
más eficiente en complacer la demanda que las empresas
nacionalizadas.

Su pretensión más amplia, se refería a “ayudar a las gente
más pobre y más necesitada a poder escoger la escuela de
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su elección…” –premisa muy importante para todo legisla-
dor con sentido social–; esto encontró su materialización a
través de una garantía para igualar las mismas oportunida-
des de educación, tanto a ricos como a pobres.

Para él, una sociedad estable y democrática no es posible
sin un cierto grado de alfabetización y conocimientos por
parte del conjunto de los ciudadanos, y sin la amplia acep-
tación de un determinado conjunto de valores compartidos.
La educación contribuye a crear esos bienes comunes y por
ello justifica la intervención del Estado.

Entendemos pues, los que suscribimos esta iniciativa, que
la propuesta de cheque educativo no es ideológica, sino
más bien pragmática, y que habría mayores oportunidades
de mejorar la calidad educativa si se respetara la libertad de
elección en los servicios educativos de nuestro país.

Séptimo. Experiencias en el mundo.

Existe ya funcionando este esquema de financiamiento en
varios países del mundo, con las variantes y modalidades
propias de las naciones que lo han ido adoptando.

Tal es el caso de Dinamarca y Suecia, donde este sistema
se aplica de manera similar. En Suecia, por ejemplo, fue in-
troducido en 1992 y según el economista Chileno Mauricio
Rojas, el caso de Suecia es un ejemplo emblemático, por-
que rige para toda la educación primaria y secundaria y ha
generado un cambio verdaderamente revolucionario a ni-
vel de la demanda y la oferta educativa. 

En España, ya cuentan con antecedentes en este rubro, es-
pecíficamente en Valencia, donde es utilizado para la esco-
larización preescolar o infantil.

En Nueva Zelanda se enfrentaron a una serie de problemas
económicos que los condujeron a iniciar interesantes refor-
mas que han marcado la pauta para mejorar su economía en
los últimos años. Para esto introdujeron la reforma educa-
tiva, utilizando el cheque escolar en 1985.

En Inglaterra fue implantado para guarderías y escuelas, y
fue eliminado cuando cambió el partido en el poder, en
1997, sin embargo desde 2002 hay grupos políticos muy
interesados en continuar con el sistema. 

En Estados Unidos de América, el antecedente más impor-
tante se remonta a lo expresado por la Comisión Nacional
de Excelencia en Educación, cuyo informe de 1983 se re-

fiere de manera enfática al documento denominado Una
nación en peligro, que estimuló una serie de importantes
intentos de reformar el sistema educacional del gobierno
estadounidense. A raíz de esto surgieron experimentos con
alternativas como los cheques y créditos impositivos en
Washington, Milwaukee, Cleveland, Maine, Vermont, Co-
lorado y Florida.

Particularizando un poco más el caso de Florida, encontra-
mos que en 1999 el Gobernador de la entidad, Jeff Bush,
introdujo un sistema de cheques-educación. Una de las ca-
racterísticas más particulares es que anualmente el estado
asigna una nota a cada escuela pública, basada en las notas
de los estudiantes. Si una escuela obtiene una nota “F” du-
rante dos años seguidos, los estudiantes reciben el derecho
a obtener un cheque educativo.

Los puntos más importantes de la reforma educativa de Ge-
orge Bush para el futuro (el hermano del gobernador, y
Presidente de los Estados Unidos de América) se refieren a
introducir exámenes anuales a los alumnos de determina-
dos grados, responsabilizar a las escuelas de su desempeño
en la educación, eliminar las regulaciones de los estados en
educación con la intención de mejorar los resultados e in-
troducir un sistema de vales con el mismo esquema que en
Florida.

Hablando de otros aspectos del caso estadounidense, des-
taca la experiencia que se vive en Milwakee, donde según
declaraciones de los propios gobernantes se benefician del
cheque escolar un importante número de estudiantes, y su
introducción ha sido muy beneficiosa para los colegios es-
tatales que han mejorado su calidad y la atención a los pa-
dres y alumnos. El cheque se puede utilizar tanto para ele-
gir colegios estatales como de iniciativa social. 

Otros países que utilizan este sistema de manera similar
son: Bangladesh, Lesotho, Holanda, Japón y Polonia 

Octavo. Casos latinoamericanos.

Chile ha sido uno de los países que han asombrado al mun-
do con su reforma de política económica, que ha sido imi-
tada en muchas naciones, la de las pensiones privadas. Es-
te mismo impulso ha conducido a los chilenos a probar su
arrojo innovador hacia nuevos sistemas, como en el caso
del cheque educativo, aunque su puesta en marcha se ha
visto influenciada por la entrada y salida del poder de dis-
tintas corrientes políticas. 
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Colombia lo ha utilizado principalmente porque las canti-
dades destinadas a la enseñanza secundaria no estaban lle-
gando a todos los poblados de la nación, y buscaron nue-
vos modelos distributivos de mayor eficiencia.

En Puerto Rico se ha visto un fenómeno muy peculiar, don-
de se aprecia que como consecuencia de la puesta en marcha
de este esquema hasta las escuelas que no forman parte del
mismo se ven obligadas a buscar mejores condiciones en el
proceso de enseñanza-aprendizaje.

Otras naciones que han adoptado el cheque escolar con ca-
racterísticas similares son Belice y Guatemala.

Noveno. Antecedentes en México.

En nuestro país, este tema no es nuevo. Existen varios au-
tores interesados en este esquema de financiamiento. Unos
de los que más han insistido en este sentido son Roberto
Salinas León y Adolfo Gutiérrez Chávez, quienes han afir-
mado en diversas ocasiones que el tema de la reforma edu-
cativa ya no puede ignorar la oportunidad conocida como
el cheque o bono educativo. 

Podemos resumir que, con la puesta en marcha del bono
educativo se lograrían dos objetivos: uno fiscal y otro per-
sonal. En el primer caso se lograría poner fin en una medi-
da importante al derroche en el gasto educativo; y por el
otro lado se dotaría a los padres de familia y a los educan-
dos de la libertad de elegir las escuelas que les parezcan
más convenientes para su futuro. La tesis es que el efecto
neto de esta ecuación sería mejorar la calidad de la oferta
educativa, y por lo tanto, a la larga, del nivel de bienestar
de la sociedad.

Otro autor, Enrique de Diego, opina que el cheque educa-
tivo, sería dar poder a los padres sobre la educación de sus
hijos.

Décimo. Propuesta concreta,

La propuesta es que se abra la posibilidad de que en Méxi-
co, de manera paulatina, y mediante convenios de coordi-
nación entre el Poder Ejecutivo y las entidades federativas
se ponga en marcha un nuevo esquema de financiamiento
de la educación, procurando que, en lugar de que la totali-
dad de los recursos que gasta el gobierno en sostener a las
escuelas públicas se entregue directamente a las mismas, se
opte por destinar una parte de esos mismos recursos para
ser entregados a los padres de familia y educandos me-

diante un bono, y sea éste el medio de pago canjeable por
servicios educativos, para que de esta forma puedan elegir
las escuelas que más les convenga, incluso una privada.

Una de las consecuencias esperadas más importantes sería
que los padres se involucren más en la educación de sus hi-
jos, toda vez que adquieren el derecho de elegir, y segura-
mente estarán muy interesados en que su decisión sea la
más acertada. La actitud de los alumnos mejora, y los pro-
gresos académicos no tardan en aparecer.

Las escuelas comprobarían también que las cosas no pue-
den continuar funcionando igual, que si no mejoran, paula-
tinamente se verán disminuidos sus recursos. Y muy pro-
bablemente se verán forzadas a reducir su gasto de gestión
al mínimo, para poder destinar mayor esfuerzo y recursos
a la educación efectiva.

A manera de resumen conviene señalar los rasgos princi-
pales y las condiciones mínimas que el concepto de este
innovador esquema requiere para funcionar adecuadamen-
te. 

1. El Estado sigue subsidiando a la educación, pero los re-
cursos no se asignan a la oferta (las escuelas) sino a la de-
manda (los alumnos). Cada mes, semestre o año, el alum-
no o padre de familia va al banco para recoger su voucher
para pagar la colegiatura.

2. La educación continúa siendo gratuita pues a pesar de
que los alumnos pagan, ese dinero no sale de su bolsillo, si-
no del subsidio que el gobierno da directamente al alumno
o al padre de familia. 

3. El alumno o padre de familia son libres de elegir la es-
cuela pública de su preferencia. Si no les agradan los ser-
vicios del plantel, pueden cambiar de escuela. Es un siste-
ma de premios y castigos. En caso de elegir una escuela
privada, el voucher, cheque o bono educativo cubre una
parte proporcional de su colegiatura y el padre de familia
deberá cubrir el resto. 

4. Se requiere de una evaluación permanente y transparen-
te tanto de las escuelas, como de los alumnos y para que los
padres de familia tengan la información necesaria para ha-
cer su elección.

5. La escuela pública ya no recibe en su totalidad dinero di-
recto del gobierno, sino de los propios estudiantes. Se trata
pues, de un subsidio indirecto, de tal suerte que la escuela
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sabe que sus ingresos dependen de la cantidad de alumnos
que pueda conquistar y retener. Si tiene muchos alumnos,
tendrá más recursos.

Este innovador esquema de financiamiento tiene como ob-
jeto romper con la administración centralizada del Estado
y permitir la creación de un mercado competitivo en el
campo de la educación. 

Es por lo anteriormente expuesto que, de acuerdo con las
disposiciones detalladas en el proemio, someto a conside-
ración de esta soberanía, la siguiente iniciativa con proyec-
to de

Decreto

Artículo Único. Se reforma el artículo 27 de la Ley Gene-
ral de Educación, para quedar como sigue:

Articulo 27. En el cumplimiento de lo dispuesto en los ar-
tículos anteriores de esta sección, el Ejecutivo federal y el
gobierno de cada entidad federativa tomarán en cuenta el
carácter prioritario de la educación pública para los fines
del desarrollo nacional.

Para tal efecto, El Ejecutivo federal podrá realizar con-
venios de coordinación con una o varias entidades fede-
rativas, donde se establecerá lo relativo a las caracte-
rísticas, requisitos y operación para instrumentar el
esquema de financiamiento denominado bono educati-
vo, en las escuelas públicas y particulares de educación
básica y media superior que formen parte del sistema
educativo nacional.

El bono educativo es un instrumento mediante el cual
las autoridades educativas participantes en el convenio,
facultarán a los educandos que cumplan con los requi-
sitos indispensables, para que elijan la escuela de su
preferencia dentro de las instituciones inscritas en el es-
quema y tiene como fin mejorar la equidad y la calidad
de la educación, así como fomentar la participación ac-
tiva y responsable de los padres de familia, tutores y
alumnos en la educación que reciben.

Las autoridades educativas participantes informarán a
los padres de familia o tutores sobre la aplicación del
bono educativo a fin de que puedan acceder a este ins-
trumento. 

La proporción de los recursos presupuestales que im-
plique el bono educativo para las escuelas, estará deter-
minado en el convenio.

En el caso de las escuelas públicas, dicho bono les será
de utilidad para allegarse de mayores recursos, que ten-
drán como fin mejorar la infraestructura, el manteni-
miento, incrementar sus actividades orientadas a la in-
vestigación e innovación y, en general, a la mejora
escolar. 

Para las escuelas particulares aprobadas e inscritas en
el sistema, el bono significará un porcentaje en el pago
de sus colegiaturas.

Para la determinación de los porcentajes de recursos
destinados a este bono educativo se deberán tomar en
consideración los recursos disponibles, así como la com-
binación de los factores de preferencia de los educandos
por las instituciones educativas, así como los indicado-
res de eficiencia que las propias autoridades determi-
nen, según las características de las regiones que abar-
quen los convenios de coordinación.

En todo tiempo procurarán fortalecer las fuentes de finan-
ciamiento a la tarea educativa y destinar recursos presu-
puestarios crecientes, en términos reales, para la educación
pública.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. El Poder Ejecutivo federal contará con noventa
días hábiles a partir de la publicación de este decreto para
hacer las adecuaciones a los reglamentos correspondientes.

Tercero. Las entidades federativas que decidan realizar
convenios de coordinación con el Poder Ejecutivo federal
para establecer el esquema de financiamiento denominado
“bono educativo”, deberán elaborar el registro de inscrip-
ción de las instituciones educativas participantes, dentro de
los siguientes sesenta días hábiles a partir de la firma de di-
cho convenio. 

Cuarto. El Congreso de la Unión y las legislaturas locales
contemplarán recursos suficientes para dar cumplimiento
al presente decreto en sus presupuestos de egresos.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de abril de 2007.— Diputado
Juan de Dios Castro Muñoz (rúbrica).»

Presidencia de la diputada 
Ruth Zavaleta Salgado

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Mu-
chas gracias, diputado Juan de Dios Castro Muñoz. Túr-
nese a la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos.

Esta Presidencia, a nombre de la Asamblea, da la más cor-
dial bienvenida a los diputados integrantes de la LVI Le-
gislatura del Estado de México. Sean bienvenidos y nos da
mucho gusto que estén aquí acompañándonos.

LEY DE EVALUACION DE LA GESTION 
GUBERNAMENTAL - LEY DE PLANEACION - 

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y
RESPONSABILIDAD HACENDARIA - LEY

GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Se con-
cede el uso de la palabra al diputado Antonio Xavier López
Adame, del grupo parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México, para presentar iniciativa que expide la
Ley de Evaluación de la Gestión Gubernamental y reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Planeación,
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria, y de la Ley General de Desarrollo Social.

El diputado Antonio Xavier López Adame: Gracias, di-
putada Presidenta. Compañeras y compañeros diputados,
desde la década de los noventa se inició en este país un pro-
ceso de reforma al sistema presupuestal, el cual ha tenido
por objeto ligar las metas obtenidas a partir de políticas pú-
blicas al presupuesto, a través de indicadores.

Esta reforma ha incluido la implantación de componentes
como la nueva estructura programática y el sistema de eva-
luación del desempeño, los cuales tienen un claro enfoque:
la evaluación de los resultados en función de mejorar la
efectividad de la gestión gubernamental.

Sin embargo, la implementación del sistema de evaluación
del desempeño ha carecido del éxito deseado, sobre todo
por la falta de una norma que regule su funcionamiento y
se obligue a su implementación.

Déjenme decirles que desde la década de los noventa el go-
bierno mexicano ha emprendido estos enfoques; no obs-
tante, aún no se han superado los lineamientos para el di-
seño de los indicadores y además no están correctamente
asociados el cumplimiento de las metas y objetivos estraté-
gicos que se derivan del Plan Nacional de Desarrollo y la
evaluación de los programas públicos.

La experiencia en diversos países que han logrado estable-
cer mecanismos para eficientar el desempeño de la gestión
gubernamental y de esta manera contribuir a su desarrollo,
nos obliga a fortalecer o en su caso, a desarrollar sistemas
de monitoreo y evaluación como método de planeación
presupuestal o como herramienta para identificar si cada
uno de los proyectos y programas en los que gastamos es-
tán logrando las metas y si contribuyen al logro de los ob-
jetivos nacionales.

La experiencia internacional es muy amplia, Nueva Zelan-
da, Canadá, Reino Unido, Estados Unidos y Francia coin-
ciden prácticamente en tres puntos, el primero de ellos; es
que cuentan ya con normas muy específicas para tratar de
asociar toda la planeación y la programación presupuestal
con la obtención de resultados; el segundo punto en espe-
cífico es, que tienen indicadores y un sistema de indicado-
res de evaluación del desempeño muy, muy bien estructu-
rado, incluso Reino Unido cuenta con indicadores en
materia de sustentabilidad; y la tercera es que han hecho
instituciones o consejos muy especializados dedicados a la
evaluación gubernamental.

Las reformas estructurales que hasta ahora se han diseñado
y ejecutado en México, pues han sido orientadas por las ne-
cesidades económicas. Una reforma integral que el país re-
quiere, pues deberá tener un objetivo claro, que es hacer un
gobierno eficaz.

Para lograr un gobierno eficaz es necesario establecer me-
canismos que vigilen, controlen y evalúen la función de la
administración pública, a fin de vincular precisamente los
resultados derivados de las evaluaciones al presupuesto en
los esfuerzos que México ha realizado en este sentido, pues
no han tenido el éxito esperado porque en la práctica no
existe una norma que regule el funcionamiento de un siste-
ma que vincule los resultados de la gestión gubernamental
al proceso presupuestal.

Debo decir, además, que la Constitución confiere faculta-
des muy específicas al Congreso para vigilar y evaluar el
uso de los recursos públicos, especialmente la fracción
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XXIV del artículo 73, que establece que el Congreso de la
Unión tiene la facultad para expedir la ley que regule la or-
ganización de la Entidad de Fiscalización Superior de la
Federación —la cual por supuesto ya existe—, pero tam-
bién las demás que normen la gestión, control y evaluación
de los Poderes de la Unión y de los entes públicos federa-
les.

La fracción del Partido Verde Ecologista ha atendido este
mandato constitucional y en función de darle un funda-
mento legal al sistema de evaluación del desempeño, pro-
pone a consideración de esta Asamblea, la iniciativa de Ley
de Evaluación de la Gestión Gubernamental.

Esta propuesta tiene como objetivo consolidar la imple-
mentación de un sistema de evaluación del desempeño, que
logre una administración de recursos enfocada a resultados
a través de indicadores de gestión.

La Ley de Evaluación de la Gestión Gubernamental que es-
tamos proponiendo establece mecanismos muy precisos
para poder vincular el presupuesto de la obtención de re-
sultados, de manera que la evaluación del desempeño se fi-
je y se encamine a la evaluación y el cumplimiento de las
metas y objetivos de las políticas públicas para saber si re-
almente los programas cumplen y alcanzan los beneficios
sociales que les justifican, a fin de poder coadyuvar con el
Poder Ejecutivo en la planeación y asignación del presu-
puesto.

Esta propuesta de ley simplifica, además, el funcionamien-
to de un sistema de evaluación del desempeño a partir de
una propuesta de indicadores de gestión, a las que deberán
responder los sistemas de evaluación de cada uno de los
Poderes de la Unión.

Compañeras y compañeros, no bastará para la rendición de
cuentas y para que ésta sea efectiva el acceso a la informa-
ción; porque finalmente la mayor parte de la información
está avocada a cuestiones financieras y control de gasto.
Para una adecuada rendición de cuentas, se requerirá efec-
tivamente, evaluar nuestros programas y ver qué tan bien
están funcionando.

Desde luego, el gobierno federal ha impulsado un nuevo
sistema de evaluación del desempeño, pero es importante
que en el proceso presupuestal, toda vez que no sólo parti-
cipa el Ejecutivo sino también el Legislativo, participe es-
ta Cámara y las comisiones ordinarias en la definición y en
la evaluación de cada uno de los programas; por eso esta

ley también propone que en la evaluación y en los indica-
dores de gestión se haga un informe de evaluación que se
someta a las comisiones, dependiendo del tipo de progra-
ma que esté sometiendo la administración pública federal.

La importancia de un sistema de evaluación del desempe-
ño la reconoce el propio Ejecutivo federal en este pequeño
documento y cito: “es lo mismo incorporar un peso más al
Presupuesto, que hacer que un peso del Presupuesto rinda
el doble”, lo cual parecería extraño siendo que lo expresa
la Secretaría de Hacienda a punto de una reforma fiscal. 

No obstante, estamos de acuerdo con esta medida, pero nos
parece relevante que se regule y que quede plasmado ya en
una ley, a efecto de que también la Auditoría Superior de la
Federación, con la pequeña oficina de Auditorías al Des-
empeño, pueda estar vigilando ese tipo de evaluaciones y
la calidad de la información que nos están entregando. Por
su atención, muchas gracias.

«Iniciativa que expide la Ley de Evaluación de la Gestión
Gubernamental; y reforma y adiciona diversas disposicio-
nes de la Ley de Planeación, de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria y de la Ley General
de Desarrollo Social, a cargo del diputado Antonio Xavier
López Adame, del Grupo Parlamentario del PVEM

Antonio Xavier López Adame, diputado a la LX Legislatu-
ra del H. Congreso de la Unión, integrante del Grupo Par-
lamentario del Partido Verde Ecologista de México, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, y 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, 56 y 60 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, solicito se turne a las Co-
misiones correspondientes para su dictamen y posterior
discusión en el Pleno de la Cámara de los Diputados de la
LX Legislatura del honorable Congreso de la Unión, la si-
guiente iniciativa.

Exposición de los Motivos

Antecedentes

En el camino hacia la construcción de una democracia só-
lida y madura, los retos y desafíos aumentan, pues se vuel-
ve más complejo para el gobierno satisfacer las necesida-
des de la sociedad y lograr los resultados esperados, pues
los estándares de exigencia son cada vez más elevados.
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Desde la década de los noventa, México ha iniciado un
proceso de reforma del Estado y modernización de la Ad-
ministración Pública Federal con un nuevo enfoque: la eva-
luación de los resultados. Este enfoque implica el impulso
de la efectividad de la gestión gubernamental, esencial pa-
ra el desarrollo del país.

Con la llegada de la globalización; la presión de los go-
biernos y de las organizaciones alrededor del mundo; y el
reclamo legítimo de la sociedad sobre la exigencia de ma-
yor responsabilidad en la efectividad del uso de los recur-
sos, el gobierno tiene la necesidad de responder con meca-
nismos de evaluación, control, transparencia y rendición de
cuentas, es decir, garantizar el buen desempeño en función
de resolver las necesidades de la sociedad.

Desde 1997 se inició la Reforma al Sistema Presupuestario
(RSP), la cual, tenía por objeto, ligar las metas, obtenidas
a partir de las políticas públicas, al presupuesto a través de
indicadores. Esta reforma incluía la implantación de dos
componentes clave: la Nueva Estructura Programática
(NEP) y el Sistema de Evaluación del Desempeño (SED).

La NEP pretendía ser el instrumento de programación-pre-
supuestación que alinearía las acciones y los recursos asig-
nados al gobierno con los resultados alcanzados a fin de
evaluar el impacto de la gestión pública.

El SED se consideró la herramienta para medir el quehacer
público con base en resultados y el seguimiento de com-
promisos contraídos. Este sistema permitiría vincular la ac-
tuación de las dependencias y entidades respecto a lo seña-
lado en su misión, principalmente a través de indicadores
de desempeño.

Sin embargo, de 1994 a 2000 la implementación del SED
careció del éxito esperado debido a la falta de una norma
que regulara su funcionamiento y obligara su implementa-
ción, además de que no existían lineamientos generales pa-
ra el diseño de los indicadores de gestión, lo que derivó en
la conformación de indicadores autocomplacientes y que
en la práctica se encontraban lejos de medir de manera ade-
cuada la gestión gubernamental.

En 1999 el Poder Legislativo reformó el artículo 79 Cons-
titucional a fin de instaurar al órgano de fiscalización su-
perior como el responsable de la fiscalización de los ingre-
sos y egresos; el manejo de la custodia y la aplicación de
los fondos y recursos de los Poderes de la Unión y de los
entes públicos federales. En el año 2000, con la creación de

La Ley de Fiscalización Superior de la Federación, se re-
gula la fiscalización del gasto público a través de la Audi-
toría Superior de la Federación, órgano que integra un área
especial de Auditorías de Desempeño, cuya tarea se ha vis-
to limitada principalmente por los altos costos de las audi-
torías derivados de la ausencia de adecuados indicadores
de evaluación de la gestión por parte de los distintos ejecu-
tores del gasto analizados.

Durante los siguientes años se realizaron diversos esfuer-
zos por medir y evaluar el desempeño del gobierno, así co-
mo por fortalecer los mecanismos de transparencia y ren-
dición de cuentas. Sin embargo, los mayores logros se
dieron en la creación e implementación de mecanismos de
control del gasto y seguimiento de metas, más que en eva-
luaciones de cumplimiento de metas y objetivos, y de im-
pacto de las políticas y programas gubernamentales.

Los esfuerzos por mejorar la calidad del gobierno en fun-
ción del gasto se concretaron años más tarde al adoptar un
sistema de Presupuesto Basado en Resultados (PBR) que
permitiera vincular los resultados, producto de la inversión
de gasto público, al Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción (PEF).

El PBR contempla la creación del SED como mecanismo
para planificación, medición y mejora de la gestión guber-
namental. Además, se incorporó a los mecanismos de eva-
luación, los Convenios de Desempeño ligados principal-
mente a incentivos presupuestales. En la práctica, la
mayoría de los Convenios de Desempeño fracasaron, prin-
cipalmente porque debían ser renovados año con año des-
pués de un largo proceso de negociación entre las depen-
dencias y la Secretaría de Hacienda, lo que los hacía poco
viables.

Para el 2006, entró en vigor la Ley Federal de Presupuesto
y Responsabilidad Hacendaria, con la cual se busca esta-
blecer un vínculo entre la planeación-programación-presu-
puestación mediante una planeación estratégica y la crea-
ción de un SED. Esta Ley en su artículo sexto transitorio
establece que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
debió presentar, a la Cámara de Diputados, a más a tardar
el 30 de marzo pasado, la propuesta del Sistema de Eva-
luación del Desempeño.

A pesar de ser éste un gran paso para la mejora de la ges-
tión gubernamental, la Ley de Presupuesto y Responsabili-
dad Hacendaria proporciona, de manera insuficiente, las
bases necesarias para el diseño e implementación de un sis-
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tema que evalúe de manera adecuada, el impacto de las po-
líticas públicas, es decir, que coordine las instancias encar-
gadas de la evaluación; que establezca las bases para la cre-
ación de indicadores de desempeño; que regule la creación
y administración de la información, resultado de las eva-
luaciones; que determine las reglas de coordinación entre
el Ejecutivo y el Legislativo; y que establezca los linea-
mientos para el funcionamiento del SED.

LA EVALUACIÓN, UNA EXIGENCIA INTERNA-
CIONAL

Tradicionalmente, la confianza pública en el desempeño
del gobierno era un asunto poco relevante para el desarro-
llo de los países. La revolución de la información que tra-
jo la globalización ha provocado ha provocado que la so-
ciedad cuente cada vez más con un mayor conocimiento de
sus derechos, obligaciones y alternativas que tienen para
exigir la rendición de cuentas de las acciones del sector pú-
blico.

Actualmente, los gobiernos de todo el mundo se enfren-
tan a los desafíos científicos y tecnológicos; de seguridad
social y salud pública; de sostenibilidad ambiental y es-
pecialmente de información, que nos ha traído la globali-
zación. Algunos países han atendido estos retos reestructu-
rando el desempeño del sector público en función de
ofrecer servicios de mayor calidad que contribuyan al des-
arrollo económico y social. Los casos de mayor éxito los
encontramos en los países que han logrado ligar los resul-
tados de la administración pública a su presupuesto, pues
este enfoque ha privilegiado la calidad de la administración
e incrementado la eficacia y la eficiencia de los recursos
del gobierno.

Los países miembros de la Organización para la Coopera-
ción y el Desarrollo Económico (OCDE) se han destacado
por sus avances en materia de desarrollo administrativo de-
bido en su gran mayoría, por la utilización de un enfoque
de asignación de presupuesto por resultados. Algunos de
los países más destacados debido a los avances logrados en
la materia son:

• Nueva Zelanda: es el mayor caso de éxito debido a las
fuertes reformas administrativas y presupuestarias que
ha implementado en los últimos años, que sustentó en
severos cambios al marco legal e institucional, en don-
de se establece que las asignaciones presupuestarias se
fijan por resultados, más que por insumos. Las reformas

que implementó Nueva Zelanda quedaron respaldadas
en tres diferentes leyes la State-Owner Enterprises Act,
la State Sector Act y la Public Finance Act, las cuales se
complementaron y permiten llevar a cabo la asignación
del presupuesto en función de los resultados.

• Canadá: implementó una administración enfocada a
resultados en 1994 que asegura que los recursos del go-
bierno se dirijan a atender las áreas de mayor prioridad
a través de mecanismos en donde los departamentos de
gobierno presentan, al parlamento y al público, la infor-
mación de resultados de mediano y largo plazo, de tal
manera que proporcionan el contexto para la planeación
del presupuesto del siguiente año fiscal, con base en la
Ley sobre la Administración Pública del año 2000. Ade-
más, se apoya de un órgano llamado el Consejo del Te-
soro, el cual administra un sistema de indicadores clave,
cuyo fin es reflejar un avance sobre las condiciones eco-
nómicas, ecológicas, sociales y culturales.

• Reino Unido: desde 1998 se toman las decisiones a
partir de los resultados con base en acuerdos entre el go-
bierno central y las autoridades locales. Además cuentan
con mecanismos de evaluación, tanto al interior del go-
bierno, como a través de evaluadores externos que exa-
minan la actividad de los departamentos y órganos pú-
blicos desde el punto de vista económico, de eficiencia
y de eficacia y presentan informes al Parlamento cada
año. También cuenta con un Sistema de Indicadores de
Desarrollo Sustentable que mide el progreso hacia la es-
trategia de desarrollo sostenible de la Administración.

• Estados Unidos: a través de órganos, tanto del Poder
Legislativo, como del Ejecutivo se realizan evaluacio-
nes, a nivel federal, de políticas y programas públicos.
La General Accounting Office (GAO) es el órgano que
apoya al Congreso en la mejora del desempeño y ase-
gura la rendición de cuentas del gobierno federal, es in-
cluso, uno de los órganos de fiscalización superior más
importantes en el mundo. Además, el gobierno estadou-
nidense cuenta con un marco jurídico que regula su des-
empeño a través de la Government Performance Results
Act de 1993.

• Francia: vincula la evaluación de los resultados a un
sistema de evaluación del desempeño y funciona a tra-
vés de un Consejo de Evaluación con un enfoque hacia
la eficacia socio-económica, calidad del servicio a usua-
rios y eficiencia administrativa.
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La experiencia de estos países y muchos otros que han lo-
grado establecer mecanismos para eficientar el desempeño
de la gestión gubernamental y de esta manera contribuir al
desarrollo de sus países, obliga a las demás naciones, en
función de poder alcanzar un mayor nivel de competitivi-
dad, a fortalecer o en su caso a desarrollar sistemas de mo-
nitoreo y evaluación como método de planeación presu-
puestaria o como herramienta para identificar si los
proyectos y programas están logrando sus metas y si con-
tribuyen al logro de los objetivos nacionales.

Según el Instituto Mexicano para la Competitividad, IM-
CO, México no ha mostrado una notable mejoría en los úl-
timos años respecto a la competitividad debido a que ha
desatendido diversos factores en materia de crecimiento
económico, desarrollo humano y social, así como en el ni-
vel de bienestar de la población, que han provocado que la
economía mexicana no logre crecer a las tasas deseadas.
Algunas de las deficiencias a las que la implementación de
un Sistema de Evaluación podría contribuir de manera po-
sitiva, según los indicadores de competitividad IMCO son:
una sociedad incluyente preparada y sana; un sistema polí-
tico estable y funcional; y especialmente gobiernos efica-
ces y eficientes.

Un gobierno de calidad representa una ventaja competitiva
en la economía mundializada y una condición para el cre-
cimiento sostenido y sustentable1.

La creación de Sistemas de Evaluación de la Gestión Pú-
blica es un componente indispensable dentro de las pro-
puestas de reforma del sector público, necesarias en los pa-
íses en vías de desarrollo. En particular, los países
latinoamericanos, en función de las particularidades histó-
ricas que comparten, tienen la obligación de mejorar la ca-
lidad de la gestión pública y su capacidad para implemen-
tar políticas y eficientar recursos.

La forma como cada uno de estos países está respondiendo
a las exigencias de las reformas fiscales y estructurales tie-
ne importantes implicaciones para la consolidación de sus
estructuras democráticas. En este sentido, la evaluación es
un asunto fundamental en la construcción de un gobierno
enfocado en la obtención de resultados y no sólo en el con-
trol de recursos y gastos.

México, actualmente enfrenta la necesidad de una reforma
integral de la administración pública. La exigencia de la
sociedad por un gobierno eficaz es legítima. El gobierno
debe reducir al máximo las deficiencias en la funcionalidad

de la gestión que le restan credibilidad, toda vez que los
ciudadanos no cuentan con la certeza de que los recursos
públicos, derivados en gran parte de sus contribuciones, se
estén utilizando de manera correcta y con pertinencia, de
acuerdo a las necesidades del país.

Sin embargo, las reformas estructurales que hasta ahora se
han diseñado y ejecutado han sido orientadas por las nece-
sidades económicas. La Reforma Integral que el país nece-
sita deberá tener un objetivo claro: un gobierno eficaz. Pa-
ra lograrlo es necesario establecer mecanismos que vigilen,
controlen y evalúen la función de la Administración Públi-
ca a fin de vincular al presupuesto, los resultados derivados
de las evaluaciones.

Es por esto que una de las piezas fundamentales de una Re-
forma Fiscal Integral deberá ser la transformación del pro-
ceso presupuestal, de uno orientado básicamente al control
de los gastos, a uno orientado a la búsqueda sistemática de
resultados específicos.

Esta misma semana, la Secretaría de Hacienda en su Infor-
me Semanal de su vocería, señaló, que la conformación de
presupuestos orientados a resultados específicos, los cuales
puedan ser conocidos y evaluados por la ciudadanía, se ha
considerado en diversos países como uno de los elementos
básicos de una reforma fiscal efectiva. De esa manera los
gobiernos guían su actuación por resultados y por impactos
reales de dichos resultados, susceptibles de verificarse y
medirse con objetividad. Incluso, este informe refiere que
algunos gobiernos han sustituido el típico proceso presu-
puestal orientado al control de los gastos por uno dirigido
a resultados específicos, con lo cual han completado exito-
samente sus reformas fiscales y coadyuvado al desarrollo
económico.

Un presupuesto dirigido a resultados, con reglas de inter-
acción claras entre las dependencias y entidades que asig-
nan y controlan el gasto, no sólo asegura que exista una lí-
nea clara de secuenciación entre gastos y resultados sino
que además permite definir los mecanismos a través de los
cuales dichas dependencias y entidades gubernamentales
van adquiriendo autonomía de gestión sin perder con-
gruencia y control sobre el aparato gubernamental en ge-
neral2.

Los argumentos a favor de una reforma al proceso presu-
puestal son ya bien conocidos, sin embargo, faltan meca-
nismos legales, normativos e institucionales que den legiti-
midad, orden y legalidad al proceso de reforma a través de
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un sistema que mida adecuadamente el rendimiento de la
gestión y evalúe sus resultados.

La Reforma del Estado también debe responder a la con-
fianza que la ciudadanía ha depositado en sus gobernantes,
por lo que es indispensable garantizar una efectiva rendi-
ción de cuentas a través de la transparencia de la informa-
ción. La evaluación es la herramienta estratégica para que
los Poderes de la Unión se fortalezcan a través del respal-
do y la legitimidad que brinda el transparentar el ejercicio
público y su grado de eficacia.

Los instrumentos de evaluación con los que actualmente
cuenta México tienen como objetivo principal el control y
vigilancia del gasto público, y no necesariamente son he-
rramientas que buscan evaluar el desempeño gubernamen-
tal en términos de eficacia y eficiencia.

La evaluación del desempeño encuentra sus principales be-
neficios en la utilidad de la información de calidad, pro-
ducto de la transparencia y en el fortalecimiento de los re-
presentantes de la sociedad en su facultad de llamar a la
rendición de cuentas.

La utilidad de la información que proporciona la transpa-
rencia es un elemento necesario para el trabajo del sector
público, ya que funciona como una forma de control y res-
ta impacto a la imagen negativa que tiene el gobierno fren-
te a los ciudadanos, además es una manera de responder de
una manera eficaz a una demanda social.

La rendición de cuentas, por su parte, fortalece la facultad
del Poder Legislativo de llamar a rendir cuentas toda vez
que da la oportunidad de examinar el desempeño del go-
bierno de manera interna, lo que le permite identificar las
áreas de oportunidad y a su vez legitimar sus acciones.

Para la opinión pública, la transparencia y rendición de
cuentas son herramientas para incidir sobre las acciones del
gobierno, toda vez que se promueve la participación ciuda-
dana.

LA URGENTE NECESIDAD DE UNA ADMINIS-
TRACIÓN BASADA EN RESULTADOS

En las últimas décadas, se ha dado una creciente pérdida de
confianza de parte de la sociedad hacia las instituciones
públicas del estado. Existe una fuerte percepción de que el
interés social es insuficiente e indebidamente atendido, lo
que ha provocado el debilitamiento de la comunicación en-

tre la ciudadanía y el gobierno. En consecuencia, se ha cre-
ado una situación en donde no se comparte la responsabili-
dad en el logro de los objetivos nacionales. Esto imposibi-
lita eliminar las barreras institucionales y construir una
confianza mutua; a su vez, obstaculiza que las partes cola-
boren de un modo más eficiente y eficaz, lo que resta im-
pacto electoral, y que a su vez se traduce en desconfianza
y abstencionismo.

Las fallas en el control gubernamental que permiten y fo-
mentan la corrupción, el desvío de recursos, la comisión de
fraudes, el nepotismo y demás actividades violatorias de la
normatividad crea la percepción social de que la corrup-
ción es un hecho cotidiano o por lo menos inevitable.

Bajo este contexto, la falta de instrumentos adecuados que
evalúen el desempeño genera grandes efectos en la pérdida
de bienestar y la disminución de las posibilidades de al-
canzarlo.

Un Sistema de Evaluación del Desempeño puede propor-
cionar una visión más completa y más justa, basada en re-
sultados concretos, sobre la forma en que se está compor-
tando una nación, es decir, sirve para evaluar el progreso
nacional y a su vez, planificar el futuro.

La corrupción derivada de la falta de control y de los am-
plios márgenes de discrecionalidad, frena la confianza en las
instituciones fundamentales y fomenta el clima de ilegalidad
e inseguridad que afecta negativamente la imagen del país,
lo que constituye un freno a la inversión extranjera.

La desviación o mal uso de recursos desvirtúa la planeación
de la asignación eficiente que afecta el desempeño de los
programas públicos y genera costos mayores a largo plazo,
esto necesariamente afecta la competitividad del país.

En el contexto de las economías globalizadas y abiertas co-
mo la mexicana, un desarrollo socioeconómico e inversión
se vuelven necesarios para la competitividad. Y solo deto-
nando ésta es como México puede incrementar su nivel de
desarrollo.

Un país competitivo es capaz de mantener una estabilidad
política y por lo tanto su gobernabilidad. La facultad real de
llamar a rendir cuentas constituye un ingrediente fundamen-
tal para establecer relaciones económicas con otros países.

Los mecanismos de rendición de cuentas y acceso a la in-
formación de calidad de los que actualmente gozan las so-
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ciedades modernas constituyen un elemento de control y
mejora del propio gobierno, ya que tienen la capacidad de
conducir las acciones del gobierno en dos sentidos, por un
lado, revelan si las decisiones que está ejecutando el sector
público tienen pertinencia y coherencia con las necesida-
des de la sociedad; y por otro lado, nos dice si el desempe-
ño de estas acciones ha sido el correcto, ya que cuentan con
mecanismos de seguimiento, monitoreo y evaluación que
revisan periódica y sistemáticamente el cumplimiento de
los objetivos para los que fueron creados.

Es por esto que, para hacer un mejor uso de la información,
producto de la transparencia y rendición de cuentas, es ne-
cesario evaluar adecuadamente.

La Cámara de Diputados en su LX Legislatura juega un pa-
pel fundamental frente a la tarea de reconfigurar el sector
público con miras a generar gobiernos que sustenten su ac-
tuación en términos de resultados obtenidos y de impactos
reales observados, no solo en función del mandato consti-
tucional, sino, al ser la representante de la voluntad de los
ciudadanos, tiene la obligación de vigilar la gestión de la
administración pública federal.

Por todo esto surge la necesidad de crear una Ley que es-
tablezca las reglas mínimas para el funcionamiento de un
sistema de evaluación sobre el cual se ha trabajado ardua-
mente en los últimos años y que actualmente tiene una pro-
puesta para su desarrollo.

MARCO LEGAL E INSTITUCIONAL

Los logros alcanzados en materia de evaluación en México
han contemplado al propio marco legal e institucional y a
diferentes actores del gobierno, pero se ha encontrado lejos
de ser vinculante para todos los niveles del sector público
en cuanto a evaluar y reportar resultados con base en un
Sistema de Evaluación del Desempeño Gubernamental.

Dentro de los diversos ordenamientos que regulan la exis-
tencia de un proceso de evaluación, encontramos como eje
rector al Sistema Nacional de Planeación Democrática, en-
cuadrado en la Ley de Planeación, que obliga a la aplica-
ción de la evaluación para juzgar los avances y el cumpli-
miento del Plan y los programas de gobierno.

En lo que respecta al Poder Ejecutivo, la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal establece en su artículo
37 que a la Secretaría de la Función Pública (SFP) le co-
rresponde organizar y coordinar el Sistema de Control y

Evaluación Gubernamental; inspeccionar el ejercicio del
gasto público federal, y su congruencia con los presupues-
tos de egresos. Esto es, la instancia encargada de adminis-
trar la evaluación gubernamental es la Secretaría de la Fun-
ción Pública, sin embargo, carece de un marco legal que
establezca las bases para el funcionamiento de un sistema
de evaluación.

De acuerdo al artículo 31 de la propia Ley Orgánica, a la
Secretaría de Hacienda le corresponde preparar el Proyec-
to de Presupuesto de Egresos de la Federación en función
del cual tiene la obligación de vigilar el cumplimiento de
las disposiciones en materia de planeación nacional, así co-
mo de programación, presupuestación, contabilidad y eva-
luación. Este precepto le permite a la Secretaría de Ha-
cienda tener el control sobre la asignación del PEF de
manera que requiere de un instrumento de evaluación que
legitime la planeación nacional en función de los resulta-
dos.

Además, la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilida-
des Hacendaria coloca al Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración como el elemento en donde se verá reflejado el
Sistema de Evaluación del Desempeño. Esta misma Ley,
en su artículo sexto transitorio, establece el diseño de este
sistema por parte de la Secretaría de Hacienda, el cual está
ya concretado.

Por su parte, la Ley General de Desarrollo Social establece
la regulación de los mecanismos de evaluación y segui-
miento de los programas y acciones de la Política Nacional
de Desarrollo Social. Para este fin, en agosto de 2005, se
creó el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de
Desarrollo Social (CONEVAL), organismo público des-
centralizado que tiene por objeto normar y coordinar la
evaluación de las políticas y programas de desarrollo so-
cial. A pesar de que la creación de este organismo es indis-
pensable para la implementación de un sistema de evalua-
ción, el CONEVAL está diseñado para atender
exclusivamente la evaluación de la política social.

En materia de educación, la Ley General de Educación es-
tablece que corresponde a la Secretaría de Educación Pú-
blica la evaluación del sistema educativo nacional. Para es-
te fin se creó el Instituto Nacional para la Evaluación de la
Educación (INEE), organismo público descentralizado, de
carácter técnico con personalidad jurídica y patrimonio
propio, encargado de fijar los lineamientos para la evalua-
ción de los sistemas educativos en todo el país.
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Tanto el CONEVAL como el INEE comparten particulari-
dades en su diseño y estructura, a pesar de que están secto-
rizadas a diferentes secretarías, lo que dificulta la homoge-
nización en la entrega de resultados y en el uso que se hará
de ellos. A su vez, carecen de mecanismos que vinculen la
planeación, programación, presupuestación a partir de re-
sultados.

El papel del Congreso de la Unión es de suma importancia
para el éxito de un sistema de evaluación en México, espe-
cialmente porque tiene la facultad constitucional de crear
un marco normativo que regule el sistema de evaluación, y
de operar como un contrapeso al Poder Ejecutivo

La utilidad de la información, producto de las evaluacio-
nes, es un elemento necesario para la labor que realizan los
legisladores, ya que funciona como una herramienta de
control frente a los demás poderes y de legitimidad ante la
ciudadanía.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
establece, en sus artículos 69, 73, 79 y 93, la facultad del
Congreso para normar la gestión, control y evaluación de
los poderes de la Unión y los entes públicos. Frente a estas
facultades, tanto la Cámara de Diputados, como la de Se-
nadores tienen el compromiso y la obligación de establecer
mecanismos para vigilar y evaluar el uso de los fondos pú-
blicos.

Dentro de un contexto democrático, el Poder Legislativo
tiene la función de servir de contrapeso al Poder Ejecutivo.
La evaluación es una herramienta trascendental para regu-
lar y controlar el ejercicio del poder por parte del Ejecuti-
vo Federal. Las diversas fuerzas políticas representadas en
el Congreso de la Unión pueden encontrar en la evalua-
ción, una herramienta de gran utilidad para ejercer su fun-
ción de contrapeso a las decisiones del Poder Ejecutivo, de
manera que cuenten con los fundamentos técnicos necesa-
rios para solicitar un manejo de los recursos públicos orien-
tado a resultados.

Reposicionar al Poder Legislativo es una tarea fundamen-
tal en el actual contexto político mexicano y puede lograr-
se sólo a través de acuerdos entre los partidos que reflejen
una vocación de servicio en función de mejorar la calidad
de vida de los mexicanos. La evaluación de la gestión gu-
bernamental puede servir precisamente, como ese elemen-
to catalizador necesario de la mejora del trabajo legislati-
vo, dotándole de mayor legitimidad y respaldo social.

Es por esto, que la participación del Congreso en la regu-
lación e implementación de un Sistema de Evaluación es
indispensable, toda vez que su participación en la identifi-
cación de objetivos estratégicos y el establecimiento de
prioridades nacionales permitirán sentar las bases para la
formulación de indicadores claves para evaluación del ni-
vel de cumplimiento del Plan Nacional de Desarrollo.

La evaluación de la gestión gubernamental favorece el
equilibrio de poderes, toda vez que la información, basada
en hechos concretos, es una herramienta para garantizar el
cumplimiento de la Ley y la rendición de cuentas, como
contrapeso entre los distintos Poderes de la Unión.

Es además, una herramienta indispensable para el proceso
presupuestario pues favorece la comunicación entre el Eje-
cutivo y el Legislativo, dota de fundamento técnico a la to-
ma de decisiones, facilita una mejor definición de objetivos
y contribuye a incrementar la sostenibilidad, en el mediano
y largo plazo, del sistema fiscal y tributario.

Sin embargo, la experiencia a través de los últimos años
nos revela que es necesaria y fundamental el estableci-
miento de un marco regulatorio que favorezca la evalua-
ción. Sin ella, se disminuye de forma importante la posibi-
lidad de lograr el impacto y los alcances esperados por
parte de un Sistema de Evaluación.

NUESTRA PROPUESTA

En función de diversas disposiciones de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya menciona-
das, y en concreto, de la fracción XXIV del artículo 73 que
establece: 

“Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

XXIV. Para expedir la ley que regule la organización de
la entidad de fiscalización superior de la federación y las
demás que normen la gestión, control y evaluación de
los Poderes de la Unión y de los entes públicos federa-
les.”

La Fracción Parlamentaria del Partido Verde Ecologista de
la Cámara de Diputados presenta la propuesta de Ley de
Evaluación de la Gestión Gubernamental.

Esta Ley representa una nueva oportunidad para la gestión
pública de los Tres Poderes de la Unión de mejorar la cali-
dad de los servicios que ofrecen a la ciudadanía, de tal ma-
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nera que sea factible la atención de los asuntos más impor-
tantes y urgentes para el país como son: la pobreza, la se-
guridad, la educación y la salud.

Finalidad de la Ley

La finalidad de la Ley de Evaluación de la Gestión Guber-
namental es establecer las normas y los criterios generales
para la evaluación de la gestión de los Poderes de la Unión
y de todos aquellos que ejerzan, administren o reciban re-
cursos públicos federales a través de la evaluación de los
programas que ejecutan; establecer las bases para el fun-
cionamiento del Sistema de Evaluación del Desempeño;
normar las condiciones en que el Ejecutivo y el Legislati-
vo utilizarán la información proveniente de las evaluacio-
nes, como fundamento técnico en la discusión y aproba-
ción del Presupuesto de Egresos de la Federación; y
promover la mejora del gasto público y de la gestión gu-
bernamental a través del enfoque de resultados y el logro
de impactos claros y medibles, a fin de incrementar la con-
fianza social en el Estado.

Esta Ley pretende dar respuesta a las demandas sociales le-
gítimas al introducir un mecanismo legal que garantice el
funcionamiento de un Sistema de Evaluación, de manera
que el proceso presupuestario tenga su justificación, en to-
das sus etapas, en la búsqueda del cumplimiento de objeti-
vos y pueda ser posible abandonar la asignación inercial o
histórica del PEF, que solo resta eficacia al desempeño gu-
bernamental.

La presente Iniciativa de Ley busca sentar las bases opera-
tivas para el desarrollo de futuros procesos de mejora ins-
titucional a nivel estructural, como la Reforma Energética,
la Reforma Fiscal y la Reforma del Estado. Su existencia
permitirá hacer que dichos procesos operen con un mayor
grado de eficiencia, ampliando las posibilidades de éxito
de su implementación, ya que establece los criterios gene-
rales que permiten el seguimiento de los programas que
formen parte de los procesos de transformación y redimen-
sionamiento institucional del Estado Mexicano.

En resumen, el carácter transversal de la Ley de Evalua-
ción de la Gestión Gubernamental permitiría incrementar
la viabilidad de procesos de reestructuración institucional
futuros, a partir de los mecanismos de gestión, seguimien-
to y evaluación de programas.

La presente propuesta de Ley de Evaluación de la Gestión
Gubernamental permite de manera efectiva:

a) Al Ejecutivo Federal, contar con mecanismos para la
obtención de la información sobre la operación de sus
programas y del grado de cumplimiento de los objetivos
y las metas, así como del impacto alcanzado, con el ob-
jeto de poder tomar decisiones para la reorientación de
los propios programas, así como para la reasignación de
recursos presupuestarios;

b) Al Congreso de la Unión, contar con los fundamen-
tos técnicos para la discusión y aprobación del Presu-
puesto de Egresos de la Federación, y sobre todo, para
desempeñar de manera más eficaz y transparente, su
función de contrapeso del Ejecutivo Federal;

c) Al Poder Judicial, contar con una herramienta para
una efectiva rendición de cuentas, a su vez que favorez-
ca el equilibrio de poderes; y,

d) A la Sociedad Civil, contar con la información que le
permita ejercer una evaluación social más eficaz del
desempeño gubernamental y del ejercicio de los recur-
sos públicos y del poder mismo, pudiendo impulsar me-
joras más concretas y trascendentales al quehacer públi-
co, fortaleciendo de esta manera, la fiscalización social.

Elementos centrales de la Ley de Evaluación de la Ges-
tión Gubernamental

La propuesta de Ley establece dos elementos fundamenta-
les: el primero de ellos es reorientar el presupuesto a la ob-
tención de resultados; y el segundo, convertir la evaluación
de la gestión gubernamental y en especial de los progra-
mas, en una práctica constante. Por lo tanto, se pretende
que la asignación de recursos reflejada en el Presupuesto
de Egresos de la Federación responda menos a inercias his-
tóricas, y más al logro y alcance de objetivos, metas e im-
pactos, medido y evaluado a través de indicadores de ges-
tión.

Para lograrlo, esta Ley concreta los esfuerzos de evalua-
ción para los Tres Poderes de la Unión en el Sistema de
Evaluación del Desempeño (SED), proceso metodológico
que tiene como fin la valoración objetiva, a través de indi-
cadores de gestión, del funcionamiento de los programas.

El Poder Ejecutivo establecerá su metodología para el di-
seño de indicadores a partir de las disposiciones que esta-
blezcan la Secretaría de Hacienda y la de la Función Públi-
ca en función de la Ley de Planeación, de manera que
contribuyan a alcanzar los objetivos y prioridades del Plan
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Nacional de Desarrollo y los Programas Sectoriales; por su
parte, los Poderes Legislativo y Judicial establecerán su
propia metodología para el diseño de indicadores a través
de sus unidades de administración de acuerdo con sus pro-
gramas y objetivos correspondientes.

Los indicadores de gestión a los que deberán responder las
metodologías de cada uno de los Poderes de la Unión pue-
den ser de tres tipos: de desempeño, aquellos que miden la
operación de un programa; de resultados, en función del
grado de cumplimiento de los objetivos y metas; y de im-
pacto, los cuales deberán reflejar el cambio logrado en una
población objetivo atribuible a la aplicación de un progra-
ma.

Los indicadores de gestión operarán como un fundamento
técnico para la Cámara de Diputados en la discusión y
aprobación del Presupuesto de Egresos de la Federación,
en razón de que los resultados de los indicadores de gestión
deberán acompañar la propuesta de presupuesto de cada
uno de los ejecutores del gasto.

Mecanismos de evaluación

De acuerdo a la Ley de Evaluación de la Gestión Guberna-
mental, en el caso del Poder Ejecutivo, la evaluación a tra-
vés de la cual funciona el SED, deberá obedecer al logro de
objetivos y metas de los programas y a la verificación de la
alineación de éstos con los objetivos del Plan Nacional de
Desarrollo y los Programas Sectoriales. La evaluación se
realizará a través de la aplicación de los indicadores de ges-
tión.

La evaluación de los programas que propone esta Ley po-
drá realizarse de dos maneras: 

a) Interna, ya sea por la Unidad Administrativa encarga-
da de la operación de los programas o una designada en
específico para ello; o,

b) Externa, cuando los programas son evaluados por una
Unidad Administrativa o Técnica que no forme parte de
la dependencia, la entidad o el ente autónomo y deberán
cumplir con determinadas condiciones de acuerdo con
lo establecido en esta Ley.

Del Sistema de Monitoreo e Información

El Sistema de Monitoreo e Información es una herramien-
ta informática. Éste recopila la información de las evalua-

ciones y administra las bases de datos correspondientes, de
manera permanente y sistemática. La fuente de la informa-
ción del Sistema la constituyen los indicadores de gestión
derivados de las evaluaciones de los programas.

Se propone que el Sistema de Monitoreo e Información
opere como una herramienta de acceso a la información,
para los Poderes de la Unión y todos aquellos interesados,
sobre el ejercicio y aplicación de los recursos públicos, en
función del avance y el logro de los resultados de los pro-
gramas.

Para lograrlo, esta ley de evaluación establece que cada
uno de los ejecutores del gasto deberá establecer su propio
Sistema de Monitoreo e Información cuya información se-
rá compartida con los otros Poderes para los efectos de la
evaluación de la gestión y para la conformación del Presu-
puesto.

En el caso específico del Poder Ejecutivo, el Sistema de
Monitoreo e Información estará coordinado por la Función
Pública, en los términos del artículo 37 de la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal. Para los casos de los
Poderes Legislativo y Judicial y los entes autónomos, se
designará a un área responsable para operar dicho sistema
y socializar su contenido.

Del Sistema de Evaluación del Desempeño

La Ley de Evaluación de la Gestión Gubernamental retoma
diversas disposiciones de la Ley de Presupuesto y Respon-
sabilidad Hacendaria para la regulación del Sistema de
Evaluación del Desempeño, de manera que permita verifi-
car la evolución del desempeño de los programas con base
en indicadores cuantitativos y cualitativos que permitan ca-
nalizar recursos en la dirección correcta; que funcione co-
mo una herramienta en todas las etapas del proceso presu-
puestario de los programas gubernamentales; que permita
contrastar las metas sexenales y los compromisos anuales
concretos que se han alcanzado, con los recursos asigna-
dos; y servir de instrumento de transparencia y rendición
de cuentas para hacer del conocimiento público el desem-
peño y la calidad de los programas gubernamentales.

El Sistema de Evaluación del Desempeño consta de cuatro
etapas 

I. La primera etapa consistirá en la planeación, ejecu-
ción de los programas;
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II. La segunda etapa corresponderá a la formulación de
los indicadores de gestión y la evaluación de los pro-
gramas; 

III. La tercera etapa corresponderá al procedimiento pa-
ra la entrega tanto del avance, como de la versión defi-
nitiva del Informe de Evaluación de los Programas Gu-
bernamentales; y,

IV. La cuarta etapa corresponderá a la emisión de ob-
servaciones y opiniones del Informe de Evaluación a las
Comisiones Ordinarias vinculadas a los programas eva-
luados.

Organismos de evaluación

La Fracción Parlamentaria del Partido Verde Ecologista
considera que no sólo es necesario evaluar, sino que es im-
portante evaluar adecuadamente. Por lo tanto, se requiere
de un órgano especializado capaz de garantizar la calidad
de las evaluaciones. Por lo tanto, considera que el actual
Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarro-
llo Social, CONEVAL, se convierta en el órgano encarga-
do de la administración del propio SED, correspondiente al
Poder Ejecutivo, y pase a ser el Consejo Nacional de Eva-
luación de la Gestión Gubernamental, adquiriendo por tan-
to, mayor relevancia y atribuciones.

Se propone que el CONEVAL norme y coordine la evalua-
ción de las políticas, programas y acciones de los ejecuto-
res del gasto, sin perjuicio de las atribuciones que en mate-
ria de control y evaluación tienen la Secretaría de Hacienda
y la Secretaría de la Función Pública. Consideramos que su
ámbito de facultades debe abarcar a la totalidad de los pro-
gramas financiados con recursos públicos federales a ex-
cepción de aquellos relacionados con la materia educativa,
la cual será responsabilidad exclusiva del Instituto Nacio-
nal de la Evaluación Educativa, INEE.

Auditoría y fiscalización del proceso de evaluación

Tanto la Secretaría de la Función Pública como la propia
Auditoría Superior de la Federación podrán llevar a cabo
auditorías de desempeño, en el ámbito de sus competen-
cias, el proceso de construcción de los objetivos estratégi-
cos, el establecimiento de metas, el diseño y validación de
indicadores de evaluación, el proceso de contratación y
ejecución de las evaluaciones externas, así como de las
evaluaciones mismas de acuerdo con los lineamientos esta-
blecidos en la Ley Federal de Responsabilidades Adminis-

trativas de los Servidores Públicos, la Ley de Fiscalización
Superior de la Federación, la propia Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, así como las demás dis-
posiciones aplicables en la materia.

El objetivo es garantizar que la información que alimenta
tanto al Sistema de Monitoreo y Evaluación, como al pro-
pio SED sean confiables.

Por lo antes expuesto, se presenta el siguiente:

Decreto por el que se expide la Ley de Evaluación de la
Gestión Gubernamental y se reforman diversas disposi-
ciones de la Ley de Planeación, de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y de la Ley
General de Desarrollo Social.

Artículo Primero. Se expide la Ley de Evaluación de la
Gestión Gubernamental para quedar como sigue: 

LEY DE EVALUACIÓN 
DE LA GESTIÓN GUBERNAMENTAL

TÍTULO PRIMERO
DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO ÚNICO

Del objeto y sujetos de la Ley

Artículo 1. La presente Ley es de orden público, de interés
social y de observancia general en toda la República, y tie-
ne por objeto reglamentar la fracción XXIV del artículo 73
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en materia de evaluación de la gestión gubernamental.

Artículo 2. El presente ordenamiento tiene por objeto:

I. Establecer las normas y los criterios generales para la
evaluación de la gestión de los Poderes de la Unión, de
los sujetos a que se refiere la fracción V del artículo 4º
de la presente Ley que ejerzan, administren o reciban re-
cursos públicos federales;

II. Establecer los mecanismos para la generación y ad-
ministración de la información que permita identificar,
con claridad, los cambios en la operación, los resultados
y el impacto de los programas gubernamentales de con-
formidad con las metas y objetivos establecidos; 
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III. Establecer las bases para el funcionamiento del Sis-
tema de Evaluación del Desempeño, en los términos de
la Ley de Planeación y la Ley de Presupuesto;

IV. Determinar los términos, plazos y formato de los in-
formes que el Ejecutivo Federal deberá remitir confor-
me a lo previsto en el presente ordenamiento al Congre-
so de la Unión, a través de la Cámara de Diputados, para
que sean utilizados como herramienta técnica en la dis-
cusión y aprobación del Presupuesto de Egresos de la
Federación que corresponda, en los términos que esta-
blece la Ley de Presupuesto; y,

V. Promover la mejora del gasto público y de la gestión
gubernamental a través del enfoque de resultados y el
logro de impactos claros y mensurables, a fin de pro-
mover la rendición de cuentas e incrementar la confian-
za social en el Estado, en el marco del ejercicio demo-
crático de la rendición de cuentas ante la ciudadanía.

Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entende-
rá por:

I. Ley: a la presente Ley de Evaluación de la Gestión
Gubernamental;

II. Auditoría Superior: a la Auditoría Superior de la Fe-
deración;

III. Cámara: a la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión;

IV. Comisión de Presupuesto: a la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados;

V. Comisiones Ordinarias: a las diferentes comisiones
ordinarias y especiales del Congreso de la Unión cuya
materia corresponda a los programas evaluados;

VI. Consejo: al Consejo Nacional de Evaluación de la
Gestión Gubernamental;

VII. Dependencias: a las Secretarías de Estado, Depar-
tamentos Administrativos, incluyendo a sus respectivos
órganos administrativos desconcentrados conforme a lo
previsto en el artículo 90 de la Constitución y a su res-
pectiva Ley Orgánica;

VIII. Entes autónomos: a las personas de derecho públi-
co de carácter federal con autonomía en el ejercicio de

sus funciones y en su administración, creadas por dis-
posición expresa de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos a las que se asignen recursos del
Presupuesto de Egresos a través de los ramos autóno-
mos;

IX. Entidades: a los organismos descentralizados, a las
empresas de participación estatal y fideicomisos públi-
cos, que de conformidad con las disposiciones aplica-
bles sean consideradas entidades paraestatales;

X. Evaluación de Impacto: al tipo de evaluación que
busca identificar con metodologías técnicamente riguro-
sas, si el cambio que se observa a través de los indica-
dores a nivel de resultados es atribuible a la intervención
del programa evaluado; 

XI. Evaluación de la Gestión Gubernamental: al proce-
so por medio del cual se busca identificar el desempeño,
los resultados y el impacto de los programas en los di-
ferentes rubros;

XII. Evaluadores Externos: a las instituciones académi-
cas y de investigación, organismos especializados o es-
pecialistas, nacionales o internacionales que cumplan
con los requisitos establecidos en la presente Ley para la
realización de evaluaciones;

XIII. Función Pública: a la Secretaría de la Función Pú-
blica;

XIV. Hacienda: a la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público;

XV. Indicador de gestión: a la medida que muestra el ni-
vel de avance en el desempeño, los resultados y el im-
pacto de los programas; 

XVI. Informe de Evaluación: al Informe de Evaluación
de los Programas Gubernamentales;

XVII. Instituto: al Instituto Nacional de Evaluación de
la Educación;

XVIII. Ley de Desarrollo: a la Ley General de Desarro-
llo Social;

XIX. Ley de Fiscalización: a la Ley de Fiscalización Su-
perior de la Federación;

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 25 de abril de 2007243



XX. Ley de Presupuesto: a la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria;

XXI. Ley de Responsabilidades; a la Ley Federal de
Responsabilidades Administrativas de los Servidores
Públicos;

XXII. Ley de Transparencia: a la Ley Federal de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública Guberna-
mental;

XXIII. Ley Orgánica: a la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal;

XXIV. Presupuesto de Egresos: al Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para el ejercicio fiscal correspon-
diente, incluyendo el decreto y sus anexos;

XXV. Programa: al conjunto de acciones sustantivas
que realizan los ejecutores del gasto con el fin de dar
cumplimiento a los objetivos y metas definidos en el
Plan Nacional de Desarrollo y los planes sectoriales;

XXVI. Sistema de Evaluación del Desempeño: a la me-
todología que permite realizar la valoración objetiva del
funcionamiento de los programas de los sujetos obliga-
dos, con base en indicadores de gestión; y, 

XXVII. Sistema de Monitoreo e Información: al Siste-
ma Integral de Monitoreo e Información de la gestión.

Artículo 4. Corresponde, en el ámbito de sus atribuciones,
la aplicación de la presente Ley:

I. Al Poder Ejecutivo Federal, a través de las entidades
centralizadas, descentralizadas, desconcentradas y pa-
raestatales previstas en el artículo 1º de la Ley Orgáni-
ca, conforme al reglamento que se expida para esos
efectos;

II. A la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través
del Consejo de la Judicatura Federal;

III. Al Congreso de la Unión, a través de la Secretaría
General de Servicios Parlamentarios de cada una de las
Cámaras;

IV. A los organismos públicos constitucionalmente au-
tónomos, así como a la Procuraduría General de la Re-

pública a través de los órganos que expresamente sean
constituidos para ello; y,

V. Los demás órganos jurisdiccionales e instituciones
que determinen las leyes.

Artículo 5. Estarán sujetas a evaluación todas las acciones
y los programas ejecutados por las dependencias, las enti-
dades, las personas físicas o morales, públicas o privadas,
fideicomisos públicos, privados o mixtos, mandatos, fon-
dos o cualquier otra figura jurídica en el que se ejerzan re-
cursos públicos federales y que contribuyan a alcanzar los
objetivos y prioridades del Plan Nacional de Desarrollo y
los Programas Sectoriales.

Para el caso de los poderes Legislativo y Judicial la eva-
luación se referirá a aquellos programas de carácter admi-
nistrativo, así como las acciones de carácter sustantivo que
sean factibles de evaluar de acuerdo con sus atribuciones
constitucionales y lineamientos internos.

Con respecto a los entes autónomos la evaluación se apli-
cará sobre aquellos programas que contribuyan al cumpli-
miento de los objetivos para los que fueron constitucional-
mente creados.

Artículo 6. A falta de disposición expresa se aplicará su-
pletoriamente, en lo que no contravenga al presente orde-
namiento, la Ley de Presupuesto, la Ley de Planeación, la
Ley de Coordinación Fiscal, la Ley Orgánica, la Ley de
Desarrollo, la Ley General de Educación, la Ley del Servi-
cio Profesional de Carrera en la Administración Pública
Federal, la Ley de Fiscalización, la Ley de Responsabilida-
des y la Ley de Transparencia.

Artículo 7. La planeación estratégica de los programas del
Ejecutivo Federal, deberá llevarse a cabo conforme a lo es-
tablecido en la Ley de Planeación.

Artículo 8. Para los efectos del presente ordenamiento, las
obligaciones señaladas para las dependencias y entidades,
serán de aplicación para los entes autónomos con respecto
a la naturaleza del objeto para los que fueron creados.

Artículo 9. Los programas deberán contemplar, además de
los recursos necesarios para lograr los objetivos y metas,
los mecanismos de evaluación, conforme a lo dispuesto por
la presente Ley.
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TÍTULO SEGUNDO
Del indicadores de gestión

CAPÍTULO PRIMERO
De la metodología para el diseño de los indicadores

Artículo 10. Las dependencias y entidades deberán diseñar
los indicadores de gestión, a partir de la metodología que el
Ejecutivo, a través de Hacienda, Función Pública, el Con-
sejo y el Instituto, en el ámbito de sus respectivas atribu-
ciones, establezca en las disposiciones reglamentarias al
presente ordenamiento de conformidad con la Ley de Pla-
neación, el Plan Nacional de Desarrollo y los Planes Sec-
toriales.

Las unidades administrativas de los sujetos a los que se re-
fieren las fracciones II, III y IV del artículo 4º de esta Ley,
deberán diseñar sus correspondientes indicadores de ges-
tión, a partir de la metodología que establezcan los poderes
Legislativo y Judicial y los entes autónomos en los linea-
mientos que para tal efecto dispongan de conformidad con
sus propios programas y objetivos.

Artículo 11. En las disposiciones reglamentarias y linea-
mientos internos del Ejecutivo y demás poderes de la
Unión y entes autónomos, se establecerá el procedimiento
por medio del cual, sus correspondientes ejecutores del
gasto, deberán de cumplir con la metodología a que hace
referencia el artículo 10 de la presente Ley.

Artículo 12. Los indicadores de gestión para cada progra-
ma deberán ser propuestos por la dependencia, entidad o
unidad administrativa responsable de los programas.

Artículo 13. Los sujetos a los que se refiere el artículo 4º
de la presente Ley diseñarán y establecerán los indicadores
de gestión de conformidad con las metas comprometidas
en la planeación de sus respectivos programas y aquellas
establecidas en el Presupuesto, de manera tal que faciliten
el examen de sus correspondientes proyectos de presu-
puesto anual.

Artículo 14. Los Poderes Legislativo y Judicial y los entes
autónomos, emitirán sus respectivas disposiciones sobre el
diseño, aprobación e instrumentación de los indicadores de
gestión, por conducto de sus unidades administrativas.

Artículo 15. El Consejo y el Instituto, en el ámbito de sus
respectivas atribuciones:

I. Emitirán las disposiciones para la calificación de los
indicadores propuestos por los responsables de los pro-
gramas;

II. Emitirán, en su caso, recomendaciones; y,

III. Aprobarán los indicadores definitivos de los progra-
mas.

El ámbito de competencia del Consejo y el Instituto serán
todos aquellos programas ejecutados por los sujetos a los
que se refiere la fracción I y V del artículo 4º del presente
ordenamiento.

Con respecto a los indicadores de los programas de los po-
deres Legislativo y Judicial y de los entes autónomos, las
unidades administrativas señaladas en las fracciones II, III
y IV del artículo 4º de esta Ley, serán las encargadas de
cumplir con las disposiciones de las fracciones I, II y III del
presente artículo.

CAPÍTULO SEGUNDO
De los indicadores de gestión

Artículo 16. Los indicadores de gestión deberán contar al
menos, con las siguientes características:

I. Claro: el indicador deberá ser preciso e inequívoco;

II. Relevante: el indicador deberá estar relacionado con
el tema en cuestión;

III. Económico: la información necesaria para generar el
indicador deberá estar disponible a un costo razonable;

IV. Pertinente: el indicador deberá aportar una base su-
ficiente para evaluar el desempeño; y,

V. Verificable: el indicador debe poder sujetarse a una
comprobación independiente.

Artículo 17. Los indicadores de gestión podrán ser de tres
tipos:

I. De desempeño;

II. De resultados; y,

III. De impacto.
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Los indicadores deberán arrojar un valor específico para un
periodo de tiempo determinado. La periodicidad de la me-
dición de cada uno de los indicadores, dependerá de la na-
turaleza de los programas evaluados.

Artículo 18. Los indicadores de desempeño corresponde-
rán a un índice, medida, cociente o fórmula que permita es-
tablecer un parámetro de medición de la operación de un
programa en un periodo de tiempo determinado que debe-
rán medir los siguientes atributos:

I. Eficiencia: el cual mide la relación entre la cantidad
de los bienes y servicios generados y los insumos o re-
cursos utilizados para su producción;

II. Economía: el cual mide la ejecución del programa a
partir del uso razonable de los recursos.

III. Calidad: el cual mide los atributos, propiedades o
características que deben tener los bienes y servicios pú-
blicos generados en la atención de la población objeti-
vo, a fin de determinar el grado de satisfacción del usua-
rio o beneficiario; y,

IV. Aquellos que se consideren relevantes.

Artículo 19. Los indicadores de resultados deberán medir
el nivel de cumplimento de los objetivos y metas de cada
programa.

Deberá establecerse al menos, un indicador de resultados
para cada objetivo de cada uno de los programas y un indi-
cador de resultados por cada meta comprometida en el Pre-
supuesto, considerando los siguientes atributos:

I. Eficacia: el cual mide la capacidad o acierto en el lo-
gro de objetivos y metas;

II. Cobertura: el cual mide la proporción de atención so-
bre la demanda total que se alcanza con la producción
del bien o servicio;

III. Equidad: el cual mide los elementos relativos al ac-
ceso, valoración, participación e impacto distributivo
entre los grupos sociales o entre los géneros por la pro-
visión de un bien o servicio; 

IV. Realización progresiva: el cual mide el avance en el
tiempo para la consecución de los derechos humanos,
económicos y sociales consagrados en la Constitución y

en los pactos y acuerdos internacionales signados por el
Estado Mexicano; y,

V. Aquellos que se consideren relevantes.

Artículo 20. Los indicadores de impacto deberán reflejar
el cambio logrado en el sector objetivo, en términos de
bienestar, oportunidades, condiciones de vida, desempeño
económico y productivo, atribuible a la aplicación de un
programa determinado, comparado con la situación previa
a la ejecución del programa o a la población potencial no
beneficiada por éste. Los indicadores de impacto se regu-
larán conforme a lo establecido en el Capítulo Segundo,
del Título Tercero de la presente Ley.

CAPÍTULO TERCERO
De la verificación de los indicadores

Artículo 21. La propuesta de indicadores de los programas
de las dependencias y entidades, deberá estar sujeta a las
verificaciones que consideren pertinente el Consejo o el
Instituto, en el ámbito de su competencia. Estas verifica-
ciones deberán realizarse, ya sea por el propio Consejo o el
Instituto, o a través de evaluadores externos, como lo esta-
blece el artículo 29.

Artículo 22. Hacienda, la Función Pública y la Cámara de
Diputados, por conducto de la Auditoría Superior, podrán
realizar de manera independiente, las verificaciones que
consideren necesarias de la propuesta y operación de indi-
cadores de los programas a los que se refiere el capítulo
precedente, las cuales podrán emitir observaciones y reco-
mendaciones a dichas propuestas, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias.

Artículo 23. Los indicadores definitivos podrán ser apro-
bados por el Consejo o el Instituto, una vez que se hayan
realizado las verificaciones respectivas y se hayan atendi-
do las observaciones emitidas por Hacienda, la Función
Pública y la Auditoría Superior, en los términos que esta-
blece la presente Ley.

Artículo 24. Una vez definido el indicador, su valor debe-
rá ser actualizado periódicamente, como resultado de las
distintas mediciones sistemáticas que se realicen, con el
propósito de comparar el nivel de avance del programa a lo
largo del tiempo.

Artículo 25. Los indicadores de gestión deberán contribuir
a la fundamentación, discusión, y aprobación por la Cáma-
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ra de Diputados, del Presupuesto, de conformidad con lo
establecido en la Ley de Presupuesto.

Para lo señalado en el artículo 31 de esta Ley, los sujetos a
que hace referencia, deberán acompañar a su presupuesto
anual, en los términos de la Ley de Presupuesto, los resul-
tados de los indicadores de gestión.

Los indicadores definitivos aprobados por el Consejo o el
Instituto, o la unidad administrativa correspondiente, en el
caso de los sujetos a los que se refieren los párrafos II, III
y IV del artículo 4º de esta Ley, deberán formar parte del
Presupuesto, de conformidad con lo previsto en la Ley de
Presupuesto.

Artículo 26. Los indicadores de gestión serán la base para
el funcionamiento del Sistema de Evaluación del Desem-
peño. Los indicadores correspondientes a las dependencias
y entidades del Poder Ejecutivo, serán incluidos en el Sis-
tema de Evaluación del Desempeño administrado por la
Función Pública, a través del Sistema de Monitoreo e In-
formación.

Los Poderes Legislativo y Judicial y los entes autónomos
realizarán la administración de su Sistema de Evaluación
del Desempeño a través de las unidades administrativas
mencionadas en las fracciones II, III y IV del artículo 4º de
la presente Ley.

TÍTULO TERCERO
De la evaluación de programas

CAPÍTULO PRIMERO
De la ejecución de la evaluación

Artículo 27. Se entenderá por evaluación de los programas
de las dependencias y entidades:

I. Al adecuado diseño y operación de los programas pa-
ra la consecución de sus objetivos y metas, de confor-
midad con las leyes aplicables;

II. A la verificación de la alineación estratégica de los
objetivos y metas de los programas con los objetivos es-
tratégicos derivados del Plan Nacional de Desarrollo y
los Programas Sectoriales, en los términos de la Ley de
Planeación; y,

III. A la aplicación y seguimiento de los indicadores de
gestión.

Artículo 28. En el caso de los poderes Legislativo y Judi-
cial y los entes autónomos, la evaluación de sus programas
se sujetará a lo establecido en las fracciones I y III del ar-
tículo anterior, así como la verificación de la alineación es-
tratégica con sus objetivos.

Artículo 29. En el caso de las dependencias, entidades o
entes autónomos, la evaluación de los programas podrá re-
alizarse de manera interna o externa.

Se considerará una evaluación interna si es realizada por la
propia Unidad Administrativa encargada de la operación de
los programas o una designada en específico para ello.

Se considerará una evaluación externa, cuando los progra-
mas sean evaluados por una Unidad Administrativa o Téc-
nica, una Agencia, Institución u Organización que no for-
me parte de la dependencia, la entidad o el ente autónomo
o por una persona física o moral, nacional o extranjera con-
tratada para tal efecto, y que cumpla con los requisitos que
establece el presente ordenamiento.

Artículo 30. Para los poderes Legislativo y Judicial, la
evaluación podrá ser interna cuando la realice la unidad ad-
ministrativa encargada de ejecutar el programa o las unida-
des administrativas a las que se refieren las fracciones II,
III y IV del artículo 4º del presente ordenamiento; y será
externa, cuando se contrate a una persona física o moral
nacional o extranjera y que cumpla con los requisitos que
establezcan sus propios lineamientos y las demás disposi-
ciones aplicables.

Artículo 31. Los sujetos a los que se refiere el artículo 4º
de esta Ley deberán designar, una unidad administrativa de
nivel mínimo de Dirección General, o su equivalente, para
que coordine la contratación, operación y seguimiento de
las evaluaciones externas, como lo dispone la presente Ley.

La unidad administrativa designada, perteneciente a los su-
jetos a los que se refiere las fracciones I y V del artículo 4º
del presente ordenamiento, será responsable de supervisar
la calidad y cumplimiento normativo de las evaluaciones
externas, así como de coordinarse con el Consejo y el Ins-
tituto, en el ámbito de sus competencias, para el buen des-
arrollo de las evaluaciones.
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Artículo 32. Los titulares de las unidades administrativas
de los programas evaluados enviarán a las instancias co-
rrespondientes, la información de las evaluaciones que ali-
mentará el Sistema de Monitoreo e Información a que se
refiere el presente ordenamiento.

Con respecto a los poderes Legislativo y Judicial y los en-
tes autónomos, establecerán los lineamientos para alimen-
tar su respectivo Sistema de Monitoreo e Información con
la información de las evaluaciones realizadas.

Artículo 33. Hacienda, la Función Pública, el Consejo o el
Instituto o la unidad administrativa designada por los suje-
tos a los que se refieren las fracciones II, III y IV del artí-
culo 4º de esta Ley, podrán realizar por sí mismos o a tra-
vés de uno o varios organismos independientes, las
evaluaciones que consideren pertinentes para analizar el
cumplimiento de los objetivos de los programas, en los tér-
minos que establece la presente Ley y sus disposiciones re-
glamentarias.

Los sujetos a los que se refiere el artículo 4º de la presente
Ley podrán realizar evaluaciones complementarias que
busquen mejorar su gestión o mostrar evidencia sobre el
desempeño del programa, además de las que se establezcan
como obligatorias en las disposiciones reglamentarias.

Artículo 34. Para los programas de reciente creación y du-
rante su primer año de operación, las dependencias y enti-
dades deberán realizar una evaluación externa que analice
el diseño del programa en los mismos términos estableci-
dos por la Ley de Planeación y los artículos 27 y 28, según
corresponda, de la presente Ley.

Artículo 35. La evaluación a la que hace referencia el artí-
culo anterior, deberá entregarse al Consejo o al Instituto, en
el ámbito de su competencia, a más tardar el 15 de junio del
primer año de operación de los programas. Las excepcio-
nes serán establecidas por el Ejecutivo, en los preceptos
reglamentarios a la presente Ley.

Para las evaluaciones a las que se refiere el artículo 28 de
este ordenamiento, deberán entregarse a la unidad admi-
nistrativa responsable en los términos de las disposiciones
aplicables.

Artículo 36. Los resultados de las evaluaciones deberán
ser considerados por los sujetos enunciados en el artículo
4º del presente ordenamiento, para mejorar el diseño y la

operación de sus programas y en su caso, modificar las re-
glas de operación.

CAPÍTULO SEGUNDO
De las evaluaciones de impacto

Artículo 37. Las evaluaciones de impacto se realizarán uti-
lizando técnicas estadísticas cuuantitativas, cualitativas y
multidisciplinarias reconocidas que permitan detectar si los
cambios observados en el sector objetivo en términos de
bienestar, oportunidades, condiciones de vida, desempe-
ño económico y productivo, pueden ser atribuibles a la in-
tervención del programa evaluado, utilizando indicadores
de impacto conforme al artículo 20 del presente ordena-
miento.

Artículo 38. Hacienda y Función Pública determinarán,
con base a los objetivos estratégicos derivados del Plan Na-
cional de Desarrollo, aquellos programas a cargo del Eje-
cutivo que por su naturaleza, puedan ser objeto de evalua-
ciones de impacto en los términos de la presente Ley y las
disposiciones reglamentarias.

Artículo 39. En la materia de su competencia, las Comi-
siones Ordinarias podrán sugerir a la Comisión de Presu-
puesto, la integración de una partida específica en el Pre-
supuesto para la realización de evaluaciones de impacto de
determinados programas a cargo del Ejecutivo.

TÍTULO CUARTO
De la evaluación de la gestión gubernamental

CAPÍTULO PRIMERO
Del Sistema de Monitoreo e Información

Artículo 40. El Sistema de Monitoreo e Información es
una herramienta informática creada para recopilar de ma-
nera sistemática los datos arrojados por las evaluaciones de
los programas.

El Sistema debe incorporar la información proveniente de
los indicadores de gestión de las evaluaciones tanto inter-
nas, como externas, así como los resultados de los análisis
y conclusiones de cada evaluación.

Artículo 41. El principal objetivo del Sistema consiste en
proveer a los operadores y autoridades de los programas fe-
derales, así como a los principales interesados de los mis-
mos, información actualizada y periódica sobre la utiliza-
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ción de los recursos asignados, en función del avance y el
logro de los resultados de los programas.

La información contenida en los Sistemas de Monitoreo e
Información, deberá ser actualizada a más tardar, 10 días
naturales a partir de la conclusión de las evaluaciones.

Artículo 42. Cada uno de los sujetos a los que se refiere el
artículo 4º del presente ordenamiento, deberá establecer su
propio Sistema de Monitoreo e Información, cuya infor-
mación será compartida con los otros poderes para los
efectos de evaluación de la gestión y para la conformación
del Presupuesto, en los términos de la normatividad aplica-
ble.

Artículo 43. En el caso del Poder Ejecutivo, el Sistema de
Monitoreo e Información estará coordinado por la Función
Pública, en los términos del artículo 37 de la Ley Orgánica.

Para los demás Poderes de la Unión y los entes autónomos,
la unidad administrativa referida en los capítulos II, III y
IV del artículo 4º de este ordenamiento, será la encargada
de coordinar su correspondiente Sistema de Monitoreo e
información.

Artículo 44. El Sistema de Monitoreo e Información de los
programas ejecutados por los sujetos obligados por esta
Ley, deberá estar integrado a las disposiciones reglamenta-
rias correspondientes.

I. Los objetivos y las metas de los programas;

II. Los indicadores de gestión para cada uno de los pro-
gramas en materia de desempeño, resultados e impacto;

III. Los instrumentos de recolección de datos e informa-
ción relevante del programa;

IV. Las bases de datos al nivel más desagregado y ac-
tualizado posible, dispuestos en formatos accesibles pa-
ra su consulta y análisis;

V. Los resultados de las evaluaciones internas y/o exter-
nas;

VI. Los recursos financieros presupuestados y erogados
en la ejecución de los programas; y,

VII. El Plan de Trabajo para dar seguimiento a los re-
sultados, recomendaciones y observaciones de las eva-

luaciones, así como sus correspondientes informes de
avance.

Artículo 45. El Ejecutivo, en el ámbito de sus atribuciones,
reglamentará las bases de coordinación a seguir por las de-
pendencias y entidades para la construcción del Sistema de
Monitoreo e Información de los programas.

Para el caso de los sujetos señalados en las fracciones II, III
y IV del artículo 4º de esta Ley, las unidades administrati-
vas correspondientes emitirán la reglamentación para la
construcción de sus correspondientes Sistemas de Monito-
reo e Información.

Artículo 46. Los correspondientes Sistemas de Monitoreo
e Información de los diferentes Poderes de la Unión y en-
tes autónomos, estarán vinculados al Sistema de Evalua-
ción del Desempeño, a partir de las disposiciones conteni-
das en la Ley de Presupuesto.

CAPÍTULO SEGUNDO
Del Sistema de Evaluación del Desempeño

Artículo 47. El Sistema de Evaluación del Desempeño es
el proceso que permite realizar una valoración objetiva del
funcionamiento de los programas, bajo los principios de
verificación del grado de cumplimiento de objetivos y me-
tas, con base en indicadores de gestión que permitan cono-
cer el desempeño, los resultados y el impacto de los pro-
gramas, de conformidad a la fracción LI del artículo 2º de
la Ley de Presupuesto.

El Sistema de Evaluación del Desempeño tiene por objeto:

I. Verificar la evolución del desempeño de programas
con base en indicadores cuantitativos y cualitativos que
permitan canalizar recursos en la dirección correcta;

II. Constituirse en una herramienta útil para proyectar,
debatir y fundamentar el presupuesto de los programas
gubernamentales;

III. Contrastar las metas sexenales y los compromisos
anuales concretos que se han alcanzado, con los recur-
sos asignados a cada programa; 

IV. Servir de instrumento de transparencia y rendición
de cuentas para hacer del conocimiento público el des-
empeño y la calidad de los programas gubernamentales.
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Artículo 48. El Sistema de Evaluación del Desempeño se-
rá obligatorio para los ejecutores del gasto, quienes lo apli-
carán con base en la Ley de Presupuesto y el presente or-
denamiento, así como de las disposiciones reglamentarias,
que para tal efecto, sean emitas por el Ejecutivo o por los
demás sujetos obligados en el ámbito de sus respectivas
competencias.

Artículo 49. Los Sistemas de Monitoreo e Información se-
rán las herramientas técnicas del Sistema de Evaluación del
Desempeño para la administración de la información resul-
tado de las evaluaciones de los programas. Dicha informa-
ción será presentada en informes cuya periodicidad depen-
derá de la naturaleza de los programas, así como en la etapa
de ejecución en la que éstos se encuentren. La periodicidad
de la presentación de dichos informes deberá ser al menos
semestral.

Artículo 50. El Sistema de Evaluación al Desempeño
constará de cuatro etapas: 

I. La primera etapa consistirá en la planeación y ejecu-
ción de los programas y el diseño y aprobación de sus
correspondientes indicadores de gestión;

II. La segunda etapa corresponderá a la evaluación de
los programas y la aplicación de los indicadores de ges-
tión; 

III. La tercera etapa consistirá en el procedimiento para
la entrega tanto de la versión preliminar, como de la ver-
sión definitiva del Informe de Evaluación de los Pro-
gramas Gubernamentales; y,

IV. La cuarta etapa corresponderá a la emisión de ob-
servaciones y opiniones del Informe de Evaluación por
parte de las Comisiones Ordinarias vinculadas a los pro-
gramas evaluados.

Artículo 51. El Ejecutivo y en su caso, los sujetos señala-
dos en las fracciones II, III y IV del artículo 4º, deberán
contemplar en la primera etapa del Sistema de Evaluación
del Desempeño, los mecanismos de planeación de los pro-
gramas, que para tal efecto establece la Ley de Planeación
y la Ley de Presupuesto, así como los criterios de diseño,
para su correspondiente aprobación, de los indicadores de
gestión a los que se refiere este ordenamiento.

Artículo 52. La segunda etapa del Sistema de Evaluación
del Desempeño establecida en la fracción II del artículo 46

contemplará las evaluaciones internas y/o externas, que de-
berán incluir la aplicación y operación de los indicadores
de gestión.

Artículo 53. La tercera etapa del Sistema de Evaluación
del Desempeño consistirá en:

I. El Ejecutivo, por conducto de la Función Pública y, de
conformidad con el presente ordenamiento y con la
fracción XIV del artículo 37 de la Ley Orgánica, deberá
enviar la versión preliminar del Informe de Evaluación
al primer semestre del ejercicio correspondiente a la
Cámara de Diputados, a más tardar el 30 de julio de ca-
da año; 

II. El Informe al que hace referencia la fracción anterior,
deberá incluir los resultados de las evaluaciones inter-
nas y/o externas de los programas que, por su naturale-
za y características, puedan presentar informes semes-
trales de evaluación;

III. Para los demás Poderes de la Unión y entes autóno-
mos, la versión preliminar de los Informes de Evalua-
ción deberá ser entregado a la Cámara de Diputados a
través de las unidades administrativas a las que se refie-
ren las fracciones II, III y IV del artículo 4º de esta Ley
en los términos que establece la fracción I del presente
artículo; y,

IV. La versión definitiva del Informe de Evaluación pa-
ra todos los sujetos obligados de este ordenamiento,
contemplará la totalidad de los programas evaluados du-
rante el ejercicio correspondiente y se deberá entregar a
la Cámara de Diputados, a más tardar el 30 de enero del
año siguiente al que abarca el periodo de evaluación.

Los programas evaluados, cuya información deberá estar
contenida en los Informes a que hace referencia el presen-
te artículo, serán en una primera etapa, los definidos como
estratégicos en los términos de la Ley de Planeación, del
Plan Nacional de Desarrollo y de los Planes Sectoriales.

También podrán ser evaluados aquellos programas que, de
acuerdo al interés específico y expreso de las Comisiones
Ordinarias de la Cámara de Diputados, así lo establezcan y
cuya evaluación se considere en el Presupuesto para el si-
guiente ejercicio fiscal.

Tanto la versión preliminar del Informe de Evaluación, co-
mo la versión definitiva del mismo, a los que se refiere el
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presente artículo, deberán ser presentados de manera eje-
cutiva y serán recibidas por la Cámara de Diputados por
conducto de la Comisión de Presupuesto.

La información contenida en los informes deberá estar des-
glosada por mes, enfatizando el cumplimiento de los crite-
rios establecidos en el párrafo segundo del artículo 1º de la
Ley de Presupuesto.

Artículo 54. La cuarta etapa del Sistema de Evaluación del
Desempeño establecida en la fracción IV del artículo 46
deberá realizarse de la siguiente manera:

I. La Comisión de Presupuesto entregará copia tanto de
la versión preliminar, como de la versión definitiva del
Informe de Evaluación, presentada por los sujetos a los
que se refiere el artículo 4º del presente ordenamiento, a
cada una de las Comisiones Ordinarias vinculadas a los
programas evaluados y reportados en dichos Informes.

Además, la Comisión de Presupuesto deberá entregar
una copia del mismo a la Auditoría Superior, por Con-
ducto de la Comisión de Vigilancia de la Auditoría Su-
perior de la Federación, para que realice la auditoría del
desempeño correspondiente, en los términos de la Ley
de Fiscalización y del presente ordenamiento;

II. Las Comisiones Ordinarias, en el ámbito de su com-
petencia, deberán generar un reporte del análisis de la
información contenida en el Informe de Evaluación,
considerando el grado de cumplimiento de las metas,
objetivos estratégicos y el impacto de los programas gu-
bernamentales contenidos en el Informe, el cual deberá
ser entregado a la Comisión de Presupuesto para su in-
tegración de la Cuenta Pública correspondiente, en los
términos de la Ley de Presupuesto;

III. En el caso de que lo consideren necesario, las Co-
misiones Ordinarias podrán llamar a comparecer a los
titulares de las dependencias, entidades y entes autóno-
mos responsables de operar los programas gubernamen-
tales evaluados y reportados en el Informe de Evalua-
ción;

IV. En el caso de que lo consideren necesario, las Co-
misiones Ordinarias podrán convocar a audiencias pú-
blicas en las que la propia población beneficiada de los
programas, instituciones académicas y de investigación,
organizaciones de la sociedad civil, aquellas agencias y
organizaciones contempladas en el Título Quinto de es-

ta Ley y público en general, podrán presentar sus opi-
niones y propuestas con respecto de la evaluación de los
programas gubernamentales; y,

V. La información contenida en los Informes deberá ser-
vir de fundamento técnico para la discusión, conforma-
ción y aprobación del Presupuesto de Egresos, en los
términos de la Ley de Presupuesto.

Artículo 55. Los resultados de las evaluaciones deberán
formar parte de la Cuenta Pública, explicando en forma de-
tallada las causas de las variaciones y su correspondiente
efecto económico.

TÍTULO QUINTO

CAPÍTULO PRIMERO
De los organismos de evaluación

Artículo 56. Se crea el Consejo Nacional de Evaluación de
la Gestión Gubernamental.

Artículo 57. El Consejo tiene por objeto:

I. Normar y coordinar la evaluación de las políticas, pro-
gramas y acciones, que ejecuten los sujetos a que se re-
fieren las fracciones I y V del artículo 4º de la presente
Ley, sin perjuicio de las atribuciones que en materia de
control y evaluación tienen Hacienda y Función Públi-
ca;

II. Su ámbito de facultades se circunscribirá a la totali-
dad de los programas financiados con recursos públicos
federales a excepción de aquellos relacionados con la
materia educativa, la cual será responsabilidad exclusi-
va del Instituto Nacional de la Evaluación Educativa; y,

III. Establecer los lineamientos y criterios para la defi-
nición, identificación y medición de la pobreza, garanti-
zando la transparencia, objetividad y rigor técnico en di-
cha actividad.

Artículo 58. El Consejo en el ámbito de su competencia,
será el organismo responsable de establecer los procedi-
mientos generales para la evaluación de los programas y de
coordinar y supervisar tanto el procedimiento para la con-
tratación de evaluaciones externas por parte de las depen-
dencias y entidades, como de la ejecución de las evalua-
ciones mismas.
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Además, el Consejo deberá:

I. Promover una estrecha colaboración y comunicación
con los responsables de la operación de los programas
en los ámbitos Federal, estatal y municipal;

II. Establecer los requerimientos mínimos para la parti-
cipación, de organismos independientes, en la evalua-
ción de los programas;

III. Promover que, para el mejor uso de los recursos y la
mayor calidad de las evaluaciones de los programas, és-
tas se puedan realizar de manera anual o multianual de
conformidad con la naturaleza del programa y como lo
establece la presente Ley y la Ley de Adquisiciones,
Arrendamientos y Servicios del Sector Público;

IV. Buscar la mejora continua en el desarrollo de linea-
mientos, metodologías, normas, modelos e instrumentos
de evaluación, atendiendo criterios de conformidad, va-
lidez, relevancia, transparencia y representatividad;

V. Procurar que los resultados de las evaluaciones sean
públicas, accesibles y comparables en el tiempo; y,

VI. Cumplir con las obligaciones y atribuciones que es-
tablezcan las disposiciones reglamentarias a la presente
Ley.

Artículo 59. El Consejo estará integrado de la siguiente
forma:

I. El titular de la Función Pública, o la persona que éste
designe;

II. Seis investigadores académicos, que sean o hayan si-
do miembros del Sistema Nacional de Investigadores,
con amplia experiencia en la materia y que colaboren en
instituciones de educación superior y de investigación
inscritas en el Padrón de Excelencia del Consejo Nacio-
nal de Ciencia y Tecnología; y,

III. Un Secretario Ejecutivo designado por el Titular del
Ejecutivo, con la opinión de la Cámara de Diputados.

El Secretario Ejecutivo podrá ser removido, si en el des-
empeño de su encargo incurriera en falta de honradez, no-
toria ineficiencia, incapacidad física o mental, o cometa al-
guna falta en términos del artículo 108 constitucional, así

como de las contempladas en la Ley de Responsabilidades
y demás normatividad aplicable.

Artículo 60. Los investigadores académicos a que se refie-
re el artículo anterior durarán cuatro años en el cargo y po-
drán ser reelectos la mitad de ellos. Serán designados por
el Consejo a través de una convocatoria pública cuya res-
ponsabilidad será del Secretario Ejecutivo.

Artículo 61. El Consejo tendrá su sede en la Ciudad de
México y su patrimonio se integrará con los recursos que
le sean asignados en el Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración, a través de la Secretaría, y con los bienes muebles
e inmuebles que adquiera por cualquier título.

Artículo 62. La administración del Consejo estará a cargo
de un Comité Directivo, que presidirá el titular de la Se-
cretaría, o la persona que éste designe, además estará inte-
grado por las personas a que se refiere la fracción II, del ar-
tículo 55 de esta Ley. Las sesiones del Consejo serán
públicas.

Sus decisiones se tomarán por mayoría.

Artículo 63. En el caso del Instituto se aplicarán las carac-
terísticas, funciones y atribuciones descritas en los artícu-
los 53 al 58 de esta Ley, en materia de educación.

CAPÍTULO SEGUNDO
De los requisitos mínimos para la 

contratación de los evaluadores externos y el 
Comité de Certificación de Evaluadores

Artículo 64. Los evaluadores externos podrán ser personas
físicas o morales, nacionales o extranjeros que acrediten su
constitución legal en los términos de la legislación aplica-
ble.

Artículo 65. Los evaluadores externos deberán cumplir los
siguientes requisitos para poder prestar sus servicios de
evaluación de programas a los que se refiere la presente
Ley:

I. Estar inscritos en el Padrón de Evaluadores Externos;

II. Contar con la certificación correspondiente emitida
por el Comité de Certificación de Evaluadores; y
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III. Las demás disposiciones que establezca la normati-
vidad reglamentaria respectiva.

Artículo 66. El Consejo y el Instituto establecerán un pa-
drón compuesto por evaluadores externos.

El Ejecutivo deberá establecer, en las disposiciones regla-
mentarias correspondientes, los elementos que deberá con-
tener el padrón, considerando además:

I. La acreditación de su constitución legal en los térmi-
nos de la legislación aplicable;

II. La acreditación, con evidencia documental, de su ex-
periencia de al menos cinco años, en la evaluación de
programas gubernamentales en México o en el extranje-
ro; y,

III. La currícula del personal que realizará la evaluación
de los programas gubernamentales.

Artículo 67. Hacienda, la Función Pública, el Consejo y el
Instituto constituirán un Comité de Certificación de Eva-
luadores.

El Comité de Certificación de Evaluadores contará con una
presidencia, cargo que podrá ser ocupado por el titular de
una de las unidades administrativas que la conforman. La
presidencia durará un año y será rotativa.

El Ejecutivo establecerá en las disposiciones reglamenta-
rias a la presente Ley, los mecanismos de operación y de
toma de decisiones del Comité de Certificación de Evalua-
dores, considerando que cada una de las unidades adminis-
trativas tendrá el mismo peso específico en los procesos de
toma de decisiones, además de que éstas deberán ser por
mayoría simple, teniendo la presidencia en turno, voto de
calidad en el caso de empate.

La certificación de evaluadores externos deberá ser apro-
bada por el Comité de Certificación de Evaluadores.

Las unidades administrativas de los sujetos a los que se re-
fiere las fracciones II, III y IV del artículo 4º de la presen-
te Ley, designadas para coordinar y supervisar los procesos
de evaluación deberán establecer sus propios lineamientos
para la contratación de los evaluadores externos.

Artículo 68. El Ejecutivo deberá establecer en las disposi-
ciones reglamentarias de la presente Ley, los términos de

referencia para la contratación de las evaluaciones externas
de los programas.

Artículo 69. Los procedimientos de contratación para las
evaluaciones a que se refieren la presente Ley, se sujetarán
a las disposiciones de la Ley de Adquisiciones, Arrenda-
miento y Servicios del Sector Público, su Reglamento y de-
más disposiciones aplicables.

El mecanismo de pago de las evaluaciones de los progra-
mas, deberá realizarse conforme a las disposiciones jurídi-
cas aplicables y al esquema presupuestario que determine
Hacienda.

TÍTULO SEXTO
De los resultados de las evaluaciones

CAPÍTULO PRIMERO
De la difusión de las evaluaciones y sus resultados

Artículo 70. Los sujetos obligados del presente ordena-
miento deberán dar a conocer de forma permanente a tra-
vés de sus respectivas páginas de Internet, en un lugar vi-
sible y de fácil acceso, sin codificación alguna y en los
términos de la Ley de Transparencia, los documentos, las
bases de datos y resultados de todas las evaluaciones inter-
nas y/o externas de sus programas federales dentro de los
10 días hábiles siguientes de haber sido entregados a las
instancias a que se refiere esta Ley.

Artículo 71. La información a que hace referencia el artí-
culo anterior deberá contemplar al menos, la siguiente in-
formación:

I. Los objetivos estratégicos;

II. El texto completo, el resumen ejecutivo y los anexos
correspondientes de las evaluaciones realizadas a sus
programas federales, resaltando la evaluación más re-
ciente;

III. Los principales resultados de dichas evaluaciones;

IV. Los recursos totales ejercidos durante el ejercicio
presupuestal correspondiente, en materia de evaluación;
y,

V. En su caso, las reglas de operación vigentes de los
programas federales.
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La información a la que se refiere el presente artículo de-
berá difundirse a través del portal de Internet del Sistema
del Monitoreo e Información, en los términos que para el
efecto determinen Hacienda, la Función Pública, el Conse-
jo y el Instituto y la unidad administrativa correspondiente,
en el caso de los sujetos a los que se refieren las fracciones
II, III y IV del artículo 4º de la presente Ley.

Artículo 72. Para cada evaluación externa, las disposicio-
nes reglamentarias al presente ordenamiento deberán esta-
blecer la información que deberán dar a conocer los suje-
tos a los que se refiere el artículo 4º de este ordenamiento
en sus páginas de Internet, considerando además, la si-
guiente:

I. Los datos generales del evaluador externo, destacan-
do al coordinador de la evaluación y a su principal equi-
po colaborador;

II. Los datos generales de la unidad administrativa res-
ponsable de dar seguimiento a la evaluación al interior
de la dependencia o entidad;

III. La forma de contratación del evaluador externo, de
acuerdo con las disposiciones aplicables;

IV. El tipo de evaluación contratada, así como sus prin-
cipales objetivos;

V. Las base de datos generadas con la información de
gabinete y/o de campo para el análisis de la evaluación;

VI. Los instrumentos de recolección de información:
cuestionarios, entrevistas y formatos; entre otros;

VII. Una nota metodológica con la descripción de las
técnicas y modelos utilizados, acompañada del diseño
muestral, especificando los supuestos empleados y las
principales características del tamaño y dispersión de la
muestra utilizada;

VIII. Un resumen ejecutivo en el que se describan los
principales hallazgos y recomendaciones del evaluador
externo; y,

IX. El costo total de la evaluación externa, especifican-
do la fuente de financiamiento.

Artículo 73. En materia de transparencia, los Sistemas de
Monitoreo e Información a que hace referencia esta Ley,

serán accesibles por la población en general, de conformi-
dad con la Ley de Transparencia en el caso del Poder Eje-
cutivo, así como las disposiciones reglamentarias aplica-
bles a los demás Poderes de la Unión y los entes
autónomos en materia de acceso a la información.

CAPÍTULO SEGUNDO
De la auditoría y fiscalización de las evaluaciones

Artículo 74. Será objeto de fiscalización por parte de la
Secretaría de la Función y la Auditoría Superior, en el ám-
bito de sus competencias, el proceso de construcción de los
objetivos, el establecimiento de metas, el diseño y valida-
ción de indicadores de gestión, el proceso de contratación
y ejecución de las evaluaciones externas, así como de todas
las evaluaciones que se realicen, de conformidad con la
Ley de Responsabilidades, la Ley de Fiscalización Supe-
rior de la Federación, La Ley Orgánica, la Ley de Adquisi-
ciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público y
demás disposiciones aplicables en la materia.

Artículo 75. Para garantizar que la información que ali-
menta al Sistema de Monitoreo e Información sea confia-
ble, la Función Pública y la Auditoría Superior deberán re-
alizar, en el ámbito de su competencia, auditorías de
desempeño que verifiquen la calidad de las bases de datos.

Artículo 76. Tanto la Función Pública, como la Auditoría
Superior, llevarán a cabo auditorías de desempeño de los
programas como mecanismo de control y evaluación com-
plementarios en los términos de la normatividad aplicable.

Las Comisiones Ordinarias, podrán exhortar a la Auditoría
Superior, por conducto de la Comisión de Vigilancia de la
Auditoría Superior, la realización de auditorías al desem-
peño en los casos que lo consideren necesario.

En el caso de los sujetos a los que se refieren las fracciones
II, III y IV del artículo 4º de esta Ley, las auditorías de des-
empeño de sus correspondientes Sistemas de Monitoreo e
Información y de las evaluaciones internas y/o externas de
los programas, a través de sus unidades de contraloría in-
terna.

CAPÍTULO TERCERO
Del seguimiento a los resultados y 

recomendaciones de las evaluaciones y auditorías

Artículo 77. Los sujetos a los que se refiere el artículo 4º
de la presente Ley deberán dar seguimiento a los aspectos
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susceptibles de mejora de los programas federales deriva-
dos de las evaluaciones realizadas del proceso de diseño de
los objetivos estratégicos, las metas, los indicadores y los
propios programas, de conformidad con lo establecido en
el presente ordenamiento, así como en la normatividad re-
glamentaria correspondiente.

Artículo 78. Las dependencias y entidades deberán pre-
sentar ante el Consejo y el Instituto, según corresponda, el
plan de trabajo para atender las recomendaciones, a más
tardar 15 días hábiles posteriores a la entrega de las reco-
mendaciones.

Una vez que el Consejo o el Instituto, según corresponda,
reciban el plan de trabajo referido en el párrafo anterior, la
dependencia o entidad contará con un máximo de 45 días
hábiles para atender las recomendaciones.

TRANSITORIOS DE LA
LEY DE EVALUACIÓN 

DE LA GESTIÓN GUBERNAMENTAL

PRIMERO. La presente Ley entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

SEGUNDO. Para efectos de la presente Ley se derogan to-
das las disposiciones que se opongan a lo dispuesto en la
Ley de Evaluación.

TERCERO. El Titular del Poder Ejecutivo Federal expe-
dirá el reglamento de esta Ley en un plazo no mayor de 90
días naturales a partir de su entrada en vigor.

CUARTO. Los sujetos a los que se refiere el artículo 4º del
presente ordenamiento deberán construir un Sistema de
Monitoreo e Información que permita concentrar la infor-
mación de los programas que opera o coordina su sector en
un lapso no mayor a tres años calendario a partir del ejer-
cicio fiscal 2007.

QUINTO. La primera etapa a que hace referencia el párra-
fo segundo del artículo 49 de esta Ley, abarcará el ejerci-
cio 2008.

Del 2009 hasta el 2012, todos los programas estratégicos
así considerados por el Plan Nacional de Desarrollo y que
hayan sido presupuestados y ejecutados, deberán ser eva-
luados y reportados en el Informe de Evaluación que en-
tregará a la Cámara de Diputados el Ejecutivo.

A partir del 20012, se evaluarán todos los programas pre-
supuestados y ejecutados por los sujetos a los que se refie-
re el artículo 4º de la Ley de Evaluación.

SEXTO. Las dependencias, entidades y entes autónomos,
tendrán 45 días naturales a partir de la publicación de la
presente Ley para designar a la Unidad Administrativa pa-
ra que lleve a cabo las funciones descritas en el artículo 31
de esta Ley.

SÉPTIMO. Para los sujetos a los que se refiere el párrafo
segundo del artículo 32 de esta Ley, contarán con 90 días
naturales a partir de la publicación del presente ordena-
miento, para establecer los lineamientos para alimentar su
respectivo Sistema de Monitoreo e Información.

OCTAVO. Los sujetos señalados en la fracción I del artí-
culo 4º de esta Ley contarán con 45 días naturales para es-
tablecer los criterios generales para el diseño de los térmi-
nos de referencia para la contratación de evaluaciones
externas a las que hace referencia el artículo 64 de la pro-
pia Ley de Evaluación.

Para las unidades administrativas de los sujetos a los que se
refiere las fracciones II, III y IV del artículo 4º de la pre-
sente Ley, designadas para coordinar y supervisar los pro-
cesos de evaluación conforme a lo establecido en el artícu-
lo 63 de este ordenamiento, contarán con 45 días naturales
para establecer sus propios lineamientos para la contrata-
ción de los evaluadores externos.

NOVENO. El Consejo Nacional de Evaluación de la Polí-
tica de Desarrollo Social pasará a ser el Consejo Nacional
de Evaluación de la Gestión Gubernamental, conservando
su condición de organismo público descentralizado de la
Administración Pública Federal, con personalidad jurídica
y patrimonio propio, con autonomía técnica y de gestión
para el cumplimiento de sus atribuciones, objetivos y fines,
de conformidad con la Ley Federal de las Entidades Pa-
raestatales, agrupado en el sector coordinado por la Fun-
ción Pública.

DÉCIMO. Todos los recursos financieros, económicos,
materiales y humanos con los que cuente el Consejo Na-
cional de Evaluación de la Política Nacional de Desarrollo
Social, pasarán a formar parte del Consejo.

DÉCIMOPRIMERO. El Instituto Nacional de Evalua-
ción de la Educación conservará su carácter de organismo
público descentralizado de la Administración Pública Fe-
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deral, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con
autonomía técnica y de gestión para el cumplimiento de sus
atribuciones, objetivos y fines, de conformidad con la Ley
Federal de las Entidades Paraestatales y se agrupará en el
sector coordinado por la Función Pública.

DÉCIMOSEGUNDO. Para efectos de la presente Ley,
tanto el Consejo, como el Instituto, contarán con 90 días
naturales, a partir de su publicación, para llevar a cabo las
adecuaciones administrativas, presupuestarias, jurídicas,
estructurales y operativas conforme a las disposiciones es-
tablecidas en este ordenamiento.

DÉCIMOTERCERO. Se contará con 45 días naturales a
partir de la publicación del presente ordenamiento, para la
conformación del Comité de Certificación de Evaluadores
referido en el artículo 63 de la Ley de Evaluación. Una vez
conformado el Comité, este deberá establecer en un perio-
do no mayor a 90 días naturales, los lineamientos para la
certificación de evaluadores externos.

Los lineamientos a que hace referencia el párrafo anterior,
deberán incluir el procedimiento, criterios generales, requi-
sitos y todos aquellos elementos que considere necesarios
el Comité de Certificación de Evaluadores para el estable-
cimiento de la constancia de certificación.

DÉCIMOCUARTO. Para los efectos de la presente Ley,
se deberán realizar los ajustes presupuestarios necesarios
para su cumplimiento en los términos de la Ley de Presu-
puesto.

En los sucesivos ejercicios presupuestales, se deberá in-
cluir en el Presupuesto de Egresos de la Federación las par-
tidas presupuestales necesarias para el cumplimiento de lo
establecido por el presente Decreto.

Artículo Segundo. Se reforma el párrafo tercero del artí-
culo 9º, la fracción VIII del artículo 16, la fracción VI del
artículo 17, el artículo 18, el artículo 24 y el artículo 27; se
adiciona un Capítulo Quinto, Sexto y Séptimo y se reco-
rren los siguientes Capítulos con sus respectivos artículos,
todos de la Ley de Planeación para quedar como sigue:

Artículo 9o.- ...

...

El Ejecutivo Federal establecerá, en los términos de la
Ley de Evaluación de la Gestión Gubernamental, un

Sistema de Evaluación del Desempeño para medir los
avances de las dependencias de la Administración Pública
Federal centralizada en el logro de los objetivos y metas
del Plan y de los programas sectoriales que se hayan com-
prometido a alcanzar anualmente y para compensar y esti-
mular el buen desempeño de las unidades administrativas y
de los servidores públicos.

Artículo 16. ...

I. a VII. ...

VIII. Verificar periódicamente la relación que guarden
los programas y presupuestos de las entidades paraesta-
tales del sector que coordinen, así como los resultados
de su ejecución, con los objetivos y prioridades de los
programas sectoriales, a fin de adoptar las medidas ne-
cesarias para corregir las desviaciones detectadas y re-
formar, en su caso, los programas respectivos, en los
términos de la Ley de Evaluación de la Gestión Gu-
bernamental.

Artículo 17. ...

I. a V. ...

VI. Verificar periódicamente la relación que guarden sus
actividades, así como los resultados de su ejecución con
los objetivos y prioridades del programa institucional,
en los términos de la Ley de Evaluación de la Gestión
Gubernamental.

Artículo 18. La Secretaría de la Contraloría de la Federa-
ción, el Consejo Nacional de Evaluación de la Gestión
Gubernamental y el Instituto Nacional de Evaluación
de la Educación, en el ámbito de su competencia y de
conformidad con lo establecido en la Ley de Evaluación
de la Gestión Gubernamental deberán aportar elementos
de juicio para el control y seguimiento de los objetivos y
prioridades del Plan y los programas.

Artículo 24. Los programas institucionales que deban ela-
borar las entidades paraestatales, se sujetarán a las previ-
siones contenidas en el Plan y en el programa sectorial co-
rrespondiente. Las entidades, al elaborar sus programas
institucionales, se ajustarán, en lo conducente, a la ley que
regule su organización, funcionamiento y evaluación.

Artículo 27. Para la ejecución del plan y los programas
sectoriales, institucionales, regionales y especiales, las de-
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pendencias y entidades elaborarán programas anuales, que
incluirán los aspectos administrativos y de política econó-
mica, social y ambiental correspondientes, así como los
mecanismos de evaluación en los términos de la Ley de
Evaluación de la Gestión Gubernamental. Estos progra-
mas anuales, que deberán ser congruentes entre sí, regirán,
durante el año de que se trate, las actividades de la admi-
nistración pública federal en su conjunto y servirán de ba-
se para la integración de los anteproyectos de presupuesto
anuales que las propias dependencias y entidades deberán
elaborar conforme a la legislación aplicable.

CAPÍTULO QUINTO
De la Planeación Estratégica de los Programas

Artículo 33. Los programas que diseñen los sujetos
obligados de la presente Ley, deberán incluir:

I. Los objetivos; 

II. Las metas que buscan alcanzar; 

III. Los productos; y

IV. Los mecanismos de evaluación, conforme a la
Ley aplicable.

Las dependencias y entidades deberán dar a conocer la
manera en que los programas a que se refiere el presen-
te artículo, operados y coordinados por su sector, contri-
buyen al logro de los objetivos de acuerdo a las políticas
definidas en el Plan Nacional de Desarrollo, Programas
Sectoriales y demás disposiciones aplicables.

Los entes autónomos deberán dar a conocer la manera
en que los programas que operan y coordinan, guardan
concordancia con el objeto para lo que fueron creados,
en los términos de la Ley de Evaluación de la Gestión
Gubernamental.

CAPÍTULO SEXTO
De los objetivos estratégicos 

y los objetivos de los programas

Artículo 34. Los objetivos estratégicos se referirán a los
fines últimos de las dependencias y entidades, derivados
del Plan Nacional de Desarrollo, los cuales se deberán
ver reflejados en los objetivos, estrategias y prioridades
de los programas.

Artículo 35. Con respecto a los objetivos de los progra-
mas, estos deberán estar alineados y vinculados tanto a
los objetivos estratégicos de las dependencias o entida-
des que formen parte del Poder Ejecutivo, responsables
de dichos programas, como con el Plan Nacional de
Desarrollo y los programas que se deriven del mismo.

Los objetivos de los programas de los demás Poderes de
la Unión y los entes autónomos, deberán ser elaborados
conforme a los objetivos para lo que fueron constitucio-
nalmente creados.

Artículo 36. Los objetivos de los programas deberán ser
definidos de tal manera que su grado de cumplimiento
pueda ser evaluado a través de mecanismos tanto cuali-
tativos, como cuantitativos, además de ser diseñados con-
forme a los criterios generales establecidos en el presen-
te ordenamiento y contemplar criterios de claridad,
especificidad, medición y verificación.

Artículo 37. La información relativa a los objetivos de
los programas, deberá contemplar al menos, los si-
guientes elementos:

I. La vinculación con los objetivos, estrategias y prio-
ridades del Plan Nacional de Desarrollo y los pro-
gramas que deriven del mismo;

II. La justificación de cada objetivo, con base en un
análisis cuantitativo y cualitativo de las necesidades,
un diagnóstico de la situación actual y los problemas
a resolver;

III. Los indicadores de resultados por cada objetivo,
en los términos de la Ley de Evaluación de la Gestión
Gubernamental, que permitan medir el avance de la
dependencia o entidad respecto del nivel de cumpli-
miento de dichos objetivos;

IV La especificación de los bienes y/o servicios que se
generan con el fin de responder a cada objetivo;

V. La identificación del programa federal a través
del cual se entregan los bienes y/o servicios a sus be-
neficiarios/usuarios, conforme al objetivo al que éste
contribuye; y,

VI. Tratándose de programas federales de desarrollo
social, en los términos de los artículos 6, 18 y 19 de la
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Ley de Desarrollo, la especificación de la población
objetivo de cada programa.

Artículo 38. La Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico y la Secretaría de la Función Pública calificarán,
en el ámbito de sus respectivas competencias, la consis-
tencia y concordancia de los objetivos de los programas
que operen las dependencias y entidades alineados a los
objetivos del Plan Nacional de Desarrollo.

CAPÍTULO SÉPTIMO
De las metas

Artículo 39. Las metas son los resultados comprometi-
dos por obtener en un determinado plazo. Tendrán que
ser establecidas con criterios de corto, mediano y largo
plazo en concordancia con el Plan Nacional de Des-
arrollo correspondiente y los objetivos estratégicos de
las dependencias y entidades responsables de los pro-
gramas.

Para los efectos de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria y la conformación del Presu-
puesto de Egresos de la Federación, se deberán presen-
tar, además de lo dispuesto en el párrafo anterior, metas
anuales.

Artículo 40. Las metas establecidas en los programas
deberán ser: 

I. Claras;

II. Específicas; 

III. Medibles; y,

IV. Verificables.

Artículo 41. Las metas de los programas tendrán que
guardar relación y congruencia con los correspondien-
tes objetivos de los programas de las dependencias y en-
tidades derivados del Plan Nacional de Desarrollo res-
pectivo.

CAPITULO OCTAVO
Coordinación

Artículo 42. El Ejecutivo Federal podrá convenir con
los gobiernos de las entidades federativas, satisfaciendo
las formalidades que en cada caso procedan, la coordi-

nación que se requiera a efecto de que dichos gobiernos
participen en la planeación nacional del desarrollo; co-
adyuven, en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones,
a la consecución de los objetivos de la planeación na-
cional, y para que las acciones a realizarse por la Fede-
ración y los Estados se planeen de manera conjunta. En
todos los casos se deberá considerar la participación
que corresponda a los municipios.

Artículo 43. Para los efectos del artículo anterior, el
Ejecutivo Federal podrá convenir con los gobiernos de
las entidades federativas.

I. Su participación en la planeación nacional a través
de la presentación de las propuestas que estimen per-
tinentes;

II. Los procedimientos de coordinación entre las au-
toridades federales, estatales y municipales para
propiciar la planeación del desarrollo integral de ca-
da entidad federativa y de los municipios, y su con-
gruencia con la planeación nacional, así como para
promover la participación de los diversos sectores de
la sociedad en las actividades de planeación;

III. Los lineamientos metodológicos para la realiza-
ción de las actividades de planeación, en el ámbito de
su jurisdicción;

IV. La elaboración de los programas regionales a que
se refiere la fracción III del Artículo 14 de este orde-
namiento; y

V. La ejecución de las acciones que deban realizarse
en cada entidad federativa, y que competen a ambos
órdenes de gobierno, considerando la participación
que corresponda a los municipios interesados y a los
sectores de la sociedad.

Para este efecto la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público propondrá los procedimientos conforme a los
cuales se convendrá la ejecución de estas acciones, to-
mando en consideración los criterios que señalen las de-
pendencias coordinadoras de sector, conforme a sus
atribuciones.

Artículo 44. En la celebración de los convenios a que se
refiere este capítulo, el Ejecutivo Federal definirá la
participación de los órganos de la Administración Pú-
blica centralizada que actúen en las entidades federati-
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vas, en las actividades de planeación que realicen los
respectivos gobiernos de las entidades.

Artículo 45. El Ejecutivo Federal ordenará la publica-
ción, en el Diario Oficial de la Federación, de los conve-
nios que se suscriban con los gobiernos de las entidades
federativas.

CAPITULO NOVENO
Concertación e Inducción

Artículo 46. El Ejecutivo Federal, por sí o a través de
sus dependencias, y las entidades paraestatales, podrán
concertar la realización de las acciones previstas en el
Plan y los programas, con las representaciones de los
grupos sociales o con los particulares interesados.

El Ejecutivo Federal podrá signar convenios de concer-
tación de acciones con las comunidades indígenas, en
todos aquellos asuntos que se consideren pertinentes y
de conformidad con lo establecido en las leyes que rijan
en la materia de que se trate.

Artículo 47. La concertación a que se refiere el artículo
anterior será objeto de contratos o convenios de cum-
plimiento obligatorio para las partes que lo celebren, en
los cuales se establecerán las consecuencias y sanciones
que se deriven de su incumplimiento, a fin de asegurar
el interés general y garantizar su ejecución en tiempo y
forma.

Artículo 48. Los contratos y convenios que se celebren
conforme a este capítulo se consideran de Derecho Pú-
blico.

Las controversias que se susciten con motivo de la in-
terpretación y cumplimiento de estos contratos y con-
venios, serán resueltos por los tribunales federales.

Artículo 49. Los proyectos de Presupuesto de Egresos
de la Federación y del Departamento del Distrito Fede-
ral; los programas y presupuestos de las entidades pa-
raestatales no integrados en los proyectos menciona-
dos; las iniciativas de las leyes de ingresos, los actos que
las dependencias de la administración pública federal
realicen para inducir acciones de los sectores de la so-
ciedad, y la aplicación de los instrumentos de política
económica, social y ambiental, deberán ser congruentes
con los objetivos y prioridades del plan y los programas
a que se refiere esta Ley.

El propio Ejecutivo federal y las entidades paraestata-
les observarán dichos objetivos y prioridades en la con-
certación de acciones previstas en el Plan y los progra-
mas, con las representaciones de los grupos sociales o
con los particulares interesados.

Artículo 50. Las políticas que normen el ejercicio de las
atribuciones que las leyes confieran al Ejecutivo Federal
para fomentar, promover, regular, restringir, orientar,
prohibir, y, en general, inducir acciones de los particula-
res en materia económica, social y ambiental, se ajusta-
rán a los objetivos y prioridades del plan y los progra-
mas.

CAPITULO DÉCIMO
Responsabilidades

Artículo 51. A los funcionarios de la Administración Pú-
blica Federal, que en el ejercicio de sus funciones con-
travengan las disposiciones de esta Ley, las que de ella
se deriven a los objetivos y prioridades del Plan y los
programas, se les impondrán las medidas disciplinarias
de apercibimiento o amonestación, y si la gravedad de
la infracción lo amerita, el titular de la dependencia o
entidad podrá suspender o remover de su cargo al fun-
cionario responsable.

Los propios titulares de las dependencias y entidades
promoverán ante las autoridades que resulten compe-
tentes, la aplicación de las medidas disciplinarias a que
se refiere esta disposición.

Artículo 52. Las responsabilidades a que se refiere la
presente Ley son independientes de las de orden civil,
penal u oficial que se puedan derivar de los mismos he-
chos.

Artículo 53. El Ejecutivo Federal, en los convenios de
coordinación que suscriba con los gobiernos de las enti-
dades federativas, propondrá la inclusión de una cláu-
sula en la que se prevean medidas que sancionen el in-
cumplimiento del propio convenio y de los acuerdos que
del mismo se deriven.

De las controversias que surjan con motivo de los men-
cionados convenios, conocerá la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, en los términos del Artículo 105 de la
Constitución General de la República.
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Artículo Tercero. Se reforma la fracción LI del artículo 2º,
el párrafo primero del artículo 16, la fracción primera del
artículo 16, la fracción I del artículo 24, la fracción III del
artículo 25, el párrafo segundo del artículo 27, la fracción
II del artículo 28 y el párrafo segundo del artículo 30; se
adiciona un inciso c) de la fracción III del artículo 41 y se
recorre el último inciso; se adiciona una fracción III, se
modifica el inciso f) y se adiciona un inciso g), ambos de
la fracción IX, todos del artículo 42 y se recorren las si-
guientes fracciones; se reforma el párrafo primero del artí-
culo 45, la fracción V del artículo 75, el párrafo primero del
artículo 77, el párrafo primero del artículo 78, el párrafo
primero del artículo 87; de la fracción I del artículo 107 se
reforma el párrafo segundo y se adiciona un párrafo terce-
ro, además de adicionarse un penúltimo párrafo al artículo;
y, se reforman los párrafos primero y segundo de los artí-
culos 110 y 111, respectivamente de la Ley Federal de Pre-
supuesto y Responsabilidad Hacendaria, para quedar como
sigue:

Artículo 2. ...

I. a L. ...

LI. Sistema de Evaluación del Desempeño: el conjunto
de elementos metodológicos que permiten realizar una
valoración objetiva del desempeño de los programas,
bajo los principios de verificación del grado de cumpli-
miento de metas y objetivos, con base en indicadores de
gestión que permitan conocer el impacto de los progra-
mas y de los proyectos, de conformidad con la Ley de
Evaluación de la Gestión Gubernamental;

LI. a LVII. ...

...

Artículo 16. La Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egre-
sos se elaborarán con base en objetivos y parámetros cuan-
tificables de política económica, acompañados de sus co-
rrespondientes indicadores del desempeño, los cuales,
junto con los criterios generales de política económica y
los objetivos, estrategias y metas anuales, en el caso de la
Administración Pública Federal, deberán ser congruentes
con el Plan Nacional de Desarrollo, los programas que de-
rivan del mismo y de acuerdo a lo establecido por la Ley
de Evaluación de la Gestión Gubernamental e incluirán
cuando menos lo siguiente:

I. a IV. ...

...

...

Artículo 24. ...

I. Las actividades que deberán realizar las dependencias
y entidades para dar cumplimiento a los objetivos, polí-
ticas, estrategias, prioridades y metas con base en indi-
cadores de desempeño, contenidos en los programas que
se derivan del Plan Nacional de Desarrollo y, en su ca-
so, de las directrices que el Ejecutivo Federal expida en
tanto se elabore dicho Plan, en los términos de la Ley de
Planeación y gestionados bajo los criterios estableci-
dos en la Ley de Evaluación de la Gestión Guberna-
mental;

II. a III. ...

Artículo 25. ...

I. a II. ...

III. La evaluación de los avances logrados en el cumpli-
miento de los objetivos y metas del Plan Nacional de
Desarrollo y los programas sectoriales con base en el
Sistema de Evaluación del Desempeño, como lo esta-
blece la Ley de Evaluación de la Gestión Guberna-
mental, las metas y avances físicos y financieros del
ejercicio fiscal anterior y los pretendidos para el ejerci-
cio siguiente;

IV. a VI. ...

...

...

Artículo 27. ...

I. a II. ...

La estructura programática facilitará la vinculación de
la programación de los ejecutores con el Plan Nacional
de Desarrollo y los programas, y deberá incluir indica-
dores de desempeño con sus correspondientes metas
anuales. Deberán diferenciarse los indicadores y metas
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de la dependencia o entidad de los indicadores y metas
de sus unidades responsables, de conformidad con lo
establecido en la Ley de Evaluación de la Gestión
Gubernamental.

...

...

Artículo 28. ...

I. ...

II. La funcional y programática, la cual agrupa a las pre-
visiones de gasto con base en las actividades que por
disposición legal le corresponden a los ejecutores de
gasto y de acuerdo con los resultados que se proponen
alcanzar, en términos de funciones, programas, proyec-
tos, actividades, indicadores, objetivos y metas. Permi-
tirá conocer y evaluar la productividad y los resultados
del gasto público en cada una de las etapas del proceso
presupuestario, en los términos de la Ley de Evalua-
ción de la Gestión Gubernamental.

...

III. a IV. ...

Artículo 30. ...

En la programación y presupuestación de sus respectivos
proyectos, los ejecutores de gasto a que se refiere el párra-
fo anterior deberán sujetarse a lo dispuesto en esta Ley y la
Ley de Evaluación de la Gestión Gubernamental y ob-
servar que su propuesta sea compatible con los criterios ge-
nerales de política económica.

...

Artículo 41. ...

I. a II. ...

III. ...

a) ...

b) La distribución del presupuesto de las dependen-
cias y entidades por unidad responsable y al nivel de
desagregación de capítulo y concepto de gasto;

c) Los indicadores de gestión de los programas a
realizarse por las dependencias y entidades, en los
términos de la Ley de Evaluación de la Gestión
Gubernamental; y,

d) La demás información que contribuya a la
comprensión de los proyectos a que se refiere este
artículo así como la que solicite la Cámara de Di-
putados a través de la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública y, en su caso, el Centro de Estu-
dios de las Finanzas Públicas.

Artículo 42. ...

I. a II. ...

III. El Ejecutivo Federal, por conducto de la Función
Pública, remitirá a la Cámara de Diputados, a más
tardar el 30 de julio el avance del Informe de Eva-
luación de los programas al primer semestre del
ejercicio correspondiente y la versión definitiva, el
30 de enero del año siguiente al que abarca el perio-
do de evaluación, en los términos de las fracciones I
y II del artículo 48 de la Ley de Evaluación de la Ges-
tión Gubernamental.

IV. El Ejecutivo Federal remitirá al Congreso de la
Unión, a más tardar el 8 de septiembre de cada año:

a) Los criterios generales de política económica en
los términos del artículo 16 de esta Ley, así como
la estimación del precio de la mezcla de petróleo
mexicano para el ejercicio fiscal que se presu-
puesta determinada conforme a lo dispuesto en el
artículo 31 de esta Ley;

b) La iniciativa de Ley de Ingresos y, en su caso,
las iniciativas de reformas legales relativas a las
fuentes de ingresos para el siguiente ejercicio fis-
cal; y

c) El proyecto de Presupuesto de Egresos;

V. La Ley de Ingresos será aprobada por la Cámara
de Diputados a más tardar el 20 de octubre y, por la
Cámara de Senadores, a más tardar el 31 de octubre;

VI. El Presupuesto de Egresos deberá ser aprobado
por la Cámara de Diputados a más tardar el 15 de
noviembre;
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VII. La Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos
de la Federación deberán publicarse en el Diario
Oficial de la Federación a más tardar 20 días natu-
rales después de aprobados.

Asimismo, el Ejecutivo Federal, por conducto de la
Secretaría, deberá enviar a la Cámara de Diputados,
a más tardar 20 días naturales después de publicado
el Presupuesto de Egresos en el Diario Oficial de la
Federación, todos los tomos y anexos del Presupues-
to, con las modificaciones respectivas, que conforma-
rán el Presupuesto aprobado;

VIII. La Cámara de Diputados, en el marco de las
disposiciones de la presente Ley, podrá prever en el
Presupuesto de Egresos los lineamientos de carácter
general que sean necesarios a fin de asegurar que el
gasto sea ejercido de acuerdo con los criterios esta-
blecidos en el párrafo segundo del artículo 1 de esta
Ley;

IX. En el proceso de examen, discusión, modificación
y aprobación de la Ley de Ingresos y del Presupues-
to de Egresos, los legisladores observarán los si-
guientes principios:

a) Las propuestas serán congruentes con la esti-
mación del precio de la mezcla de petróleo mexi-
cano para el ejercicio fiscal que se presupuesta,
determinada conforme a lo dispuesto en el artícu-
lo 31 de esta Ley, así como observando los crite-
rios generales de política económica;

b) Las estimaciones de las fuentes de ingresos, dis-
tintas a la señalada en el inciso anterior, deberán
sustentarse en análisis técnicos;

c) Cuando propongan un nuevo proyecto, debe-
rán señalar el ajuste correspondiente de progra-
mas y proyectos vigentes si no se proponen nuevas
fuentes de ingresos;

d) Se podrán plantear requerimientos específicos
de información;

e) En su caso, se podrán proponer acciones para
avanzar en el logro de los objetivos planteados en
el Plan Nacional de Desarrollo y los programas
que deriven del mismo; y

f) En el caso del Presupuesto de Egresos, la Comi-
sión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cá-
mara de Diputados deberá establecer mecanismos
de participación de las Comisiones Ordinarias en
el examen y discusión del Presupuesto por secto-
res. Los legisladores de dichas Comisiones debe-
rán tomar en cuenta en sus consideraciones y pro-
puestas la disponibilidad de recursos.

g) Cuando propongan la reasignación de recursos
hacia un programa, deberá fundamentarlo en los
Informes de Evaluación del Sistema de Evalua-
ción del Desempeño, en los términos de la Ley
aplicable.

X. Podrán establecerse mecanismos de coordinación,
colaboración y entendimiento entre el Poder Ejecuti-
vo y el Poder Legislativo, con el objeto de hacer más
eficiente el proceso de integración, aprobación y eva-
luación del Presupuesto de Egresos.

En este proceso, el Centro de Estudios de las Finanzas
Públicas de la Cámara de Diputados apoyará técnica-
mente las funciones de la misma, en materia tanto de la
elaboración y aprobación de la Ley de Ingresos como
del Presupuesto de Egresos de la Federación.

Artículo 45. Los responsables de la administración en los
ejecutores de gasto serán responsables de la administración
por resultados; para ello deberán cumplir con oportunidad
y eficiencia las metas y objetivos previstos en sus respecti-
vos programas, conforme a lo dispuesto en esta Ley, la Ley
de Evaluación de la Gestión Gubernamental y las demás
disposiciones generales aplicables.

...

...

...

...

I. a III. ...

...

Artículo 75. ...

I. a IV. ...
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V. Incorporar mecanismos periódicos de seguimiento,
supervisión y evaluación, en los términos que lo esta-
blece la Ley de Evaluación de la Gestión Guberna-
mental, que permitan ajustar las modalidades de su ope-
ración o decidir sobre su cancelación;

VI. a X. ...

...

Artículo 77. Con el objeto de cumplir lo previsto en el se-
gundo párrafo del artículo 1 de esta Ley, se señalarán en el
Presupuesto de Egresos los programas a través de los cua-
les se otorguen subsidios y aquellos programas que debe-
rán sujetarse a reglas de operación. La Cámara de Diputa-
dos en el Presupuesto de Egresos, podrá señalar los
programas, a través de los cuales se otorguen subsidios,
que deberán sujetarse a reglas de operación y mecanismos
de evaluación, con el objeto de asegurar que la aplicación
de los recursos públicos se realice con eficiencia, eficacia,
economía, honradez y transparencia. Asimismo, se señala-
rán en el Presupuesto de Egresos los criterios generales a
los cuales se sujetarán las reglas de operación de los pro-
gramas.

...

I. a II. ...

...

...

...

Artículo 78. Las dependencias, o las entidades a través de
su respectiva dependencia coordinadora de sector, deberán
realizar una evaluación de resultados, como lo dispone la
Ley de Evaluación de la Gestión Gubernamental, de los
programas sujetos a reglas de operación, por conducto de
instituciones académicas y de investigación u organismos
especializados, de carácter nacional o internacional, que
cuenten con reconocimiento y experiencia en las respecti-
vas materias de los programas.

...

...

Artículo 87. En materia de gasto, la contabilidad guberna-
mental debe facilitar la determinación de los gastos y cos-
tos históricos; el seguimiento y fiscalización del Presu-
puesto de Egresos, y proporcionar elementos para la
evaluación de los presupuestos y los programas con base
en los objetivos, metas y unidades responsables, con un sis-
tema de indicadores, complementario a la información
contable, que facilite la medición del impacto del gasto pú-
blico en el bienestar de la población, en los términos que
lo establecen los títulos III y IV de la Ley de Evaluación
de la Gestión Gubernamental. La base acumulativa im-
plica el registro de las operaciones devengadas, por lo que
la contabilización de las transacciones se deberá realizar
conforme a la fecha en que éstas crean valor económico o
modifican el patrimonio o su composición, independiente-
mente de la de su pago.

Artículo 107. El Ejecutivo Federal, por conducto de la Se-
cretaría, entregará al Congreso de la Unión información
mensual y trimestral en los siguientes términos:

I. Informes trimestrales a los 30 días naturales después
de terminado el trimestrales de que se trate, conforme a
lo previsto en esta Ley.

Los informes trimestrales deberán presentarse con
desglose mensual e incluirán información sobre los
ingresos obtenidos y la ejecución del Presupuesto de
Egresos, así como sobre la situación económica y las
finanzas públicas del ejercicio, conforme a lo previs-
to en esta Ley y el Reglamento.

Con respecto a los principales indicadores sobre los
resultados y avances de los programas y proyectos en
el cumplimiento de los objetivos y metas y de su im-
pacto, con el objeto de facilitar su evaluación en los
términos a que se refieren los artículos 110 y 111 de
esta Ley, estos deberán ser reportados conforme a
los criterios establecidos en las fracciones I y II del
artículo 48 de la Ley de Evaluación de la Gestión
Gubernamental.

Los ejecutores de gasto serán responsables de remi-
tir oportunamente a la Secretaría, la información
que corresponda para la debida integración de los
informes trimestrales, cuya metodología permitirá
hacer comparaciones consistentes durante el ejerci-
cio fiscal y entre varios ejercicios fiscales.
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Los informes trimestrales deberán contener como
mínimo:

a) La situación económica, incluyendo el análisis
sobre la producción y el empleo, precios y salarios
y la evaluación del sector financiero y del sector
externo;

b) La situación de las finanzas públicas, con base
en lo siguiente:

i) Los principales indicadores de la postura fis-
cal, incluyendo información sobre los balances
fiscales y, en su caso, el déficit presupuestario;

ii) La evolución de los ingresos tributarios y no
tributarios, especificando el desarrollo de los in-
gresos petroleros y los no petroleros; la situación
respecto a las metas de recaudación y una expli-
cación detallada de la misma, así como el com-
portamiento de las participaciones federales pa-
ra las entidades federativas.

Asimismo, deberán reportarse los juicios ganados
y perdidos por el Servicio de Administración Tri-
butaria, el Instituto Mexicano del Seguro Social y
el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda pa-
ra los Trabajadores, en materia fiscal y de recau-
dación; así como el monto que su resultado repre-
senta de los ingresos y el costo operativo que
implica para las respectivas instituciones y en
particular para el Servicio de Administración Tri-
butaria. Este reporte deberá incluir una explica-
ción de las disposiciones fiscales que causan inse-
guridad jurídica para el Gobierno Federal. Los
tribunales competentes estarán obligados a facili-
tar a las instituciones citadas la información que
requieran para elaborar dichos reportes, y

iii) La evolución del gasto público, incluyendo el
gasto programable y no programable; su ejecu-
ción conforme a las clasificaciones a que se refiere
el artículo 28 de esta Ley, los principales resulta-
dos de los programas y proyectos, y las disponibi-
lidades de recursos en fondos y fideicomisos;

c) Un informe que contenga la evolución detallada
de la deuda pública en el trimestre, incluyendo los
montos de endeudamiento interno neto, el canje o
refinanciamiento de obligaciones del Erario Fede-

ral, en los términos de la Ley General de Deuda
Pública, y el costo total de las emisiones de deuda
pública interna y externa.

La información sobre el costo total de las emisio-
nes de deuda interna y externa deberá identificar
por separado el pago de las comisiones y gastos
inherentes a la emisión, de los del pago a efectuar
por intereses. Estos deberán diferenciarse de la
tasa de interés que se pagará por los empréstitos y
bonos colocados. Asimismo, deberá informar so-
bre la tasa de interés o rendimiento que pagará
cada emisión, de las comisiones, el plazo, y el mon-
to de la emisión, presentando un perfil de venci-
mientos para la deuda pública interna y externa,
así como la evolución de las garantías otorgadas
por el Gobierno Federal.

Se incluirá también un informe de las erogaciones
derivadas de operaciones y programas de sanea-
miento financieros y de los programas de apoyo a
ahorradores y deudores de la banca. Adicional-
mente, en dicho informe se incluirá un apartado
que refiera las operaciones activas y pasivas del
Instituto de Protección al Ahorro Bancario, así co-
mo de su posición financiera, incluyendo aquéllas
relativas a la enajenación de bienes, colocación de
valores y apoyos otorgados.

Este informe incluirá un apartado sobre los pasi-
vos contingentes que se hubieran asumido con la
garantía del Gobierno Federal, incluyendo los
avales distintos de los proyectos de inversión pro-
ductiva de largo plazo otorgados.

De igual forma, incluirá un informe sobre el uso
de recursos financieros de la banca de desarrollo
y fondos de fomento para financiar al sector pri-
vado y social, detallando el balance de operación
y el otorgamiento de créditos, así como sus fuen-
tes de financiamiento, así como se reportará sobre
las comisiones de compromiso pagadas por los
créditos internos y externos contratados;

d) La evolución de los proyectos de infraestructu-
ra productiva de largo plazo, que incluya:

i) Una contabilidad separada con el objeto de
identificar los ingresos asociados a dichos pro-
yectos;
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ii) Los costos de los proyectos y las amortizacio-
nes derivadas de los mismos, y

iii) Un análisis que permita conocer el monto, a
valor presente, de la posición financiera del Go-
bierno Federal y las entidades con respecto a los
proyectos de que se trate.

e) Los montos correspondientes a los requeri-
mientos financieros del sector público, incluyendo
su saldo histórico.

II. ...

...

...

...

El Ejecutivo Federal, a través de la Función Pública,
entregará al Congreso de la Unión el avance del In-
forme de Evaluación y su versión final, en los térmi-
nos de la fracción III del artículo 42 de la presente
Ley, así como de la Ley de Evaluación de la Gestión
Gubernamental.

La información que la Secretaría proporcione al
Congreso de la Unión deberá ser completa y oportu-
na. En caso de incumplimiento procederán las res-
ponsabilidades que correspondan.

Artículo 110. La Secretaría realizará bimestralmente la
evaluación económica de los ingresos y egresos en función
de los calendarios de presupuesto de las dependencias y en-
tidades. Las metas de los programas aprobados serán ana-
lizadas y evaluadas por la Función Pública, el Consejo Na-
cional de Evaluación del Desempeño Gubernamental, el
Instituto Nacional de Evaluación de la Educación y las
Comisiones Ordinarias de la Cámara de Diputados.

Para efectos del párrafo anterior, el Ejecutivo Federal en-
viará semestralmente a la Cámara de Diputados, en los
términos de la Ley de Evaluación de la Gestión Guber-
namental, la información necesaria, con desglose men-
sual.

Artículo 111. La Secretaría y la Función Pública, en el ám-
bito de sus respectivas competencias, verificarán periódi-
camente, al menos cada bimestre, los resultados de recau-

dación y de ejecución de los programas y presupuestos de
las dependencias y entidades, con base en el sistema de
evaluación del desempeño, de conformidad con la Ley de
Evaluación de la Gestión Gubernamental, entre otros
instrumentos, para identificar la eficiencia, economía, efi-
cacia, y la calidad en la Administración Pública Federal y
el impacto del ejercicio del gasto público, así como aplicar
las medidas conducentes. Igual obligación y para los mis-
mos fines, tendrán las dependencias, respecto de sus enti-
dades coordinadas.

Dicho sistema de evaluación del desempeño a que se refie-
re el párrafo anterior del presente artículo será obligatorio
para los ejecutores de gasto, en los términos de la Ley ci-
tada en el párrafo anterior.

...

...

Artículo Cuarto. Se reforma la fracción III y se adiciona
una fracción VIII del artículo 5º y se recorren las fraccio-
nes sucesivas; se reforma el párrafo primero de los artícu-
los 18, 29, 30, 36, 37, 41 y la fracción II del artículo 43; se
reforma el párrafo primero del artículo 72; se deroga el ar-
tículo 73, se reforma el párrafo primero de los artículos 74
y 75; se deroga el artículo 77; se reforma el párrafo prime-
ro de los artículos 78, 79 y 80; y, se deroga el Capítulo II
del Título Quinto; se convierte el Capítulo I del Título
Quinto en Capítulo Único, todos, de la Ley General de
Desarrollo Social, para quedar como sigue:

Artículo 5. ...

I. a II. ...

III. Consejo Nacional de Evaluación: Consejo Nacional
de Evaluación de la Gestión Gubernamental;

IV. a VI. ...

VII. Ley de Evaluación: Ley de Evaluación de la
Gestión Gubernamental;

VIII. Secretaría: Secretaría de Desarrollo Social del
Gobierno Federal;

IX. Sistema Nacional: Sistema Nacional de Desarro-
llo Social;
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X. Organizaciones: Agrupaciones civiles y sociales,
legalmente constituidas, en las que participan perso-
nas o grupos sociales con el propósito de realizar ac-
tividades relacionadas con el desarrollo social, y

XI. Padrón: Relación oficial de beneficiarios que in-
cluye a las personas atendidas por los programas fe-
derales de Desarrollo Social cuyo perfil socioeconómi-
co se establece en la normatividad correspondiente.

Artículo 18. Los programas, fondos y recursos destinados
al desarrollo social son prioritarios y de interés público, por
lo cual serán objeto de seguimiento y evaluación de acuer-
do con la Ley de Evaluación y demás disposiciones apli-
cables; y no podrán sufrir disminuciones en sus montos
presupuestales, excepto en los casos y términos que esta-
blezca la Cámara de Diputados al aprobar el Presupuesto
de Egresos de la Federación.

Artículo 29. Se consideran zonas de atención prioritaria
las áreas o regiones, sean de carácter predominantemente
rural o urbano, cuya población registra índices de pobreza,
marginación indicativos de la existencia de marcadas insu-
ficiencias y rezagos en el ejercicio de los derechos para el
desarrollo social establecidos en esta Ley. Su determina-
ción se orientará por los criterios de resultados que para el
efecto defina el Consejo Nacional de Evaluación que se-
ñala la Ley de Evaluación y deberá, en todo tiempo, pro-
mover la eficacia cuantitativa y cualitativa de los ejecuto-
res de la Política Social, en los términos de la
normatividad referida.

Artículo 30. El Ejecutivo Federal revisará anualmente las
zonas de atención prioritaria, teniendo como referente las
evaluaciones de resultados de los estudios de medición de
la pobreza, que emita el Consejo Nacional de Evaluación
e informará a la Cámara de Diputados sobre su modifica-
ción para los efectos de asignaciones del Presupuesto de
Egresos de la Federación. La Cámara de Diputados, al
aprobar el Presupuesto, hará la Declaratoria de Zonas de
Atención Prioritaria, la cual deberá publicarse en el Diario
Oficial de la Federación, junto con el Decreto del Presu-
puesto de Egresos de la Federación.

Artículo 36. Los lineamientos y criterios que establezca el
Consejo Nacional de Evaluación para la definición, iden-
tificación y medición de la pobreza son de aplicación obli-
gatoria para las entidades y dependencias públicas que par-
ticipen en la ejecución de los programas de desarrollo

social, y deberá utilizar la información que genere el Insti-
tuto Nacional de Estadística, Geografía e Informática, in-
dependientemente de otros datos que se estime convenien-
te, al menos sobre los siguientes indicadores:

I. a VIII. ...

Artículo 37. Los estudios del Consejo Nacional de Eva-
luación deberán hacerse con una periodicidad mínima de
cada dos años para cada entidad federativa y con informa-
ción desagregada a nivel municipal cada cinco años, para
lo cual deberán hacerse las previsiones presupuestarias co-
rrespondientes en el Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción, para que el Instituto Nacional de Estadística, Geogra-
fía e Informática pueda llevar a cabo los censos, conteos y
encuestas correspondientes.

Artículo 41. Los gobiernos de las entidades federativas
instituirán un sistema de planeación del desarrollo social;
formularán, aprobarán y aplicarán los programas de des-
arrollo social respectivos, en los términos de la Ley de Pla-
neación, de la Ley de Evaluación y de esta Ley, y, de ma-
nera coordinada con el Gobierno Federal, vigilarán que los
recursos públicos aprobados se ejerzan con honradez,
oportunidad, transparencia y equidad.

Artículo 43. ...

I. ...

II. Formular el Programa Nacional de Desarrollo Social
y los otros programas en la materia que le señale el Eje-
cutivo Federal, en coordinación con las dependencias y
entidades de la Administración Pública Federal relacio-
nadas con la materia, de conformidad con lo establecido
en la Ley de Planeación y la Ley de Evaluación;

III. a XI. ...

Artículo 72. La evaluación de la Política de Desarrollo So-
cial estará a cargo del Consejo Nacional de Evaluación
de la Gestión Gubernamental, en los términos de la Ley
de Evaluación. Tiene por objeto, revisar periódicamente el
cumplimiento del objetivo social de los programas, metas
y acciones de la Política de Desarrollo Social, para corre-
girlos, modificarlos, adicionarlos, reorientarlos o suspen-
derlos total o parcialmente.

Artículo 73. Se deroga.
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Artículo 74. Para la evaluación de resultados, los progra-
mas sociales de manera invariable deberán incluir los indi-
cadores de resultados, gestión y servicios para medir su co-
bertura, calidad e impacto, en los términos de la Ley de
Evaluación. Las dependencias del Ejecutivo Federal, esta-
tales o municipales, ejecutoras de los programas a evaluar,
proporcionarán toda la información y las facilidades nece-
sarias para la realización de la evaluación.

Artículo 75. Los indicadores de resultados que se esta-
blezcan deberán reflejar el cumplimiento de los objetivos
sociales de los programas, metas y acciones de la Política
Nacional de Desarrollo Social y serán diseñados confor-
me a los criterios generales contenidos en la Ley de
Evaluación.

Artículo 77. Se deroga.

Artículo 78. La evaluación de los programas sociales se-
rá en los términos que establece la Ley de Evaluación.

Artículo 79. Los resultados de las evaluaciones serán pu-
blicados conforme a lo establecido por la Ley de Eva-
luación, así como por la Ley Federal de Transparencia
y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

Artículo 80. De acuerdo con los resultados de las evalua-
ciones, el Consejo Nacional de Evaluación podrá emitir
las sugerencias y recomendaciones que considere pertinen-
tes al Ejecutivo Federal y hacerlas del conocimiento públi-
co, en los términos de esta Ley y demás disposiciones apli-
cables.

TRANSITORIOS DEL DECRETO

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

SEGUNDO. Para efectos de la Ley de Planeación, y para
cumplir con los objetivos estratégicos planteados en los
Programas Sectoriales, así como con el Plan Nacional de
Desarrollo, las dependencias y entidades deberán hacer las
modificaciones pertinentes en el diseño y operación de los
programas que al momento de la publicación del presente
Decreto se encuentren en ejecución.

En el caso de los entes autónomos, estos deberán realizar
los ajustes pertinentes en concordancia con los objetivos
para los que fueron constitucionalmente creados.

Los cambios realizados a cada uno de los programas por
las dependencias y entidades, deberán reflejarse en el ins-
trumento metodológico establecido para tal fin, por el Eje-
cutivo.

En los términos de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria, se tendrán que hacer los ajustes
necesarios en el Presupuesto de Egresos de la Federación a
fin de asignar los recursos necesarios a que alude el pre-
sente artículo.

Notas:

1 Roel Rodríguez, Santiago, “La Reforma administrativa como venta-
ja competitiva”, Comercio Exterior, pp. 811.

2 Arellano, David y José de Jesús Ramírez Macías, V Congreso Inter-
nacional del CLAD sobre la Reforma del Estado y de la Administra-
ción Pública, Santo Domingo, Rep. Dominicana, Oct. 2000.

Dado en la sede de la Cámara de los Diputados del Honorable Con-
greso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, a los veinticuatro
días del mes de abril de dos mil siete.— Diputado Antonio Xavier Ló-
pez Adame (rúbrica).»

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Mu-
chas gracias, diputado Antonio Xavier López Adame. Túr-
nese a las Comisiones Unidas de la Función Pública, y
de Presupuesto y Cuenta Pública. 

LEY DEL INSTITUTO NACIONAL DE EVALUACION
EDUCATIVA - LEY GENERAL DE EDUCACION

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Tiene
la palabra el diputado Alejandro Landero Gutiérrez, para
presentar iniciativa que expide la Ley del Instituto Nacio-
nal de Evaluación Educativa y reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General de Educación, suscrita por
él mismo y la diputada María Gabriela González Martínez,
del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional.

El diputado Alejandro Landero Gutiérrez: Gracias. Pi-
do a la Presidencia que se inserte el texto completo en el
Diario de los Debates.

Los suscritos, diputados federales Gabriela González Mar-
tínez, José Luis Espinosa Piña y el de la palabra, Alejandro
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Landero Gutiérrez, presentan la iniciativa con proyecto de
decreto por el que se crea la Ley del Instituto Nacional de
Evaluación Educativa, al tenor de las siguientes considera-
ciones:

Desde Acción Nacional, siempre hemos insistido que la
educación es la base del motor de desarrollo, la clave de la
competitividad y la mejor llave para combatir la pobreza y
la exclusión social.

Nuestro país ha avanzado en las últimas décadas en el ru-
bro de la cobertura educativa. México ha tenido alcances
importantes al respecto que han propiciado que se reduzcan
los niveles de analfabetismo y aumente el promedio de gra-
do escolar a nivel nacional; sin embargo, nuestro sistema
educativo presenta serios problemas en cuanto a calidad se
refiere.

Uno de los factores claves para la mejoría de la educación
es poder evaluarla con mecanismos técnicamente precisos
en los que no interfiera criterio político alguno. La evalua-
ción educativa es un instrumento central para que los pa-
dres de familia y la sociedad en general conozcan la cali-
dad de la educación que se imparte a sus hijos y hagan
efectivo, con mayor información, su derecho a la rendición
de cuentas.

Sin lugar a dudas, la evaluación educativa ha tenido un
avance fundamental en nuestro país a raíz de la publicación
del decreto presidencial que creó con base en el Plan Na-
cional de Desarrollo 2001-2006 el Instituto Nacional para
Evaluación de la Educación (INEE) en agosto de 2002. El
INEE tiene la tarea central de realizar evaluaciones de la si-
tuación del sistema educativo nacional y lo hace mediante
el uso de pruebas de rendimiento.

Podemos afirmar que el INEE ha construido una gran va-
riedad de instrumentos que han permitido conocer otra vi-
sión de la educación del país a través del diseño de nuevas
pruebas nacionales, así como la renovada participación de
México en las evaluaciones internacionales.

Debido a la naturaleza del decreto, creador del instituto, el
INEE actualmente es sectorizado. Su Junta Directiva es
presidida por el secretario de Educación Pública y aún
cuando existe un significativo avance en la evaluación edu-
cativa del país, no podemos dejar de precisar el hecho de
que el instituto no cuente con una autonomía plena, lo que
puede demeritar la fortaleza en sus trabajos. Sin autonomía
no hay credibilidad total en los resultados, porque no se si-

gue el principio de evitar ser juez y parte en los procesos
de evaluación.

Es por eso que la iniciativa que hoy ponemos a su conside-
ración plantea la necesidad de que el INEE sea un ente me-
ta evaluador con autonomía técnica, operativa y adminis-
trativa, con objeto de hacerlo más funcional. Buscamos la
creación de un organismo que se coordine con las autori-
dades educativas, pero que no se subordine a ellas.

En el cuerpo de la presente iniciativa se pone en evidencia
la necesidad de fortalecer a los órganos de gobierno, admi-
nistración y consulta del propio instituto, toda vez que el
INEE requiere poseer capacidad para autodeterminarse.
Asimismo, se sientan las bases para elegir a los miembros
de los órganos de gobierno, administración y consulta, con
base en una elección democrática, plural y congruente con
las propias necesidades del instituto, incluyendo a las auto-
ridades educativas, pero dando más espacio a ciudadanos
cualificados en la materia.

Por otro lado, y para el pleno cumplimiento del objeto de
este proyecto de decreto de ley, se hacen las reformas ne-
cesarias a la Ley General de Educación, toda vez que se eli-
mina la facultad exclusiva de evaluación de la Secretaría de
Educación Pública, dando pie a que el nuevo instituto cre-
ado también pueda realizar evaluaciones sin perjuicio de
las evaluaciones que realice la propia Secretaría de Educa-
ción Pública.

Asimismo, se incluye formalmente a la Ley General de
Educación el Sistema Nacional de Evaluación Educativa, a
fin de coordinar a los diversos organismos públicos y pri-
vados que trabajan en esta materia.

Hoy más que nunca, compañeros legisladores, en un Méxi-
co democrático se requieren instituciones que tengan capa-
cidad técnica, pero que también sean generadoras de con-
fianza en la sociedad.

Agradecemos, para la elaboración de esta iniciativa, la re-
flexión derivada por las distintas autoridades en la materia
y en especial reconocemos el apoyo técnico en la elabora-
ción de este proyecto de las asociaciones civiles Mexicanos
Primero y Suma por la Educación.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, sometemos a
consideración la iniciativa que presentamos el día de hoy.
Muchas gracias.
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«Iniciativa que expide la Ley del Instituto Nacional de
Evaluación Educativa, y reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de la Ley General de Educación, suscrita por los
diputados María Gabriela González Martínez y Alejandro
Landero Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del PAN

Los suscritos, diputados federales de la LX Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, con fundamen-
to en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
55, fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, someten a la consideración del Pleno de la Cáma-
ra de Diputados iniciativa con proyecto de decreto por el
que se crea la Ley del Instituto Nacional de Evaluación
Educativa, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Desde Acción Nacional siempre hemos insistido que la
educación es la base del motor de desarrollo, la clave de la
competitividad y la mejor llave para combatir la pobreza y
la exclusión social.

Nuestro país ha avanzado en las últimas décadas en el ru-
bro de la cobertura educativa, haciendo que la educación
pública llegue a lugares recónditos. México ha tenido al-
cances importantes al respecto que han propiciado que se
reduzcan los niveles de analfabetismo y aumente el prome-
dio de grado escolar a nivel nacional.

Sin embargo, nuestro sistema educativo presenta serios
problemas en cuanto a la calidad se refiere. Diversos indi-
cadores nacionales e internacionales reflejan la falta de
aprovechamiento en materias como la comprensión de lec-
tura y las habilidades matemáticas. Año con año, el Estado
mexicano ha ido aumentando los recursos en la educación.
Sin embargo, ello no ha fructificado en la mejoría de la ca-
lidad educativa.

Uno de los mecanismos claves para la mejoría de la educa-
ción es poder evaluarla, con mecanismos técnicamente pre-
cisos, en el que no interfiera criterio político alguno.

La evaluación educativa es un instrumento central para que
los padres de familia y la sociedad en general, conozcan la
calidad de la educación que se imparte a sus hijos y hagan
efectivo, con mayor información, su derecho a la rendición
de cuentas.

Aunque la evaluación educativa no es del todo nueva en
México, se conocen poco los resultados de los ejercicios
nacionales e internacionales que se han hecho, y su uso co-
mo instrumento para mejorar la calidad educativa todavía
no es generalizado.

Sin lugar a duda, la evaluación educativa ha dado un salto
fundamental en nuestro país a raíz de la publicación del
Decreto Presidencial que creó, con base en el Plan de Des-
arrollo Nacional 2001-2001, el Instituto Nacional para la
Evaluación de la Educación, INEE, en agosto del 2002.

El artículo 3 del Decreto señaló que corresponde al INEE,
entre otros objetivos:

Desarrollar un sistema de indicadores de la calidad del Sis-
tema Educativo Nacional; apoyar la realización de evalua-
ciones nacionales del aprendizaje de los alumnos; desarro-
llar modelos para la evaluación de las escuelas e impulsar
una cultura de la evaluación a nivel nacional.

El INEE tiene la tarea central de realizar evaluaciones de la
situación del Sistema Educativo Nacional y lo hace me-
diante el uso de pruebas de rendimiento, mismas que son
aplicadas para valorar el nivel de aprendizaje del alumna-
do de grado clave de la educación básica, en áreas centra-
les del currrículo (matemáticas, ciencias y lectura); utili-
zando como elemento crucial en la medición de la
evaluación el juicio de valor.

Uno de los instrumentos básicos de la evaluación educati-
va que el INEE diseñó y aplicó, es el Examen de la Cali-
dad y el Logro Educativo (EXCALE). Estos exámenes per-
miten tener una visión amplia del aprendizaje de los
estudiantes, conocer las fortalezas y debilidades en las
asignaturas y conocer las tendencias del aprendizaje en el
tiempo. Estas pruebas se caracterizan por ser probabilísti-
cas y se han aplicado a nivel nacional en todas las regiones.

Podemos afirmar que el INEE ha construido una gran va-
riedad de instrumentos que han permitido conocer otra vi-
sión de la educación en el país, a través del diseño de nue-
vas pruebas nacionales, así como la participación de
México en evaluaciones internacionales. Empero esto sólo
ha sido un primer paso para consolidar los trabajos del Ins-
tituto, como una herramienta eficaz para mejorar la calidad
educativa en el país.

Debido a la naturaleza del decreto creador del Instituto, el
INEE actualmente es sectorizado, su Junta Directiva es
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presidida por el Secretaría de Educación Pública y aún
cuando existe un significativo avance en la evaluación
educativa del país, no podemos dejar de precisar el hecho
de que el Instituto no cuente con una autonomía plena pue-
de demeritar la fortaleza en sus trabajos.

Sin autonomía no hay credibilidad total en los resultados,
porque no se sigue el principio de evitar ser juez y parte en
los procesos de evaluación. El contar con solidez técnica
en el INEE es una condición necesaria pero no suficiente
para que cumpla con la misión de proporcionar informa-
ción transparente, confiable y veraz.

Es por eso que la iniciativa que hoy ponemos a su conside-
ración, plantea la necesidad de que el INEE sea un ente me-
taevaluador, con autonomía técnica, operativa y adminis-
trativa, con el objeto de hacerlo más funcional. Buscamos
la creación de un organismo que se coordine con las auto-
ridades educativas, pero no se subordine a ellas.

En el cuerpo de la presente iniciativa se pone en evidencia
la necesidad de fortalecer a los órganos de gobierno, admi-
nistración y consulta del propio Instituto, toda vez que el
INEE requiere poseer capacidad para autodeterminarse sin
injerencia de ninguna especie, de su destino y forma de tra-
bajo.

Así mismo, se sientan las bases para elegir a los miembros
de los órganos de gobierno, administración y consulta, en
base a una elección democrática, plural y congruente con
las propias necesidades del Instituto, incluyendo a las au-
toridades educativas, pero dando más espacio a ciudadanos
cualificados en la materia.

Por otro lado, y para el pleno cumplimiento del objeto de
este proyecto de decreto de ley, se hacen las reformas ne-
cesarias a la Ley General de Educación, toda vez que se eli-
mina la facultad exclusiva de evaluación de la Secretaría de
Educación Pública, dando pie a que el nuevo Instituto cre-
ado también pueda realizar evaluaciones sin perjuicio de
las evaluaciones que realice la propia Secretaría de Educa-
ción Pública.

Entre otras modificaciones que se deben realizar a la Ley
General de Educación es necesario la inclusión formal a la
Ley, del Sistema Nacional de Evaluación Educativa, mis-
mo que definirá las bases de coordinación entre la Secreta-
ría de Educación Pública, el Instituto Nacional de Evalua-
ción Educativa, los institutos u organismos estatales

responsables de la evaluación educativa en las entidades
federativas y el Distrito Federal, los organismos públicos
responsables de la evaluación educativa en ámbitos de
competencia diferentes al INEE y los organismos privados
de evaluación educativa en áreas multidisciplinarias.

Hoy más que nunca, en un México democrático, se requie-
ren instituciones que tengan capacidad técnica, pero que,
también sean generadoras de confianza en la sociedad.

Para la elaboración de esta iniciativa, agradecemos la re-
flexión derivada por parte de distintas autoridades de la
materia y, en especial, reconocemos el apoyo técnico para
la elaboración de este proyecto a las asociaciones civiles,
Mexicanos Primero y Suma por la Educación.

Por lo anteriormente expuesto y fundado sometemos a con-
sideración del Pleno de H. Cámara de Diputados la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto:

Artículo Primero. Se expide la Ley del Instituto Nacional
de Evaluación Educativa, en los siguientes términos.

Ley del Instituto Nacional 
de Evaluación Educativa

Capítulo Primero
Disposiciones Generales

Artículo 1. El Instituto Nacional de Evaluación Educativa
es un organismo descentralizado del Estado, no sectoriza-
do, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que go-
za de autonomía técnica, operativa y administrativa.

La sede del Instituto Nacional de Evaluación Educativa se-
rá en el Distrito Federal y podrá establecer oficinas en cual-
quier lugar de la República según sus necesidades.

Artículo 2. Para efectos de esta Ley, se entenderá por

I. Evaluación Educativa: El conjunto de actividades que
tienen como propósito valorar el grado en que un as-
pecto particular del sistema educativo alcanza ciertos
niveles de calidad, según parámetros previamente defi-
nidos, independientemente de la metodología que se uti-
lice, siempre que se apeguen a estándares técnicos acep-
tados en los medios especializados internacionales;
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II. Instituto: El Instituto Nacional de Evaluación Educa-
tiva;

III. Junta Directiva: La Junta Directiva del Instituto Na-
cional de Evaluación Educativa;

IV. Director: El Director General del Instituto Nacional
de Evaluación Educativa; y

V. Autoridades educativas: la autoridad educativa fede-
ral y las autoridades educativas de las entidades federa-
tivas.

Capítulo Segundo
De la Naturaleza y Funciones del Instituto

Artículo 3. Esta Ley es de orden público y observancia ge-
neral en toda la República; la Ley Federal de las Entidades
Paraestatales se aplicará al Instituto en lo que no se opon-
ga a la presente Ley.

Artículo 4. El Instituto tendrá por objeto realizar la evalua-
ción de la calidad del sistema educativo nacional, en lo re-
lativo a la educación básica obligatoria y media superior,
en todos sus niveles, modalidades y controles y en los ser-
vicios de educación indígena, comunitaria y especial, así
como las modalidades no escolarizada y mixta incluyendo
la educación para adultos.

La tarea de evaluación incluirá hacer mediciones válidas y
confiables de diversos aspectos de la calidad, contrastarlas
con referentes pertinentes, y formular juicios ponderados y
contextualizados, integrando evaluaciones parciales en
diagnósticos sistemáticos, que sean sustento sólido para la
toma de decisiones por parte de autoridades y maestros, y
para apoyar la rendición de cuentas a que tienen derecho
los padres de familia o tutores y la sociedad en general.

Artículo 5. Los aspectos de la calidad educativa objeto de
las actividades del Instituto, sin perjuicio de los que este
considere pertinentes serán

I. El rendimiento de los alumnos al final de niveles o
grados educativos de la educación obligatoria, en forma
tal que sea posible hacer comparaciones entre los sub-
sistemas estatales, entre México y otros países y cono-
cer las tendencias a lo largo del tiempo;

II. Los factores asociados al desempeño de los alumnos,
de manera que los resultados de aprendizaje puedan ser
interpretados teniendo en cuenta dichos factores;

III. Las características de planteles, directivos, docentes,
materiales didácticos, métodos de enseñanza y otros ele-
mentos propios de las escuelas que contribuyan a expli-
car los resultados de los alumnos;

IV. La disponibilidad y eficiencia de recursos humanos
y materiales necesarios para la tarea educativa en el sis-
tema educativo nacional y los subsistemas estatales;

V. La equidad del sistema educativo nacional, en térmi-
nos de la atención que ofrezca a todos los destinatarios
de sus servicios, sin discriminación de género, etnia u
otras características, y de los esfuerzos por apoyar de
manera diferenciada a quienes más lo necesiten; y

VI. Los demás que sean congruentes con el objeto del
Instituto, que sean susceptibles de evaluar mediante
acercamientos rigurosos, y que sean aprobados por las
autoridades del Instituto, o atendiendo solicitudes de las
autoridades educativas.

Artículo 6. Las evaluaciones del Instituto serán de carácter
diagnóstico y a partir de éstas se podrán emitir recomenda-
ciones a las autoridades educativas a partir de los resultados
obtenidos en las evaluaciones sobre políticas educativas ge-
nerales y específicas, así como orientar sobre prioridades,
objetivos y metas; utilizando muestras representativas del
sistema educativo nacional y los subsistemas estatales.

Las evaluaciones de naturaleza sumativa, para decidir so-
bre el tránsito de los alumnos de un grado o nivel a otro
dentro del sistema educativo nacional, sobre la certifica-
ción de los conocimientos de los egresados, sobre la asig-
nación de estímulos, o para cualquier otro tipo de decisio-
nes sobre personas o instituciones en lo individual, serán
competencia de las autoridades educativas federal y estata-
les. El Instituto podrá verificar y validar dichas evaluacio-
nes, y apoyar a las autoridades para que puedan realizar
evaluaciones confiables del aprendizaje de los alumnos de
manera universal, con base en las cuales puedan ofrecerse
resultados por alumno y por escuela, en áreas curriculares
centrales.

Artículo 7. El Instituto formará parte del Sistema Nacional
de Evaluación Educativa al que hace referencia la Ley Ge-
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neral de Educación; realizará sus actividades con indepen-
dencia plena, y también trabajará en estrecha colaboración
con las autoridades educativas para asegurar la pertinencia
de las evaluaciones y evitar cualquier duplicidad de esfuer-
zos. Corresponderá al Instituto en particular:

I. Hacer diagnósticos integrales que reflejen confiable y
objetivamente, la situación del sistema educativo nacio-
nal y ayuden a explicar los factores que la determinan;

II. Desarrollar indicadores para valorar en forma objeti-
va la calidad de la educación básica obligatoria y media
superior, y colaborar con las demás instancias del Siste-
ma Nacional de Evaluación Educativa para el diseño y
la operación del Sistema Nacional de Indicadores Edu-
cativos;

III. Diseñar y llevar a cabo evaluaciones de los aprendi-
zajes alcanzados por los alumnos, cubriendo por mues-
treo y en ciclos anuales o multianuales, los grados, ci-
clos y áreas curriculares que se decida de los tipos,
niveles y modalidades educativos correspondientes;

IV. Diseñar y llevar a cabo evaluaciones nacionales de
la calidad del sistema educativo nacional, de docentes,
directivos y escuelas, por muestreo, en ciclos multia-
nuales y en aspectos susceptibles de evaluarse en forma
estandarizada;

V. Desarrollar y apoyar la implementación de modelos e
instrumentos para la evaluación de productos, recursos
y procesos del sistema educativo nacional en su ámbito
de competencia;

VI. Apoyar la extensión de la evaluación educativa en
los subsistemas estatales así como apoyar o realizar la
evaluación de programas y proyectos prioritarios;

VII. Difundir resultados de las evaluaciones de manera
transparente, con el fin de que sean aprovechados por
las autoridades, los educadores y la sociedad, y para que
se desarrolle una sólida cultura de la evaluación;

VIII. Promover el uso de la evaluación para apoyar la me-
jora de la calidad educativa y la rendición de cuentas, y
examinar y analizar el impacto de la evaluación en la ca-
lidad;

IX. Realizar investigación de carácter evaluativo; de ti-
po metodológico, para el desarrollo de instrumentos y

modelos de evaluación; y de tipo explicativo sobre los
resultados de sus evaluaciones, para aportar elementos
para el diseño de políticas de mejora educativa;

X. Promover la formación de recursos humanos de al-
to nivel en los múltiples campos especializados de la
evaluación educativa, a nivel nacional y de las entida-
des;

XI. Representar al país ante los organismos internacio-
nales de evaluación educativa y, en colaboración con las
autoridades educativas coordinar la participación de
México en los proyectos internacionales de evaluación
de su ámbito de competencia, con la participación que
conforme a las disposiciones legales corresponda a la
Secretaría de Relaciones Exteriores;

XII. Monitorear la calidad de las evaluaciones mismas,
promoviendo su mejora; y

XIII. Otras que disponga la Junta Directiva.

Artículo 8. En el desarrollo de sus funciones, el Instituto
buscará contribuir al mejoramiento de la educación, en el
marco de los principios que establecen la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General de
Educación, los ordenamientos que regulen el Sistema Na-
cional de Evaluación Educativa y esta Ley.

Para el cumplimiento de sus propósitos el Instituto tendrá
las siguientes atribuciones:

I. Definir e instrumentar, de manera conjunta con la Se-
cretaría de Educación Pública, una política nacional de
evaluación, que contribuya a la elevación de la calidad
de la educación. La política nacional de evaluación edu-
cativa deberá precisar:

a) Los puntos de referencia con los que se deberán
comparar los resultados obtenidos para llegar a jui-
cios de valor sobre la calidad educativa, tanto en una
perspectiva transversal como en una longitudinal;

b) Las consecuencias de la evaluación, en términos
de apoyos compensatorios, estímulos, medidas pre-
ventivas o correctivas y financiamiento;

c) Lo relativo a la difusión pública de los resultados de
la evaluación, cuidando tanto el justo derecho de las
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personas a la privacidad, como el de la sociedad a que
se le rindan cuentas sobre el uso de los recursos públi-
cos y el funcionamiento de servicios de interés gene-
ral; y

d) La distinción entre la evaluación de personas, la de
instituciones y la de los subsistemas estatales, y la del
sistema educativo nacional en su conjunto.

II. Asesorar al Ejecutivo Federal en la planeación de po-
líticas y acciones relacionadas con la calidad educativa,
de acuerdo al Plan Nacional de Desarrollo.

III. Actuar como órgano de consulta y asesoría de las
dependencias y entidades de la Administración Pública
Federal, así como de las autoridades estatales, munici-
pales, y de los sectores social y privado cuando así lo re-
quieran.

IV. Promover, coordinadamente con la Secretaría de
Educación Pública y otras entidades de la Administra-
ción Pública Federal, así como con entidades privadas,
en el ámbito de sus respectivas competencias, acciones
destinadas a mejorar la calidad educativa.

V. Apoyar la realización de acciones destinadas a mejo-
rar la calidad educativa en el ámbito de la evaluación
educativa.

VI. Las demás que le otorgan este Decreto y otros orde-
namientos legales y reglamentarios.

Capítulo Tercero
Principios del Instituto

Artículo 9. En particular, el Instituto se regirá por los si-
guientes principios:

I. Buscará alcanzar la mayor calidad en el desarrollo de
modelos e instrumentos de evaluación, atendiendo la
confiabilidad y validez, en todas sus dimensiones;

II. Señalará con claridad los usos aceptables y deseados
de cada evaluación;

III. Devolverá la información procesada, a las autorida-
des educativas que hayan contribuido a su generación;

IV. Reconocerá la importancia de la función de evalua-
ción de las autoridades educativas nacionales y de las

entidades, así como la de los centros escolares y las zo-
nas de supervisión, orientando su propio trabajo a com-
plementar, apoyar y alimentar la realización de esta fun-
ción;

V. Cuidará que los resultados de las evaluaciones que se
realicen no sean utilizados por sí solos para tomar deci-
siones o ejecutar sanciones a individuos, entendiendo
que su propósito es el de retroalimentar al sistema edu-
cativo nacional y a los subsistemas estatales en cuanto
tales, para que mejoren su operación y resultados, como
elemento de estímulo y apoyo;

VI. Tendrá en cuenta las diferentes circunstancias que
puedan afectar a personas, escuelas o subsistemas esta-
tales y evitará comparaciones que no consideren tales
posibles diferencias teniendo siempre presente el princi-
pio de equidad en el análisis de resultados de la evalua-
ción;

VII. Procurará que en todas sus líneas de actividad exis-
ta un componente de innovación que genere nuevos ins-
trumentos y formas de enfrentar la evaluación, en fun-
ción de las necesidades del sistema educativo nacional;

VIII. Tratará siempre de realizar sus funciones con la
mayor eficiencia posible, evitando el desperdicio de
tiempo y recursos;

IX. Procurará que los resultados de las evaluaciones se-
an comparables en el tiempo; y

X. Se esforzará por participar en todos los eventos per-
tinentes de evaluación internacional.

Capítulo Cuarto
De los Órganos de Gobierno, 

de Administración y de Consulta del Instituto

Artículo 10. El INEE contará con los siguientes órganos:

I. Junta Directiva;

II. El Director General;

III. Consejo Técnico;

IV. Consejo Consultivo; y
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V. Las demás unidades que señale su Estatuto Orgánico.

Sección I
De la Junta Directiva

Artículo 11. La Junta Directiva será el órgano de gobierno
del Instituto. Estará integrada por miembros propuestos por
el Ejecutivo Federal, mismos que serán ratificados por la
Cámara de Senadores, de la siguiente manera:

I. Cuatro miembros de instituciones académicas y de in-
vestigación educativa de mayor prestigio en el país, del
sector público o privado, y que hayan desarrollado pro-
yectos para el desarrollo de la evaluación educativa;

II. Dos miembros que representen a la sociedad civil, re-
lacionadas con el ámbito educativo.

III. Dos representantes de asociaciones de padres de fa-
milia, de carácter nacional.

Asimismo, serán también integrantes de la Junta Directiva
el secretario de Educación Pública, el director general del
Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática,
el director general del Consejo Nacional de Ciencia y Tec-
nología, un representante del Sindicato Nacional de Traba-
jadores de la Educación, dos personas nombradas por el
Consejo Nacional de Autoridades Educativas y un repre-
sentante de la Comisión de Educación del Sector Empresa-
rial.

Serán invitados permanentes a las sesiones de la Junta Di-
rectiva, con derecho de voz pero no de voto; el Secretario
de Hacienda y Crédito Público; y un representante de la
Fundación para la Cultura del Maestro, AC.

La presidencia de la Junta Directiva será ocupada por uno
de los miembros designados a título personal, elegido para
ello por la propia Junta por un lapso de dos años. Los inte-
grantes de la Junta Directiva designarán a sus respectivos
suplentes. La pertenencia a la Junta será honoraria.

Artículo 12. Los miembros de la Junta Directiva señalados
en las fracciones I y II del artículo 11, deberán reunir los
siguientes requisitos:

I. Ser mexicanos, estar en pleno goce de sus derechos ci-
viles y políticos y no tener menos de treinta y cinco a la
fecha de su designación;

II. Ser profesionales distinguidos en evaluación o inves-
tigación educativa;

III. No haber ocupado algún puesto de elección popular
o cargo directivo en cualquier partido político durante
los diez años previos; y

IV. No haber sido sentenciado por delitos intencionales,
inhabilitado para ejercer el comercio o desempeñar un
empleo, cargo o comisión en el servicio público.

Artículo 13. Los miembros ciudadanos de la Junta Directi-
va señalados en la fracción IV del artículo 11 durarán en su
encargo cuatro años y podrán ser reelectos por una sola
vez; no tendrán suplentes.

Artículo 14. La Junta Directiva celebrará sesiones ordina-
rias por lo menos cuatro veces al año y las extraordinarias
que convoque su Presidente. La Junta Directiva sesionará
válidamente con la asistencia de por lo menos la mitad más
uno de sus miembros. Las resoluciones se tomarán por ma-
yoría de los miembros presentes; el Presidente tendrá voto
de calidad en caso de empate. El Estatuto Orgánico preci-
sará las normas de funcionamiento de la Junta.

Asistirán a las sesiones de la Junta Directiva con voz pero
sin voto, el Director General del Instituto y el Comisario.

Artículo 15. La Junta Directiva nombrará al secretario de la
misma. Asimismo nombrará a un prosecretario a propues-
ta del Director General, cargo que será de carácter honora-
rio y que deberá recaer en un servidor público del propio
Instituto.

Artículo 16. La Junta Directiva tendrá las siguientes facul-
tades indelegables:

I. Designar al Director General del Instituto;

II. Nombrar al Presidente del Consejo Técnico y a los
miembros de este órgano y definir la remuneración que
recibirán por el desempeño de su cargo;

III. Designar y remover, a propuesta del Director Gene-
ral del Instituto, a los servidores públicos del nivel ad-
ministrativo inmediato inferior al de aquél, y conceder-
les licencias;

IV. Aprobar el Estatuto Orgánico del Instituto y los co-
rrespondientes de procedimientos y servicios al público;
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V. Aprobar con base en la opinión del Consejo Técnico,
el Programa Institucional del Instituto, el cual deberá
contemplar horizontes multianuales;

VI. Autorizar los programas y presupuestos anuales del
Instituto y sus modificaciones en los términos de la le-
gislación aplicable;

VII. Elegir a los organismos privados de evaluación
educativa en áreas multidisciplinarias que conformarán
el Sistema Nacional de Evaluación Educativa, los cua-
les deberán contar con una trayectoria y prestigio míni-
mo de cinco años reconocidos a nivel nacional e inter-
nacional, así como cumplir con los requisitos que
establezca la Junta Directiva;

VIII. Analizar y, en su caso, aprobar los informes que
rinda el Director General del Instituto, con la interven-
ción que corresponda al Comisario y a los Consejos
Técnico y Consultivo;

IX. Sancionar los acuerdos que someta a su considera-
ción el Consejo Técnico;

X. Integrar el Comité de Información de conformidad
con lo establecido en el artículo 29 de la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gu-
bernamental;

XI. Establecer las políticas generales y prioridades a las
que deberá sujetarse el Instituto, relativas a la producti-
vidad, comercialización de servicios, investigación y
administración en general;

XII. Fijar las bases, así como los montos mínimos, má-
ximos y actualizaciones de las cuotas de recuperación
por los servicios que preste el Instituto;

XIII. Expedir las normas generales para que el Director
General pueda disponer, cuando fuere necesario de los
activos fijos del Instituto que no correspondan al objeto
del mismo;

XIV. Aprobar cada año los estados financieros del Insti-
tuto y autorizar su publicación, previo informe del co-
misario y el dictamen de los auditores externos;

XV. Aprobar, de acuerdo con las disposiciones legales,
la elaboración de las políticas, bases y programas gene-
rales que regulen los convenios, contratos, pedidos o

acuerdos que deba celebrar el Instituto con terceros en
materia de obras públicas, adquisiciones arrendamien-
tos y prestación de servicios;

XVI. Establecer, con sujeción a las disposiciones lega-
les, las normas necesarias para la adquisición, arrenda-
miento y enajenación de inmuebles que el Instituto re-
quiera, con excepción de aquellos de su propiedad que
la Ley General de Bienes Nacionales considere del do-
minio público de la Federación;

XVII. Constituir comités de apoyo y determinar sus ba-
ses de funcionamiento;

XVIII. Aprobar las normas y bases para la cancelación
de adeudos a favor del Instituto y con cargo a terceros,
cuando fuere notoria la imposibilidad práctica de su co-
bro, informando lo conducente a la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público por conducto de la Secretaría
de Educación Pública; y

XIX. Las demás que establezca el Estatuto Orgánico o
que resulten de esta ley y de otras disposiciones aplica-
bles.

Sección II
Del Director General del Instituto

Artículo 17. El Director General del Instituto será designa-
do por la Junta Directiva. El nombramiento deberá recaer
en quien reúna los requisitos siguientes:

I. Ser ciudadano mexicano, estar en pleno goce de sus
derechos civiles y políticos y no tener menos de treinta
y cinco en la fecha de inicio del período para el que sea
nombrado;

II. Ser profesional distinguido en evaluación o investi-
gación educativa, así como haber ocupado, por lo me-
nos durante tres años, algún cargo de alto nivel en los
sectores público, privado o académico;

III. No haber ocupado algún puesto de elección popular
o cargo directivo en cualquier partido político durante
los diez años previos; y

IV. No haber sido sentenciado por delitos intencionales,
inhabilitado para ejercer el comercio o desempeñar un
empleo, cargo o comisión en el servicio público.
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El Director General del Instituto durará en su encargo seis
años; y no podrá ser reelecto nuevamente. El Estatuto Or-
gánico establecerá los tiempos y procedimientos para hacer
la designación.

El Director General recibirá una remuneración y prestacio-
nes iguales a las que correspondan a un Jefe de Unidad de
una Secretaría de Estado, y no podrá desempeñar otro em-
pleo, cargo o comisión, con excepción de actividades do-
centes, científicas, culturales o de beneficencia, mismas
que no deberán de distraerlo de las funciones propias de su
encargo.

Artículo 18. El Director General del Instituto tendrá las si-
guientes facultades y atribuciones:

I. Dirigir el trabajo del Instituto y coordinar las áreas de
su estructura orgánica, para que se cumplan sus objeti-
vos, como las metas del Programa Institucional del Ins-
tituto;

II. Cuidar que el trabajo del Instituto se apegue a los li-
neamientos establecidos en esta Ley y en los demás or-
denamientos aplicables, y procurar que las actividades
de evaluación tengan la más alta calidad, según los line-
amientos marcados por el Consejo Técnico;

III. Mantener relaciones permanentes con las autorida-
des educativas y con las instancias de evaluación co-
rrespondientes, para que las actividades del Instituto
atiendan las necesidades del sistema educativo nacional;

IV. Mantener relaciones con los organismos internacio-
nales de evaluación que desarrollen actividades relevan-
tes para el sistema educativo nacional;

V. Presentar a consideración de la Junta Directiva los
proyectos de Estatuto Orgánico del Instituto, el Progra-
ma Institucional y el Manual de Organización General,
y los correspondientes de procedimientos y servicios al
público;

VI. Nombrar al personal del Instituto;

VII. Formular el Anteproyecto de presupuesto anual,
para someterlo a la aprobación de la Junta Directiva, y
presentar a ésta informes trimestrales y anuales sobre el
desempeño de las funciones del Instituto y en su caso
publicarlos;

VIII. Administrar y representar legalmente al Instituto;

IX. Ejecutar, instrumentar y vigilar el cumplimiento de
los acuerdos de la Junta Directiva; y

X. Las demás que establezca esta Ley, el Estatuto Orgá-
nico y otras disposiciones legales aplicables.

Sección III
Del Consejo Técnico

Artículo 19. El Consejo Técnico del Instituto estará inte-
grado por dieciséis expertos en los campos de la evaluación
o de la investigación educativa. Los miembros del Conse-
jo Técnico no tendrán suplentes; los que no sean servido-
res públicos recibirán una remuneración por los trabajos
que realicen en cumplimiento de su encargo.

Los miembros del Consejo Técnico serán designados por la
Junta Directiva en consideración a sus méritos personales,
mediante el procedimiento que establezca el propio Órga-
no de Gobierno. El Consejo Técnico será presidido por uno
de sus miembros, designado para ello por la Junta Directi-
va, quien durará cuatro años en su cargo.

Los miembros del Consejo Técnico durarán en su cargo
ocho años, pudiendo ser reelectos nuevamente por un perí-
odo más.

Artículo 20. El Consejo Técnico celebrará sesiones plena-
rias ordinarias dos veces al año y las extraordinarias que
convoque su Presidente. El Director General del Instituto
participará en las sesiones del Consejo Técnico con voz pe-
ro sin voto. El Consejo Técnico funcionará también en sub-
comités, de conformidad con lo que se disponga en el Es-
tatuto Orgánico del Instituto.

Artículo 21. El Consejo Técnico tendrá las siguientes fun-
ciones:

I. Establecer los lineamientos técnicos y académicos
que guiarán el trabajo del Instituto en materia de eva-
luación educativa y tomar las decisiones correspondien-
te, con base en lo que establezca el Estatuto Orgánico;

II. Asesorar a la Junta Directiva y al Director General
del Instituto para el mejor desempeño de sus atribucio-
nes y dictaminar sobre las cuestiones de naturaleza téc-
nica y académica que dichas instancias sometan a su
consideración;
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III. Conocer el Programa Institucional y los programas
de trabajo anuales que prepare el director General y, en
su caso, recomendar a la Junta Directiva su aprobación
o proponer los ajustes técnicos que considere necesa-
rios;

IV. Dictaminar sobre la calidad de los instrumentos que
utilice el Instituto indicando si reúnen las condiciones
para ser utilizados y valorar sus aspectos académicos
técnicos; y

V. Evaluar técnica y académicamente los informes que
presente el Director General del Instituto respecto de los
resultados de los programas de trabajo del Instituto y, en
su caso, recomendar su aprobación por la Junta Directiva.

Sección IV
Del Consejo Consultivo

Artículo 22. La Junta Directiva instruirá al Director Gene-
ral del Instituto para la formación del Consejo Consultivo,
al que serán invitados a participar los responsables de las
áreas de evaluación educativa de las treinta y dos entidades
integrantes de la Federación. Este Consejo fungirá como
órgano de consulta del Instituto, y como enlace para forta-
lecer la colaboración con las autoridades educativas en ma-
teria de evaluación de la educación obligatoria, en el mar-
co del Sistema Nacional de Evaluación para la Educación.

Artículo 23. El Consejo Consultivo se reunirá en las fechas
y lugares que el propio órgano acuerde. El Secretario Téc-
nico convocará a reuniones cuando menos dos veces al
año. El nombramiento del Secretario Técnico será confor-
me lo establezca el Estatuto Orgánico del Instituto.

Capítulo Quinto
Del Patrimonio, Financiamiento, Mecanismos de 

Control y Relaciones Laborales del Instituto

Artículo 24. El patrimonio del Instituto estará integrado
por

I. Los bienes muebles e inmuebles que se destinen a su
servicio;

II. La cantidad que se le asigne en el Presupuesto de
Egresos de la Federación para su funcionamiento;

III. Los ingresos que perciba por los servicios que preste;

IV. Las donaciones y legados que se otorguen a su favor;

V. Los demás bienes, derechos y recursos que adquiera
por cualquier otro título legal.

Las operaciones de compraventa de bienes inmuebles que
celebre el Instituto se aplicará el mismo tratamiento fiscal
que reciben los bienes de la Federación. El Instituto no po-
drá tener más bienes inmuebles que los necesarios para
cumplir con su objeto.

Artículo 25. El Instituto contará con un Órgano de Control
Interno que formará parte de su estructura.

El titular de dicho órgano, así como los responsables de las
áreas de auditoría, quejas y responsabilidades serán nom-
brados y removidos por la Secretaría de la Función Públi-
ca, de la cual dependerán.

Los servidores públicos a que se refiere el párrafo anterior
ejercerán, en el ámbito de sus respectivas competencias, las
facultades previstas en la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal, en la Ley Federal de las Entidades
Paraestatales, en la Ley Federal de Responsabilidades Ad-
ministrativas de los Servidores Públicos y en las demás dis-
posiciones legales y administrativas aplicables.

El Instituto proporcionará al titular del órgano de control
interno los recursos humanos y materiales que requieran
para la atención de los asuntos a su cargo. Asimismo, los
servidores públicos del Instituto estarán obligados a pro-
porcionar el auxilio que requiera el titular de dicho órgano
para el desempeño de sus facultades.

Artículo 26. El Órgano de Vigilancia del Instituto estará in-
tegrado por un Comisario Público propietario, y un suplen-
te, quienes serán designados por la Secretaría de la Función
Pública, quienes ejercerán las facultades que les confiere el
Capítulo VI de la Ley Federal de Entidades Paraestatales.

Artículo 27. Las relaciones de Trabajo del Instituto y sus
trabajadores se regirán por las disposiciones legales aplica-
bles reglamentarias del Apartado A del artículo 123 consti-
tucional.

Transitorios

Primero. La presente ley entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Segundo. El Instituto Nacional de Evaluación Educativa
sustituye al Instituto precedente creado por decreto presi-
dencial publicado en el Diario Oficial de la Federación el 8
de agosto de 2002. La nueva persona de derecho público
que se refiere esta Ley, por consiguiente, adquiere la titula-
ridad de todos los bienes, derechos y obligaciones que es-
tuvieren adscritos o destinados al Instituto precedente, o
los que haya adquirido bajo cualquier título de hecho o de
derecho.

Los bienes muebles e inmuebles y los recursos financieros
del Instituto precedente creado por decreto presidencial pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación el 8 de agos-
to de 2002, pasarán a formar parte del patrimonio del Ins-
tituto Nacional de Evaluación Educativa.

Como parte de los derechos y obligaciones a que ser refie-
re el párrafo primero de este artículo, se consideran las au-
torizaciones que sobre la estructura orgánica ocupacional
hayan autorizado al organismo descentralizado sectorizado
referido, las Secretarías de Hacienda y Crédito Público y
de Función Pública, al igual que las obligaciones laborales
que pudieran haberse generado.

Tercero. Los primeros miembros ciudadanos de la Junta
Directiva a que se refieren las fracciones I, II y III del artí-
culo 11 de esta Ley, serán designados dentro de los noven-
ta días naturales siguientes a la entrada en vigor de esta
Ley.

Cuarto. La primera sesión de la Junta Directiva será con-
vocada por el Presidente del Instituto Nacional de Estadís-
tica, Geografía e Informática, dentro de los primeros 30 dí-
as naturales a partir de que hayan sido designados los
miembros ciudadanos que se refiere el artículo anterior.
Durante la primera sesión de la Junta Directiva se definirá
el procedimiento para designar al Director General, y que
éste deberá entrar en funciones dentro de los 45 días si-
guientes a dicha sesión.

Los miembros del Consejo Técnico del organismo prece-
dente seguirán siéndolo del que establece esta Ley. Esta ra-
tificación de los miembros del Consejo la llevará a cabo la
Junta Directiva, y por única vez, se hará mediante nombra-
mientos por plazos de cuatro, cinco, seis y siete años para
tres miembros respectivamente, y por ocho años para cua-
tro miembros. Los comisionados designados conforme a
este artículo podrán ser designados para ocupar el mismo
cargo por una segunda y única ocasión, por un periodo de
ocho años.

El Consejo Consultivo deberá estar constituido dentro de
los primeros 60 días hábiles, contados a partir de realizada
la primera sesión de la Junta Directiva.

Quinto. De conformidad con lo dispuesto en el artículo se-
gundo transitorio de este decreto, la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público deberá hacer las transferencias presu-
puestarias necesarias y en el momento oportuno entre el
Instituto precedente y el que esta ley crea, para darle a és-
te último operatividad y suficiencia presupuestaria.

Sexto. En tanto se expide el Estatuto Orgánico, el Instituto
Nacional de Evaluación Educativa seguirá aplicando las
disposiciones técnicas, reglamentarias y administrativas
emitidas con anterioridad por el organismo sectorizado en
las materias correspondientes en cuanto a no se opongan a
esta Ley.

Séptimo. Los poderes, mandatos y, en general, la represen-
taciones otorgadas y facultades concedidas por el Instituto
precedente con anterioridad a la entrada en vigor de la pre-
sente Ley subsistirán en sus términos en tanto no sean mo-
dificados o revocados expresamente.

Los asuntos que se encuentren en trámite a la entrada en vi-
gor del presente Decreto, se seguirán atendiendo ante y por
el organismo creado por esta Ley.

Los asuntos que en el Órgano Interno de Control del Insti-
tuto precedente se encuentren en trámite o pendientes de
resolución a la fecha de entrada en vigor de la presente Ley,
deberá ser concluidos por Órgano de Control Interno del
nuevo organismo aplicando en lo conducente lo dispuesto
en las leyes, reglamentos, decretos y acuerdos aplicables en
la materia.

Octavo. Con excepción de los funcionarios designados por
la Junta Directiva, las personas que a la entrada en vigor de
la presente Ley presten un servicio personal subordinado al
Instituto precedente formarán parte del personal al servicio
del nuevo Instituto, y conservarán las remuneraciones y
prestaciones de las cuales gozan a la entrada en vigor de es-
ta Ley, estas personas y las que ingresen a laborar al nuevo
Instituto se sujetarán a lo dispuesto en el apartado A del ar-
tículo 123 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, como lo establece el artículo 27 de la pre-
sente Ley.

Noveno. El último ejercicio financiero del Instituto prece-
dente, terminará al día anterior al que entre en operación el

Año I, Segundo Periodo, 25 de abril de 2007 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados278



nuevo organismo de conformidad con las disposiciones de
esta Ley.

El primer ejercicio financiero del Instituto Nacional de
Evaluación Educativa iniciará el día en que entre en su
operación de conformidad con las disposiciones de esta
Ley.

Décimo. La Junta Directiva del nuevo Instituto deberá pu-
blicar en el Diario Oficial de la Federación a más tardar en
noventa días hábiles de la designación del Director Gene-
ral, el Estatuto Orgánico respectivo. En tanto se cumple es-
ta disposición se seguirá aplicando en todo lo que no se
oponga a la presente Ley y al Estatuto Orgánico del orga-
nismo precedente.

Décimo Segundo. La entrega-recepción de los bienes, re-
cursos, documentación, asuntos en trámite, entre otros del
Instituto Precedente, al Instituto Nacional de Evaluación
Educativa, deberá realizarse dentro de los treinta días hábi-
les contados a partir de la designación del Director Gene-
ral.

Décimo Tercero. La Secretaría y el Instituto Nacional de
Evaluación Educativa contarán con tres meses a partir de
que entre en funciones el Director General del organismo
para publicar en el Diario Oficial de la Federación la polí-
tica de evaluación en los términos que establece el artículo
8 de este decreto.

Décimo Cuarto. Se abrogan todas las leyes y disposiciones
que se opongan a esta Ley.

Artículo Segundo. Se reforman la fracción XI del artículo
12; el artículo 29 y 31; y se adiciona el artículo 29 Bis, to-
dos de la Ley General de Educación, para quedar como si-
gue:

Capítulo II
Del Federalismo Educativo

Sección 1. 
De la distribución de la función social educativa

Artículo 12. Corresponden de manera exclusiva a la auto-
ridad educativa federal las atribuciones siguientes:

…

XI. Realizar la planeación y la programación globales
del sistema educativo nacional, evaluar a éste y fijar en
coordinación con el Instituto Nacional de Evaluación
Educativa los lineamientos generales de la evaluación
que las autoridades educativas locales deban realizar;

XII y XIII. …

Capítulo II

Sección 4 
De la Evaluación del Sistema Educativo Nacional

Artículo 29. Corresponde a la Secretaría la evaluación del
sistema educativo nacional, sin perjuicio de la que el Insti-
tuto Nacional de Evaluación Educativa y las autoridades
educativas locales realicen en sus respectivas competen-
cias.

Dichas evaluaciones serán sistemáticas y permanentes.
Sus resultados serán tomados como base para que las auto-
ridades educativas, en el ámbito de su competencia, adop-
ten las medidas procedentes.

Se establece el Sistema Nacional de Evaluación Educa-
tiva, que tiene por objeto coordinar las acciones de eva-
luación educativa entre los distintos ámbitos de gobier-
no de la Federación, las entidades federativas, el
Distrito Federal, municipios y entidades paraestatales
para la buena cooperación y aplicación de los instru-
mentos que al efecto consideren pertinentes.

El Sistema Nacional de Evaluación Educativa lo com-
ponen:

I. La Secretaría de Educación Pública;

II. El Instituto Nacional de Evaluación Educativa;

III. Los institutos u organismos estatales responsa-
bles de la evaluación educativa en las entidades fede-
rativas y el Distrito Federal.

IV. Los organismos públicos responsables de la eva-
luación educativa en ámbitos de competencia dife-
rentes al INEE; y

V. Los organismos privados de evaluación educativa
elegidos por la Junta Directiva del Instituto Nacional
de Evaluación Educativa, de conformidad con lo es-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 25 de abril de 2007279



tablecido en la Ley del Instituto Nacional de Evalua-
ción Educativa.

Los integrantes del Sistema Nacional de Evaluación
Educativa colaborarán y brindarán todas las facilida-
des al Instituto Nacional de Evaluación Educativa para
construir un Sistema Nacional de Indicadores de la
Educación que el propio instituto resguardará y opera-
rá en beneficio del sistema.

La autoridad máxima del Sistema Nacional de Evalua-
ción Educativa, será el Instituto Nacional de Evaluación
Educativa y vigilará la aplicación de sus lineamientos,
además de las que se establezcan en las normas que al
efecto se expidan.

Artículo 29 Bis. Para dar cumplimiento a su objeto el Sis-
tema Nacional de Evaluación Educativa llevará a cabo:

I. La integración de políticas, planes y programas
para evaluar el desarrollo educativo nacional;

II. La complementación y articulación de esfuerzos
realizados en la tarea de evaluación;

III. El intercambio de información especializada;

IV. El apoyo mutuo entre las entidades de carácter
público establecidas para evaluar la educación en
sus diferentes tipos, niveles y modalidades en los tres
ámbitos de gobierno; y

V. El fomento a la participación de los particulares
en la integración y funcionamiento del Sistema Na-
cional de Evaluación Educativa, de conformidad con
los lineamientos que establezca el propio Sistema.

Artículo 31. Las autoridades educativas en coordinación
con el Instituto Nacional de Evaluación Educativa darán
a conocer a los maestros, alumnos, padres de familia y a la
sociedad en general, los resultados de las evaluaciones que
realicen, así como la demás información global que permi-
ta medir el desarrollo y los avances de la educación en ca-
da entidad federativa.

Los consejos de participación escolar, municipal, estatal
y nacional en la educación, podrán participar activa-
mente en el proceso de evaluación y hacer observacio-
nes y modificaciones al respecto para enriquecer las
evaluaciones.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al siguiente
día de su publicación.

Segundo. La Secretaría, en un término no mayor de 90 dí-
as hábiles, realizará las acciones necesarias para la crea-
ción y establecimiento del Sistema Nacional de Evaluación
Educativa. 

Tercero. El Instituto Nacional de Evaluación Educativa
contará con seis meses a partir de la entrada en vigor de es-
te decreto para dar a conocer en el Diario Oficial de la Fe-
deración los indicadores que formarán parte del Sistema
Nacional de Indicadores.

Diputados: Gabriela González Martínez, Alejandro Landero Gutiérrez,
José Luis Espinosa Piña (rúbricas).»

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Mu-
chas gracias, diputado Alejandro Landero Gutiérrez. Túr-
nese a la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, con opinión de la Comisión de Presupuesto
y Cuenta Pública.

LEY ORGANICA DEL CONGRESO GENERAL
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS - 
LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES 

DE LOS SERVIDORES PUBLICOS

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Tiene
la palabra el diputado Francisco Javier Santos Arreola, del
grupo parlamentario del PRD, para presentar iniciativa que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos y de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servi-
dores Públicos.

El diputado Francisco Javier Santos Arreola: Compañe-
ras y compañeros diputados, esta iniciativa que el día de
hoy presento ante esta honorable Asamblea, tiene como fi-
nalidad modificar el trabajo de una de las comisiones ordi-
narias de este Congreso, a través de darle facultades que
únicamente tenía una sección de la comisión.

La Comisión Jurisdiccional es la comisión de la cual cua-
tro de sus miembros formaban una sección que se llama
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Sección Instructora. Pero ellos eran en sí los que iban a
ejercer las facultades de la Comisión Jurisdiccional, exclu-
sivamente la pura sección.

Esa sección obviamente no representa la pluralidad de este
Congreso, en primer término, y luego entonces, las facul-
tades de la Comisión Jurisdiccional dejaban de existir; es
decir, su única facultad el día de hoy, por la Ley Orgánica
de este Congreso, es que de entre sus miembros se cree la
Sección Instructora y después de eso ya no tiene razón de
ser esa Comisión Jurisdiccional. Verdaderamente es una
aberración y no encuentro el motivo o el fundamento para
que esto siga llevándose de esa manera.

Y por ello hoy pongo a consideración de esta Asamblea que
podamos modificar y que las facultades de la Sección Ins-
tructora se las demos en su totalidad a Comisión Jurisdic-
cional y que la Comisión Jurisdiccional sea Comisión Ju-
risdiccional e Instructora y que quede instalada al momento
que quede instalada cualquier Comisión.

El día de hoy la Sección Instructora no está instalada, ya
llevamos siete meses de trabajo parlamentario y los proce-
dimientos jurídicos de esta Comisión, que además es la
única que tiene tiempos jurídicos,0 toda vez que es su na-
turaleza está fuera de trabajo y por ende estamos cayendo en
responsabilidades los diputados que pudiéramos estar en es-
ta Comisión, porque no estamos dando la contestación jurí-
dica en los tiempos que marca la Ley de Responsabilidades
o bien, las leyes penales que pudieran tener sujetos los ser-
vidores públicos que pudieran estar en esta comisión.

Por ello, yo quisiera pedir a la Mesa Directiva que pudiese
ser turnada lo más pronto posible a la comisión, creo que
será la de Régimen y Prácticas Parlamentarias, a efecto de
que pueda sesionarse lo más pronto posible y que con ello
podamos subsanar las dos cosas: que ya no se cree la sec-
ción; que la Comisión Jurisdiccional al mismo tiempo sea
instructora, y que con ello los procedimientos que tenemos
acumulados se puedan resolver, y que no tengamos ya nun-
ca más en este Congreso que estar esperando a los acuer-
dos políticos que creen esa sección, y que además los tra-
bajos se politicen.

Esta comisión tiene que desarrollar sus trabajos de manera
estrictamente jurisdiccional. No podemos estar actuando a
criterio político. Si el trabajo parlamentario de una comi-
sión tan delicada como ésta está a la voluntad política de
las cúpulas de los partidos, indudablemente se van a seguir
cometiendo abusos y esto es algo que ya no queremos.

Para concluir quisiera comentar que esta Comisión Juris-
diccional, durante las demás legislaturas, después de que se
crea la Sección Instructora jamás vuelve a sesionar. Es una
comisión que no tendría objeto si no se le dan estas facul-
tades de la Sección Instructora.

Por ello, señora Presidenta, le solicito que sea inscrita en el
Diario de los Debates íntegra, como fue presentada, y sea
turnada a las comisiones que he solicitado. Es cuanto.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos y de la Ley Federal de Responsabilida-
des de los Servidores Públicos, a cargo del diputado Fran-
cisco Javier Santos Arreola, del Grupo Parlamentario del
PRD

En ejercicio de la facultad otorgada por la fracción II, del
artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y de conformidad con lo previsto por los ar-
tículos 55, fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General, expongo ante el
Pleno de esta honorable Cámara de Diputados la presente
iniciativa de reformas al artículos 40 numeral 5 y 43 nu-
meral 3, de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, así como una modificación al
artículo 11 de la Ley Federal de Responsabilidades de los
Servidores Públicos, de conformidad con la siguiente

Exposición de Motivos

Preguntarnos por el futuro de la democracia, es preguntar-
nos por el horizonte político que nos incumbe y que nos
convoca.

La Asamblea Constituyente de 1917 otorgó a los miembros
del Poder Legislativo una inmunidad que se conoce entre
nosotros como “fuero”; prerrogativa indispensable para la
existencia de las instituciones que salvaguardan la norma
constitucional, tendiente a proteger la independencia y au-
tonomía de un poder frente a otro y que le otorga en forma
refleja del derecho objetivo que la ley fundamental fija pa-
ra proteger la soberanía de los órganos legislativos, a sus
integrantes y no obstaculizar sus funciones.

Como se apunta con anterioridad, la Constitución, en su Tí-
tulo Cuarto denominado “De las responsabilidades de los
servidores públicos y patrimonial del Estado” prevé cuatro
tipos de responsabilidad: la política, la penal, la civil y la
administrativa. En lo que se refiere a la responsabilidad po-
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lítica y penal los artículos 110 y 111 señala respectivamen-
te a cada uno de los servidores públicos que gozan de esta
inmunidad procesal.

Con la creación de la Ley Federal de Responsabilidades de
los Servidores Públicos aprobada el 30 de diciembre de
1982 se estableció en el titulo segundo de tal ordenamien-
to los procedimientos a seguir ante el Congreso de la
Unión, para retirar esta inmunidad procesal. Este tipo de
inmunidad es un impedimento legal para que los servido-
res públicos que gozan de ella no sean sometidos a la po-
testad jurisdiccional, lo cual no es impedimento para que se
lleve a cabo la averiguación previa correspondiente a fin de
determinar si la conducta que se le imputa es constitutiva o
no de algún delito, lo cual se traduce en que no pueden ser
perseguidos por las autoridades federales si previamente
no existe una declaración para proceder penalmente emiti-
da por la Cámara de Diputados, por medio de procedi-
miento de la declaración de procedencia.

Este procedimiento tiene un carácter unicameral, a fin de
que sea expedito y toda vez que no tiene naturaleza juris-
diccional, no resuelve el fondo de la cuestión planteada, si-
no que, sin prejuzgar, verifica la procedencia y remoción
de la inmunidad procesal del cual goza el servidor público
involucrado. Se trata de un requisito de procedibilidad, pa-
ra que éste pueda ser juzgado penalmente, o por su respon-
sabilidad política.

Es de vital importancia en lo antes mencionado, el hecho
de que quien va a llevar a cabo dicho procedimiento es la
Sección Instructora, que de acuerdo a la Constitución y la
Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públi-
cos, es la encargada de sustanciar todo el procedimiento,
mismo que tiene su nacimiento mediante acuerdo del Ple-
no de la Cámara y elige sus integrantes de entre los diputa-
dos que integran la Comisión Jurisdiccional.

Así tenemos que, por un acuerdo tomado en la LVII Legis-
latura la Junta de Coordinación Política, elige integrantes
de la Comisión Jurisdiccional para conformar la Sección
Instructora con un total de cuatro miembros; la cual esta
encargada de las funciones a que se refiere la Ley Regla-
mentaria del Titulo IV del Código Político de 1917 en ma-
teria de Responsabilidades de los Servidores Públicos.

Como hemos visto para sustanciar la declaración de proce-
dencia es necesario instalar la Sección Instructora, y para el
juicio político será necesario que se analice por la Subco-

misión de Examen Previo antes de pasar a la Comisión Ju-
risdiccional.

Lo que se da de conformidad y cuando así lo considerara
necesario el Pleno de la Cámara de Diputados, por lo dis-
puesto en los artículos 11 de la Ley Federal de Responsa-
bilidades de los Servidores Públicos y 34, numeral 1, inci-
so c, de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos. La Junta de Coordinación Po-
lítica cuenta con la facultad de proponer al Pleno de la Cá-
mara de Diputados de entre los integrantes de la Comisión
Jurisdiccional a quienes habrán de conformar la Sección
Instructora, para intervenir en los procedimientos a que se
refiere la Ley Reglamentaria del Título Cuarto Constitu-
cional.

Una vez que el Pleno de la Cámara de Diputados haya
aprobado el acuerdo para designar a los diputados inte-
grantes de la Sección Instructora, la Junta de Coordinación
Política en uso de sus atribuciones, les proveerá de los re-
cursos materiales y humanos necesarios para el desarrollo
de sus funciones.

Si observamos el trámite que se sigue para la creación de
la Sección Instructora, encontramos que hay un tiempo en
el cual no está en funciones; es de mencionarse que por
ejemplo que una vez que se cerró la Sección Instructora de
la LVIII Legislatura en agosto de 2003, abriéndose nueva-
mente hasta abril de 2004, una vez que el pleno acordó su
instalación; dejando de substanciar asuntos importantes y
pendiente de dictaminar, como la solicitud de juicio de pro-
cedencia en contra del entonces diputado José García Or-
tiz; dejando de cumplir con los principios procesales de in-
mediatez, expedites, audiencia e imparcialidad, que
orientan tanto los procesos como a los procedimientos de
naturaleza jurisdiccional, como lo son en este caso el que
se sigue ante la Sección Instructora.

Por lo tanto y observando lo antes mencionado y en pro de
que se dé cabal cumplimiento a los principios antes men-
cionados, se propone que la Comisión Jurisdiccional tam-
bién lo sea de Instrucción, para que así se instale al mismo
tiempo que las comisiones ordinarias y no deje de dar el
trámite correspondiente a los asuntos turnados a la Sección
Instructora por el rezago de su creación.

Es de observarse que la función de la Comisión Jurisdic-
cional es la de que de entre sus miembros se elijan a quie-
nes han de conformar la Sección Instructora, no teniendo
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ninguna otra especificada, en ninguno de los ordenamien-
tos que rigen el actuar de esta soberanía, pero si se le su-
man las funciones de la Sección Instructora entonces goza-
ría de las facultades propias de una comisión.

Tomando en consideración la problemática que se genera
al interior de la Sección Instructora al momento del térmi-
no de cada legislatura, Se propone que la misma Comisión
Jurisdiccional se convierta en Comisión Jurisdiccional e
Instructora.

Llegando a una propuesta real y con viabilidad, y aten-
diendo al principio de representatividad se propone que la
Comisión Jurisdiccional e Instructora se integre, hasta por
16 miembros del Congreso, en orden descendente, de
acuerdo a la representatividad que tengan cada uno de los
grupos parlamentarios en el pleno, tal como se integran to-
das las comisiones ordinarias.

Por lo que hago esta propuesta integral, respecto al núme-
ro de miembros que la integran, y al hecho de mantener su
funcionamiento como el de cualquier otra comisión, para
que este sea permanente y así no entorpezca la substancia-
ción de los procedimientos de la declaración de proceden-
cia, por el hecho del término de la legislatura y se tenga que
esperar hasta la conformación de la nueva legislatura.

En virtud de lo anteriormente expuesto, fundado y motiva-
do, se presenta la siguiente

Iniciativa

Con proyecto de decreto que reforma a los artículos 40, nu-
meral 5 y 43, numeral 3, de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 11
de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores
Públicos.

Primero. Se reforman los artículos 40, numeral 5 y 43, nu-
meral 3 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, para quedar en los términos si-
guientes.

Artículo 40.

1. Las comisiones ordinarias que se establecen en este artí-
culo desarrollan las tareas específicas que en cada caso se
señalan. 

2. ... 

3. …

4. …

5. La Comisión Jurisdiccional e Instructora, estará con-
formada por tantos miembros como le corresponda, a
cada grupo parlamentario, atendiendo los principios de
representatividad y proporcionalidad en orden descen-
dente hasta por 16 miembros en total, la cual será la en-
cargada de las funciones a que se refiere la Ley Reglamen-
taria del Título Cuarto de la Constitución, en materia de
Responsabilidades de los Servidores Públicos.

Artículo 43. …

1. …

2. …

3. Al proponer la integración de las comisiones, la Junta
postulará también a los diputados que deban presidirlas y
fungir como secretarios. Al hacerlo, cuidará que su pro-
puesta incorpore a los diputados pertenecientes a los dis-
tintos grupos parlamentarios, de tal suerte que se refleje la
proposición que presenten en el Pleno, y tome en cuenta
los antecedentes y la experiencia legislativa de los diputa-
dos. La responsabilidad de presidir la Comisión Juris-
diccional e Instructora, estará a cargo del diputado del
grupo parlamentario que cuente con el mayor número
de diputados en la Cámara; su duración será de un año,
siendo esta rotativa en forma descendente.

Segundo. Se reforma el artículo 45 numeral 7 párrafo se-
gundo de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos para quedar de la siguiente forma:

Artículo 45. …

1. a 6. …

7. Las comisiones tomarán sus decisiones por mayoría de
votos de sus miembros.  En caso de empate en la votación
de un proyecto de dictamen o resolución deberá repetirse la
votación en la misma sesión, y si resultare empate por se-
gunda vez, se discutirá y votará de nuevo el asunto en la se-
sión inmediata, pero si aquél persistiere, el asunto será re-
suelto en definitiva por el Pleno, dando cuenta de ambas
posiciones, escuchando a los oradores a favor y en contra
que determine el Presidente de la Mesa Directiva conforme
a las reglas del debate que rigen a la Asamblea.
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Los proyectos de dictamen de la Comisión Jurisdiccional
e Instructora y de la Subcomisión de Examen Previo de
Juicios Políticos, se sujetarán al procedimiento establecido
en el párrafo anterior.

Lo anterior en virtud de que la Comisión Jurisdiccional e
Instructora como ordinaria, debe sujetarse a las mismas re-
glas que las otras comisiones, así mismo se evitaría que en
caso de empate los dictámenes se quedarán al interior del
órgano legislativo y no se conocieran por el Pleno.

Tercero. Se reforma el artículo 11 de la Ley Federal de
Responsabilidades de los Servidores Públicos, para quedar
en los términos siguientes.

Artículo 11. Al proponer la Junta de Coordinación Polí-
tica de cada una de las Cámaras del Congreso de la Unión,
la constitución de Comisiones para el despacho de los
asuntos, propondrá la integración de una Comisión para
sustanciar los procedimientos consignados en la presente
Ley y en los términos de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos.

Aprobada la propuesta a que hace referencia el párrafo an-
terior, la Cámara de Senadores designará a cuatro inte-
grantes para que formen la sección de Enjuiciamiento.
La Comisión Jurisdiccional é Instructora en la Cámara
de Diputados quedará conformada de acuerdo con lo
establecido en el artículo 40 numeral 5 de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estado Unidos Mexi-
canos.

Las vacantes que ocurran en la Sección correspondiente de
cada Cámara, serán cubiertas por designación que haga la
Junta de Coordinación Política, de entre los miembros de
las comisiones respectivas.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Se entenderá, en cualquiera de las demás leyes
en las que se hable de la Sección Instructora que se esta re-
firiendo a la Comisión Jurisdiccional e Instructora, orde-
nándose su simple cambio de nombre.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2007.— Diputado
Francisco Javier Santos Arreola (rúbrica).»

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Mu-
chas gracias, diputado Francisco Javier Santos Arreola.
Túrnese a las Comisiones Unidas de Régimen, Regla-
mentos y Prácticas Parlamentarias, y de la Función Pú-
blica, e inscríbase íntegro el texto en el Diario de los De-
bates.

Sonido a la curul del diputado Duck.

El diputado Édgar Mauricio Duck Núñez (desde la cu-
rul): Señora Presidenta, para preguntarle al diputado San-
tos, en primer lugar, si me permite sumarme a su iniciativa,
y en segundo lugar, mientras se da el procedimiento legis-
lativo correspondiente en las comisiones a donde ya ha si-
do turnada, también sumarme a la excitativa —insisto,
mientras se da el trámite legislativo a esta iniciativa a la
que me permito sumarme— también sumarme a la excita-
tiva para que ya sea creada la Sección Instructora. No sé si
me lo permita el diputado Francisco Santos.

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Afirma
el diputado que sí se lo permite, diputado. 

ARTICULO 115 CONSTITUCIONAL

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Se con-
cede el uso de la palabra al diputado Gerardo Octavio Var-
gas Landeros, del grupo parlamentario del PRI, para pre-
sentar iniciativa que reforma el artículo 115 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El diputado Gerardo Octavio Vargas Landeros: Con su
permiso, señora Presidenta. Compañeras y compañeros le-
gisladores, la iniciativa que hoy presentamos un grupo de
diputadas y diputados de diferentes grupos parlamentarios
tiene relación con dos temas importantes y vitales para
nuestro desarrollo como país: el municipio y el agua.

En reiteradas ocasiones en esta Asamblea se ha menciona-
do el tema del agua; sin embargo, son mínimas y eventual-
mente poco impactantes las decisiones que hemos concre-
tado para incidir positivamente en este asunto que
—también se ha reiterado aquí— es un recurso vital para la
existencia de los seres vivos de nuestro planeta.

A manera de ejercicio, y como lo hacen algunos académi-
cos, quisiera que por un momento reflexionáramos las oca-
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siones en las que en el transcurso del día solamente haya-
mos tenido la necesidad de emplear el agua en la dinámica
de nuestra existencia.

Sabemos que con objeto de mejorar la utilización del agua
se han establecido algunos consensos, entre los que desta-
can las reformas que se hicieron a la Ley de Aguas Nacio-
nales, por decreto, el 22 de diciembre de 2003, publicadas
en el Diario Oficial de la Federación el 29 de abril de 2004,
así como el cobro de derechos a los organismos operadores
de agua del país, tanto por la utilización de aguas naciona-
les como por el empleo de los cuerpos receptores de aguas
residuales en bienes de la nación.

Sin embargo, el uso dispendioso y desmedido de grandes
volúmenes de agua potable en todos los edificios donde se
desarrollan funciones del servicio público a cargo de la fe-
deración, de los estados y de los municipios, continúa sien-
do un factor que incide sustancialmente tanto en los usos
como en el deterioro y bajos niveles de eficiencia de los or-
ganismos operadores de agua potable.

Por lo anterior, es necesario eliminar el trato privilegiado
que reciben las dependencias públicas en lo que concierne
al pago de servicios públicos, ya que, como se recordará, el
artículo 115 constitucional, precisamente permite exencio-
nes de pago de estos servicios a todos los bienes de domi-
nio público de los tres niveles de gobierno.

La disposición constitucional anteriormente citada resulta
enormemente onerosa, ya que por un lado, a las Juntas de
Agua Potable se les cobra por los volúmenes de agua cru-
da que obtienen, debiendo invertir altas sumas por la cap-
tación, conducción, potabilización, almacenamiento, distri-
bución, drenaje y saneamiento.

Asimismo, deben pagar por la utilización de los cuerpos re-
ceptores de aguas residuales, propiedad de la nación, y por
otra parte constitucionalmente están impedidas para cobrar
por los servicios que proporcionan a la gran cantidad de
edificios donde se desarrollan actividades de gobierno, sin
dejar de soslayar el aspecto más importante que redunda en
el mal uso y derroche de considerables cantidades de agua,
debido al poco valor que se le otorga al líquido, porque co-
mo no se paga, así hay que gastarlo.

Fundamentalmente la argumentación nodal de la presente
iniciativa es que las exenciones contenidas en la norma
constitucional que se propone reformar contribuyen al dis-
pendio y uso no sustentable de un recurso escaso, como lo

es el agua y que además promueve el empobrecimiento de
las finanzas municipales y de los organismos operadores de
agua potable y drenaje.

En esa tesitura, se reitera que la exención del pago de los
servicios públicos de agua potable y alcantarillado a las
oficinas públicas e incide en forma sustancial en el dete-
rioro de las finanzas de los municipios de los organismos
operadores de agua de todo el país.

Eliminar estas exenciones en el pago de servicios que dis-
pone el artículo 115 constitucional evitaría el desperdicio
de recursos, además de que contribuiría a fortalecer estas
finanzas públicas municipales. Consecuentemente, se am-
pliarían las coberturas y calidad de dichos servicios públi-
cos.

Por todo lo anteriormente expuesto se propone la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto, para quedar como si-
gue:

Artículo único. Se reforma el artículo 115, fracción IV, in-
ciso c), párrafo segundo, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Inciso c). Las leyes federales no limitarán la facultad de las
entidades federativas para establecer las contribuciones a
que se refieren los incisos a) y c) ni concederán exenciones
en relación con las mismas, a favor de persona o institución
alguna, sea de dominio público o privado en sus tres nive-
les de gobierno.

Señora Presidenta, toda vez que quienes presentamos esta
iniciativa hicimos algunas precisiones de último momento.
Solicito que se tome en cuenta esta última versión que en
este momento entregó, incorporándose a la Gaceta Parla-
mentaria y al Diario de los Debates.

Atentamente: Alfonso Izquierdo Bustamante, PRI; María
Soledad López Torres, PRD; Javier Bolaños Aguilar, Ac-
ción Nacional; Manuel Cárdenas Fonseca, Nueva Alianza,
Layda Sansores, Convergencia; Diego Cobo Terrazas, Par-
tido Verde Ecologista; y un servidor, Gerardo Vargas, del
Partido Revolucionario Institucional. Es cuanto.

«Iniciativa que reforma el artículo 115 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del di-
putado Gerardo Octavio Vargas Landeros, del Grupo Par-
lamentario del PRI
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Gerardo Octavio Vargas Landeros, diputado federal por el
distrito dos de Ahome, Los Mochis, del estado de Sinaloa,
integrante de la LX Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la considera-
ción de esta honorable asamblea la presente iniciativa con
proyecto de decreto, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

Estamos seguros que han sido reiteradas, y algunas veces
vehementes, las ocasiones en las que en este foro se ha
mencionado la palabra agua; sin embargo, son mínimas y
eventualmente poco impactantes las decisiones que una
vez concertadas han llegado a incidir positivamente en es-
te elemento que, también seguramente se ha reiterado aquí,
es un recurso vital para la existencia de los seres vivos en
el planeta.

El agua como sustancia y elemento indispensable en las ac-
tividades cotidianas de las personas permite reafirmar la
importancia del establecimiento de medidas que permitan
el uso y aprovechamiento racional y eficiente de dicho ele-
mento.

Aquí, en otros foros y espacios se ha dicho y reiterado que
el agua

• es un recurso natural que se agota

• que se utiliza deficientemente

• que se contamina de manera irracional

• que no se reutiliza

• que cuesta mucho captarla

• que es difícil conducirla

• que es complejo potabilizarla

• que es altamente complicado administrarla

• que fácilmente se fuga de los sistemas de conducción

• que es fácil facturarla, pero altamamente complicado
cobrarla

• que en los grupos sociales no se valora hasta que no se
dispone de ella

• que una de las pocas fórmulas que podrían incidir en
el buen uso del agua es que se pague lo que realmente
cuestan su administración, captación, conducción, pota-
bilización, almacenamiento, distribución, drenaje y sa-
neamiento.

El agua es un elemento que de manera cotidiana se utiliza
en las campañas y los programas pro defensa del vital li-
quido, pero en su administración resulta sumamente difícil
establecer mecanismos que aseguren políticas públicas pa-
ra su buen uso.

Sabemos que con objeto de mejorar la utilización del agua
se han establecido algunos consensos, entre los que desta-
can las reformas que se hicieron a la Ley de Aguas Nacio-
nales por decreto del 22 de diciembre de 2003, publicado
en Diario Oficial de la Federación el 29 de abril de 2004,
así como el cobro de derechos a los organismos operadores
del agua del país, tanto por la utilización de las aguas na-
cionales como por el empleo de los cuerpos receptores de
aguas residuales en bienes de la nación; sin embargo, el uso
desmedido de grandes volúmenes de agua potable en todos
los edificios donde se desarrollan funciones del servicio pú-
blico a cargo de la federación, de los estados y de los muni-
cipios continúa siendo un  factor que incide sustancialmen-
te tanto en los usos dispendiosos como en el deterioro y los
bajos niveles de eficiencia de los organismos operadores.

Por lo anterior, propongo eliminar el trato privilegiado que
reciben las dependencias en lo que concierne al pago de
servicios públicos según lo establecido en el artículo 115
constitucional, el cual permite exenciones en el pago de es-
tos servicios a todos los bienes de dominio público de los
tres niveles de gobierno, propiciando de esa manera su uso
indiscriminado e irracional.

La disposición constitucional anteriormente citada resulta
enormemente onerosa tanto para las finanzas públicas lo-
cales como para los organismos encargados del otorga-
miento de los servicios públicos de agua potable, alcantari-
llado y saneamiento, lo que se traduce en un criterio
totalmente desigual, pues –por un lado– se les cobra por los
volúmenes de agua cruda que obtienen, deben invertir altas
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sumas por la captación, conducción, potabilización, alma-
cenamiento, distribución, drenaje y saneamiento, y deben
pagar por la utilización de los cuerpos receptores de aguas
residuales propiedad de la nación, y –por otra parte– cons-
titucionalmente están impedidos para cobrar por los servi-
cios que le ofrece a la gran cantidad de edificios donde se
desarrollan actividades de gobierno y sin dejar de soslayar
el aspecto más importante que redunda en el mal uso y de-
rroche de grandes cantidades de agua debido al poco valor
que se otorga al líquido porque no se paga.

La argumentación fundamental de la presente iniciativa es
que las exenciones contenidas en la norma constitucional
que se propone reformar contribuyen al dispendio y uso no
sustentable de un recurso escaso como lo es el agua y que,
además, promueve el empobrecimiento de las finanzas mu-
nicipales y de los organismos operadores de agua.

En reiteradas ocasiones, el Ejecutivo federal ha manifesta-
do que el agua es un bien relacionado con la seguridad na-
cional, por lo que resulta incongruente que en la práctica se
promuevan el dispendio y el uso irracional del recurso.

En ese tenor, el gobierno de México debe promover el uso
sustentable de los recursos naturales, especialmente la efi-
ciencia en el uso del agua, por lo cual las exenciones que
permite el artículo 115 de la Carta Magna representan un
obstáculo a este objetivo, ya que el Ejecutivo debe privile-
giar una administración austera que proteja los recursos na-
turales y que efectúe las actividades públicas bajo premisas
de buen trabajo y bajos costos y, por ende, las exenciones
que ha promovido y mínimamente aceptado el Ejecutivo,
deben ser modificadas.

Además, es importante que se fomente el manejo respon-
sable de las finanzas públicas. En ese tenor, la exención
que dispone el artículo 115 constitucional no es coinciden-
te con el fomento de la cultura del fortalecimiento de las fi-
nanzas. Por tanto, es necesario que dichas exenciones sean
eliminadas, habida cuenta de que en la actualidad se de-
manda, además del uso racional de los recursos naturales,
un uso honesto y transparente de los recursos materiales
del gobierno, así como también la eficacia y calidad con
que se utilizan.

En esa tesitura, se reitera que la exención del pago de los
servicios del agua potable, alcantarillado y saneamiento a
las oficinas públicas incide de forma sustancial en el dete-
rioro de las finanzas de los municipios y, especialmente, de
los organismos operadores de agua del país.

En general, los procesos relacionados con la dotación de
los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento
a las dependencias públicas en los tres niveles de gobierno
han propiciado la descapitalización de algunos organismos
operadores del agua, pues las exenciones que contempla el
artículo 115 de la Constitución federal impiden cobrar por
dichos servicios, aspecto que redunda en la disminución de
las inversiones de mantenimiento y expansión de la in-
fraestructura hidráulica.

Las acciones propuestas para combatir la escasez del agua
casi siempre se relacionan con opciones de carácter técni-
co, es decir, a partir de la construcción de mayores obras
hidráulicas; sin embargo, es importante tomar en cuenta la
demanda de agua, estableciendo mecanismos que ayuden a
consumir el liquido de manera más racional y eficiente.

En la actualidad, en las oficinas públicas no se implantan
programas relacionados con el uso eficiente y racional del
agua. Un criterio que puede incidir en la racionalización de
su consumo en las dependencias es establecer una estruc-
tura de tarifas que persiga, en la medida de lo posible, rea-
lizar cobros reales por la dotación del liquido, ya que no es
coherente que un gobierno que promueve políticas de ra-
cionalización del consumo del agua, por otro lado en sus
oficinas se desperdicien grandes volúmenes dada su gratui-
dad.

En ese orden de ideas, eliminar las exenciones en el pago
de servicios que dispone el artículo 115 constitucional evi-
taría el desperdicio del agua, además de que contribuiría a
fortalecer las finanzas de los gobiernos municipales y, con-
secuentemente, se ampliarían las coberturas y calidad de
dichos servicios públicos.

Finalmente, es de reiterar que una fórmula para lograr el
uso equilibrado de nuestros recursos naturales y la utiliza-
ción eficiente de los recursos materiales será eliminando
las exenciones como la que dispone el 115 de la Ley Fun-
damental, ya que la misma induce la sobreexplotación de
los recursos naturales y el deficiente empleo de los bienes
materiales.

Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a la
consideración de este Pleno lo siguiente

Artículo Único. Se reforma el artículo 115, fracción IV,
inciso c), párrafo segundo de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:
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Artículo 115. ...

IV. ...

...

...

...

...

Las leyes federales no limitarán la facultad de las en-
tidades federativas para establecer las contribucio-
nes a que se refieren los incisos a) y c), ni concederán
exenciones en relación con las mismas, a favor de
persona o institución alguna, sea de dominio público
o privado, en sus tres niveles de gobierno.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2007.— Diputados:
Gerardo Octavio Vargas Landeros (rúbrica), Alfonso Rolando Izquier-
do Bustamante (rúbrica), María Soledad López Torres (rúbrica), Ed-
mundo Javier Bolaños Aguilar (rúbrica), Manuel Cárdenas Fonseca
(rúbrica), Layda Elena Sansores San Román (rúbrica), Diego Cobo Te-
rrazas (rúbrica).» 

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Mu-
chas gracias, diputado Gerardo Octavio Vargas Landeros.
Túrnese a la Comisión de Puntos Constitucionales.

ARTICULOS 59 Y 116 CONSTITUCIONALES

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Tiene
la palabra el diputado Rogelio Carbajal Tejada, para pre-
sentar iniciativa que reforma los artículos 59 y 116 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
suscrita por diputados de diversos grupos parlamentarios.

El diputado Rogelio Carbajal Tejada: Gracias, señor
Presidenta. Vengo a presentar iniciativa que reforma los ar-
tículos 59 y 116 de la Constitución de los Estados Unidos
Mexicanos, para permitir la reelección consecutiva de di-
putados federales y senadores, y para suprimir lo que el ar-
tículo 116 de la Constitución señala, impidiendo a las le-
gislaturas de los estados, también en sus propias
constituciones, señalar lo propio.

Pocas reformas, como la que hoy vengo a proponer, po-
drían transformar el poder del Poder Legislativo. No cabe
duda que México vive hoy momentos de transformación
democrática y que esa transformación democrática que el
país requiere exige espacios para acuerdos y consensos.

Exige también espacios profesionales para que se discuta
con permanencia en el mediano y en el largo plazo las re-
formas que México necesita.

Esta iniciativa que está suscrita por 46 legisladores de sie-
te grupos parlamentarios y por la mayoría de los integran-
tes de la Mesa Directiva de esta Cámara de Diputados, pre-
tende, en primer lugar, otorgar un derecho fundamental a
los ciudadanos y evaluar a sus representantes; y en segun-
do lugar, imponer una obligación también esencial en todo
sistema democrático: exigir que los representantes rinda-
mos permanentemente cuentas a los ciudadanos.

Cito a Pedro Pablo Camargo, a propósito del tema señala:
“La reelección de los miembros del Poder Legislativo, que
emana de la voluntad popular, no es en manera alguna in-
compatible con el ejercicio efectivo de la democracia re-
presentativa, sino antes bien, consecuencia del principio de
la llamada soberanía popular o autodeterminación”. La ci-
ta de Camargo señala expresamente estos dos principios a
los que me he referido: el derecho a evaluar de parte de los
ciudadanos y el deber de rendir cuentas de parte de los re-
presentantes.

Manuel de Gorostiza en el siglo antepasado ya señalaba al-
go similar, pero también vale la pena señalar que Giovanni
Sartori y José Woldenberg, hace escasos días expresaron
aquí en México la necesidad de que contáramos con la re-
elección consecutiva de legisladores.

Sartori y Woldenberg coincidían, uno diciendo que la im-
posibilidad de la reelección consecutiva priva al parlamen-
to de expertos; Sartori y el otro señalando en sentido posi-
tivo que la posibilidad de la reelección consecutiva de
legisladores garantizaría el profesionalismo de los congre-
sos.

Pero vale la pena también citar aquí en esta tribuna, a pro-
pósito de esta iniciativa, a Lombardo Toledano. Lombardo
presentó en 1964 una iniciativa para reformar estos artícu-
los constitucionales y facilitar la reelección consecutiva de
diputados.
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Señaló Lombardo en aquella iniciativa de 1964: “Todos te-
nemos una historia en esta Cámara, pero esa experiencia no
se puede trasladar de un modo mecánico hasta esta tribuna.
Es necesario aprender el arte de la función política-históri-
ca de un parlamento. Cuando un parlamento no influye en
la marcha de la sociedad, cuando no prevé futuro y no traza
caminos para el porvenir, es un parlamento pequeño, infruc-
tuoso, que en lugar de ayudar al gobernante, le estorba”.

Las citas que menciono aquí son para señalar simple y sen-
cillamente que México requiere urgentemente facilitar la
reelección consecutiva de sus legisladores.

Es también preciso señalar la historia de nuestro país al
respecto. Es obvio que la no reelección, citada a propósito
de la Revolución de 1910, sigue vigente en cuanto se trata
al Presidente de la República, y eso no habrá que contro-
vertirlo; sin embargo, también es preciso decir que nuestro
marco constitucional jamás, sino hasta 1933, impidió la re-
elección consecutiva de legisladores. Así lo permitieron las
constituciones de 1824, las centralistas de 1836 y 1843, la
Constitución liberal de 1857, y por supuesto, en su origen,
la vigente de 1917.

Como señalé, no fue hasta 1932 cuando en México se pre-
sentó una iniciativa para evitar la reelección consecutiva de
diputados y senadores. Esa iniciativa vigente desde 1933
intentó modificarla el propio Lombardo, como ya expre-
sé, en 1964. Sin embargo, y habiendo sido aprobada por
mayoría esta iniciativa por esta Cámara de Diputados, fue
en el Senado de la República en donde encontró voto en
contra.

Pero ese voto en contra expresado por el Senado en 1975
también es digno de recordarse, por cuanto a lo que seña-
laba el dictamen del Senado de entonces, que rechazaba la
minuta de la Cámara de Diputados. Dijo el Senado de en-
tonces: “En el futuro, cuando la realidad democrática de
México marque la hora oportuna y hayan desaparecido los
prejuicios políticos que ahora obraron como factores cir-
cunstanciales, entonces otros hombres habrán de encontrar
desbrozado el camino; entonces, dándole a quien tenga la
razón, la historia dirá la última palabra”.

Señoras y señores diputados, ha llegado el momento de
discutir esta posibilidad, la viabilidad de que en México
como en cualquier país democrático del mundo contemos
con la reelección consecutiva de diputados y senadores, fa-
cilitemos la profesionalización de nuestro trabajo, le demos
permanencia al trabajo legislativo en las cámaras y por su-

puesto, le otorguemos a los ciudadanos el derecho de eva-
luarnos en las urnas y de decir, en función de nuestro tra-
bajo, si es preciso que permanezcamos en el cargo o, si por
nuestro mal trabajo, es preciso que el elector le dé su con-
fianza a otro representantes.

Señoras y señores diputados, lo que dijo el Senado en 1965
es menester recordarlo ahora: será la historia la diga quién
tiene la razón; y es el momento histórico que diputados y
senadores abordemos este tema sin pena, sin vergüenza,
pero sobre todo, con el afán de servir a México y de en-
contrar legisladores profesionales para que México tenga
un Congreso permanente, profesional, que trabaje en las re-
formas que el país necesita.

Pido, señora Presidenta, que sea insertada la iniciativa y la
exposición de motivos tal y como si se hubiese leído en es-
ta tribuna.

«Iniciativa que reforma los artículos 59 y 116 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado Rogelio Carbajal Tejada y suscrita por diputa-
dos de diversos grupos parlamentarios

Los que suscriben la presente iniciativa, diputados federa-
les de diversos grupos parlamentarios integrantes de la LX
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en la fracción II del artículo 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los
diversos 55, fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, someten a consideración de esta asam-
blea la presente iniciativa con proyecto de decreto median-
te el cual se reforman los artículo 59 y 116 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, con base
en la siguiente

Exposición de Motivos

En el proceso de transformación democrática de México
cada vez más se ha hecho patente la necesidad de construir
un arreglo institucional funcional, equilibrado y eficaz, ca-
paz de responder a las exigencias que nos plantea la nueva
realidad política.

Para lograrlo, resulta fundamental la edificación de un
Congreso responsable, fuerte y profesional, competente
para llevar a cabo sus tareas de control y de legislar, apto
para convertirse en un espacio de debate, de acuerdos y de
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consensos, elementos básicos para la gobernabilidad de-
mocrática que el país necesita.

La reelección inmediata de legisladores es práctica común
en casi todos los sistemas democráticos del mundo. Única-
mente México y Costa Rica se exceptúan de ella. Pedro Pa-
blo Camargo, a propósito del tema expresa: “la reelección
de los miembros del Poder Legislativo, que emana de la
voluntad popular, no es, en manera alguna, incompatible
con el ejercicio efectivo de la democracia representativa si-
no, antes bien, consecuencia del principio de la llamada so-
beranía popular o autodeterminación” (Camargo, 1965).

De la cita se infieren dos grandes valores presentes en todo
régimen democrático. El primero de ellos se relaciona con
el inalienable derecho que el ciudadano tiene para evaluar
a sus representantes y, en consecuencia, para elegir con li-
bertad según su voluntad. El segundo, está vinculado al de-
ber primario que todo gobernante está obligado a cumplir,
el de rendir cuentas de su función, en este caso de su tra-
bajo representativo como legislador.

Manuel Eduardo de Gorostiza, autor de la Cartilla política,
libro de filosofía política mexicana publicado en el siglo
XIX, establece que la posibilidad de reelección de los
miembros de las asambleas es una consideración necesaria
para darle el carácter de representativas. En este sentido,
Gorostiza señala (Gorostiza, 1833):

De ahí que, cuanto más breve sea este periodo, comparado
con aquél en que el miembro del Congreso vuelve a vivir
después como simple individuo de la comunidad, más se-
guridad habrá de alcanzar aquel resultado, pues habrá ma-
yor dificultad de compensar el sacrificio de los provechos
del periodo más largo con las utilidades del más corto: más
empeño e interés se tendrá entonces en procurar aquéllos.
Y de ahí que la mejor garantía para el pueblo respecto del
representante esté en la mayor brevedad que se pueda dar
al periodo de representación (…) Antes bien, creemos que
es un deber que el representante que haya respondido bien
a la confianza de los electores sea reelecto (…) pues se abs-
tendrá de obrar mal y a la vez, es un aliciente más para que
los representantes obren bien, por que es una recompensa o
un castigo en manos del pueblo.

A su vez, la práctica parlamentaria internacional nos ense-
ña que donde existe la posibilidad de la reelección conse-
cutiva de legisladores es donde también prevalecen con-
gresos más profesionales.

Pero un parlamento profesional sólo puede alcanzarse me-
diante un trabajo constante de sus legisladores. En otras pa-
labras, se llega a ser profesional mediante la experiencia y
la especialización de la función que se desempeña. Gio-
vanni Sartori señaló recientemente en México que cuando
no hay reelección “se priva al parlamento de expertos… [y
que los legisladores] cuando empiezan a aprender algo tie-
nen que irse porque saben que ahí no tienen futuro”.

Por igual, José Woldenberg reiteró, también de manera re-
ciente, que la reelección inmediata de legisladores “garan-
tizaría el profesionalismo de quienes forman parte de las
cámaras en donde se hacen las leyes que rigen la vida de
los mexicanos”.

Ya en 1965 Lombardo Toledano había señalado, en defen-
sa de su propuesta para posibilitar la reelección inmediata
de diputados, que

Todos tenemos una historia en ésta Cámara; pero esa expe-
riencia no se puede trasladar de un modo mecánico hasta
esta tribuna. Es necesario aprender el arte de la función po-
lítica, histórica de un parlamento. Cuando un parlamento
no influye en la marcha de la sociedad, cuando no prevé el
futuro y no traza caminos para el porvenir, es un parla-
mento pequeño, infructuoso que en lugar de ayudar al go-
bernante lo estorba.

Así, en diferentes épocas y a través de diversos actores co-
mo Sartori, Woldenberg y Lombardo se ha dicho, una y
otra vez, que uno de los elementos esenciales para lograr el
profesionalismo en los congresos radica en la posibilidad
de que un diputado o senador pueda someterse, inmediata-
mente al término de su gestión, al juicio ciudadano de las
urnas y, en su caso, ser mantenido en el cargo o castigado
con un voto negativo que le impida continuar con su repre-
sentación.

No sobra decir en este debate que, en México, la medida
que impide la reelección inmediata de legisladores no es
por ningún motivo un principio revolucionario.

De hecho, el Constituyente de 1917 no discutió, siquiera, la
posibilidad de restringir el derecho a reelegirse de un le-
gislador. La limitante surgió hasta abril de 1933, cuando el
Congreso de la Unión reformó diversos artículos constitu-
cionales, en donde se estableció la redacción de los nume-
rales 59 y 116, que impiden, respectivamente, la reelección
consecutiva de diputados y senadores y de diputados loca-
les.
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La Constitución de 1917 no hizo sino respetar y recoger la
historia y tradición que al respecto dictaba el constitucio-
nalismo mexicano.

Desde los primeros años de vida independiente del país
(1824-1933) se permitió, incluso sin límite de periodos, la
posible reelección consecutiva de legisladores. Los únicos
antecedentes contrarios a la reelección se remontan a la
Constitución de Cádiz de 1810, que estableció que “los di-
putados no podrán volver a ser elegidos sino mediando otra
diputación”, y a la Constitución de Apatzingán de 1814,
cuyos términos eran muy similares a los de su antecesora.

La decisión de eliminar límite alguno a la reelección de le-
gisladores fue establecida desde el 28 de julio de 1824. En
el dictamen de la entonces Comisión de Constitución negó,
entre otras medidas, la adopción del modelo Cádiz-Apat-
zingán. El dictamen tuvo importantes repercusiones, pues
en el periodo comprendido entre 1824 y 1836 únicamente
cuatro estados de la federación conservaron el modelo Cá-
diz-Apatzingán.

Después, las constituciones centralistas de 1836 y de 1843
aceptaron también el principio de la reelección indefinida.
De igual modo el Acta de Reforma de 1847, que devolvió
la vigencia de la Constitución de 1824, conservó el princi-
pio de reelección legislativa.

En el recuento histórico no debe pasarse por alto que en el
marco de la Constitución de 1857 México vivió la dictadu-
ra de Porfirio Díaz. La Revolución Mexicana de principios
del siglo XX inició entonces con un primer objetivo: luchar
contra la reelección reiterada del entonces Presidente, pues
era evidente que el problema de aquella época se centraba
en la imposibilidad de una auténtica elección, libre y ciu-
dadana para votar al Presidente de la República. Ningún
plan revolucionario demandó entonces el establecimiento
de la no reelección parlamentaria.

La no reelección presidencial fue pues la bandera con la
que Madero dio inicio a la Revolución Mexicana. El prin-
cipio fue consagrado por el Constituyente de 1917 en el ar-
tículo 83 constitucional y, como entonces, mantiene plena
vigencia en el México de hoy. 

No obstante ello, debe reiterarse que el principio de no re-
elección legislativa no fue motivo de discusión en el Con-
greso Constituyente de 1917. Lo fue hasta 1932, cuando la
Cámara de Diputados recibió una iniciativa del Partido Na-
cional Revolucionario para reformar diversos artículos

constitucionales. Las modificaciones contemplaban, entre
otras disposiciones, limitar la reelección inmediata de le-
gisladores, federales y locales.

El proyecto fue votado a principios de 1933 y se incorporó
formalmente a la Constitución el 19 de abril de ese año. A
partir de ese momento México restringió la posibilidad de
la reelección consecutiva de legisladores, pero paradójica-
mente la dejó latente al admitirla de forma parcial, pues un
diputado o senador podrá volver a serlo, siempre y cuando
entre el ejercicio del cargo y la nueva elección medie, al
menos, un periodo.

Sin embargo, la limitación relativa contenida en el artículo
59 de la Constitución ha funcionado en la práctica como
una prohibición absoluta. Desde entonces, según cita Alon-
so Lujambio, cerca del 85 por ciento de los diputados fe-
derales nunca ha vuelto a ocupar este cargo. Cada legisla-
tura se renueva en su totalidad y sólo pocos de sus
integrantes vuelven a desempeñar el cargo en periodos pos-
teriores, produciendo, entre otros defectos, la discontinui-
dad de los trabajos legislativos y la pérdida de tiempo en el
entendimiento, comprensión y negociación de los temas.

La no reelección tuvo consecuencias significativas para la
política mexicana. Fue uno de los engranes del hiperpresi-
dencialismo mexicano en el siglo XX, que conllevó al au-
mento del número de iniciativas del Poder Ejecutivo. La li-
mitante también normó la conducta de los miembros del
Congreso, casi todos miembros del partido dominante, que
se basaría entonces en el interés por ser promocionados a
un nuevo cargo en vez de intentar profesionalizar su labor
y mantener la eficacia de los trabajos parlamentarios. La no
reelección de diputados y senadores posibilitaron la circu-
lación de las elites políticas en el sistema político mexica-
no del siglo XX.

Así, desde el mismo año de 1933 se discutió en distintas
ocasiones la posibilidad de reformar el artículo 59 consti-
tucional. Son, empero, dos los momentos clave que deben
resaltarse en este debate.

El primero de ellos se remonta al 13 de octubre de 1964,
cuando Vicente Lombardo Toledano presentó una iniciati-
va de reforma al artículo 54 constitucional para posibilitar
la reelección ilimitada de diputados. El dictamen fue apro-
bado en la Cámara de Diputados, y el 2 de septiembre de
1965 el proyecto fue recibido por el Senado en calidad de
minuta.
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La Cámara de Senadores rechazó sin debate alguno la pro-
puesta avalada por diputados del PRI, PARM y PPS. El 24
de septiembre de ese año fue presentado a primera lectura
el dictamen que desechaba la minuta, pero en su texto se-
ñalaba una cita digna de rescatarse: “en el futuro, cuando la
realidad democrática de México marque la hora oportuna y
hayan desaparecido los prejuicios políticos que ahora obra-
ron como factores circunstanciales, entonces otros hom-
bres habrán de encontrar desbrozado el camino. Entonces,
dándole razón a quien la tenga, la historia dirá la última pa-
labra”.

Debe decirse hoy que las circunstancias que motivaron la
medida adoptada por el Constituyente Permanente en 1933
y reiteradas en 1965 han cambiado diametralmente.

El segundo momento, más reciente, data del 10 de abril de
2003. Casi cuarenta años después de aquel esfuerzo de
1964, una veintena de senadores de diversas fracciones
parlamentarias encabezados por Jáuregui (PAN), Borrego
(PRI) y Sodi (PRD), proponía la reelección consecutiva sin
límite de periodos. Retomaban la propuesta original del
propio Lombardo Toledano adicionada con la posibilidad
de reelección de los senadores. 

La iniciativa fue dictaminada con modificaciones el 18 de
marzo de 2004 por las Comisiones Unidas de Puntos Cons-
titucionales, y de Estudios Legislativos, Segunda, del Se-
nado de la República.

El dictamen reconoció la necesidad de aceptar sí la conve-
niencia de la reelección inmediata de legisladores, pero
acotando tal posibilidad de hasta tres legislaturas adiciona-
les en el caso de los diputados y de hasta un periodo más
en el caso de los senadores, de tal suerte que ambos tuvie-
ran oportunidad de ejercer el encargo hasta 12 años.

Para fundar la modificación, el considerando del dictamen
señaló que “por el momento la reelección inmediata debe-
rá establecerse de manera acotada. La fórmula que propo-
nemos a esta H. Asamblea permite conservar la experien-
cia adquirida por los legisladores durante su anterior
desempeño, a la vez de garantizar el ingreso de nuevos re-
presentantes que renueven e introduzcan otras perspectivas
y el ánimo de quien logró acceder a la representación na-
cional en un entorno más competitivo.”

A pesar de todo, el resultado fue adverso, pues al someter-
se a la votación del pleno del Senado, el resultado fue de
50 votos a favor, 51 en contra y 1 abstención. La iniciativa

no prosperó, pero el debate ofrecido el 10 de febrero de
2005 arroja elementos objetivos para discutir una vez más
la necesidad de impulsar la reelección consecutiva de di-
putados y senadores.

Resulta importante destacar también que con frecuencia la
opinión ciudadana expresa su desencanto para con sus re-
presentantes. En la crítica se manifiesta que destinan poco
tiempo a su ejercicio público, que toman decisiones apre-
suradas y desacertadas o que, en ocasiones, no otorgan la
importancia debida a problemas de carácter urgente. Con la
ausencia de reelección inmediata, el ciudadano carece en-
tonces de la capacidad de evaluar y juzgar a su legislador y
es obvio que éste no regresa con su elector para explicar
sus decisiones y por tanto rendir cuentas de su encargo.

A la vez, es dable señalar que en un diseño político donde
no se contempla la posibilidad de reelección inmediata de
parlamentarios, el legislador prefiere mantener una rela-
ción más estrecha con su partido que con su electorado. 

Evitar la reelección consecutiva debilita la obligación de
rendir cuentas y aleja a los legisladores del estímulo para
buscar un contacto permanente con sus bases de apoyo
electoral. 

A este problema se adiciona la restricción temporal a que
están sometidos diputados y senadores. Ello implica la im-
posiblidad para dar continuidad a los proyectos que han en-
caminado en razón del poco tiempo del que disponen para
el desempeño de sus funciones. Tres años, en el caso de los
diputados, supone un periodo corto para dominar cabal-
mente la complejidad de los mecanismos, temas y dinámi-
cas del proceso legislativo. 

Sin la perspectiva de contar con una verdadera carrera par-
lamentaria, los legisladores federales y locales no han teni-
do incentivo alguno para especializarse en sus tareas. No
permitir la reelección inmediata se ha traducido en un obs-
táculo para la profesionalización de los representantes en
general y en particular para los diputados. 

Suele decirse en pro de la limitación vigente, que el repre-
sentante puede regresar a desempeñar el cargo con los in-
tervalos obligatorios de interrupción por disposición cons-
titucional. Sin embargo, aun en esos casos –muy pocos
según se ha dicho– los legisladores deben desplegar un es-
fuerzo adicional para contar con los elementos actualiza-
dos de las condiciones internas y externas que repercuten
en su labor.
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La reelección inmediata, otorgada sólo por voluntad del
elector, garantiza la continuidad de los trabajos parlamen-
tarios volviéndolos más serios y profesionales, basados en
análisis más profundos y reflexionados, evitando por tanto
la improvisación legislativa reflejada, en sin número de
ocasiones, en decisiones apresuradas e incompletas que
muchas veces más que solucionar conflictos, los genera.
Los legisladores profesionales producen legislación de ca-
lidad, porque van profundizando en el conocimiento de las
materias sobre las que legislan.

La reelección inmediata fomenta la carrera legislativa, favo-
rece la autonomía de disertación del representante en pro de
los intereses de los ciudadanos y, más importante aún, crea
mayor dependencia entre legisladores y electores, pues los
primeros necesariamente deberán mantenerse cerca de sus
votantes y cumplir con su obligación de rendir cuentas. 

A estos razonamientos debe agregarse un elemento funda-
mental. Pocas reformas podrían aumentar por sí mismas el
peso específico del poder del Congreso frente al Ejecutivo y
el Judicial. La reelección inmediata fortalecería las capaci-
dades del Legislativo con un trabajo permanente, serio y
profesional a través de representantes especializados y expe-
rimentados, lo que propiciaría por ende una relación más
equilibrada y de largo plazo con los demás poderes de la
Unión.

La permanencia en el tiempo de diputados y senadores de-
be convertirse así en la mecánica fundamental de la orga-
nización y funcionamiento interno del Poder Legislativo,
en donde el legislador, y no la burocracia que lo rodea, se
convierta en el centro del trabajo parlamentario.

La iniciativa que se presenta retoma casi en sus términos el
dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucio-
nales y de Estudios Legislativos, Segunda, del Senado de
la República de fecha 18 de marzo de 2004. Pretende re-
formar los artículos 59 y 116 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y posibilitar de manera aco-
tada la reelección consecutiva de diputados federales y se-
nadores. Propone, de igual modo, eliminar la restricción
que subsiste respecto de los diputados locales, dejando a la
libre decisión de cada entidad federativa la determinación
o no de aceptar su reelección inmediata y, en su caso, de es-
tablecer las formas y reglas a las que en cada caso habrá de
someterse. 

Se comparten pues las consideraciones del dictamen cita-
do. Por ello, la iniciativa sostiene la idea de que la posibi-

lidad de reelección inmediata de legisladores debe estable-
cerse limitando el número de periodos, hasta tres reelec-
ciones para el caso de los diputados y una para el de los se-
nadores.

De igual modo, y como ya se explicó, la propuesta retira la
limitante constitucional que existe respecto del legislador
local, eliminando el párrafo segundo de la fracción II del
artículo 116. La posibilidad de reelección del diputado lo-
cal quedará así subordinada a la expresión autónoma de ca-
da Constitución estatal y, según el caso, a los términos y
acotaciones que la misma imponga. 

Para el caso del Distrito Federal y con base en lo dispues-
to en el artículo 122 de la Constitución, las disposiciones
que para los diputados federales se establezcan (es decir, la
posibilidad de hasta tres reelecciones inmediatas) aplicarán
para los diputados locales a la Asamblea Legislativa.

La iniciativa busca otorgar mayor poder al ciudadano
quien, a través de su voto, tendrá la posibilidad de sancio-
nar o premiar al legislador según el desempeño de sus fun-
ciones. 

Sugiere también que el representante popular tenga el de-
recho a ser evaluado por el mérito de las funciones desem-
peñadas y la obligación inherente de rendir cuentas ante los
ciudadanos. Le otorga, de igual modo, el derecho a compe-
tir nuevamente por la candidatura para el cargo en cuestión,
pues es obvio que no se busca la reelección automática, sino
con base en los lineamientos del partido político que en su
caso lo postule y, desde luego y más importante, en función
de la elección que los ciudadanos realicen en las urnas.

La posibilidad de reelección inmediata bajo un sistema
electoral mixto como lo es el mexicano, garantizaría tam-
bién maximizar sus ventajas representativas. Permitiría, in-
dependientemente del principio de elección del que proce-
dan, la permanencia de legisladores con las habilidades, la
experiencia y el conocimiento de temas específicos que da-
rían continuidad a una labor profesional del Congreso, con-
cretando así asuntos de interés nacional que requieren de
un mayor espacio de tiempo para ser analizados y, en su
momento, definidos.

Es evidente que la restricción a la reelección legislativa se
introdujo en un momento en que una de las prioridades del
país era su estabilización y la conformación de un nuevo
arreglo político que facilitara la transición hacia un poder
civil, permanente y sujeto a reglas e instituciones fuertes. 
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Si bien siempre será permanente la necesidad de contar con
instituciones consolidadas, es indiscutible que hoy no sub-
sisten las razones que dieron origen a la modificación de
los artículos 59 y 116 de la Constitución en 1933. Antes
bien, el fortalecimiento del Poder Legislativo en México
demanda hoy legisladores capaces y expertos que den con-
tinuidad, seriedad y profesionalismo a la labor del Congre-
so. 

Hoy existen garantías de equidad en la competencia elec-
toral; la democracia está en vías de consolidación y ya ha
logrado la apertura de nuevos espacios para dar cauce a la
diversidad política que prevalece en México. El Senado de
la República señaló en 1965 la necesidad de esperar tiem-
pos futuros para valorar la medida en función de los avan-
ces democráticos. Hoy ha llegado ese momento. Oponerse
a la posibilidad de la reelección de diputados, senadores y
legisladores locales es apostar a la continuación de un sis-
tema que ya no responde a las expectativas del país y de los
ciudadanos.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a consideración
de esta honorable asamblea el siguiente proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se reforman los artículos 59 y 116, a fin
de derogar el párrafo segundo de su fracción II, ambos de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue:

Artículo 59. Los Senadores podrán ser electos de manera
inmediata hasta por un periodo adicional. Los diputados
podrán ser reelectos hasta en tres periodos consecutivos.

Los senadores y diputados que en cualquier momento ha-
yan fungido como propietarios durante los periodos seña-
lados en el párrafo anterior, no podrán ser electos como su-
plentes para el inmediato siguiente.

Artículo 116. …
…

I...

II…

(se deroga el párrafo segundo)

…

III. a VII. ... 

Transitorios

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Diputados: Rogelio Carbajal Tejada (rúbrica), Carlos Navarro Sugich
(rúbrica), César Camacho Quiroz (rúbrica), Miguel Ángel Jiménez Go-
dínez (rúbrica), Raymundo Cárdenas Hernández (rúbrica), Patricia
Castillo Romero (rúbrica), José Manuel del Río Virgen (rúbrica), Adol-
fo Mota Hernández (rúbrica), Érika Larregui Nagel (rúbrica), Jorge
Zermeño Infante, Eduardo de la Torre Jaramillo (rúbrica), Francisco
Santos Arreola (rúbrica), Pilar Guerrero Rubio (rúbrica), Luis Gustavo
Parra Noriega (rúbrica), Mario Eduardo Moreno Álvarez (rúbrica),
María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Cruz Pérez Cuéllar (rúbri-
ca), Felipe Borrego Estrada (rúbrica), Liliana Carbajal Méndez (rúbri-
ca), Esmeralda Cárdenas Sánchez (rúbrica), María Sofía Castro Rome-
ro (rúbrica), Luis Fernando Rodríguez Ahumada (rúbrica), José
Antonio Díaz García (rúbrica), Violeta del Pilar Lagunes Viveros (rú-
brica), Luis Alonso Mejía García (rúbrica), Miguel Ángel Monraz Iba-
rra (rúbrica), Rocío del Carmen Morgan Franco (rúbrica), María Euge-
nia Campos Galván (rúbrica), José Guadalupe Rivera Rivera, Luis
Gerardo Serrato Castell (rúbrica), Yadhira Yvette Tamayo Herrera (rú-
brica), Alberto Vázquez Martínez (rúbrica), Jaime Verdín Saldaña (rú-
brica), Martha Cecilia Díaz Gordillo (rúbrica), Jesús Arredondo Veláz-
quez, Felipe Díaz Garibay (rúbrica), Leonardo Magallón Arceo
(rúbrica), Silvia Emilia Degante Romero (rúbrica), Efraín Arizmendi
Uribe (rúbrica).»

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Mu-
chas gracias, diputado Rogelio Carbajal Tejada. Se toma en
cuenta su petición y se turna a la Comisión de Puntos
Constitucionales.

Sonido en la curul del diputado Escobar.

El diputado Adolfo Escobar Jardinez (desde la curul):
Solamente para preguntarle al diputado Carbajal si me per-
mite adherirme a la propuesta que presentó ante esta sobe-
ranía.

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Es afir-
mativo, diputado.
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ARTICULO 115 CONSTITUCIONAL

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Se con-
cede el uso de la tribuna al diputado Miguel Ángel Monraz
Ibarra, para presentar iniciativa que reforma el artículo 115
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, suscrita por diputados del grupo parlamentario del
Partido Acción Nacional.

El diputado Miguel Ángel Monraz Ibarra: Con su venia,
diputada Presidenta. 

«Iniciativa que reforma el artículo 115 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Los suscritos diputados Miguel Ángel Monraz Ibarra, Cruz
Pérez Cuella, Gustavo Macías Zambrano, Omar Antonio
Borboa Becerra, Mario Alberto Salazar Madera, integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con
fundamento en lo dispuesto por la fracción II, del artículo 71
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y la fracción II, del artículo 55 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, sometemos a la consideración de esta honorable
Cámara de Diputados, la siguiente iniciativa con proyecto de
decreto que reforma el artículo 115 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, con base en la si-
guiente

Exposición de Motivos

Con el fin de darle una nueva vida al municipio mexicano,
la Cámara de Diputados aprobó modificaciones al artículo
115 de la Constitución Federal, el 17 de junio de 1999,
siendo avaladas por la Cámara de Senadores, el 25 de junio
del mismo año. Esta reforma constitucional buscó reconsi-
derar la visión del municipio, y empezar a entenderlo como
un tercer orden de gobierno.

La citada reforma constitucional entró en vigor el 23 de
marzo de 2000, y con el inicio de su vigencia, comenzó a
correr el plazo de un año, para que las legislaturas estatales
adecuaran sus legislaciones a los nuevos postulados del ar-
tículo 115 constitucional.

Sin embargo, sigue faltando fortalecer la autonomía muni-
cipal y sobretodo, esclarecer las competencias que dicho
dispositivo constitucional asegura al municipio.

Lo anterior es fácil destacarlo, sobretodo al analizar las le-
yes que emitieron, o más bien, adecuaron, la gran mayoría
de las legislaturas locales, donde se le sigue diciendo a los
ayuntamientos como sesionar, con que comisiones edili-
cias contar o que estructura administrativa establecer. Más
grave aún, resulta encontrar que algunas de estas normas
siguen estableciendo mayorías calificadas de los miembros
de los ayuntamientos para dictar diversas resoluciones, lo
cual, sin lugar a dudas, resulta ir en contra del sentido del
artículo 115 constitucional.

Esto, recordando que en el dictamen aprobado por la Cá-
mara de Diputados, textualmente se señaló lo siguiente:

“4.2 La intención de esta comisión dictaminadora, con-
siste en fortalecer al ámbito de competencia municipal y
las facultades de su órgano de gobierno. Por ello se pro-
pone tal y como lo plantean los autores de las iniciativas
antes descritas, delimitar el objeto y los alcances de las
leyes estatales que versan sobre cuestiones municipales.
Lo que se traduce es que la competencia reglamentaria
del municipio, implique de forma exclusiva, los aspec-
tos fundamentales para su desarrollo. De ahí que se de-
fina y modifique en la fracción II, el concepto de bases
normativas, por el de leyes estatales en materia munici-
pal, conforme a las cuales los ayuntamientos expiden
sus reglamentos, y otras disposiciones administrativas
de orden general.

Dichas leyes se deben orientar a las cuestiones genera-
les sustantivas y adjetivas, que le den un marco homo-
géneo a los municipios de un Estado, sin intervenir en
las cuestiones específicas de cada municipio.

En consecuencia, queda para el ámbito reglamentario
como facultad de los ayuntamientos, todo lo relativo a
su organización y funcionamiento interno y de la admi-
nistración pública municipal, así como para la regula-
ción sustantiva y adjetiva de las materias de su compe-
tencia a través de bandos, reglamentos, circulares y
demás disposiciones de carácter general; mientras que
las leyes estatales en materia municipal, contemplarán
lo referente al procedimiento administrativo, conforme
a los principios que se enuncian en los nuevos incisos, y
demás aspectos”.

De la lectura del precepto constitucional ya citado, encon-
tramos la salvedad de la mayoría calificada para determi-
nados asuntos. Al respecto, creemos que la redacción debe
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modificarse para dejar en claro que se trata de excepciones
y que por ende, sólo en determinados casos las legislaturas
locales pueden imponerla a los ayuntamientos, terminando
en este caso, con los abusos que en ocasiones, al finalizar
cada trienio se establecen, más por cuestiones político-par-
tidistas que por una real búsqueda del bien común.

Por tal motivo y a efecto de dejar claramente sentado que
la mayoría calificada es una excepción al principio normal
de funcionamiento y decisión de los órganos de gobierno
municipal, es que proponemos adicionar una fracción al ar-
tículo 115 para establecer que será objeto de las leyes en
materia municipal, señalar los casos en que se requiera el
acuerdo de las dos terceras partes de los miembros de los
ayuntamientos para dictar resoluciones que afecten el pa-
trimonio inmobiliario municipal, para celebrar actos o con-
venios que comprometan al mjunicipio por un plazo mayor
al periodo del ayuntamiento o para cuestiones de similar
naturaleza, referentes al ámbito patrimonial del municipio.

De esta forma, consideramos que se fortalece al municipio
mexicano, siguiendo el pensamiento y guía que nos legó un
benemérito jalisciense, don Efraín González Luna: “El
verdadero renacimiento municipal, está por hacerse. Si no
se emprende pronta y eficazmente, se compromete sin re-
medio todo esfuerzo nacional. El municipio es el cimiento
y es la clave. Necesitamos restituirle la conciencia de su
ser, de su dignidad, de su misión, devolverle su ámbito pro-
pio y dejarlo surgir de sus ruinas, reconstruyendo su propia
vida: Sólo así podrá ser unidad viva y sana de una patria
fuerte”.

Con base en los razonamientos antes expuestos, somete-
mos a la consideración de esta asamblea, la siguiente:

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma
el artículo 115 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

Artículo único. Se reforma el artículo 115 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, para que-
dar como sigue:

Artículo 115. …

I …

II. …

...

El objeto de las leyes a que se refiere el párrafo anterior
será establecer:

a) …

b) Los casos en que se requiera el acuerdo de las dos
terceras partes de los miembros de los ayuntamientos
para dictar resoluciones que afecten el patrimonio in-
mobiliario municipal, para celebrar actos o conve-
nios que comprometan al municipio por un plazo ma-
yor al periodo del ayuntamiento o para cuestiones de
deuda;

c) a e) …

III. …

a) a g) …

h) …

i)…

…

IV a X. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Salón de sesiones de la Cámara de Diputados, a 10 de abril de 2007.—
Diputados: Miguel Ángel Monraz Ibarra (rúbrica), Cruz Pérez Cuellar
(rúbrica), Gustavo Macias Zambrano (rúbrica), Omar Antonio Borboa
Becerra (rúbrica), Mario Alberto Salazar Madera (rúbrica).»

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Mu-
chas gracias, diputado Miguel Ángel Monraz Ibarra. Túr-
nese a la Comisión de Puntos Constitucionales.

Si le dan sonido a la diputada Mónica, por favor.

VERIFICACION DE QUORUM

La diputada Mónica Fernández Balboa (desde la curul):
Gracias, Presidenta. Solamente para pedirle que pueda so-
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licitar quórum. Ya terminaron la mayoría de las reuniones
que teníamos fuera y para que tuviéramos quórum y pudié-
ramos oír las iniciativas.

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Sí, di-
putada, en un momentito, nada más que termine la diputa-
da su intervención y vamos a pedir que la Secretaría abra
el sistema. 

CODIGO PENAL FEDERAL - CODIGO 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Tiene
la palabra la diputada Yadhira Yvette Tamayo Herrera para
presentar iniciativa que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones del Código Penal Federal y del Código de Federal
Procedimientos Penales, suscrita por el diputado Mario
Eduardo Moreno Álvarez, Luis Gerardo Serrato Castell y
la ponente, del grupo parlamentario del Partido Acción Na-
cional.

La diputada Yadhira Yvette Tamayo Herrera: Gracias,
señora Presidenta, con su venia. Compañeras diputadas y
compañeros diputados, los que suscribimos la presente, di-
putados federales Luis Gerardo Serrato Castell y Mario
Eduardo Moreno Álvarez, a quienes agradezco su colabo-
ración en la elaboración de esta iniciativa, pertenecientes a
la LX Legislatura del honorable Congreso de la Unión, in-
tegrantes todos del Partido Acción Nacional, con funda-
mento en lo establecido en los artículos 71, fracción II, y
demás relativos y aplicables de la Constitución mexicana,
así como el artículo 55 y demás relativos aplicables al Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, someten a la considera-
ción de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto
de decreto que reforma diversas disposiciones del Código
Penal Federal y del Código Federal de Procedimientos Pe-
nales, con base en la siguiente exposición de motivos:

Mucho se ha debatido sobre si las personas morales pueden
ser responsables de un delito, pero en la actualidad esta dis-
cusión cobra mayor importancia por el incremento de la
criminalidad mediante la utilización de estas corporacio-
nes, asociaciones, empresas que en definitiva son las per-
sonas morales, donde en algunos casos son creadas para
disimular verdaderas conductas delictivas y quienes ge-
neralmente operan de manera organizada para la comisión
de delitos, tales como operaciones con recursos de proce-

dencia ilícita; financiamiento del narcotráfico; contraban-
do; piratería; delitos contra la economía pública; delitos fi-
nancieros y, entre otros, como la trata de personas, los que
nos ha obligado a reflexionar sobre la urgente necesidad de
sancionar dichos comportamientos.

No obstante lo anterior, nos hemos encontrado ante la pro-
blemática del derecho penal que se ha visto impedida para
sancionar a dichas personas morales, pues esta posibilidad
choca con el principio tradicional que señala, sin responsa-
bilidad penal, para las personas jurídicas que se ha venido
estableciendo en el sistema penal desde hace siglos y del
que se deriva la imposibilidad de hacer responder penal-
mente a una persona jurídica, puesto que el derecho penal
a lo largo de su evolución se ha caracterizado por una con-
cepción individual y personal de la responsabilidad penal.

Sin embargo, la comisión de hechos punibles en el curso de
la actividad de una persona jurídica plantea nuevas necesi-
dades político-criminales a las que el legislador debe dar
una respuesta eficaz.

En el caso de México se ha empezado ya en este paso, ya
que el artículo 11 del Código Penal Federal establece:
Cuando algún miembro representante de una persona jurí-
dica comete un delito con los medios que para tal objeto las
mismas entidades le proporcionen, el juez podrá en los ca-
sos exclusivamente especificados por la ley, decretar en la
sentencia la suspensión de la agrupación o su disolución
cuando lo estime necesario para la seguridad pública.

Sin embargo, no se ha considerado un avance completa-
mente suficiente por lo complejo del tema, de manera que
se ha planteado la necesidad de revisar las categorías dog-
mático-penales vigentes y la derogación del principio en
mención.

En ese sentido, en línea de una actual corriente de opinión
en el ámbito del derecho comparado, se considera que la
responsabilidad criminal de las personas morales y la san-
ción penal de las mismas, es un reclamo de las actuales ne-
cesidades de la política criminal por lo que en la medida en
que ello sea incompatible con las categorías dogmáticas
tradicionales, lo que procede entonces es la revisión de és-
tas, de modo que pueda darse cabida en nuestro derecho
penal a la punibilidad de las personas morales.

Asimismo, dentro de esta postura se puede atribuir a la per-
sona moral al igual que a la persona física, una voluntad
propia ya que es una entidad dotada de existencia plena ju-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 25 de abril de 2007297



rídica, lo que se traduce en que es susceptible de ser titular
de los derechos subjetivos, facultades, obligaciones y res-
ponsabilidad jurídicas, deduciendo ahí que la responsabili-
dad criminal de las personas morales no violenta el princi-
pio de la personalidad de las penas.

En ese tenor es importante recalcar que entre mayor clari-
dad tengan las leyes, mayor seguridad y certeza jurídica
tendrán los ciudadanos. Seguridad jurídica que se traduce
en la garantía otorgada a las personas de que serán respeta-
das en su personalidad, sus bienes y sus derechos para que
éstos no sean sujetos de violaciones o que si éstos llegan a
producirse, le serán aseguradas por la sociedad protección
y reparación.

Dicho en otras palabras, la seguridad jurídica es la certeza
que tiene el individuo de que su situación jurídica no será
modificada más que por un procedimiento regular estable-
cido previamente.

Así, con esta iniciativa nos aproximamos más a una segu-
ridad jurídica que con la legislación vigente, que se consi-
dera sumamente tímida y escueta. Por tanto, proponemos
establecer mayores posibilidades para que el juzgador ten-
ga en su elección la sanción que estime conveniente y así
encuentre la medida más acertada ante las posibles situa-
ciones que se presenten.

En virtud de ello, se establece con esta iniciativa el procedi-
miento que se seguirá en el caso de que se tenga que llevar
un proceso en contra de una persona moral, del que en la ac-
tualidad únicamente se encuentre en una laguna legal que
evidentemente violenta el principio de seguridad jurídica.

Por lo anteriormente expuesto y con objeto de establecer la
responsabilidad penal de las personas morales, propone-
mos la siguiente iniciativa con proyecto de decreto. Se lo
dejo aquí, diputada Presidenta, para que me haga el favor
de insertarlo tal cual junto con la exposición de motivos y
la propuesta de iniciativa de decreto, por la conveniencia
del tiempo. Muchas gracias a todos por su atención.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Penal Federal y del Código Federal de Procedi-
mientos Penales, suscrita por los diputados Mario Eduardo
Moreno Álvarez, Yadhira Ivette Tamayo Herrera y Luis
Gerardo Serrato Castell, del Grupo Parlamentario del PAN

Los que suscribimos, diputados federales Yadhira Yvette
Tamayo Herrera, Luis Gerardo Serrato Castell y quien ha-

ce uso de la voz Mario Eduardo Moreno Álvarez, pertene-
cientes a esta LX Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, integrantes del Partido Acción Nacional, con fun-
damento en lo establecido en los artículos 71, fracción II,
135 y demás relativos y aplicables de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos y 55, fracción II, y
demás relativos y aplicables del reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, sometemos a la consideración de esta so-
beranía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que
reforma los artículos 11, 24, la denominación del Capítulo
I del Titulo Segundo del Libro Primero; además de la adi-
ción de los artículos 24 bis y del Capítulo XII del Título Se-
gundo del Libro Primero que se conforma de los artículos
50 Bis 1; 50 Bis 2; 50 Bis 3; 50 Bis 4; 50 Bis 5, todos per-
tenecientes al Código Penal Federal; así como, la reforma
de la denominación del Título Decimosegundo; y la adi-
ción del Capitulo IV, del Título Decimosegundo, que está
comprendida por los artículos 527 Bis; 527 Ter y 527 Quá-
ter, del Código Federal de Procedimientos Penales, bajo la
siguiente:

Exposición de Motivos

Mucho se ha debatido, sobre si las personas morales pue-
den ser responsables de un delito; pero en la actualidad es-
ta discusión cobra mayor importancia, por el incremento de
la criminalidad mediante la utilización de estas corporacio-
nes, asociaciones, empresas, en definitiva personas morales,
que en la mayoría de los casos son creadas para disimular
verdaderas conductas delictivas, y quiénes generalmente
operan de manera organizada para la comisión de determi-
nados delitos, tales como: operaciones con recursos de pro-
cedencia ilícita, financiamiento del narcotráfico, contraban-
do, piratería, delitos contra la economía pública, delitos
financieros, y entre otros como la trata de personas; lo que
nos ha obligado a reflexionar sobre la urgente necesidad de
sancionar dichos comportamientos.

No obstante lo anterior, nos hemos encontrado ante la pro-
blemática del Derecho Penal, que se ha encontrado impe-
dido para sancionar a dichas personas morales, pues esta
posibilidad choca con el principio tradicional “societas de-
linquere non potest”,(sin responsabilidad penal para las
personas jurídicas) que ha informado el sistema penal des-
de hace siglos; y del que se deriva que es imposible hacer
responder penalmente a una persona jurídica; puesto que el
Derecho Penal a lo largo de su evolución se ha caracteriza-
do por una concepción individual y personal de la respon-
sabilidad penal; sin embargo, la comisión de hechos puni-
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bles en el curso de la actividad de una persona jurídica
plantea nuevas necesidades político-criminales a las que el
legislador deba dar una respuesta eficaz.

En ese sentido, un sector de la doctrina aprueba la respon-
sabilidad penal de las personas morales, porque solo así se
puede conseguir una mayor eficacia penal en la persecu-
ción del delito. Por lo que, cabe señalar que legislaciones
como la francesa y la de Bélgica, han derogado éste prin-
cipio y en sus códigos penales están previstas sanciones pa-
ra las personas morales. 

En el caso  de México, se empezado a dar ese paso, ya que
en el artículo 11 del Código Penal Federal se ha estableci-
do que “cuando algún miembro o representante de una per-
sona jurídica, o de una sociedad, corporación o empresa de
cualquiera clase... cometa un delito con los medios que pa-
ra tal objeto las mismas entidades le proporcionen de mo-
do que resulte cometido a nombre o bajo el amparo de la
representación social o en beneficio de ella, el juez podrá
en los casos exclusivamente especificados por la ley, de-
cretar en la sentencia la suspensión de la agrupación o su
disolución, cuando lo estime necesario para la seguridad
pública.”; sin embargo, no se ha considerado un avance
completamente suficiente por la complejidad del tema, por
lo que, varias voces han seguido impulsando el tema, para
continuar el sendero marcado por algunos países europeos,
por ende, se ha planteado la necesidad de revisar las cate-
gorías dogmático-penales vigentes y la derogación del
principio en mención.

En ese sentido, en línea con una actual corriente de opinión
en el ámbito del Derecho comparado a favor del reconoci-
miento de una responsabilidad penal de las personas jurídi-
cas, se considera que la responsabilidad criminal de las
personas morales y la sanción penal de las mismas es una
exigencia de las actuales necesidades de la política crimi-
nal y que, en la medida en que ello sea incompatible con
las  categorías dogmáticas tradicionales, lo que procede,
entonces, es la revisión de éstas, de modo que pueda darse
entrada en nuestro Derecho penal a la punibilidad de las
personas morales.

Por lo que, dentro de esta postura se puede atribuir a la per-
sona moral, al igual que a la persona física “una voluntad
propia”, de lo que deduce que la responsabilidad criminal
de las personas morales no violenta el principio de perso-
nalidad de las penas, ya que estas penas no recaen sobre ca-
da uno de los socios que la componen, porque el ente mo-
ral es un objeto real distinto de los socios.

Lo anterior, se desprende de que el término de persona ju-
rídica es considerado por los juristas, como una entidad do-
tada de existencia plena jurídica, lo que se traduce en que
es susceptible de ser titular de derechos subjetivos, faculta-
des, obligaciones y responsabilidades jurídicas tal y como
desde entonces se planteó desde Roma.

Además en ese tenor, es importantísimo recalcar que entre
mayor claridad tengan las leyes, mayor certeza y seguridad
jurídica tendrán los ciudadanos; seguridad jurídica que se
traduce en la garantía dada a las personas, de que serán res-
petadas en su personalidad, sus bienes y sus derechos no
serán objeto de ataques, o que, si éstos llegan a producirse,
le serán aseguradas por la sociedad, protección y repara-
ción. Dicho en otras palabras, la seguridad jurídica es la cer-
teza que tiene el individuo de que su situación jurídica no se-
rá modificada más que por procedimientos regulares,
establecidos previamente. En ese tenor, es importante seña-
lar que la seguridad jurídica viene a ser la característica esen-
cial de lo jurídico. Donde existe una conducta cuyo cumpli-
miento ha sido asegurado por una sanción que imponga el
Estado, ya que lo que interesa a la sociedad es el asegurar
el cumplimiento de conductas que son valiosas para la vi-
da social, o sea de conductas que implican la realización
parcial pero efectiva, del criterio de dar a cada quien lo que
le corresponde, por lo que, si se falta o falla con ese prin-
cipio de justicias, se deja sin protección a la ciudadanía.

De manera que, con esta iniciativa nos aproximamos más a
una seguridad jurídica que con la legislación vigente, que
se considera sumamente escueta y que la que les propone-
mos permite establecer mayores posibilidades para que el
juzgador tenga en su elección la sanción que estime conve-
niente se encuentre con medidas más acertadas ante las po-
sibles situaciones que se presenten,  tales como las si-
guientes: la pecuniaria; el decomiso de los instrumentos,
objetos y productos del delito; la publicación especial de
sentencia; la disolución; la suspensión, la cual consiste en
la cesación del objeto social de la persona moral, hasta por
cinco años; la remoción la cual consiste en la sustitución
del administrador u órgano de administración de la perso-
na moral, encargando las funciones de éstos a un adminis-
trador o consejo de administración designado por el juez, o
en su caso la prohibición de realizar determinadas opera-
ciones, la cual consiste en la privación temporal del ejerci-
cio de aquellas operaciones que determine el juzgador y
que hubiere tenido relación directa con el delito cometido.

Además, se establece con esta iniciativa el procedimiento
que se seguirá en el caso de que se tenga que seguir dicho
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proceso en contra de una persona moral, del que en la ac-
tualidad únicamente se encuentra en una laguna legal, que
evidentemente violenta el principio de seguridad jurídica.

Por lo anteriormente expuesto, con el objetivo de estable-
cer la responsabilidad penal de las personas morales, pro-
ponemos la siguiente iniciativa con

Proyecto de Decreto

Artículo Primero. Se reforman los artículos 11, 24, la
denominación del Capítulo I del Titulo Segundo del Li-
bro Primero; además de la adición de los artículos 24
Bis y del Capítulo XII del Título Segundo del Libro Pri-
mero, que se conforma de los artículos 50 Bis 1; 50 Bis
2; 50 Bis 3; 50 Bis 4; 50 Bis 5, todos pertenecientes al
Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 11. Cuando algún miembro o representante de
una persona moral, con la excepción de las instituciones
del Estado, cometa un delito con los medios que le propor-
cione la misma persona moral, de modo que resulte come-
tido a nombre, bajo el amparo o en beneficio de la repre-
sentación societaria, el juez le impondrá a la persona
moral, con audiencia del representante legal de la misma y
previo procedimiento correspondiente, las sanciones pre-
vistas en este código, sin perjuicios de la responsabilidad
en que hubieren incurrido las personas físicas por los deli-
tos cometidos.

TITULO SEGUNDO

CAPITULO I
Penas, medidas de seguridad y sanciones

Artículo 24. Las penas y medidas de seguridad para las
personas físicas son:

1. Prisión.

2. Tratamiento en libertad, semilibertad y trabajo en favor
de la comunidad.

3. Internamiento o tratamiento en libertad de inimputables
y de quienes tengan el hábito o la necesidad de consumir
estupefacientes o psicotrópicos.

4. Confinamiento.

5. Prohibición de ir a lugar determinado.

6. Sanción pecuniaria.

7. Decomiso de instrumentos, objetos y productos del deli-
to

8. Amonestación.

9. Apercibimiento.

10. Caución de no ofender.

11. Suspensión o privación de derechos.

12. Inhabilitación, destitución o suspensión de funciones o
empleos.

13. Publicación especial de sentencia.

14. Vigilancia de la autoridad.

15. Medidas tutelares para menores.

16. Decomiso de bienes correspondientes al enriqueci-
miento ilícito; o de bienes cuyo valor equivalga al pro-
ducto de dicho delito cuando éste haya desaparecido o
no se localice.

Artículo 24 Bis. En cuanto  las personas morales, las
sanciones son:

1. Pecuniaria;

2. Decomiso de los instrumentos, objetos y productos
del delito;

3. Publicación especial de sentencia;

4. Disolución;

5. Suspensión, la cual consiste en la cesación del objeto
social de la persona moral, hasta por cinco años;

6. Remoción la cual consiste en la sustitución del admi-
nistrador u órgano de administración de la persona
moral, encargando las funciones de éstos a un adminis-
trador o consejo de administración designado por el
juez, durante un periodo  máximo de tres años, o

7. Prohibición de realizar determinadas operaciones, la
cual consiste en la privación temporal del ejercicio de
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aquellas operaciones que determine el juzgador y que
hubiere tenido relación directa con el delito cometido.
Dichas operaciones serán especificadas en la sentencia,
sin que la prohibición respectiva incida de manera tal
que haga nugatorio el objeto  social de la persona  mo-
ral, y su duración será de hasta cinco años.

El juez en ningún caso podrá decretar la suspensión, la
disolución o la prohibición de realizar determinadas
operaciones cuando se afecte el interés público, la segu-
ridad o economía nacionales o a la sociedad en una pro-
porción mayor a los beneficios que con la imposición de
la sanción pudiera obtenerse.

TITULO SEGUNDO

CAPITULO XII
Sanciones a las Personas Morales

Artículo 50 Bis 1. Para efectos de la reparación del da-
ño y la multa que sea impuesta a las personas morales
se estará a lo dispuesto por el Capitulo V del Título Se-
gundo, Libro Primero de este Código.

El juez determinará el monto de la multa dentro de los
límites que señale el delito correspondiente.

En los casos en que el tipo penal respectivo no señale
multa se impondrá de uno a mil días multa.

La multa se impondrá en la cuantía que se determine en
la sentencia, teniendo en cuenta el capital social de la
persona moral, el estado de sus negocios, el beneficio
obtenido o que pudiera haberse obtenido y la gravedad
y consecuencias de delito cometido.

Artículo 50 Bis 2. En los casos de disolución, el juez de-
signará la persona que deba hacerse cargo de la misma,
la cual se llevará  acabo en la forma prevista por la le-
gislación aplicable en la materia.

Asimismo, el órgano jurisdiccional ordenará que se
anote la disolución en la parte pertinente de la senten-
cia, en los registros en que la persona moral se encuen-
tre inscrita, y el registrador procederá a cancelar la ins-
cripción, mandándose publicar la sentencia.

Artículo 50 Bis 3. En los casos en que se imponga la san-
ción de remoción, para hacer la designación del admi-

nistrador o del órgano de administración, el juez podrá
atender a la propuesta que le formulen los socios o aso-
ciados que no hubiesen tenido participación en el deli-
to.

Una vez concluido el período previsto para la adminis-
tración sustituta, la designación de los nuevos adminis-
tradores se hará en la forma prevista por las leyes que
rigen la materia.

Artículo 50 Bis 4. En lo previsto en este capitulo, se apli-
carán en lo que sean compatibles, las prescripciones es-
tablecidas en el presente código y demás disposiciones
aplicables respecto a las personas físicas.

Artículo 50 Bis 5. Al imponer las sanciones previstas en
el presente Capitulo, el juez tomará las medidas que se-
an necesarias para salvaguardar los derechos de los tra-
bajadores y terceros frente a la persona moral, así co-
mo aquellos otros derechos que sean exigibles frente
otras personas, derivados de actos celebrados con la
persona moral sancionada.

Los socios o miembros que no han tenido responsabili-
dad en el delito, tendrán derecho a reclamar a los res-
ponsables los daños y perjuicios ocasionados con moti-
vo de las sanciones impuestas a la persona moral.

Artículo Segundo. Se reforma la denominación del Tí-
tulo Decimosegundo; y se adicionan el Capitulo IV al
Título Décimosegundo y por ende los artículos que lo
comprenden 527 Bis; 527 Ter y 527 Quáter, del Código
Federal de Procedimientos Penales, para quedar como
sigue:

TITULO DÉCIMOSEGUNDO
Procedimiento relativo a los enfermos mentales, 

a los menores, a los que tienen el hábito 
o la necesidad de consumir estupefacientes 
o psicotrópicos y a las personas morales

CAPITULO IV
Personas morales

Artículo 527 Bis. Cuando a juicio del  Ministerio Públi-
co algún miembro o representante de una persona mo-
ral, con la excepción de las instituciones del Estado, co-
meta un delito con los medios que le proporcione la
misma persona moral, de modo que resulte cometido a
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nombre, bajo el amparo o en beneficio de la represen-
tación societaria, ejercitará acción penal en contra de
ésta y de la persona física que deba responder por el de-
lito cometido.

Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el
Ministerio Público durante el desarrollo de la averigua-
ción  previa, dará vista al representante de la persona
moral a efecto de que conozca las garantías consagra-
das en el último párrafo del apartado A del artículo 20
de la Constitución Política de las Estados Unidos Mexi-
canos y manifieste  lo que a su derecho convenga.

Artículo 527 Ter. En la misma diligencia en que rinda
declaración preparatoria la persona física inculpada, se
darán a conocer al representante de la persona moral
asistido por el defensor particular que se designe o por
el de oficio si no se hace tal designación, los cargos que
se formulen en contra de la persona moral, para que di-
cho representante o su defensor manifiesten lo que a su
derecho convenga.

A partir de dicho momento, el representante de la per-
sona moral asistido por el defensor designado, podrá
participar en todos los actos del proceso, en las mismas
condiciones que la persona física inculpada. En tal vir-
tud se les notificarán todos los actos que tengan derecho
a conocer, se les citarán a las diligencias en que deban
estar presentes, podrán promover pruebas e incidentes,
formular conclusiones e interponer los recursos proce-
dentes en contra de las resoluciones que a la represen-
tación societaria perjudiquen.

La autoridad judicial  dictará auto por el que determi-
ne si la persona moral de que se trate debe o no ser su-
jeta a proceso. En caso de que se dicte auto de sujeción
a proceso, la autoridad indicará los delitos por los que
el mismo deba seguirse.

Artículo 527 Quáter. En la sentencia que se dicte, el
juez resolverá lo pertinente a la persona física inculpa-
da y a la persona  moral, imponiendo a ésta, en su caso,
la sanción procedente conforme al Código Penal Fede-
ral.

En cuanto a las demás reglas del procedimiento, se apli-
carán en lo que sea compatible las prescripciones esta-
blecidas en el presente Código y demás disposiciones
aplicables respecto a las personas físicas.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2007.— Diputados:
Yadhira Yvette Tamayo Herrera, Mario Eduardo Moreno Álvarez, Luis
Gerardo Serrato Castell (rúbricas).»

Presidencia de la diputada 
María Elena Álvarez Bernal

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, diputada Yadhira. Túrnese a la Comisión de Jus-
ticia. 

VERIFICACION DE QUORUM

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Se pide a la Secretaría abrir el registro electrónico de vota-
ción por 10 minutos para verificar el quórum. 

El Secretario diputado Antonio Xavier López Adame:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento para el Gobierno Interior y ábrase el sistema
electrónico hasta por 10 minutos para la verificación de
quórum.

LEY DEL SISTEMA NACIONAL DE INFORMACION
ESTADISTICA Y GEOGRAFICA

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Esta Presidencia informa que se acaba de recibir una mi-
nuta con proyecto de decreto por el que se expide la Ley
del Sistema Nacional de Información, Estadística y Geo-
gráfica. 

El Secretario diputado Antonio Xavier López Adame:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.
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Secretarios de la honorable Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene minuta proyecto de decreto
por el que se expide la Ley del Sistema Nacional de Infor-
mación Estadística y Geográfica.

Atentamente

México, DF, a 24 de abril de 2007.— Senador Francisco Arroyo Viey-
ra (rúbrica), Vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

MINUTA

DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY DEL
SISTEMA NACIONAL DE INFORMACIÓN ESTA-
DÍSTICA Y GEOGRÁFICA: 

Artículo Único.- Se expide la Ley del Sistema Nacional de
Información Estadística y Geográfica.

LEY DEL SISTEMA NACIONAL DE INFORMA-
CIÓN ESTADÍSTICA Y GEOGRÁFICA

TÍTULO PRIMERO
DISPOSICIONES GENERALES 

ARTÍCULO 1.- La presente Ley, reglamentaria del apar-
tado B del artículo 26 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, es de orden público, de interés
social y de observancia general en toda la República, y tie-
ne por objeto regular:

I. El Sistema Nacional de Información Estadística y Ge-
ográfica;

II. Los derechos y las obligaciones de los Informantes
del Sistema;

III. La organización y el funcionamiento del Instituto
Nacional de Estadística y Geografía, y 

IV. Las faltas administrativas y el medio de defensa
administrativo frente a los actos o resoluciones del Ins-
tituto. 

ARTÍCULO 2.- Para efectos de esta Ley se entenderá por: 

I. Actividades Estadísticas y Geográficas o Actividades:
las relativas al diseño, captación, producción, actualiza-
ción, organización, procesamiento, integración, compi-
lación, publicación, divulgación y conservación de la
Información de Interés Nacional; 

II. Consejo: al Consejo Consultivo Nacional; 

III. Información Estadística: al conjunto de resultados
cuantitativos o datos que se obtienen de las Actividades
Estadísticas y Geográficas en materia estadística, to-
mando como base los datos primarios obtenidos de los
Informantes del Sistema sobre hechos que son relevan-
tes para el conocimiento de los fenómenos económicos,
demográficos y sociales, así como sus relaciones con el
medio ambiente y el espacio territorial; 

IV. Información Geográfica: al conjunto organizado de
datos espaciales georreferenciados, que mediante sím-
bolos y códigos genera el conocimiento acerca de las
condiciones físico-ambientales, de los recursos natura-
les y de las obras de naturaleza antrópica del territorio
nacional;

V. Información: Información Estadística y Geográfica
de interés nacional; 

VI. Información de Interés Nacional: a la Información
que se determine como tal en términos de lo dispuesto
en los artículos 77, fracción II y 78 de esta Ley; 

VII. Informantes del Sistema: a las personas físicas y
morales, a quienes les sean solicitados datos estadísticos
y geográficos en términos de esta Ley; 

VIII. Instituto o INEGI: al Instituto Nacional de Esta-
dística y Geografía; 

IX. Junta de Gobierno: a la Junta de Gobierno del Insti-
tuto; 

X. Presidente del Instituto o Presidente: al Presidente
del Instituto Nacional de Estadística y Geografía; 

XI. Red Geodésica Nacional: la compuesta por estacio-
nes geodésicas, horizontales, verticales y gravimétricas
distribuidas de forma homogénea en el territorio nacio-
nal; 
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XII. Red Nacional de Información: al conjunto de pro-
cesos de intercambio y resguardo de información, para
apoyar por un lado las actividades de coordinación del
Sistema y de sus Subsistemas y por otro la prestación
del Servicio Público de Información a toda la sociedad; 

XIII. Sistema Nacional de Información Estadística y
Geográfica o Sistema: al conjunto de Unidades organi-
zadas a través de los Subsistemas, coordinadas por el
Instituto y articuladas mediante la Red Nacional de In-
formación, con el propósito de producir y difundir la In-
formación de Interés Nacional;

XIV. Subsistemas Nacionales de Información o Subsis-
temas: a los componentes del Sistema enfocados a pro-
ducir información de una determinada clase o respecto
de temas específicos, y 

XV. Unidades del Estado o Unidades: a las áreas admi-
nistrativas que cuenten con atribuciones para desarrollar
Actividades Estadísticas y Geográficas o que cuenten
con registros administrativos que permitan obtener In-
formación de Interés Nacional de: 

a) Las dependencias y entidades de la Administra-
ción Pública Federal, incluyendo a las de la Presi-
dencia de la República y de la Procuraduría General
de la República; 

b) Los poderes Legislativo y Judicial de la Federa-
ción; 

c) Las entidades federativas y los municipios; 

d) Los organismos constitucionales autónomos, y 

e) Los tribunales administrativos federales. 

Cuando el Instituto genere Información se considerará co-
mo Unidad para efectos de esta Ley. 

TÍTULO SEGUNDO
DEL SISTEMA NACIONAL DE 

INFORMACIÓN ESTADÍSTICA Y GEOGRÁFICA

CAPÍTULO I
Del Sistema 

ARTÍCULO 3.- El Sistema Nacional de Información Es-
tadística y Geográfica, tiene la finalidad de suministrar a la

sociedad y al Estado Información de calidad, pertinente,
veraz y oportuna, a efecto de coadyuvar al desarrollo na-
cional. 

Serán principios rectores del Sistema los de accesibilidad,
transparencia, objetividad e independencia. 

ARTÍCULO 4.- El Sistema Nacional de Información Es-
tadística y Geográfica tendrá como objetivos: 

I. Producir Información; 

II. Difundir oportunamente la Información a través de
mecanismos que faciliten su consulta; 

III. Promover el conocimiento y uso de la Información,
y 

IV. Conservar la Información. 

ARTÍCULO 5.- El Sistema Nacional de Información Es-
tadística y Geográfica estará integrado por: 

I. El Consejo Consultivo Nacional; 

II. Los Subsistemas Nacionales de Información, y 

III. El Instituto. 

ARTÍCULO 6.- La Información de Interés Nacional será
oficial y de uso obligatorio para la Federación, los estados,
el Distrito Federal y los municipios. 

Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo anterior, las Uni-
dades podrán producir y dar a conocer información públi-
ca oficial adicional a la Información de Interés Nacional. 

ARTÍCULO 7.- La organización, la planeación, el funcio-
namiento y la coordinación de Actividades Estadísticas y
Geográficas, así como la evaluación de los resultados del
Sistema, se sujetarán a esta Ley, a los programas previstos
en el artículo 9 de esta Ley y a las disposiciones de carác-
ter general que expida al efecto el Instituto, de acuerdo con
la disponibilidad presupuestaria correspondiente. 

El Instituto expedirá un código de ética que regule los es-
tándares de conducta a los que deberá apegarse todo aquél
que realice Actividades Estadísticas y Geográficas, inclu-
yendo al propio Instituto. El código de ética se pondrá a
disposición del público a través de Internet.
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ARTÍCULO 8.- Las Unidades del Estado participarán en
el Sistema a través de:

I. El Consejo Consultivo Nacional; 

II. Los Comités Ejecutivos de los Subsistemas, y 

III. Los Comités Técnicos Especializados. 

El Instituto deberá emitir las disposiciones generales para
regular el funcionamiento de los órganos colegiados a que
se refieren las fracciones anteriores. 

CAPÍTULO II
De la Programación 

ARTÍCULO 9.- La ordenación y regulación de las activi-
dades necesarias para la planeación, programación, pro-
ducción y difusión de la Información de Interés Nacional,
se llevará a cabo a través de los instrumentos siguientes:

I. El Programa Estratégico del Sistema Nacional de In-
formación Estadística y Geográfica; 

II. El Programa Nacional de Estadística y Geografía, y 

III. El Programa Anual de Estadística y Geografía. 

La Junta de Gobierno tendrá a su cargo la aprobación de
los programas a que se refiere este artículo, debiendo so-
meter los proyectos de los mismos para opinión a las ins-
tancias respectivas en los términos que señala esta Ley. 

Una vez aprobados el Programa Estratégico del Sistema
Nacional de Información Estadística y Geográfica y el Pro-
grama Nacional de Estadística y Geografía, deberán ser pu-
blicados en el Diario Oficial de la Federación y serán obli-
gatorios para las Unidades del Estado conforme a la
disponibilidad presupuestaria correspondiente. 

ARTÍCULO 10.- El Programa Estratégico del Sistema
Nacional de Información Estadística y Geográfica:

I. Tendrá una proyección de al menos 24 años y deberá
ser revisado y actualizado por la Junta de Gobierno ca-
da seis años, al inicio del cuarto año del periodo corres-
pondiente al Presidente de la República; 

II. Constituirá el instrumento rector para la integración
y coordinación del Sistema Nacional de Información
Estadística y Geográfica; 

III. Determinará y jerarquizará los objetivos y metas a
alcanzar por el Sistema, definiendo las acciones genera-
les necesarias para ello; 

IV. Definirá las políticas que deberán atender los Comi-
tés Ejecutivos de los Subsistemas en la realización de
las Actividades Estadísticas y Geográficas, y 

V. Deberá considerar las líneas de acción y elementos
que propongan las Unidades del Estado y tomará en
cuenta la opinión de instituciones sociales y privadas.

ARTÍCULO 11.- El Programa Nacional de Estadística y
Geografía:

I. Será elaborado cada seis años en congruencia con el
Programa Estratégico del Sistema Nacional de Informa-
ción Estadística y Geográfica y con el Plan Nacional de
Desarrollo, una vez que éste se publique en el Diario
Oficial de la Federación; debiendo evaluarse y actuali-
zarse al final de cada ejercicio, o cuando se modifique
el citado Programa Estratégico; 

II. Definirá el conjunto de actividades y proyectos a ser
ejecutados durante cada sexenio presidencial por las
Unidades del Estado, en congruencia con lo establecido
en el Programa Estratégico del Sistema Nacional de In-
formación Estadística y Geográfica y en el Plan Nacio-
nal de Desarrollo en lo relativo a las materias de Infor-
mación correspondientes a los Subsistemas, y 

III. Se orientará a producir la información tendiente al
mejor conocimiento del territorio y de la realidad eco-
nómica, social y del medio ambiente del país. 

ARTÍCULO 12.- El Programa Anual de Estadística y Ge-
ografía deberá elaborarse tomando en consideración lo dis-
puesto en el Programa Estratégico del Sistema Nacional de
Información Estadística y Geográfica y en el Programa Na-
cional de Estadística y Geografía, debiendo comprender las
Actividades a desarrollar por cada Subsistema para la ge-
neración de la Información de Interés Nacional en el año al
que corresponda, de conformidad con lo dispuesto en esta
Ley. La ejecución de las Actividades previstas en el Pro-
grama Anual de Estadística y Geografía quedará sujeta a la
disponibilidad presupuestaria de las Unidades.
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ARTÍCULO 13.- El Instituto proporcionará a las autorida-
des competentes la Información de Interés Nacional que
se requiera para la elaboración del Plan Nacional de Des-
arrollo.

CAPÍTULO III
Del Consejo Consultivo Nacional 

ARTÍCULO 14.- El Consejo Consultivo Nacional estará
integrado por: 

I. El Presidente del Instituto;

II. Un representante de cada secretaría de estado de la
Administración Pública Federal; 

III. Un representante del Poder Judicial de la Federa-
ción; 

IV. Un representante de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión; 

V. Un representante del Senado de la República; 

VI. Cinco representantes de las entidades federativas.

Las entidades federativas que integren el Consejo Con-
sultivo Nacional serán elegidas por cada uno de los cin-
co grupos que se señalan a continuación, debiendo re-
presentarlos de forma rotativa: 

a) GRUPO SUR-SURESTE: Campeche, Chiapas,
Oaxaca, Quintana Roo, Tabasco, Veracruz y Yuca-
tán.

b) GRUPO CENTRO Distrito Federal y Estado de
México. 

c) GRUPO CENTRO-NORTE: Aguascalientes, Co-
lima, Durango, Guanajuato, Jalisco, Nayarit, San
Luis Potosí y Zacatecas. 

d) GRUPO CENTRO-SUR: Guerrero, Hidalgo, Mi-
choacán, Morelos, Puebla, Querétaro y Tlaxcala. 

e) CENTRO NORTE: Baja California, Baja Califor-
nia Sur, Coahuila, Chihuahua, Nuevo León, Sonora,
Sinaloa, y Tamaulipas.

Las entidades federativas miembros del Consejo dura-
rán en su encargo dos años, pero sus representantes con-
tinuarán en funciones, aún después de terminado su pe-
riodo, en tanto no sean elegidos los que deban
sustituirlos, y

VII. Un representante del Banco de México, designado
al efecto por su Gobernador. 

El Instituto podrá invitar a las sesiones del Consejo a re-
presentantes de entidades de las administraciones públicas
federal y locales e instituciones públicas, sociales y priva-
das.

Los integrantes del Consejo desempeñarán sus funciones
en dicho órgano colegiado de manera honoraria.

ARTÍCULO 15.- El Consejo Consultivo Nacional deberá:

I. Opinar sobre los proyectos de los programas a que se
refiere el artículo 9 de esta Ley; Gobierno. 

II. Proponer los temas, la información y los indicadores
que, de conformidad con los artículos 77, fracción II y
78 de esta Ley, la Junta de Gobierno determine que ha-
brán de considerarse de Interés Nacional;

III. Proponer la necesidad de crear los Subsistemas a
que se refiere el artículo 17 último párrafo, de esta Ley,
y

IV. Opinar sobre los demás asuntos que someta a su con-
sideración la Junta de Gobierno.

ARTÍCULO 16.- El Consejo Consultivo Nacional será
presidido por el Presidente del Instituto y fungirá como se-
cretario técnico el servidor público del Instituto que aquél
determine.

El Consejo se reunirá de manera ordinaria al menos una
vez al año, y en forma extraordinaria cuando la naturaleza
de algún asunto de su competencia así lo exija.

La convocatoria a reunión del Consejo será formulada por
el Presidente del Instituto. Podrán solicitar por escrito al
Presidente del Instituto, la convocatoria a una reunión ex-
traordinaria cualquiera de los Comités Ejecutivos de los
Subsistemas a través de su presidente, así como al menos
veinticinco por ciento de los miembros del Consejo, con el
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objeto de tratar alguno de los asuntos a los que se hace re-
ferencia en el artículo 15 de esta Ley.

La convocatoria deberá hacerse con la anticipación necesa-
ria, según la naturaleza y urgencia de los asuntos a tratar.
Las reuniones se desahogarán conforme a las reglas que se
adopten, a propuesta del Instituto.

CAPÍTULO IV
De los Subsistemas Nacionales de Información

ARTÍCULO 17.- El Sistema contará con los siguientes
Subsistemas Nacionales de Información: 

I. Demográfica y Social,

II. Económica, y

III. Geográfica y del Medio Ambiente.

Cada Subsistema tendrá como objetivo producir, integrar y
difundir Información demográfica y social; económica y
financiera, y geográfica y del medio ambiente, según co-
rresponda.

El Instituto deberá emitir las disposiciones generales para
regular el funcionamiento de los Subsistemas Nacionales
de Información.

La Junta de Gobierno, previa opinión favorable del Conse-
jo, podrá crear otros Subsistemas que sean necesarios para
el adecuado funcionamiento del Sistema.

ARTÍCULO 18.- En el acuerdo de creación de un Subsis-
tema conforme al último párrafo del artículo anterior, la
Junta de Gobierno deberá señalar como mínimo su infraes-
tructura de información, los indicadores clave que deberá
producir y las fuentes de las que se obtendrá -con el apoyo
de las Unidades- la información básica para dichos indica-
dores. 

ARTÍCULO 19.- Formarán parte de los Subsistemas: los
Comités Ejecutivos de Información Demográfica y Social,
de Información Económica, y de Información Geográfica y
del Medio Ambiente; los Comités Técnicos Especializados
que se constituyan en términos de lo dispuesto en esta Ley,
así como las Unidades del Estado. 

SECCIÓN I
Del Subsistema Nacional 

de Información Demográfica y Social

ARTÍCULO 20.- El Subsistema Nacional de Información
Demográfica y Social, contará con una infraestructura de
información que contenga como mínimo, un marco geoes-
tadístico y un inventario nacional de viviendas.

ARTÍCULO 21.- El Subsistema Nacional de Información
Demográfica y Social deberá generar un conjunto de indi-
cadores clave, que atenderán como mínimo los temas si-
guientes: población y dinámica demográfica, salud, educa-
ción, empleo, distribución de ingreso y pobreza, seguridad
pública e impartición de justicia, gobierno y vivienda.

ARTÍCULO 22.- El Instituto elaborará, con la colabora-
ción de las Unidades, los indicadores a que se refiere el ar-
tículo anterior, a partir de la información básica que se ob-
tenga de:

I. El censo nacional de población y vivienda, o de los es-
quemas alternativos que pudieran adoptarse en el futuro
para sustituirlo total o parcialmente;

II. Un sistema integrado de encuestas nacionales de los
hogares, y

III. Los registros administrativos que permitan obtener
Información en la materia.

SECCIÓN II
Del Subsistema Nacional 

de Información Económica 

ARTÍCULO 23.- El Subsistema Nacional de Información
Económica, contará con una infraestructura de información
que contenga como mínimo, un marco geoestadístico y un
Directorio Nacional de Unidades Económicas.

El Directorio a que se hace referencia en el párrafo ante-
rior, así como las clasificaciones económicas que formen
parte del mismo, son de uso obligatorio para la organiza-
ción de los registros administrativos de los que se pueda
obtener Información de Interés Nacional. 

ARTÍCULO 24.- El Subsistema Nacional de Información
Económica deberá generar un conjunto de indicadores cla-
ve, relacionados como mínimo con lo siguiente: sistema de
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cuentas nacionales; ciencia y tecnología; información fi-
nanciera; precios y trabajo.

ARTÍCULO 25.- El Instituto elaborará, con la colabora-
ción de las Unidades, los indicadores a que se refiere el ar-
tículo anterior a partir de la información básica provenien-
te de:

I. Los censos nacionales económicos y agropecuarios, o
los esquemas alternativos que pudieran adoptarse en el
futuro para sustituirlos total o parcialmente; 

II. Un sistema integrado de encuestas en unidades eco-
nómicas, y 

III. Los registros administrativos que permitan obtener
Información en la materia. 

SECCIÓN III
Del Subsistema Nacional de Información 

Geográfica y del Medio Ambiente 

ARTÍCULO 26.- El Subsistema Nacional de Información
Geográfica y del Medio Ambiente, en su componente geo-
gráfico, generará como mínimo los siguientes grupos de
datos: marco de referencia geodésico; límites costeros, in-
ternacionales, estatales y municipales; datos de relieve
continental, insular y submarino; datos catastrales, topo-
gráficos, de recursos naturales y clima, así como nombres
geográficos. A este componente también se le denominará
Infraestructura de Datos Espaciales de México.

ARTÍCULO 27.- El Subsistema Nacional de Información
Geográfica y del Medio Ambiente, en su componente del
medio ambiente, procurará describir el estado y las tenden-
cias del medio ambiente, considerando los medios natura-
les, las especies de plantas y animales, y otros organismos
que se encuentran dentro de estos medios. 

El Subsistema referido en el párrafo anterior, deberá gene-
rar, como mínimo, indicadores sobre los siguientes temas:
atmósfera, agua, suelo, flora, fauna, residuos peligrosos y
residuos sólidos.

ARTÍCULO 28.- El Instituto elaborará, con la colabora-
ción de las Unidades, los indicadores a que se refieren los
dos artículos anteriores a partir de la información básica
proveniente de:

I. El Sistema Nacional de Información Ambiental y de
Recursos Naturales; 

II. Un sistema integrado de inventarios y encuestas so-
bre recursos naturales y medio ambiente, y 

III. Los registros administrativos que permitan obtener
Información en la materia.

SECCIÓN IV
De los Comités de los Subsistemas 

ARTÍCULO 29.- Cada Subsistema contará con un Comi-
té Ejecutivo que se integrará por un vicepresidente de la
Junta de Gobierno, quien lo presidirá, así como por al me-
nos los coordinadores de las Unidades que a continuación
se señalan para cada Subsistema Nacional de Información: 

I. Demográfica y Social: Los coordinadores de las se-
cretarías de Gobernación; de Seguridad Pública; de
Desarrollo Social; de Educación Pública; de Salud, y del
Trabajo y Previsión Social, así como del Poder Judicial; 

II. Económica: Los coordinadores de las secretarías de
Hacienda y Crédito Público y de Economía, y del Ban-
co de México, y 

III. Geográfica y del Medio Ambiente: Los coordinado-
res de las secretarías de la Defensa Nacional; de Mari-
na; del Medio Ambiente y Recursos Naturales; de Ener-
gía, y de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación.

Por acuerdo de la mayoría de los miembros de cada Comi-
té Ejecutivo, se podrá invitar a participar como miembro
del mismo a representantes de otras Unidades o determi-
narse la necesidad de reducir el número de miembros. 

A las sesiones de los Comités a que se refiere este artículo
podrán asistir los invitados que cada Comité determine. 

El Instituto nombrará al servidor público -del propio Insti-
tuto- que fungirá como secretario técnico en cada uno de
los Comités a que se refiere este artículo. 

Los integrantes de los Comités Ejecutivos desempeñarán
sus funciones en dichos órganos colegiados de manera ho-
noraria.
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ARTÍCULO 30.- Los Comités Ejecutivos tendrán las fa-
cultades siguientes: 

I. Dar a conocer a la Junta de Gobierno, a través de su
Presidente, las opiniones que tuvieren sobre el proyecto
de Programa Anual de Estadística y Geografía; 

II. Apoyar en la supervisión de la ejecución del progra-
ma anual a que se refiere la fracción anterior; 

III. Revisar los proyectos de indicadores y normas téc-
nicas que las Unidades sometan a su consideración;

IV. Proponer a la Junta de Gobierno, en tiempo y forma
a través de su Presidente, las normas técnicas, así como
los indicadores y la información que deba considerarse
Información de Interés Nacional, de la materia que co-
rresponda tomando en cuenta los estándares nacionales
e internacionales, así como las mejores prácticas en la
materia; 

V. Presentar a la Junta de Gobierno un informe anual so-
bre sus actividades;

VI. Proponer al Instituto, en tiempo y forma, aquéllas
metodologías utilizadas para generar la información, to-
mando en cuenta los estándares nacionales e internacio-
nales, así como las mejores prácticas en la materia, las
que serán revisadas por organismos internacionales pe-
riódicamente al menos cada ocho años, y 

VII. Opinar respecto de los demás asuntos que someta a
su consideración la Junta de Gobierno. 

Las decisiones de los Comités Ejecutivos se tomarán por
mayoría, en caso de empate tendrá voto de calidad aquélla
Unidad que, en el ámbito de su competencia, haya someti-
do la propuesta a votación.

ARTÍCULO 31.- Los Comités Técnicos Especializados
serán instancias colegiadas de participación y consulta cre-
ados por acuerdo de la Junta de Gobierno, integrados por
representantes de las Unidades y del Instituto, quien pro-
moverá la constitución y adecuado funcionamiento de los
mismos sujetándose a las disposiciones siguientes: 

I. Podrán ser temáticos, regionales o especiales, perma-
nentes o temporales; 

II. Se integrarán por las Unidades que, a propuesta del
Presidente o del vicepresidente encargado del Subsiste-
ma Nacional de Información que corresponda, la Junta
de Gobierno determine invitar a participar como miem-
bros, y 

III. Podrán asistir a ellos como invitados, los represen-
tantes de las instituciones sociales y privadas que el pro-
pio Comité determine.

El Instituto nombrará al servidor público -del propio Insti-
tuto- que fungirá como secretario técnico de los comités
que se constituyan con base en este artículo. 

Los integrantes de los Comités Técnicos Especializados
desempeñarán sus funciones en dichos órganos colegiados
de manera honoraria. 

ARTÍCULO 32.- Los Comités Técnicos Especializados a
los que se refiere el artículo anterior tendrán las funciones
siguientes: 

I. Promover entre los coordinadores de las Unidades, el
conocimiento y aplicación de las normas técnicas y dis-
posiciones de carácter general que expida el Instituto; 

II. Coadyuvar en la elaboración o revisión de las normas
técnicas; 

III. Colaborar en los asuntos de su competencia a solici-
tud del Instituto; 

IV. Presentar a la Junta de Gobierno un informe anual
sobre sus actividades, y 

V. Prestar a los Subsistemas el apoyo que proceda en
términos del acuerdo de creación del Comité Técnico
Especializado de que se trate.

SECCIÓN V
De las Unidades del Estado 

ARTÍCULO 33.- Las Unidades del Estado distintas al Ins-
tituto, cuando desarrollen actividades relacionadas con la
producción, integración, conservación y difusión de Infor-
mación de Interés Nacional, deberán: 

I. Observar las bases, normas y principios que el Insti-
tuto, a propuesta de los Comités Ejecutivos de los Sub-
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sistemas, establezca y dé a conocer para producir, inte-
grar y difundir Información; 

II. Colaborar en la integración del catálogo nacional de
indicadores a que se refiere el artículo 56 de esta Ley; 

III. Elaborar, sujetándose a las disposiciones aplicables
y a las disponibilidades presupuestarias, los anteproyec-
tos de presupuestos anuales de los trabajos estadísticos
y geográficos de su competencia, en concordancia con
los programas a que se refiere el artículo 9 de esta Ley; 

IV. Proponer, en tiempo y forma, al Comité Ejecutivo
que corresponda, los proyectos de normas técnicas y
metodologías que, en el ámbito de sus funciones, sean
necesarias para la realización de las Actividades toman-
do en cuenta los estándares nacionales e internacionales
y las mejores prácticas en la materia; así como los te-
mas, información o indicadores que deban someterse a
consideración de la Junta de Gobierno para efectos de la
fracción II del artículo 77 de esta Ley; 

V. Proporcionar al Instituto, directamente o a través de
su coordinador, la Información que éste le solicite; 

VI. Resguardar y conservar la Información, así como
los metadatos o especificaciones concretas de la aplica-
ción de las metodologías que hubieren utilizado en la
elaboración de la misma, en la forma y términos que,
previo acuerdo con el coordinador de la Unidad que co-
rresponda, señale el Instituto, y 

VII. Realizar las demás actividades que sean necesarias
para el cumplimiento de las previsiones anteriores. 

Cuando por mandato legal las Unidades estén facultadas
para producir y dar a conocer Información Estadística y
Geográfica deberán observar lo que al respecto determine
la ley correspondiente, sin perjuicio de que apliquen, en lo
conducente, lo señalado en la fracción I de este artículo. 

El Banco de México determinará las normas relativas a la
Información que produzca y requiera, para la conducción
de la política monetaria.

ARTÍCULO 34.- Para el correcto funcionamiento y coor-
dinación del Sistema, se designará a un coordinador por ca-
da grupo de Unidades correspondientes a una misma cá-
mara legislativa federal o local; dependencia o entidad
paraestatal de la administración pública federal; entidad fe-

derativa; organismo constitucional autónomo federal o de
las entidades federativas, municipio o tribunal administra-
tivo, así como del Poder Judicial de la Federación o de los
tribunales superiores de justicia de las entidades federati-
vas.

Las designaciones deberán recaer en personas que ocupen,
al menos, el nivel de titular de unidad o su equivalente, o
el nivel inmediato inferior al de aquélla a la que corres-
ponda hacer el nombramiento y que preferentemente cuen-
ten con conocimientos y experiencia en materia de Infor-
mación. Cada coordinador deberá nombrar a su suplente
quien deberá ocupar el nivel inmediato inferior a aquél.

ARTÍCULO 35.- Los coordinadores a que se refiere el ar-
tículo anterior tendrán bajo su responsabilidad:

I. Ser el enlace del grupo de Unidades que corresponda
con el Instituto; 

II. Participar en los Comités de los Subsistemas en tér-
minos de la presente Ley; 

III. Dar a conocer a las Unidades que coordinen, los
acuerdos alcanzados en los Comités en los que partici-
pen, así como apoyar a los Comités de los Subsistemas
en la supervisión de su ejecución y cumplimiento;

IV. Solicitar a las Unidades que coordinen la integración
de la Información que solicite el Instituto; 

V. Promover el cumplimiento y aplicación de las nor-
mas técnicas y disposiciones de carácter general que ex-
pida el Instituto, y 

VI. Proponer al Comité Ejecutivo respectivo los indica-
dores y normas técnicas de las Unidades que coordinen.

ARTÍCULO 36.- A efecto de apoyar en la capacitación y
actualización de los servidores públicos de las Unidades,
así como en la investigación permanente en temas de pro-
ducción y análisis de la Información, el Instituto podrá re-
alizar las funciones siguientes: 

I. Elaborar un programa permanente y actualizado, de
formación y perfeccionamiento de las capacidades téc-
nicas de los servidores públicos de las Unidades, así co-
mo un programa de investigación permanente en temas
de producción y análisis de la Información, para atender
las necesidades de las Unidades; 
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II. Realizar estudios relativos al Sistema; 

III. Realizar investigaciones sobre nuevas metodologías
para la producción y difusión de Información; 

IV. Analizar y adecuar al ámbito nacional, las recomen-
daciones que emitan los organismos internacionales pa-
ra la generación de Información; 

V. Actuar como consultor técnico de las Unidades del
Estado; 

VI. Realizar estudios permanentes de la legislación en
materia estadística y geográfica vigente en cada una de
las entidades federativas, así como de derecho compara-
do, y 

VII. Capacitar a los servidores públicos de las Unidades
del Estado. 

CAPÍTULO V
De los Informantes del Sistema 

SECCIÓN I
De los Derechos y 

Obligaciones de los Informantes del Sistema 

ARTÍCULO 37.-Los datos que proporcionen para fines
estadísticos los Informantes del Sistema a las Unidades en
términos de la presente Ley, serán estrictamente confiden-
ciales y bajo ninguna circunstancia podrán utilizarse para
otro fin que no sea el estadístico.

El Instituto no deberá proporcionar a persona alguna, los
datos a que se refiere este artículo para fines fiscales, judi-
ciales, administrativos o de cualquier otra índole.

ARTÍCULO 38.- Los datos e informes que los Informan-
tes del Sistema proporcionen para fines estadísticos y que
provengan de registros administrativos, serán manejados
observando los principios de confidencialidad y reserva,
por lo que no podrán divulgarse en ningún caso en forma
nominativa o individualizada, ni harán prueba ante autori-
dad judicial o administrativa, incluyendo la fiscal, en juicio
o fuera de él.

Cuando se deba divulgar la información a que se refiere el
párrafo anterior, ésta deberá estar agregada de tal manera
que no se pueda identificar a los Informantes del Sistema

y, en general, a las personas físicas o morales objeto de la
información. 

El Instituto expedirá las normas que aseguren la correcta
difusión y el acceso del público a la Información, con ape-
go a lo dispuesto en este artículo. 

ARTÍCULO 39.- El Instituto realizará las acciones ten-
dientes a lograr, que los Informantes del Sistema incurran
en los menores costos posibles en la entrega de la informa-
ción que les solicite.

ARTÍCULO 40.- Los Informantes del Sistema a quienes
se les requieran datos estadísticos o geográficos, deberán
ser enterados de:

I. El carácter obligatorio o potestativo de sus respuestas,
según corresponda; 

II. La obligación de proporcionar respuestas veraces, y
de las consecuencias de la falsedad en sus respuestas a
los cuestionarios que se les apliquen; 

III. La posibilidad del ejercicio del derecho de rectifica-
ción; 

IV. La confidencialidad en la administración, manejo y
difusión de sus datos; 

V. La forma en que será divulgada o suministrada la In-
formación, y 

VI. El plazo para proporcionar los datos, el cual deberá
fijarse conforme a la naturaleza y características de la
información a rendir.

Las anteriores previsiones deberán aparecer en los cuestio-
narios y documentos que se utilicen para recopilar datos es-
tadísticos o geográficos. 

ARTÍCULO 41.- Los Informantes del Sistema, en su ca-
so, podrán exigir que sean rectificados los datos que les
conciernan, para lo cual deberán demostrar que son in-
exactos, incompletos o equívocos.

Cuando proceda, deberá entregarse al Informante del Sis-
tema, un documento en donde se certifique el registro de la
modificación o corrección. Las solicitudes correspondien-
tes se presentarán ante la misma autoridad que captó la in-
formación. 
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ARTÍCULO 42.- Los Informantes del Sistema podrán de-
nunciar ante las autoridades administrativas y judiciales,
todo hecho o circunstancia del que se derive que se hubie-
ren desconocido los principios de confidencialidad y reser-
va a que se refiere esta Ley.

ARTÍCULO 43.- La información que sea obtenida me-
diante engaño o cualquier otro medio ilícito carecerá de va-
lidez. Los Informantes del Sistema de quienes bajo estas
circunstancias se hubiere obtenido tal información, inde-
pendientemente del ejercicio de las acciones penales y ad-
ministrativas que fueren procedentes, podrán comunicar
dicha circunstancia al Instituto. Lo anterior, sin perjuicio
de que el interesado proporcione a las Unidades, en los tér-
minos de esta Ley, la información correspondiente. 

ARTÍCULO 44.- El Instituto, cuando no cuente con otros
medios técnicos de comprobación o validación de la infor-
mación proporcionada por los Informantes del Sistema, po-
drá realizar inspecciones de verificación en los términos de
la Sección III de este Capítulo, en las cuales podrá solicitar
la exhibición de documentos que acrediten los datos estric-
tamente estadísticos y geográficos.

Las Unidades que no cuenten con un procedimiento simi-
lar establecido en algún ordenamiento jurídico, podrán re-
alizar las inspecciones de verificación a que se refiere el
párrafo anterior. 

Cuando los datos consignados en la documentación elabo-
rada para captarlos no se encuentren en los documentos ex-
hibidos, deberá señalarse la fuente o presentarse los ante-
cedentes que hubieran servido de base para la información
suministrada. 

ARTÍCULO 45.- Los Informantes del Sistema estarán
obligados a proporcionar, con veracidad y oportunidad, los
datos e informes que les soliciten las autoridades compe-
tentes para fines estadísticos, censales y geográficos, y
prestarán apoyo a las mismas. 

La participación y colaboración de los habitantes de la Re-
pública en el levantamiento de los censos, será obligatoria
y gratuita en los términos señalados en el artículo 5º de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Los propietarios, poseedores o usufructuarios de predios
ubicados en el territorio nacional, prestarán apoyo en los
trabajos de campo que realicen las autoridades para captar
Información. 

ARTÍCULO 46.- Las Unidades estarán obligadas a respe-
tar la confidencialidad y reserva de los datos que para fines
estadísticos proporcionen los Informantes del Sistema. Los
servidores públicos de la Federación, de las entidades fe-
derativas y de los municipios, tendrán la obligación de pro-
porcionar la información básica que hubieren obtenido en
el ejercicio de sus funciones y sirva para generar Informa-
ción de Interés Nacional, que les solicite el Instituto en los
términos de la presente Ley. Lo anterior, con excepción de
los secretos bancario, fiduciario y bursátil, no será violato-
rio de la confidencialidad o reserva que se establezca en
otras disposiciones. 

El registro o recolección de los datos que, en cumplimien-
to de esta Ley, deban proporcionar los Informantes del Sis-
tema, no prejuzga sobre los derechos de propiedad intelec-
tual, industrial o de otro tipo que se originen en los trabajos
de investigación científica de carácter estadístico, geográ-
fico o de otra materia, que los mencionados Informantes
del Sistema realicen y que son regulados por la legislación
respectiva.

ARTÍCULO 47.- Los datos que proporcionen los Infor-
mantes del Sistema, serán confidenciales en términos de
esta Ley y de las reglas generales que conforme a ella dic-
te el Instituto. 

La Información no queda sujeta a la Ley Federal de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública Gubernamen-
tal, sino que se dará a conocer y se conservará en los tér-
minos previstos en la presente Ley. 

Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo anterior, el Insti-
tuto, respecto de la información correspondiente a su ges-
tión administrativa, quedará sujeto a lo dispuesto en la Ley
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca Gubernamental. 

SECCIÓN II
De las Inspecciones a los Informantes del Sistema

ARTÍCULO 48.- El Instituto, en el ejercicio de las facul-
tades que le confiere esta Ley, podrá efectuar inspecciones
para verificar la autenticidad de la Información, cuando los
datos proporcionados sean incongruentes, incompletos o
inconsistentes.

ARTÍCULO 49.- Las inspecciones de verificación a que
se refiere el artículo anterior, se sujetarán a lo siguiente:
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I. Se practicarán por orden escrita que expresará: 

a) El fundamento y motivo de su realización; 

b) El nombre del Informante del Sistema con quien
se desahogará la diligencia, así como el lugar donde
deberá efectuarse. 

En el caso de que se ignore el nombre de la persona
a que se refiere este inciso, se señalarán datos sufi-
cientes para su identificación; 

c) El nombre de la o las personas que practicarán la
diligencia, las cuales podrán ser sustituidas, debien-
do notificar de tal hecho al Informante del Sistema,
y 

d) La Información objeto de verificación, así como
la documentación que el Informante del Sistema de-
berá exhibir en la diligencia; 

II. La diligencia se entenderá con la persona a que se re-
fiere el inciso b) de la fracción I de este artículo, con
quien la supla en su ausencia o con su representante le-
gal, en su caso, y 

III. La persona con quien se entienda la diligencia en
términos de la fracción anterior, será requerida para que
nombre a dos testigos y en caso de negativa serán de-
signados por el personal que practique la diligencia,
quien hará constar en el acta, en forma circunstanciada,
los hechos y omisiones observados. 

La persona con quien se entienda la diligencia, los testigos
y el o los inspectores, firmarán el acta. Si los primeros o los
testigos se niegan a firmar, así lo hará constar el o los ins-
pectores, sin que esta circunstancia afecte el valor probato-
rio del acta. Un ejemplar del acta se entregará en todo ca-
so a la persona con quien se entienda la diligencia.

ARTÍCULO 50.- Los Informantes del Sistema, respecto
de quienes se hubiesen practicado los actos a que se refie-
re el artículo anterior, podrán inconformarse con los hechos
asentados en el acta correspondiente, mediante la interpo-
sición del recurso de revisión a que se refiere el Capítulo II
del Título Cuarto de esta Ley. 

SECCIÓN III 
De la Atención a las Solicitudes Oficiales 

de Información Provenientes del Extranjero 

ARTÍCULO 51.- Las solicitudes de Información de Inte-
rés Nacional, que formulen gobiernos extranjeros u orga-
nismos y agencias internacionales, a las dependencias y en-
tidades de la Administración Pública Federal, al Poder
Judicial de la Federación, al Poder Legislativo Federal, a
organismos constitucionales autónomos, a los poderes Eje-
cutivo, Legislativo y Judicial de las entidades federativas,
a organizaciones o agrupaciones de los sectores social o
privado o a particulares, deberán ser atendidas en términos
de las disposiciones aplicables, directamente por la autori-
dad, organización, agrupación o particular de que se trate y
hacerse del conocimiento del Instituto.

TÍTULO TERCERO
DE LA ORGANIZACIÓN Y

FUNCIONAMIENTO DEL INSTITUTO

CAPÍTULO I
Del Instituto Nacional de Estadística y Geografía 

ARTÍCULO 52.- El Instituto es, conforme a lo dispuesto
en el apartado B del artículo 26 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, un organismo público
con autonomía técnica y de gestión, personalidad jurídica y
patrimonio propios, responsable de normar y coordinar el
Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica,
así como de realizar las Actividades a que se refiere el ar-
tículo 59 de esta Ley. 

ARTÍCULO 53.- El Instituto tendrá como objetivo priori-
tario, realizar las acciones tendientes a lograr que la Infor-
mación de Interés Nacional se sujete a los principios enun-
ciados en el artículo 3 de esta Ley.

ARTÍCULO 54.- El Instituto, conforme a los principios
constitucionales que rigen al Sistema, realizará las accio-
nes tendientes a lograr: 

I. La adecuación conceptual de la Información de Inte-
rés Nacional, a las necesidades que el desarrollo econó-
mico y social del país impongan; 

II. Que la Información sea comparable en el tiempo y en
el espacio, y 
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III. La adecuación de los procedimientos estadísticos y
geográficos a estándares internacionales, para facilitar
su comparación. 

SECCIÓN I
De las Funciones del Instituto 

ARTÍCULO 55.- El Instituto, en su calidad de unidad cen-
tral coordinadora del Sistema, tendrá las funciones si-
guientes 

I. Normar y coordinar el Sistema, así como fomentar las
acciones que permitan mantener su operación eficiente; 

II. Normar y coordinar las Actividades que lleven a ca-
bo las Unidades, tomando en cuenta los estándares na-
cionales e internacionales, así como las mejores practi-
cas en la materia; 

III. Solicitar a las Unidades información relativa a sus
Actividades, para la integración de los anteproyectos de
los programas a los que hace referencia el artículo 9 de
esta Ley; 

IV. Solicitar a las Unidades la Información que éstas ha-
yan obtenido en el ámbito de sus respectivas competen-
cias y sea necesaria para el Sistema, y 

V. Las demás que le correspondan conforme a esta Ley. 

ARTÍCULO 56.- El Instituto establecerá en coordinación
con las Unidades, un catálogo nacional de indicadores,
ajustándose a lo dispuesto en los artículos 22, 25 y 28 de
esta Ley. 

ARTÍCULO 57.- El Instituto deberá elaborar y someter a
consideración del Comité Ejecutivo correspondiente, las
normas técnicas y las metodologías que sean necesarias pa-
ra realizar las Actividades Estadísticas y Geográficas de al-
guna materia o sector, cuando la Unidad que corresponda
no las proponga oportunamente o estas no tomen en cuen-
ta los estándares nacionales e internacionales o, en su caso,
las mejores prácticas en la materia. 

ARTÍCULO 58.- El Instituto regulará, mediante la expe-
dición de disposiciones de carácter general, la captación,
procesamiento y publicación de la Información, para el de-
bido funcionamiento del Sistema o autorizará las que utili-
cen las Unidades para tales efectos.

El Instituto vigilará el cumplimiento de las disposiciones
de carácter general a que se refiere el párrafo anterior. 

Con el objeto de garantizar la homogeneidad y compara-
ción de la Información, el Instituto deberá proveer y pro-
mover el uso de definiciones, clasificaciones, nomenclatu-
ras, abreviaturas, identificadores, directorios, símbolos,
delimitaciones geográficas y demás elementos que a estos
fines sean indispensables desde la captación y procesa-
miento de la información, hasta la etapa de su presentación
y publicación.

ARTÍCULO 59.- El Instituto tendrá las siguientes faculta-
des exclusivas:

I. Realizar los censos nacionales; 

II. Integrar el sistema de cuentas nacionales, y 

III. Elaborar los índices nacionales de precios siguien-
tes: 

a. Índice Nacional de Precios al Consumidor, y 

b. Índice Nacional de Precios Productor.

Las denominaciones censo nacional o cuentas nacionales
no podrán ser empleadas en el nombre ni en la propaganda
de registros, encuestas o enumeraciones distintas a las que
practique el Instituto. Cualquier contravención a lo dis-
puesto en este párrafo se sancionará en términos de lo dis-
puesto en el Título Cuarto de esta Ley. 

El Instituto podrá producir cualquier otra Información de
Interés Nacional cuando así lo determine la Junta de Go-
bierno, sujeto a la disponibilidad presupuestaria con la que
cuente, conforme a lo señalado en el último párrafo del ar-
tículo 83 de esta Ley. 

ARTÍCULO 60.- Sólo con la autorización del Instituto y
previa opinión favorable de las autoridades competentes,
las personas físicas o morales nacionales podrán captar fo-
tografías aéreas con cámaras métricas o de reconocimiento
y de otras imágenes por percepción remota dentro del es-
pacio aéreo nacional, debiendo entregar al Instituto un in-
forme detallado de los trabajos que hubieren realizado, así
como una copia de los mismos cuando éste último se los
requiera. 
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ARTÍCULO 61.- Las personas físicas y morales extranje-
ras requerirán autorización del Instituto para efectuar acti-
vidades tendientes a:

I. Captar fotografías aéreas con cámaras métricas o de
reconocimiento y de otras imágenes por percepción re-
mota dentro del espacio aéreo nacional, y 

II. Levantar información estadística y geográfica. 

Las personas físicas o morales extranjeras que reciban la
autorización a que se refiere este artículo, deberán propor-
cionar un informe detallado de los trabajos señalados en las
fracciones anteriores, así como copia de las fotografías,
imágenes e información correspondientes. 

El otorgamiento de las autorizaciones de que trata este ar-
tículo, quedará condicionado a la obtención de opinión fa-
vorable de las autoridades competentes y a que se garanti-
ce, a satisfacción del propio Instituto, la entrega del
informe y de las copias a que se refiere el párrafo anterior.
El Instituto recabará la opinión de las autoridades compe-
tentes y resolverá lo conducente dentro de un plazo que no
excederá de 30 días hábiles. 

ARTÍCULO 62.- El Instituto promoverá la adopción de
métodos y normas técnicas en la captación de los datos ob-
jeto de registro, en coordinación con las autoridades a las
que competa administrar directorios de personas físicas o
morales, catastros, registros públicos de la propiedad y del
comercio, padrones, inventarios y demás registros admi-
nistrativos que permitan obtener Información.

ARTÍCULO 63.- Para el desarrollo de las Actividades Es-
tadísticas y Geográficas colaborarán con el Instituto:

I. Los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial de la Fe-
deración y de las entidades federativas; 

II. Los organismos constitucionales autónomos; 

III. Las autoridades municipales; 

IV. Las Unidades del Estado; 

V. Las instituciones, agrupaciones u organizaciones so-
ciales y privadas, y 

VI. Los particulares.

ARTÍCULO 64.- Previo cumplimiento de las formalida-
des legales y administrativas correspondientes y acuerdo
favorable de su Junta de Gobierno, el Instituto deberá brin-
dar el apoyo que le soliciten:

I. El Ejecutivo Federal y el Senado de la República en
materia de tratados, convenios o acuerdos internaciona-
les, cuando se establezcan derechos y obligaciones en
materia de Información, así como aquellos que versen
sobre límites del territorio nacional, y 

II. El Ejecutivo Federal en caso de que se requiera In-
formación para prevenir y, en su caso, atender emergen-
cias o catástrofes originadas por desastres naturales.

ARTÍCULO 65.- Previo cumplimiento de las formalida-
des legales y administrativas correspondientes y del acuer-
do favorable de su Junta de Gobierno, el Instituto podrá
brindar el apoyo que le soliciten:

I. Los poderes Legislativo y Judicial federales y legisla-
tivos de las entidades federativas, en la definición de lí-
mites estatales y municipales, así como asesorar y apo-
yar a esos poderes en la identificación física de tales
límites;

II. El Congreso de la Unión, los gobiernos de los esta-
dos, el Distrito Federal, así como las autoridades com-
petentes para el levantamiento geodésico y para realizar
el registro de los límites territoriales, conforme a las dis-
posiciones aplicables, y 

III. Las autoridades locales, para la organización de los
catastros de los municipios y para la realización del le-
vantamiento geodésico de los límites aceptados o reco-
nocidos de los estados. 

SECCIÓN II
De la Administración del Instituto

ARTÍCULO 66.-El ejercicio de las funciones del Instituto
corresponde, en el ámbito de sus respectivas competencias,
a la Junta de Gobierno y al Presidente del Instituto. 

ARTÍCULO 67.- La Junta de Gobierno es el órgano supe-
rior de dirección del Instituto, y estará integrada por cinco
miembros designados por el Presidente de la República con
la aprobación de la Cámara de Senadores o, en los recesos
de esta última, de la Comisión Permanente. 
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De entre los miembros de la Junta de Gobierno, el Ejecuti-
vo Federal nombrará al Presidente del Instituto, quien pre-
sidirá el citado órgano colegiado. El resto de los miembros
de la Junta de Gobierno actuarán como vicepresidentes de
la misma. 

ARTÍCULO 68.- La Presidencia será el órgano superior
ejecutivo del Instituto. El Presidente del Instituto durará en
su cargo seis años y los vicepresidentes de la Junta de Go-
bierno ocho años. El periodo del Presidente del Instituto
comenzará el primero de enero del cuarto año calendario
del periodo correspondiente al Presidente de la República.
Los periodos de los vicepresidentes de la Junta de Gobier-
no serán escalonados, sucediéndose cada dos años e ini-
ciándose el primero de enero del primer, tercer y quinto
año del periodo del Ejecutivo Federal. 

Los miembros de la Junta de Gobierno podrán ser designa-
dos para ocupar el cargo hasta por dos ocasiones.

Los miembros de la Junta de Gobierno ocuparán sus cargos
sólo durante el tiempo por el cual hayan sido designados. 

ARTÍCULO 69.- La designación de los miembros de la
Junta de Gobierno deberá recaer en personas que reúnan
los requisitos siguientes: 

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, estar en ple-
no goce de sus derechos civiles y políticos, y no tener
más de setenta años cumplidos a la fecha en que la de-
signación sea entregada al Senado de la República o, en
su caso, a la Comisión Permanente, para su ratificación; 

II. Ser profesional distinguido en materias relacionadas
con la estadística, la geografía o la economía, así como
haber ocupado, por lo menos durante cinco años, algún
cargo de alto nivel en los sectores público o privado, o
ser un académico de reconocido prestigio en las mate-
rias mencionadas, y 

III. No haber sido sentenciado por delitos intencionales,
inhabilitado para ejercer el comercio o para desempeñar
un empleo, cargo o comisión en el servicio público, ni
removido de algún cargo del sector público o privado. 

ARTÍCULO 70.- Los miembros de la Junta de Gobierno
no podrán desempeñar ningún otro empleo, cargo o comi-
sión, con excepción de actividades docentes, científicas,
culturales o de beneficencia, no remuneradas. 

ARTÍCULO 71.- Las vacantes que se produzcan en la
Junta de Gobierno serán cubiertas por el nuevo miembro
que se designe para integrarla. En caso de vacante en el
puesto de Presidente del Instituto, el Ejecutivo Federal po-
drá nombrar para ocupar tal cargo a un miembro de la Jun-
ta de Gobierno en funciones, o bien, designar a un nuevo
miembro de la Junta de Gobierno y, ya integrada ésta, nom-
brar de entre sus cinco miembros al Presidente del Institu-
to. 

En tanto se hace el nombramiento de Presidente, el miem-
bro de la Junta de Gobierno con mayor antigüedad en el
cargo será presidente interino del Instituto y presidirá la
Junta de Gobierno. En caso de que hubiere dos o más
miembros con igual antigüedad, la propia Junta de Gobier-
no elegirá de entre ellos al presidente interino a más tardar
en la siguiente sesión de dicho órgano colegiado y, de no
llegar a un acuerdo, la designación se realizará por el Pre-
sidente de la República. 

Los miembros que cubran vacantes que se produzcan antes
de la terminación del periodo respectivo, durarán en su car-
go sólo por el tiempo que le faltare desempeñar al sustitui-
do. Si al término que corresponde al Presidente del Institu-
to, se nombra a un miembro de la Junta de Gobierno en
funciones para ocupar tal puesto, este nombramiento será
por seis años independientemente del tiempo que hubiere
sido miembro de la Junta de Gobierno. 

ARTÍCULO 72.- Los miembros de la Junta de Gobierno
se abstendrán de participar con la representación del Insti-
tuto en actos políticos, partidistas o religiosos. 

ARTÍCULO 73. Son causas de remoción de un miembro
de la Junta de Gobierno: 

I. La incapacidad física o mental que impida el correcto
ejercicio de sus funciones por más de tres meses; 

II. El desempeño de algún empleo, cargo o comisión, en
contravención a lo dispuesto en el artículo 70 de esta
Ley; 

III. Dejar de reunir cualesquiera de los requisitos seña-
lados en el artículo 69 anterior; 

IV. Incumplir los acuerdos de la Junta de Gobierno o ac-
tuar deliberadamente en exceso o defecto de sus atribu-
ciones; 
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V. Utilizar en beneficio propio o de terceros, la infor-
mación confidencial o de otra naturaleza de que dispon-
ga en razón de su cargo, así como divulgar tal informa-
ción en términos distintos a los autorizados por esta
Ley;

VI. Someter a consideración de la Junta de Gobierno, a
sabiendas, información falsa o alterada; 

VII. Participar en actos políticos, partidistas o religiosos
con la representación del Instituto; 

VIII. No excusarse de participar en aquellas tomas de
decisiones en las que sus intereses personales se en-
cuentren en conflicto con los del Instituto, y 

IX. Ausentarse de sus labores por más de tres días con-
secutivos, o por cinco días no consecutivos en el lapso
de un mes, sin autorización de la Junta de Gobierno o
sin mediar causa de fuerza mayor o motivo justificado.

ARTÍCULO 74.- Compete a la Junta de Gobierno dicta-
minar sobre la existencia de las causas de remoción seña-
ladas en el artículo inmediato anterior, debiendo hacerlo a
solicitud del Presidente de la República o de cuando menos
dos de sus miembros. El dictamen se formulará según re-
solución de la mayoría de los miembros de la Junta de Go-
bierno, después de conceder el derecho de audiencia al
afectado y sin que éste participe en la votación. 

El dictamen, con la documentación que lo sustente, inclui-
da la argumentación por escrito que, en su caso, el afecta-
do hubiere presentado, será enviado al Ejecutivo Federal
para su resolución definitiva. 

ARTÍCULO 75.- El Presidente del Instituto o cuando me-
nos dos vicepresidentes, podrán convocar a reuniones de la
Junta de Gobierno. 

Las sesiones de la Junta de Gobierno deberán celebrarse
con la asistencia de por lo menos tres de sus miembros. Si
no concurriere el Presidente, la sesión será presidida por el
miembro con mayor antigüedad. En caso de que hubiere
dos o más miembros con igual antigüedad, los miembros
asistentes elegirán de entre ellos al que deba presidir la se-
sión. 

Las resoluciones de la Junta de Gobierno requerirán para
su validez del voto aprobatorio de la mayoría de los miem-
bros presentes, con excepción de las resoluciones a que se

refiere el artículo 77, fracciones II, IV y V de esta Ley, pa-
ra las cuales será necesario el voto favorable de la mayoría
de los miembros de la Junta. La persona que presida la se-
sión tendrá voto de calidad en caso de empate.

La Junta de Gobierno podrá acordar la asistencia de servi-
dores públicos del Instituto a sus sesiones, para que le rin-
dan directamente la información que les solicite. 

A las sesiones de la Junta de Gobierno podrán asistir los in-
vitados que la propia Junta de Gobierno determine. 

Las personas que asistan a las sesiones deberán guardar
confidencialidad respecto de los asuntos que se traten en
ellas, salvo autorización expresa de la Junta de Gobierno
para hacer alguna comunicación. 

ARTÍCULO 76.- La remuneración y prestaciones que re-
ciban los miembros de la Junta de Gobierno por el desem-
peño de su cargo, no serán mayores ni menores de las que
correspondan al nivel de Subsecretario de la Administra-
ción Pública Federal. El Presidente de la Junta de Gobier-
no contará con una remuneración 10% mayor a la que co-
rresponda a los vicepresidentes de la Junta de Gobierno,
dentro del nivel antes señalado. Las remuneraciones y
prestaciones que perciban el resto de los servidores públi-
cos del Instituto, en ningún caso podrán exceder las pre-
vistas para los integrantes del mencionado órgano de go-
bierno. 

Lo señalado en el párrafo anterior, se realizará sujetándose
a los límites de los tabuladores de percepciones que esta-
blezca la Cámara de Diputados, al aprobar el Presupuesto
de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal corres-
pondiente. 

Las relaciones laborales de los trabajadores del Instituto, se
sujetarán a lo dispuesto en el apartado B del artículo 123 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

SECCIÓN III
De las Atribuciones de la Junta de Gobierno 

ARTÍCULO 77.- Corresponderá a la Junta de Gobierno,
como órgano superior de dirección del Instituto, el despa-
cho de los asuntos siguientes:

I. Aprobar los programas a que se refiere el artículo 9 de
esta Ley; 
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II. Determinar la Información que se considerará de In-
terés Nacional de conformidad con lo dispuesto en el ar-
tículo 78 de la presente Ley; 

III. Determinar la Información que deba ser producida
por el Instituto en los términos del último párrafo del ar-
tículo 59 de esta Ley; 

IV. Determinar la Información que deba ser de divulga-
ción restringida por motivos de seguridad nacional; 

V. Determinar, atendiendo a las necesidades del Siste-
ma, la creación de otros Subsistemas en términos de lo
dispuesto en el último párrafo del artículo 17 de esta
Ley; 

VI. Determinar qué Unidades serán invitadas, como
miembros de los Comités Técnicos Especializados a los
que se hace referencia en la fracción II del artículo 31 de
esta Ley; 

VII. Aprobar los indicadores generados por los Subsis-
temas; 

VIII. Normar el funcionamiento del Sistema y regular la
captación, procesamiento y publicación de la Informa-
ción que se genere, con base en los dictámenes que, en
su caso, emita el Comité Ejecutivo correspondiente; 

IX. Aprobar el Reglamento Interior del Instituto; 

X. Aprobar el programa anual de trabajo del Instituto, el
cual deberá elaborarse con base en el Programa Anual
de Estadística y Geografía previsto en la fracción III del
artículo 9 de esta Ley; el anteproyecto de presupuesto
anual; el establecimiento y cierre de oficinas regionales
y otras instalaciones u oficinas con base en su disponi-
bilidad presupuestaria; así como el nombramiento y re-
moción de los servidores públicos que ocupen los dos
niveles jerárquicos inferiores al de miembro de la Junta
de Gobierno; 

XI. Aprobar al final de cada año, el calendario que con-
tenga las fechas de publicación de Información de Inte-
rés Nacional a que habrá de sujetarse el Instituto, en el
año inmediato siguiente; 

XII. Expedir los lineamientos generales, otorgar las au-
torizaciones y establecer los registros a que se refieren

los artículos 58, 60 y 61 y los artículos 93 y 95 de esta
Ley, respectivamente; 

XIII. Aprobar la imposición de sanciones administrati-
vas por infracciones a la presente Ley. Dicha facultad
podrá delegarse en el Presidente o en otros servidores
públicos del Instituto, considerando la naturaleza de la
infracción o el monto de las multas; 

XIV. Aprobar las políticas para la administración de los
recursos humanos, financieros y materiales del Instituto,
en términos de las disposiciones aplicables; 

XV. Nombrar y remover a su secretario de actas, así co-
mo a su suplente, quienes deberán ser servidores públi-
cos del Instituto; 

XVI. Resolver sobre otros asuntos relacionados con la
aplicación de esta Ley, que cualquiera de sus miembros
sometan a su consideración, y 

XVII. Las demás que resulten de esta Ley y de otras
disposiciones legales aplicables. 

Los asuntos a que se refieren las fracciones I, III, X y XIV
del presente artículo, deberán aprobarse con base en las
propuestas que presente al efecto el Presidente.

En aquellos casos en los que se deba recabar la opinión
previa de los órganos colegiados a que se refiere la presen-
te Ley, se deberán presentar a la Junta de Gobierno junto
con la propuesta correspondiente, las mencionadas opinio-
nes.

ARTÍCULO 78.- Además de los temas señalados en las
fracciones I a III del artículo 59 del presente ordenamien-
to, sólo podrá considerarse Información de Interés Nacio-
nal para efectos de esta Ley, la que satisfaga los cuatro cri-
terios siguientes: 

I. Se trate de los siguientes temas, grupos de datos o in-
dicadores: población y dinámica demográfica; salud;
educación; empleo; distribución de ingreso y pobreza; se-
guridad pública e impartición de justicia; gobierno; vi-
vienda; sistema de cuentas nacionales; información fi-
nanciera; precios; trabajo; ciencia y tecnología;
atmósfera; biodiversidad; agua; suelo; flora; fauna; resi-
duos peligrosos y residuos sólidos; marco de referencia
geodésico; límites costeros, internacionales, estatales y
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municipales; datos de relieve continental, insular y sub-
marino; datos catastrales, topográficos, de recursos na-
turales y clima, y nombres geográficos, o bien se trate
de temas que sean aprobados por unanimidad por el
Consejo Consultivo Nacional, incluyendo aquéllos que
deban conocer los Subsistemas a que se refiere el último
párrafo del artículo 17 de este ordenamiento; 

II. Resulte necesaria para sustentar el diseño y la eva-
luación de las políticas públicas de alcance nacional; 

III. Sea generada en forma regular y periódica, y 

IV. Se elabore con base en una metodología científica-
mente sustentada. 

Sin perjuicio de lo anterior, también podrá ser considerada
como Información de Interés Nacional la que resulte nece-
saria para prevenir y, en su caso, atender emergencias o ca-
tástrofes originadas por desastres naturales, y aquélla que
se deba generar en virtud de un compromiso establecido en
algún tratado internacional. 

ARTÍCULO 79.- Los miembros de la Junta de Gobierno
tendrán la responsabilidad de procurar que las relaciones
del Instituto con las Unidades del Estado y otros sectores
relevantes para el trabajo del propio Instituto, se desarro-
llen en forma apropiada para conseguir los objetivos del
Instituto y del Sistema. 

Al efecto, estas tareas se dividirán en los cuatro sectores si-
guientes: de información demográfica y social; de infor-
mación económica y financiera; de información geográfica
y del medio ambiente; y de relaciones con los sectores aca-
démico, privado e internacional. 

SECCIÓN IV
De las Atribuciones del Presidente del Instituto 

ARTÍCULO 80.- Corresponden al Presidente del Instituto
las atribuciones siguientes: 

I. Tener a su cargo la administración del Instituto, la re-
presentación legal de éste, y el ejercicio de sus funcio-
nes, sin perjuicio de las atribuciones que la Ley confie-
re a la Junta de Gobierno;

II. Ejecutar los acuerdos de la Junta de Gobierno; 

III. Someter a la consideración y, en su caso, aprobación
de la Junta de Gobierno los asuntos mencionados en las
fracciones I, III, X y XIV del artículo 77 de esta Ley.
Tratándose de lo dispuesto en la fracción I del citado ar-
tículo 77, y antes de someter el asunto a la considera-
ción de la Junta de Gobierno, en cumplimiento a lo dis-
puesto en el artículo 15 fracción I de este ordenamiento,
el Presidente deberá consultar al Consejo Consultivo
Nacional y a las demás instancias que procedan en tér-
minos de esta Ley; 

IV. Dar a conocer a los Poderes de la Unión y al públi-
co en general el calendario de publicación de Informa-
ción de Interés Nacional una vez aprobado por la Junta
de Gobierno;

V. Aplicar las políticas para la administración de los re-
cursos humanos, financieros y materiales del Instituto,
de acuerdo a sus programas y objetivos, y 

VI. Las demás que resulten de esta Ley y de otras dis-
posiciones legales aplicables.

Para la mejor organización del trabajo, el Presidente del
Instituto podrá, sin perjuicio de su ejercicio directo, dele-
gar sus atribuciones en algún vicepresidente de la Junta de
Gobierno o servidor público subalterno. Las atribuciones a
que se refieren las fracciones III y IV de este artículo serán
indelegables.

Las ausencias temporales del Presidente del Instituto serán
suplidas en los términos señalados por el segundo párrafo
del artículo 71 de esta Ley.

ARTÍCULO 81.- El Presidente del Instituto tendrá la fa-
cultad de determinar el sector que, de entre los cuatro se-
ñalados en el artículo 79 de esta Ley, deberá atender y co-
ordinar cada uno de los vicepresidentes de la Junta de
Gobierno como parte de su labor ordinaria y cotidiana den-
tro del Instituto, así como con quién de ellos el titular de la
Contraloría Interna del Instituto acordará los asuntos de su
competencia. 

Al tomar las decisiones a que se refiere el párrafo anterior,
el Presidente deberá tener en cuenta los antecedentes labo-
rales y académicos de cada uno de los miembros de la Jun-
ta de Gobierno. 
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SECCIÓN V
Del Patrimonio del Instituto 

ARTÍCULO 82.- El patrimonio del Instituto se integra
con: 

I. Los bienes inmuebles o muebles que adquiera para el
cumplimiento de su objeto, incluyendo los que la Fede-
ración haya destinado para tal fin o para su uso exclusi-
vo; 

II. Los recursos que anualmente apruebe para el Institu-
to la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, en
el Presupuesto de Egresos de la Federación; 

III. Las donaciones que reciba para el cumplimiento de
su objeto, y 

IV. Los ingresos que reciba por cualquier otro concepto,
incluso los derivados de la aplicación de la presente
Ley.

El Instituto no podrá tener más bienes inmuebles que los
estrictamente necesarios para cumplir con su objeto.

ARTÍCULO 83.- De conformidad con lo dispuesto en el
artículo 5º de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabi-
lidad Hacendaria, para su tratamiento presupuestario el
Instituto se sujetará a lo siguiente: 

I. Aprobará su proyecto de presupuesto y deberá enviar-
lo a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para su
integración al proyecto de Presupuesto de Egresos de la
Federación, observando los criterios generales de políti-
ca económica y los techos globales de gasto estableci-
dos por el Ejecutivo Federal;

II. Ejercerá su presupuesto observando lo dispuesto en
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria, sin sujetarse a las disposiciones generales emi-
tidas por las secretarías de Hacienda y Crédito Público
y de la Función Pública. Dicho ejercicio deberá reali-
zarse con base en los principios de eficiencia, eficacia y
transparencia y estará sujeto a la evaluación y control de
los órganos correspondientes; 

III. Autorizará las adecuaciones a su presupuesto sin re-
querir la autorización de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, siempre y cuando no rebasen el techo
global de su presupuesto aprobado; 

IV. Realizará sus pagos a través de su tesorería; 

V. Determinará los ajustes que correspondan en su pre-
supuesto en caso de disminución de ingresos, observan-
do en lo conducente lo dispuesto en el artículo 21 de la
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-
daria, y 

VI. Llevará la contabilidad y elaborará sus informes
conforme a lo previsto en la Ley Federal de Presupues-
to y Responsabilidad Hacendaria, y deberá enviarlos a
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para su in-
tegración a los informes trimestrales y a la Cuenta Pú-
blica; 

El Presupuesto de Egresos de la Federación del ejercicio fis-
cal en que deban realizarse los censos nacionales, las cuen-
tas nacionales y los índices nacionales de precios, a que se
refiere el artículo 59 de esta Ley, deberá contemplar los re-
cursos suficientes para que el Instituto los lleve a cabo. 

Las Actividades Estadísticas y Geográficas que, en adición
a las señaladas en el párrafo anterior, el Instituto determine
llevar a cabo en los términos de esta Ley, estarán sujetas a
la disponibilidad presupuestaria que, en su caso, se aprue-
be para tales efectos en el Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración.

ARTÍCULO 84.- El Instituto incorporará, en los términos
de las disposiciones aplicables, como parte de su presu-
puesto los ingresos derivados de las cuotas por los servicios
que preste por concepto de investigación, capacitación, ela-
boración de estadísticas especiales, estudios específicos o
trabajos en materia de geografía, así como los que proven-
gan de la venta de publicaciones, reproducciones y otros ser-
vicios. En los casos en que el Instituto preste los servicios
señalados en colaboración con otras Unidades, incorporará
en su presupuesto los ingresos que le correspondan al Ins-
tituto. 

ARTÍCULO 85.- Los recursos que las dependencias y en-
tidades de la Administración Pública Federal, el Poder Ju-
dicial de la Federación y el Poder Legislativo Federal, así
como los órganos constitucionales autónomos, ejerzan pa-
ra la realización de actividades en materia de estadística y
geografía de interés nacional, invariablemente deberán re-
gistrarse en las partidas de gasto correspondientes. Cuando
las entidades federativas y los municipios reciban recursos
federales para los fines descritos, quedarán obligados a
identificarlos e informar al Instituto sobre ellos. 
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Las Unidades podrán realizar Actividades Estadísticas y
Geográficas, siempre que hayan informado al respecto al
Instituto, durante el primer trimestre del ejercicio fiscal,
quien analizará si dichas Actividades se apegan a los pro-
gramas a que se refiere el artículo 9 de esta Ley y emitirá
opinión sobre la pertinencia de realizar dichas Actividades
y, en su caso, formulará las recomendaciones que estime
pertinentes para llevarlas a cabo. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público tomará medi-
das para evitar la duplicidad en las Actividades Estadísticas
y Geográficas, con el objeto de optimizar la asignación de
recursos públicos federales para dichas Actividades. 

Lo previsto en el presente artículo, será aplicable, tratán-
dose de los organismos constitucionales autónomos, sólo a
aquellos que reciban recursos del Presupuesto de Egresos
de la Federación. 

SECCIÓN VI
De la Transparencia 

y Rendición de Cuentas del Instituto 

ARTÍCULO 86.- El Instituto deberá presentar en marzo
de cada año al Ejecutivo Federal y al Congreso de la
Unión: 

I. Los resultados de la ejecución del Programa Anual de
Información Estadística y Geográfica correspondiente
al año inmediato anterior; 

II. Un informe de las actividades de los Comités de los
Subsistemas, y 

III. Su informe anual de actividades y sobre el ejercicio
del gasto correspondiente al ejercicio inmediato ante-
rior, incluyendo las observaciones relevantes que, en su
caso, haya formulado el auditor externo.

Cada seis años, el Instituto enviará al Ejecutivo Federal y
al Congreso de la Unión, junto con la información a que se
refieren las fracciones anteriores, el resultado de la evalua-
ción del Programa Estratégico del Sistema Nacional de In-
formación Estadística y Geográfica. 

Cualquiera de las Cámaras del Congreso de la Unión podrá
citar al Presidente para que rinda informes sobre las políti-
cas y actividades del Instituto. 

El Instituto deberá hacer del conocimiento público la in-
formación a que se refieren las fracciones anteriores, suje-
tándose a las disposiciones de carácter general que expida
al efecto. 

Lo dispuesto en este artículo se realizará sin perjuicio de
los datos e informes que el Instituto deba rendir en térmi-
nos de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria, de la Ley de Fiscalización Superior de la Fe-
deración y demás disposiciones aplicables. 

ARTÍCULO 87.- El Instituto deberá dar a conocer a los
Poderes de la Unión y al público en general el calendario
anual de publicación aprobado por la Junta de Gobierno,
mismo que podrá ser revisado en forma trimestral. 

ARTÍCULO 88.- El Instituto deberá definir las metodolo-
gías que habrán de utilizarse en la realización de las Acti-
vidades Estadísticas y Geográficas, a través de Internet, an-
tes de su implantación, a fin de recibir y, en su caso,
atender las observaciones que se formulen al efecto. 

De igual forma, el Instituto deberá dar a conocer y conser-
var los metadatos o especificaciones concretas de la apli-
cación de las metodologías que se hubieren utilizado en la
elaboración de la Información.

A fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en el presente ar-
tículo, la Junta de Gobierno deberá expedir los lineamien-
tos generales que habrán de seguirse para publicar dichas
metodologías y atender las observaciones que, en su caso,
se reciban.

ARTÍCULO 89.- El Instituto invitará, a solicitud de los
Comités Ejecutivos, a organismos internacionales a revisar
y opinar respecto de las metodologías que se utilicen para
generar la Información, incluyendo las que el mismo apli-
que. El resultado de tales inspecciones deberá incluirse en
los informes a los que hace alusión el artículo 86 de esta
Ley. 

ARTÍCULO 90.- El Instituto deberá hacer del conoci-
miento público, a través de Internet, los convenios de in-
tercambio de información que celebre con otros organis-
mos o agencias nacionales o extranjeras.

La Junta de Gobierno, previa justificación, podrá determi-
nar excepciones a la divulgación de la información a que se
refiere el párrafo anterior. 
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ARTÍCULO 91.- La vigilancia del Instituto estará enco-
mendada:

I. A una Contraloría Interna, la que tendrá a su cargo re-
cibir quejas, realizar investigaciones, llevar a cabo audi-
torias internas, y aplicar los procedimientos y sanciones
inherentes a las responsabilidades administrativas de los
servidores públicos del Instituto, conforme a la Ley Fe-
deral de Responsabilidades Administrativas de los Ser-
vidores Públicos. 

Asimismo, la Contraloría Interna deberá establecer y
llevar el registro y seguimiento de la evolución de la si-
tuación patrimonial de los servidores públicos del Insti-
tuto, desde el nivel de jefe de departamento u homólogo
hasta el de Presidente.

El titular de la Contraloría Interna deberá contar con re-
conocida solvencia moral, será designado por la Junta
de Gobierno, y rendirá cuenta de sus funciones al vice-
presidente que, de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 81 de esta Ley, determine el Presidente del Ins-
tituto.

La Junta de Gobierno aprobará el anteproyecto de pre-
supuesto necesario para cubrir los recursos humanos,
materiales y financieros para el adecuado funciona-
miento de la Contraloría Interna, y 

II. A un auditor externo nombrado por la Junta de Go-
bierno de entre una terna de empresas de auditoria de re-
conocido prestigio que le proponga el Auditor Superior
de la Federación. El auditor externo auxiliará a la Junta
de Gobierno y reportará a ésta la información que co-
nozca con motivo del ejercicio de sus funciones.

El auditor externo vigilará, entre otras cosas, que la infor-
mación financiera y contable del Instituto, se formule de
conformidad con los lineamientos, normatividad y princi-
pios de contabilidad que le resulten aplicables. 

Al menos cada tres años se deberá designar a una nueva
empresa de auditoria en términos de lo dispuesto en este ar-
tículo, para salvaguardar la eficacia en la vigilancia del Ins-
tituto. 

CAPÍTULO II
De los Registros Nacionales de Información 

Estadística y Geográfica a cargo del Instituto 

ARTÍCULO 92.- El Instituto deberá establecer, operar y
normar el Registro Nacional de Información Geográfica,
en el que deberá incluirse por lo menos la información pro-
veniente de los temas geográficos a que se refiere el artí-
culo 26 de esta Ley, así como el Registro Estadístico Na-
cional, en el que deberá asentarse por lo menos el Registro
de Instituciones y Unidades Administrativas con Funciones
Estadísticas del Sector Público y el Inventario Nacional de
estadística del Sector Público.

ARTÍCULO 93.- La inscripción que sobre los catastros de
los municipios y de las entidades federativas deba hacerse
en el Registro Nacional de Información Geográfica, com-
prenderá la representación cartográfica y la base de datos
de los predios rústicos y urbanos de su jurisdicción. 

En caso de que no se cuente con la cartografía y la base de
datos a que se refiere el párrafo anterior, se registrarán los
datos que se encuentren en los padrones, croquis y fichas
catastrales. 

El Instituto, con la intervención de las autoridades que re-
sulten competentes, podrá efectuar los trabajos cartográfi-
cos en cumplimiento de tratados o convenios internaciona-
les y con la participación de los gobiernos de las entidades
federativas que corresponda, en la definición y demarca-
ción de límites internacionales, incluyendo la zona econó-
mica exclusiva. 

ARTÍCULO 94.- El Instituto establecerá, operará y nor-
mará el inventario y el directorio señalados en los artículos
20 y 23, respectivamente y podrá establecer, operar y nor-
mar otros registros que para fines estadísticos o geográfi-
cos estime necesarios. 

ARTÍCULO 95.- Las personas físicas con actividades em-
presariales y las personas morales, sin incluir a las del sec-
tor público, estarán obligadas a inscribirse en el Directorio
Nacional de Unidades Económicas que lleve el Instituto y
a mantener actualizada su inscripción, conforme a las dis-
posiciones que al efecto emita el Instituto.

Las Unidades encargadas de los registros administrativos
que permitan obtener Información de Interés Nacional, de-
berán proporcionar al Instituto la información que requiera
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para la creación y actualización del Directorio Nacional de
Unidades Económicas.

CAPÍTULO III
Del Acervo de Información 

ARTÍCULO 96.- El Instituto deberá conservar la Infor-
mación de Interés Nacional que elaboren el propio Institu-
to y las Unidades, en términos de lo dispuesto en esta Ley
y en las disposiciones de carácter general que al efecto
emita.

Cuando una Unidad desaparezca o se desincorpore, el Ins-
tituto deberá conservar la Información generada por la mis-
ma.

ARTÍCULO 97.- El Instituto implementará un sistema de
compilación normativa, en el que se conservarán los textos
de las normas que en el ejercicio de sus funciones expida. 

CAPÍTULO IV
Del Servicio Público de 

Información Estadística y Geográfica 

ARTÍCULO 98.- El Servicio Público de Información Es-
tadística y Geográfica consiste en poner a disposición de
los usuarios, sujeto a las normas que al efecto dicte la Jun-
ta de Gobierno, la totalidad de la Información de Interés
Nacional. 

ARTÍCULO 99.- El Servicio Público de Información Es-
tadística y Geográfica será prestado en forma exclusiva por
el Instituto. Lo anterior, sin perjuicio de que las propias
Unidades den a conocer la Información que generen iden-
tificándola como parte del Sistema.

El Instituto podrá autorizar que otras instancias de gobier-
no o particulares, presten el Servicio Público de Informa-
ción Estadística y Geográfica, conforme a las reglas que al
efecto expida la Junta de Gobierno. 

El Instituto pondrá la Información de Interés Nacional a
disposición de los usuarios a través de Internet, así como
en los centros de consulta que al efecto establezca el pro-
pio Instituto en el territorio nacional. 

Las consultas que realicen los usuarios a través de los me-
dios previstos en el párrafo inmediato anterior, serán ofre-
cidas por el Instituto en forma gratuita. 

El Instituto pondrá a disposición de los usuarios informa-
ción de la red geodésica nacional, con el objeto de que sus
estudios geográficos estén vinculados con la red mencio-
nada. 

ARTÍCULO 100.- El Instituto, siguiendo las mejores
prácticas internacionales, pondrá a disposición de quien lo
solicite, los microdatos de las encuestas nacionales y mues-
tras representativas de los operativos censales que realice
con la mayor desagregación posible, sin violar la confiden-
cialidad y reserva de la información básica establecidas en
la presente Ley. La Junta de Gobierno deberá establecer los
procedimientos y condiciones para facilitar el acceso a di-
cha información de manera expedita. 

ARTÍCULO 101.- Cuando a petición de algún usuario se
requiera al Instituto copia, copia certificada o cualquier
clase de impresión o respaldo de la Información de Interés
Nacional, ésta se entregará al usuario en los términos que
fijen las disposiciones correspondientes y previa recepción
del pago de los derechos que para estos casos establezca la
Ley Federal de Derechos. 

ARTÍCULO 102.- El Instituto no estará obligado a pro-
porcionar aquella información que: 

I. Tenga en virtud de cualquier disposición legal el ca-
rácter de confidencial, clasificada, reservada o de cual-
quier otra forma se encuentre restringida su difusión, o

II. El usuario la requiera procesada en cualquier forma
distinta a como se encuentra disponible, sin perjuicio de
que el Instituto la pueda procesar y poner a disposición
de los usuarios en forma onerosa, sujetándose en todo
caso a los principios de confidencialidad, accesibilidad
y transparencia.

TÍTULO CUARTO
DE LAS FALTAS ADMINISTRATIVAS 

Y DE LAS SANCIONES 

CAPÍTULO I
De las Faltas Administrativas 

ARTÍCULO 103.- Cometen infracciones a lo dispuesto por
esta Ley, quienes en calidad de Informantes del Sistema:

I. Se nieguen a proporcionar datos, informes o a exhibir
documentos cuando deban hacerlo, dentro del plazo que
se les hubiere señalado;
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II. Suministren datos falsos, incompletos o incongruen-
tes;

III. Omitan inscribirse en los registros establecidos por
esta Ley o no proporcionen la información que para és-
tos se requiera;

IV. Se opongan a las inspecciones de verificación que en
cumplimiento de las disposiciones de esta Ley realicen
los inspectores, recolectores o censores y en general de
cualquier representante de cualquiera de las Unidades
que se encuentre facultado para ello, y 

V. Utilicen indebidamente las denominaciones censo
nacional o cuentas nacionales. 

También cometen infracción a la presente Ley quienes se
nieguen a desempeñar funciones censales. 

Los actos u omisiones en que incurran las personas mora-
les que impidan el desarrollo normal de los levantamientos
censales o de los procesos de generación de Información,
también serán considerados infracciones a la presente Ley. 

ARTÍCULO 104.- Son infracciones imputables a los ser-
vidores públicos del Instituto o a los servidores públicos de
las Unidades las siguientes: 

I. La revelación de datos confidenciales; 

II. La violación de las reservas de los secretos de carác-
ter industrial o comercial o de cualquier otro tipo, o el
suministro en forma nominativa o individualizada de los
datos proporcionados por los Informantes del Sistema; 

III. La inobservancia de la reserva en materia de Infor-
mación, cuando por causas de seguridad nacional hu-
biese sido declarada de divulgación restringida por la
Junta de Gobierno; 

IV. La participación deliberada en cualquier acto u omi-
sión que entorpezca el desarrollo normal de los levanta-
mientos censales o de los procesos de generación de In-
formación; 

V. Impedir, sin justificación, el libre ejercicio de los de-
rechos de acceso y rectificación de datos, cuando estu-
vieren a cargo de los registros administrativos estableci-
dos por Ley, y 

VI. Impedir el acceso del público a la Información a que
tenga derecho. 

ARTÍCULO 105.- Se reputarán infracciones de los reco-
lectores o censores y auxiliares, cuando: 

I. Se nieguen a cumplir con las funciones que les sean
encomendadas; 

II. Violen la confidencialidad de los datos que se hayan
captado para efectos estadísticos o revelen en forma no-
minativa o individualizada dichos datos, y 

III. Cometan actos o incurran en omisiones que impidan
el desarrollo normal de los levantamientos censales o de
los procesos de generación de Información. 

Para los efectos de este Título, serán considerados como re-
colectores o censores, las personas a las que el Instituto en-
comiende labores propias de recolección y recopilación de
Información en forma periódica o durante el levantamiento
censal, y como auxiliares, a quienes desempeñen cualquier
otra actividad relacionada con el proceso de elaboración de
la estadística y la obtención de datos de carácter geográfico. 

CAPÍTULO II
De las Sanciones 

ARTÍCULO 106.- Las infracciones a lo dispuesto por el
artículo 103 de esta Ley, serán sancionadas con multa de: 

I. Para las establecidas en las fracciones I, II y IV, de 5
hasta 500 salarios. 

Cuando se trate de censos económicos o encuestas en
establecimientos, la multa será de 3,000 hasta 30,000
salarios; 

II. Para la establecida en la fracción III, de 200 hasta
500 salarios;

III. Para las establecidas en la fracción V y en el último
párrafo, de 3,000 hasta 10,000 salarios, y

IV. Para la establecida en el penúltimo párrafo, de 5 a
100 salarios.

ARTÍCULO 107.- Las infracciones a lo dispuesto por el
artículo 104 de esta Ley, tratándose de servidores públicos
de las Unidades, serán sancionadas con multa de:
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I. Para las establecidas en las fracciones I, II y III, de
500 hasta 10,000 salarios; 

II. Para la establecida en la fracción IV, de 200 hasta 500
salarios, y 

III. Para las establecidas en las fracciones V y VI, de
500 hasta 1,000 salarios. 

ARTÍCULO 108.- Las infracciones a lo dispuesto por el
artículo 104 de esta Ley, tratándose de servidores públicos
del Instituto, serán sancionadas con multa de: 

I. Para las establecidas en las fracciones I, II y III, de
2,000 hasta 30,000 salarios; 

II. Para la establecida en la fracción IV, de 400 hasta
1,000 salarios, y 

III. Para las establecidas en las fracciones V y VI, de
1,000 hasta 2,000 salarios. 

ARTÍCULO 109.- Las infracciones a lo dispuesto por el
artículo 105 de esta Ley, serán sancionadas con multa de: 

I. Para la establecida en la fracción I, de 100 hasta 500
salarios, y 

II. Para las establecidas en las fracciones II y III, de 500
hasta 1,000 salarios. 

ARTÍCULO 110.- Para los efectos de este Capítulo, por
salario se entiende el salario mínimo general diario vigen-
te en el Distrito Federal, al momento de cometerse la in-
fracción. 

ARTÍCULO 111.- Para la imposición de las sanciones, el
Instituto tomará en cuenta la gravedad de la infracción, las
condiciones del infractor y la conveniencia de evitar prác-
ticas tendientes a contravenir las disposiciones de esta Ley. 

ARTÍCULO 112.- Las sanciones en materia de responsa-
bilidad administrativa de los servidores públicos previstas
en esta Ley, serán aplicadas por la autoridad competente
para sustanciar el procedimiento respectivo de conformi-
dad con las leyes especiales y las disposiciones aplicables,
sin perjuicio de otras responsabilidades que resulten. Cuan-
do el Instituto tenga conocimiento de alguna infracción a la
Ley, lo deberá hacer del conocimiento de la autoridad que
corresponda. 

TÍTULO QUINTO
DEL RECURSO DE REVISIÓN 

ARTÍCULO 113.- En contra de los actos o resoluciones
que dicte el Instituto, el interesado podrá interponer ante
éste, el recurso de revisión o, cuando proceda, intentar la
vía jurisdiccional que corresponda. 

ARTÍCULO 114.- El plazo para interponer el recurso de
revisión, será de quince días contados a partir del día si-
guiente a aquél en que hubiere surtido efectos la notifica-
ción de la resolución o se tenga conocimiento del acto que
se recurra.

ARTÍCULO 115.- El escrito de interposición del recurso
de revisión deberá presentarse ante el propio Instituto y se-
rá resuelto por el superior jerárquico del servidor público
que haya emitido la resolución impugnada o haya realiza-
do el acto impugnado, salvo que se trate de resoluciones o
actos del Presidente del Instituto, en cuyo caso será resuel-
to por la Junta de Gobierno. Dicho escrito deberá expresar:

I. El nombre del recurrente, y del tercero perjudicado si
lo hubiere, así como el lugar que señale para efectos de
notificaciones; 

II. El acto o resolución que se recurre y fecha en que se
le notificó o tuvo conocimiento del mismo; 

III. Los agravios que se causan al recurrente, y 

IV. Las pruebas que ofrezca, que tengan relación inme-
diata y directa con la resolución o acto de que se trate. 

El escrito de interposición del recurso a que se refiere este
artículo, deberá ser acompañado del documento que acre-
dite la personalidad del promovente cuando actúe en nom-
bre de otro o de personas morales, de una copia de la reso-
lución o acto que se impugna y, en su caso, de la
notificación correspondiente, así como de la documenta-
ción que ofrezca como prueba. Tratándose de solicitudes
que por no haberse resuelto en tiempo se entiendan nega-
das, deberá acompañarse el escrito de iniciación del proce-
dimiento, o el documento sobre el cual no hubiere recaído
resolución alguna. 

ARTÍCULO 116.- La interposición del recurso de revisión
suspenderá la ejecución de la resolución o del acto impug-
nado, siempre y cuando:
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I. Lo solicite expresamente el recurrente; 

II. Sea procedente el recurso; 

III. No se siga perjuicio al interés social, y 

IV. Tratándose de multas, el recurrente garantice el cré-
dito fiscal en cualquiera de las formas previstas en el
Código Fiscal de la Federación. 

El Instituto deberá acordar, en su caso, la suspensión o la
denegación de la suspensión dentro de los cinco días si-
guientes al de la interposición del recurso de revisión. 

ARTÍCULO 117.- El recurso de revisión se tendrá por no
interpuesto y se desechará cuando: 

I. Se presente fuera de plazo; 

II. No se acredite la personalidad del recurrente, y 

III. No aparezca suscrito por quien deba hacerlo, a me-
nos que se firme antes del vencimiento del plazo para
interponerlo. 

ARTÍCULO 118.- Se desechará por improcedente el re-
curso de revisión cuando éste se interponga contra actos o
resoluciones:

I. Que sean materia de otro recurso o medio de defensa
que se encuentre pendiente de resolución, presentado
por el mismo promovente y por el mismo acto o resolu-
ción impugnado; 

II. Que no afecten los intereses jurídicos del promovente; 

III. Consumados de un modo irreparable, y 

IV. Consentidos expresamente.

ARTÍCULO 119.- Será sobreseído el recurso cuando: 

I. El promovente se desista expresamente del recurso; 

II. El agraviado fallezca durante el procedimiento, si el
acto respectivo sólo afecta a su persona; 

III. Durante el procedimiento sobrevenga alguna de las
causas de improcedencia a que se refiere el artículo an-
terior, y 

IV. Cuando hayan cesado los efectos del acto respecti-
vo. 

ARTÍCULO 120.- La autoridad encargada de resolver el
recurso de revisión podrá: 

I. Desecharlo por improcedente o sobreseerlo; 

II. Confirmar el acto impugnado; 

III. Declarar la inexistencia del acto impugnado o revo-
carlo total o parcialmente, y 

IV. Modificar u ordenar la modificación del acto im-
pugnado o dictar u ordenar expedir uno nuevo que lo
sustituya, cuando el recurso interpuesto sea total o par-
cialmente resuelto a favor del recurrente. 

ARTÍCULO 121.- La resolución del recurso de revisión se
fundará en derecho y examinará todos y cada uno de los
agravios hechos valer por el recurrente, teniendo la autori-
dad la facultad de invocar hechos notorios; pero cuando
uno de los agravios sea suficiente para desvirtuar la validez
del acto impugnado bastará con el examen de dicho punto. 

La autoridad, en beneficio del recurrente, podrá examinar
en su conjunto los agravios, así como los demás razona-
mientos del recurrente, a fin de resolver la cuestión efecti-
vamente planteada, pero sin cambiar los hechos expuestos
en el recurso. 

Igualmente, la autoridad deberá dejar sin efectos legales
los actos administrativos cuando advierta una ilegalidad
manifiesta y los agravios sean insuficientes, pero deberá
fundar cuidadosamente los motivos por los que consideró
ilegal el acto y precisar el alcance en la resolución. 

Si la resolución ordena realizar un determinado acto o ini-
ciar la reposición del procedimiento, deberá cumplirse en
un plazo de cuatro meses. 

ARTÍCULO 122.- No se podrán revocar o modificar los
actos o resoluciones administrativos en la parte no impug-
nada por el recurrente. 

La resolución expresará con claridad los actos que se mo-
difiquen y si la modificación es parcial, se precisará ésta.

ARTÍCULO 123.- El recurrente podrá esperar la resolu-
ción expresa o impugnar, en un plazo de cuatro meses con-
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tados a partir de la presentación del recurso, la presunta
confirmación del acto impugnado.

ARTÍCULO 124.- La autoridad ante la cual se tramite el
recurso podrá dejar sin efectos un requerimiento o una san-
ción, de oficio o a petición de parte interesada, cuando se
trate de un error manifiesto o el particular demuestre que
ya había dado cumplimiento con anterioridad. 

ARTÍCULO 125.- Cuando haya de tenerse en cuenta nue-
vos hechos o documentos que no obren en el expediente
original derivado del acto impugnado, se pondrá de mani-
fiesto a los interesados para que, en un plazo no inferior a
cinco días ni superior a diez, formulen sus alegatos y pre-
senten los documentos que estimen procedentes. 

No se tomarán en cuenta en la resolución del recurso de re-
visión, hechos, documentos o alegatos del recurrente,
cuando habiendo podido aportarlos durante el procedi-
miento administrativo no lo haya hecho.

ARTÍCULO 126.- A lo dispuesto por el presente Capítulo
se aplicará supletoriamente el Código Federal de Procedi-
mientos Civiles. 

TRANSITORIOS

PRIMERO.- La presente Ley entrará en vigor noventa dí-
as naturales después de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación, salvo lo dispuesto por el segundo párrafo
del artículo 23 del presente ordenamiento, que entrará en
vigor el 1 de agosto de 2010 y por la fracción III del artí-
culo 59 de esta Ley que entrará en vigor tres años después
de la entrada en vigor de la presente Ley, debiéndose apli-
car entre tanto lo dispuesto en el artículo undécimo transi-
torio. 

SEGUNDO.- La designación de los primeros integrantes
de la Junta de Gobierno del Instituto se realizará en los tér-
minos previstos en la presente Ley, dentro de los 90 días
naturales siguientes a la publicación de la misma en el Dia-
rio Oficial de la Federación. 

El periodo del primer Presidente del Instituto vencerá el 31
de diciembre de 2009. Los periodos de los primeros vice-
presidentes de la Junta de Gobierno vencerán los días 31 de
diciembre de 2008, 2010, 2012 y 2014, respectivamente,
debiendo señalar el Ejecutivo Federal cuál de los citados
periodos corresponde a cada miembro de la Junta de Go-
bierno. 

TERCERO.- El Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía (INEGI), tendrá la titularidad de todos los bienes,
derechos y obligaciones propiedad del Gobierno Federal
que estuvieran adscritos o destinados bajo cualquier título
al servicio del Instituto Nacional de Estadística, Geografía
e Informática, órgano desconcentrado de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público. 

También forman parte del patrimonio del Instituto, todos
aquellos bienes muebles e inmuebles pertenecientes a la
Federación que, a la entrada en vigor del presente decreto,
venía utilizando el órgano desconcentrado señalado en el
párrafo precedente, por lo que en un plazo no mayor de un
año contado a partir de la entrada en vigor de este decreto,
se deberán haber concluido los trámites correspondientes
para su formalización. Los bienes muebles se transferirán
al patrimonio del Instituto en los términos previstos por el
Título quinto de la Ley General de Bienes Nacionales y las
disposiciones que regulan su registro, afectación, disposi-
ción y baja. 

Los bienes inmuebles, incluyendo terreno y construccio-
nes, que se incorporan como parte del patrimonio del Ins-
tituto son los ubicados en: 

a) Av. Héroe de Nacozari Sur No. 2301, Fraccionamien-
to Jardines del Parque, Aguascalientes, Aguascalientes,
C.P. 20270; 

b) Av. Héroe de Nacozari Sur No. 2302, Fracciona-
miento Rinconada del Parque, Aguascalientes, Aguasca-
lientes, C.P. 20277; 

c) Av. Héroe de Nacozari Sur No. 2304, Fraccionamien-
to Rinconada del Parque, Aguascalientes, Aguascalien-
tes, C.P. 20277; 

d) Av. de la Convención Oriente No. 902, Edificio 2,
Fraccionamiento Primo Verdad, Aguascalientes, Aguas-
calientes, C.P. 20267; 

e) Calle Selenio No. 107, Ciudad Industrial, Durango,
Durango, C.P. 34208; 

f) Av. Patriotismo No. 711-A, Col. San Juan, Delegación
Benito Juárez, México, Distrito Federal, C.P. 03730; 

g) Av. Baja California No. 272, Col. Hipódromo, Dele-
gación Cuauhtémoc, México, Distrito Federal, C.P.
06100; 
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h) Balderas No. 71, Col. Centro, Delegación Cuauhté-
moc, México, Distrito Federal, C.P. 06040; 

i) Av. 16 de Septiembre No. 670, Col. Mexicaltzingo,
Sector Juárez, Guadalajara, Jalisco, C.P. 44180; 

j) Paseo Río Sonora Sur y Comonfort S/N, Col. Proyec-
to Río Sonora, Edificio México (4° Piso), Hermosillo,
Sonora, C.P. 83270; 

k) Paseo Río Sonora Sur y Comonfort S/N, Col. Pro-
yecto Río Sonora, Edificio México (Planta Baja), Her-
mosillo, Sonora, C.P. 83270, y 

l) Calle 60 x 39 y 41 No. 378, Col. Centro, Mérida, Yu-
catán, C.P. 97000. 

Respecto de los inmuebles ubicados en Calle el Novillo
No. 610, Fraccionamiento Ojocaliente II, Aguascalientes,
Aguascalientes, C.P. 20196, en donde se encuentra ubicada
la Biblioteca Ludoteca, así como el ubicado en Calle el Sa-
litre Esquina Calle Guayana No. 201, Fraccionamiento
Ojocaliente II, Aguascalientes, Aguascalientes, C.P. 20196,
en donde se encuentra ubicado el Taller Infantil de Artes
Plásticas, la Secretaría de la Función Pública deberá reali-
zar los actos jurídicos que resulten necesarios, a efecto de
transmitir a título gratuito a favor del Instituto la titularidad
de los derechos que correspondan a la Federación sobre los
mencionados inmuebles. 

CUARTO.- Las personas que a la entrada en vigor de la
presente Ley presten un servicio personal subordinado al
Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática,
formarán parte del personal al servicio del Instituto, y con-
servarán las remuneraciones y prestaciones de las cuales
gozan a la entrada en vigor de esta Ley.

QUINTO.- Los traspasos de recursos humanos, financie-
ros y materiales del órgano desconcentrado Instituto Na-
cional de Estadística, Geografía e Informática, al organis-
mo Instituto Nacional de Estadística y Geografía, deberán
efectuarse en los términos de las disposiciones legales apli-
cables, garantizando la continuidad de la operación y de las
actividades del Instituto. 

SEXTO.- Para los efectos del transitorio Cuarto del De-
creto por el que se declaran reformados los artículos 26 y
73 fracción XXIX-D de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de
la Federación el 7 de abril de 2006, en los Presupuestos de

Egresos de la Federación deberán incluirse, en adición a
los recursos a que se refiere el segundo párrafo del artícu-
lo 83 de esta Ley, los recursos suficientes para que el Ins-
tituto continúe realizando las Actividades Estadísticas y
Geográficas que de manera regular y periódica hayan sido
realizadas por el Instituto Nacional de Estadística, Geogra-
fía e Informática hasta antes de la entrada en vigor del pre-
sente ordenamiento. 

SÉPTIMO.- El Instituto contará con un plazo de 3 meses,
contados a partir de la entrada en vigor de la presente Ley,
para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 100 del
presente ordenamiento por lo que se refiere a las últimas
encuestas nacionales publicadas; y con un plazo de 2 años
para el resto de las encuestas nacionales y operativos cen-
sales concluidos, de conformidad con el calendario que al
efecto dé a conocer la Junta de Gobierno dentro de los 90
días siguientes a la entrada en vigor de este ordenamiento . 

OCTAVO.- El Reglamento Interior del Instituto deberá ex-
pedirse en un plazo no mayor de seis meses, contados a
partir del día en que quede legalmente instalada la Junta de
Gobierno. En tanto se expida el citado Reglamento conti-
nuarán aplicándose, en lo que no se opongan a la presente
Ley, los artículos 102 y 103 del Reglamento Interior de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

En tanto el Instituto expide las demás disposiciones admi-
nistrativas a que se refiere esta Ley, seguirán aplicándose
las emitidas con anterioridad a su vigencia, en las materias
correspondientes en lo que no se opongan a la presente Ley
y continuará en vigor el Sistema Integral de Profesionali-
zación del Instituto Nacional de Estadística, Geografía e
Informática, publicado en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 11 de noviembre de 1994. Las medidas administra-
tivas dictadas con fundamento en disposiciones que por es-
ta Ley se derogan, continuarán en vigor hasta que no sean
revocadas o modificadas expresamente por las autoridades
competentes. 

NOVENO.- Los poderes, mandatos y en general las repre-
sentaciones otorgadas y facultades concedidas por el Insti-
tuto Nacional de Estadística, Geografía e Informática, con
anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley, sub-
sistirán en sus términos en tanto no sean modificados o re-
vocados expresamente. 

En el supuesto de que existan asuntos en la Secretaría de la
Función Pública o en el Órgano Interno de Control en el
Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática,
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que se encuentren en trámite o pendientes de resolución a
la fecha de entrada en vigor de la presente Ley, deberán ser
concluidos respectivamente por la propia Secretaría de la
Función Pública o por la Contraloría Interna del Instituto,
aplicando lo dispuesto en la Ley Federal de Responsabili-
dades Administrativas de los Servidores Públicos y demás
ordenamientos legales aplicables en la materia. 

DÉCIMO.- La Junta de Gobierno deberá aprobar y publi-
car en el Diario Oficial de la Federación a más tardar en el
mes de diciembre de 2007, el Programa Estratégico del
Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica,
el Programa Nacional de Estadística y Geografía, y el pri-
mer Programa Anual de Estadística y Geografía a que se
refiere esta Ley. 

En tanto se expiden los programas a que se refiere el pá-
rrafo anterior, el Instituto seguirá aplicando en todo lo que
no se oponga a la presente Ley los programas que se hu-
bieren emitido a efecto de realizar las tareas a cargo del
Instituto. 

UNDÉCIMO.- Dentro de los diez días hábiles siguientes a
la entrada en vigor del presente decreto, el Banco de Mé-
xico y el Instituto formarán un grupo de trabajo que tendrá
como objetivo planear e instrumentar la transferencia al se-
gundo, del cálculo y publicación de los índices nacionales
de precios a que se refiere el artículo 59 de de esta Ley. A
partir del de la entrada en vigor de la fracción III del artí-
culo 59, el Instituto publicará los referidos índices naciona-
les de precios, por lo que cualquier referencia a los citados
índices a cargo del Banco de México, se entenderá efectua-
da, a partir de esa fecha, al que publique el Instituto. 

A partir de la publicación del presente decreto, y hasta el
día anterior a la entrada en vigor de la fracción III del artí-
culo 59, el Banco de México continuará publicando los ín-
dices a que se refiere el párrafo anterior, con la participa-
ción creciente del Instituto. 

A partir de la entrada en vigor de la fracción III del artícu-
lo 59, el Banco de México tendrá acceso, sin restricción al-
guna, a la metodología, bases de datos, información y pro-
cedimientos utilizados por el Instituto para calcular los
índices nacionales a que se refiere este precepto. 

DUODÉCIMO.- Cuando las leyes, reglamentos, decretos,
acuerdos u otros ordenamientos jurídicos hagan mención a
la Ley de Información Estadística y Geográfica, o al Insti-
tuto Nacional de Estadística, Geografía e Informática, la

referencia se entenderá hecha a la presente Ley y al Insti-
tuto Nacional de Estadística y Geografía, respectivamente. 

DÉCIMO TERCERO.- La Junta de Gobierno contará con
un plazo de ciento ochenta días, contados a partir de la de-
signación de sus primeros miembros, para: determinar
aquella información que formará parte del Acervo de In-
formación Estadística y Geográfica a que se refiere el Tí-
tulo Tercero, Capítulo III de esta Ley, y hacer del conoci-
miento del público, a través de Internet, las metodologías
que hasta antes de la entrada en vigor de la presente Ley se
hubieren utilizado para la producción de dicha informa-
ción. 

DÉCIMO CUARTO.- A la entrada en vigor de la presen-
te Ley, los comités técnicos sectoriales, regionales y espe-
ciales de estadística y de información geográfica que se hu-
bieren constituido conforme a lo dispuesto en las
fracciones II, III y IV del artículo 24 de la Ley de Informa-
ción Estadística y Geográfica, y que se encuentren en fun-
cionamiento, habrán de considerarse como Comités Técni-
cos Especializados a que se refiere el artículo 31 de esta
Ley. 

DÉCIMO QUINTO.- Los acuerdos, anexos de ejecución,
bases, contratos y convenios, que el Instituto Nacional de
Estadística, Geografía e Informática haya suscrito hasta an-
tes de la entrada en vigor de la presente Ley, se entenderán
referidos al Instituto Nacional de Estadística y Geografía.

DÉCIMO SEXTO.- La Información que al momento de la
entrada en vigor de la presente Ley estuviere en proceso de
generación por parte de las Unidades, deberá apegarse a las
disposiciones que al efecto emita el Instituto

DÉCIMO SÉPTIMO.- Se abrogan la Ley de Información
Estadística y Geográfica y las demás disposiciones que se
opongan a la presente Ley. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 24 de abril de 2007.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica),
Vicepresidente; Senador Renán Cleominio Zoreda Novelo (rúbrica),
Secretario.

Se remite a la honorable Cámara de Diputados para los efectos consti-
tucionales.— México, DF, a 24 de abril de 2007.— Arturo Garita, Se-
cretario General de Servicios Parlamentarios.»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público
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con opinión de la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública.

Asimismo, se informa que se recibió acuerdo de la Cáma-
ra de Senadores. Procede la Secretaría a darle lectura.

REFORMA POLITICA DEL DISTRITO FEDERAL

El Secretario diputado Antonio Xavier López Adame:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la honorable Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Me permito hacer de su conocimiento que, en sesión cele-
brada en esta fecha, se aprobó dictamen de la Comisión del
Distrito Federal con el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Senadores del Congreso de la
Unión, en su LX Legislatura, se manifiesta a favor de la
formación de un grupo de trabajo interparlamentario para
su concentración de la reforma política del Distrito Fede-
ral.

Segundo. La Cámara de Senadores, a través de la Comi-
sión del Distrito Federal, formulará atenta invitación a la
comisión correspondiente de la Cámara de Diputados, así
como a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a in-
tegrar conjuntamente el grupo de trabajo para la concerta-
ción de la reforma política del Distrito Federal.

Tercero. La formación del grupo de trabajo tendrá un ca-
rácter plural, representativo e igualitario, y sus acuerdos se-
rán adoptados por consenso.

Cuarto. La reforma habrá de abordarse y procesarse en el
espacio legislativo, y se invitará a participar a los partidos
políticos, y a los Ejecutivos local y federal, así como a es-
pecialistas, académicos y grupos de la sociedad organiza-
da.

Quinto. Constituido el grupo de trabajo, acordará colegia-
damente sus mecanismos de funcionamiento y su calenda-
rio de actividades. El temario para el análisis de la reforma

considerará los aspectos enunciados en el numeral vigési-
mo séptimo del presente dictamen.

Sexto. El grupo de trabajo, en función de los acuerdos que
se alcancen, podrá presentar avances a la comisión ejecuti-
va prevista en el proyecto de Ley para la Reforma del Es-
tado, a fin de intercambiar criterios y puntos de vista para
enriquecer sus trabajos, así como escuchar su opinión so-
bre la posibilidad y conveniencia de considerar el tema de
la reforma política del DF, en su relación con la reforma del
Estado.

Séptimo. El documento final elaborado por el grupo de tra-
bajo, será concluido en un plazo que no excederá de un año
a partir de su creación, para convertirlo en iniciativa y dar-
le el trámite legislativo que corresponda.

Atentamente

México, DF, a 24 de abril de 2007.— Senador Francisco Arroyo Viey-
ra (rúbrica), Vicepresidente.»

Es cuanto, diputada Presidenta.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Túrnese a la Junta de Coordinación Política.

Se recibió también de la Comisión de la Función Pública
una comunicación. Proceda la Secretaría a darle lectura.

LEY DEL SERVICIO PROFESIONAL DE CARRERA
EN LA ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL

El Secretario diputado Sergio Eduardo de la Torre Ja-
ramillo: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Cámara de Diputados.— LX Legislatura.— Co-
misión de la Función Pública.

Dip. Jorge Zermeño Infante, Presidente de la Mesa Direc-
tiva. Presente.

Señor Diputado:

Por este conducto le solicito atentamente, gire sus amables
instrucciones a quien corresponda a efecto de que se reti-
ren del orden del día de la sesión del día de hoy y se de-
vuelvan a esta Comisión los siguientes dictámenes que se-
rían tratados en el Pleno de esta Cámara:
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1. Dictamen con proyecto de decreto respecto a la “ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo
8 y deroga el inciso a) del artículo 5 de la Ley del Ser-
vicio Profesional de Carrera en la Administración Pú-
blica Federal”, presentada por el diputado Carlos Flores
Rico, del Grupo Parlamentario del PRI el 31 de mayo de
2006.

2. Dictamen con proyecto de decreto respecto a la “ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma los artícu-
los 72 y 75 de la Ley del Servicio Profesional de Carre-
ra en la Administración Pública Federal”, presentada
por el diputado Javier Orozco Gómez, del Grupo Parla-
mentario del PVEM el 5 de abril de 2006.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para enviarle un
cordial saludo.

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, 25 de abril de 2007.— Dip. Benja-
mín González Roaro (rúbrica), Presidente.»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Se retiran y devuélvanse a la comisión.

LEY DEL SISTEMA NACIONAL DE INFORMACION
ESTADISTICA Y GEOGRAFICA

La diputada Mónica Fernández Balboa (desde la curul):
Señora Presidenta.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Sonido en la curul de la diputada Mónica Fernández Bal-
boa.

La diputada Mónica Fernández Balboa (desde la curul):
Gracias, Presidenta. Para solicitar que el turno de la minu-
ta en cuestión también se amplíe a la Comisión de Refor-
ma del Estado de esta Cámara y a la Comisión de Gober-
nación, por favor.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Perdón ¿a cuál turno se refiere?, ¿a la iniciativa o a la de-
volución que acabamos de leer?

La diputada Mónica Fernández Balboa (desde la curul):
A la minuta, señora Presidenta.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal: A
la minuta sobre qué, perdón, porque leímos tres.

La diputada Mónica Fernández Balboa (desde la curul):
Relativa al INEGI.

El diputado Juan José Rodríguez Prats (desde la curul):
Presidenta.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Sonido a la curul del diputado Rodríguez Prats.

El diputado Juan José Rodríguez Prats (desde la curul):
No hay sustento jurídico para turnar a esas dos comisiones,
es Comisión de Hacienda, y que me disculpe la diputada.

El diputado Javier González Garza (desde la curul): Se-
ñora Presidenta.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Diputado Javier González Garza.

El diputado Javier González Garza (desde la curul):
Gracias. Probablemente el diputado Rodríguez Prats no
considera que la Comisión de Gobernación tenga qué ver
con el asunto. Yo le recuerdo que el INEGI siempre, y to-
davía hoy, depende de Gobernación; por tanto, me parece
absolutamente natural que se le dé turno a Gobernación.
Gracias.

El diputado Juan José Rodríguez Prats (desde la curul):
Señora Presidenta.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Diputado Rodríguez Prats.

El diputado Juan José Rodríguez Prats (desde la curul):
Sin querer entablar un debate con el señor coordinador del
grupo parlamentario del PRD, no es por dependencias co-
mo se determinan los turnos a comisiones. Me parece que
éste es un asunto que debe ser turnado a la Comisión de
Hacienda y precisamente con el propósito de que camine
con mayor prisa.

El diputado Javier González Garza (desde la curul): Se-
ñora Presidenta.
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La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Diputado González Garza, adelante. El diputado González
Garza va a hacer uso de la palabra.

El diputado Javier González Garza (desde la curul):
Gracias, señora Presidenta. Yo le pediría que se leyera el
acuerdo para la ampliación de turnos. Rodríguez Prats, el
diputado Rodríguez Prats lo que dice es que, efectivamen-
te, no tendría por qué ir a otras comisiones. Me parece que
el INEGI, no es la naturaleza del INEGI económica sola-
mente, y me parece fundamental, en todos los temas de Go-
bernación, como es población, que está sustentada, estric-
tamente hablando, en Gobernación.

Por tanto, la última preocupación que tiene Rodríguez
Prats es que sea rápido el asunto. Yo no tengo esa preocu-
pación. Mi preocupación es que se pueda hacer un estudio
concienzudo del asunto para no cometer errores y, por tan-
to, propongo que por favor el turno también sea a la Comi-
sión de Gobernación. Gracias, señora Presidenta.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Esta Presidencia no tiene inconveniente en turnar a las dos
comisiones: Hacienda y de Gobernación; y es más, aña-
diría con opinión de la Comisión de Reforma del Estado.

El diputado Juan José Rodríguez Prats (desde la curul):
Señora Presidenta.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Diputado Rodríguez Prats.

El diputado Juan José Rodríguez Prats (desde la curul):
Frente a la voz autorizada de Javier González Garza y fren-
te a su decisión, el Partido Acción Nacional se allana.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Muchas gracias, señor diputado. 

CODIGO PENAL FEDERAL - CODIGO FEDERAL DE
PROCEDIMIENTOS PENALES - LEY FEDERAL

CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Tiene el uso de la palabra la diputada Laura Angélica Ro-
jas Hernández para presentar iniciativa que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones del Código Penal Federal, el
Código Federal de Procedimientos Penales y de la Ley Fe-

deral contra la Delincuencia Organizada, suscrita por las
diputadas Liliana Carbajal Méndez y Esmeralda Cárdenas
Sánchez, del grupo parlamentario de Acción Nacional.

La diputada Laura Angélica Rojas Hernández: Con su
venia, señora Presidenta. La explotación sexual comercial
de niños implica el abuso sexual de niños que involucra
ventajas financieras para una o varias de las partes que in-
tervienen en la actividad sexual y que puede ser de dos ti-
pos: primero, involucra la transferencia de dinero de un
adulto a un niño en intercambio por sexo; y, segundo, in-
volucra la provisión en especie o servicios que un adulto
intercambia por sexo con un niño.

Cada año, según cifras de la UNICEF, un millón de niños
en todo el mundo pasan a engrosar las filas de las víctimas
de este comercio. Nuestro país no ha quedado a salvo de
este tipo de problemática; hoy día se estima que en Méxi-
co la cifra de menores de edad víctimas de alguna forma de
explotación sexual oscila entre los 16 mil, ubicándose en
mayor número en lugares con fuerte migración, zonas tu-
rísticas, zonas fronterizas importantes, ciudades grandes y
medias que se caracterizan por un bajo nivel de integración
y desarraigo de sus habitantes, aunado a un contexto de co-
rrupción y una débil aplicación de las leyes y la existencia
de una cultura de permisividad.

La prostitución infantil ha llegado a ser considerada como
el tercer delito que más riqueza genera en el mundo. Así las
cosas, cabe acotar que dicha problemática ha sido bandera
de diversas instancias y organizaciones tanto públicas co-
mo privadas concentradas en su combate; e incluso ha sido
objeto de diversos foros internacionales en donde existen
pronunciamientos enérgicos por el combate y denuncia de
ésta clase de actos deplorables, inclusive nuestro país ha
suscrito y ratificado diversos instrumentos internacionales
al respecto, destacando por ejemplo la Convención de los
Derechos del Niño, en el cual se hace presente la condena
a la explotación y el comercio sexual de niños. En ésta se
establece el compromiso de protegerlos contra todas las
formas de explotación y abusos sexuales.

Al respecto no se desconoce que con fecha 27 de marzo de
2007 se publicaron diversas reformas y adiciones al Códi-
go Penal Federal en materia de explotación sexual infantil,
mismas que fueron aprobadas por unanimidad por el Con-
greso del Unión, con la finalidad de perfeccionar el conte-
nido y alcance del marco jurídico en materia de explota-
ción sexual infantil, sancionando más severamente este
tipo de delitos.
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No se desconoce que dichas reformas constituyen un paso
importante en la consolidación de un marco jurídico acor-
de con la protección legal que necesitan los menores de
edad e incapaces, por su condición de vulnerabilidad que
presentan; inclusive, cabría decir que dicha reforma es el
resultado de diversas propuestas legislativas presentadas
por varios grupos parlamentarios, incluido el grupo parla-
mentario del Partido Acción Nacional.

Sin embargo, se estima necesario seguir abonando en la
construcción de una protección óptima de los menores de
edad, presentando reformas legislativas que vengan a com-
plementar y a enriquecer el marco jurídico existente al
efecto, a fin de contar con leyes más integrales en la mate-
ria.

Por lo anterior se estima necesario plantear una serie de
adecuaciones al Código Penal Federal, a efecto de perfec-
cionar las medidas de combate y sanción de este tipo de de-
litos que afectan el adecuado desarrollo psicosexual de los
menores de edad así como, en su caso, de las personas que
no tienen la capacidad para conocer el significado del he-
cho o que no tienen capacidad de resistirlo.

Por eso se plantea adicionar un artículo 202 Ter, a efecto de
sancionar penalmente a quien realice práctica sexual con
persona menor de dieciocho años de edad o quien no tiene
la capacidad para comprender el significado del hecho, o
capacidad para resistirlo, mediante el pago de dinero, en-
trega de una cosa o cualquier otro beneficio, sancionando
la llamada prostitución infantil.

Lo anterior en virtud de que, si bien en la reforma del pa-
sado mes de marzo quedó establecida como delito, en el ar-
tículo 203 Bis, la realización de cualquier tipo de actos se-
xuales, reales o simulados, con una o varias personas
menores de 18 años de edad, o con una o varias personas
que no tienen capacidad para comprender el significado del
hecho o no tienen capacidad para resistirlo. Dicho tipo pe-
nal lo circunscribe a la actualización del llamado turismo
sexual, en virtud de que supedita la actualización de los
elementos descritos a que éstos hayan sido consecuencia de
realizar el turismo sexual, tipificado en el artículo 203 del
Código Penal Federal vigente.

En este sentido se plantea un tipo penal autónomo e inde-
pendiente del delito equiparado de turismo sexual, en don-
de no tenga que acreditarse previamente el mencionado tu-
rismo. Para actualizarse la conducta penal bastará, en todo
caso, que se realice práctica sexual con personas menores

de edad o personas que no tengan capacidad de compren-
der el hecho o capacidad para resistirlo, a cambio de un pa-
go o cualquier otro beneficio.

Por su parte, se adiciona un artículo 278 Bis al Código Pe-
nal Federal, a fin de sancionar penalmente a todo aquél que
gestione para que una persona que ejerce la patria potestad
o la tutela sobre un menor de 18 años de edad preste su
consentimiento para la adopción del menor incapaz, sin
que se cumplan las disposiciones legales o los tratados in-
ternacionales de los que México sea parte, debiéndose im-
poner una pena de uno a seis años de prisión.

Asimismo, se amplía la tutela del menor de edad al sancio-
narse el tráfico de menores de 18 años de edad, en lugar de
16 años, a fin de otorgar mayor protección jurídica a todos
los menores de edad y dar cumplimiento a lo previsto en el
Convenio 182 de la OIT, que incorpora al tutor como posi-
ble sujeto activo del tráfico de menores de edad o de per-
sonas que no tienen la capacidad de comprender el signifi-
cado del hecho.

Con esta reforma se subsana una omisión considerable en
la reforma realizada al efecto el mes de marzo de 2007.
Consecuentemente, resulta necesario plantear reformas al
Código Penal Federal, al Código Penal Federal de Procedi-
mientos Penales, así como a la Ley Orgánica del Poder Ju-
dicial de la Federación para adecuar los reenvíos normati-
vos respectivos.

En virtud de lo señalado con anterioridad, el grupo parla-
mentario del PAN, preocupado por garantizar a los meno-
res de edad y a las personas que no tienen capacidad de
comprender el significado del hecho ni capacidad para re-
sistirlo, se pronuncia por toda reforma legislativa que ten-
ga por efecto fortalecer la tutela y el respeto de los dere-
chos fundamentales que les aseguren a este sector
vulnerable un desarrollo pleno e integral; así como la opor-
tunidad de formarse física, mental, emocional, social y mo-
ralmente en condiciones de igualdad, toda vez que consi-
deramos que éstos, por su falta de madurez física y mental,
necesitan protección y cuidados especiales, incluso la de-
bida protección legal.

En razón del tiempo, solicito a la Presidencia que se inser-
te íntegro el texto del decreto en el Diario de los Debates.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Penal Federal, del Código Federal de Procedi-
mientos Penales y de la Ley Federal contra la Delincuencia
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Organizada, suscrita por las diputadas Laura Angélica Ro-
jas Hernández, Liliana Carbajal Méndez y Esmeralda Cár-
denas Sánchez, del Grupo Parlamentario del PAN

Los suscritas Laura Angélica Rojas Hernández, Liliana
Carbajal Méndez y Esmeralda Cárdenas Sánchez, diputa-
das federales, integrantes del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional en la LX Legislatura de la Cámara de
Diputados del H. Congreso de la Unión, sometemos a con-
sideración de este H. Congreso de la Unión, la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforma y adi-
ciona el Código Penal Federal y diversas disposiciones
legales, a fin de fortalecer el combate y la sanción de la ex-
plotación sexual infantil, misma que se fundamenta y mo-
tiva bajo la siguiente:

Exposición de Motivos

La explotación sexual comercial de niños, implica el abu-
so sexual de niños que involucra ventajas financieras para
una o varias de las partes que intervienen en la actividad
sexual y que puede ser de dos tipos: 1) involucra la trans-
ferencia de dinero de un adulto a un niño en intercambio
por sexo y, 2) involucra la provisión en especie o servicios
que un adulto intercambia por sexo con un niño (i.e. casa,
comida, protección, etc.)1.

Desafortunadamente, hoy en día, la explotación sexual co-
mercial infantil, constituye un lamentable fenómeno pre-
sente, en mayor o menor medida, en prácticamente todo el
mundo.

El proceso de globalización que día a día se presenta en to-
da la orbe, rompe fronteras, por desgracia también ha roto
las fronteras delictivas.

Cada año, según cifras de la propia UNICEF, un millón de
niños en todo el mundo pasan a engrosar las filas de las
víctimas de este comercio.

Este grave problema no ha sido privativo de un lugar o zo-
na determinada del mundo, por el contrario cada día son
más los lugares en donde ha venido proliferando este tipo
de deplorables conductas, de acuerdo a cifras de la UNI-
CEF, por lo menos 3 millones en el mundo han sido vícti-
mas de este tipo de delitos.

Desafortunadamente nuestro país no ha quedado a salvo de
este tipo de problemática, hoy en día se estima que en Mé-
xico la cifra de menores de edad víctimas de alguna forma

de explotación sexual oscila entre los 16 mil, ubicándose
en mayor número en lugares con fuerte migración, zonas
turísticas, zonas fronterizas importantes, ciudades grandes
y medias que se caracterizan por un bajo nivel de integra-
ción y desarraigo de sus habitantes, aunado a un contexto
de corrupción y una débil aplicación de las leyes y la exis-
tencia de una cultura de permisividad.

En efecto, de todos es conocido que en los últimos años, se
ha observado en nuestro país un preocupante aumento de
las conductas asociadas a la explotación sexual de menores
de edad y de personas que no tienen la capacidad para com-
prender el significado del hecho o capacidad de resistirlo,
está tendencia se agudiza día a día y corre al parejo del
acoso y la brutalidad sobre los niños y niñas que constitu-
yen la principales víctimas de este tipo de abusos.

Ciudades como Tijuana, Ciudad Juárez, Acapulco, Cancún,
Tapachula y Guadalajara, constituyen lugares de importan-
te actividad relacionada con la explotación sexual comer-
cial infantil.

En el caso del Distrito Federal, por lo menos 5 mil meno-
res de edad son sujetos de explotación sexual2, cifra que
consideramos alarmante, si tomamos en cuenta que se esti-
ma que en todo el territorio nacional las víctimas de explo-
tación sexual oscilan en los 16 mil. Por ello el Distrito Fe-
deral por sí mismo, contribuiría en una tercera parte a esta
problemática.

A ello debemos aunar que se ha llegado a determinar, que
en la gran mayoría de las zonas de México donde se reali-
za el comercio sexual de adultos hay menores de edad en
mayor o menor proporción. Asimismo, se constata que la
mayor parte de las mujeres que ejercen la prostitución en
nuestro país efectúa esta actividad desde su minoría de
edad3.

A esta lamentable situación debemos de aunar que la pros-
titución infantil ha llegado a ser considerada como el tercer
delito que más riqueza genera en el mundo. Tan sólo en el
2006, se tiene calculado que el comercio sexual infantil ge-
neró 12.000 millones de dólares en 2006, situándose sólo
por detrás del narcotráfico y el tráfico de armas, de acuer-
do el coordinador de la Unidad de Análisis sobre violencia
de la Universidad Autónoma de México, René Jiménez Or-
nelas, en donde México, Estados Unidos y Canadá se han
convertido en uno de los mayores corredores de turismo se-
xual, sólo por detrás de Asia y África4.
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En ese sentido, la explotación sexual infantil debe ser con-
siderada como un problema de seguridad nacional que de-
be ser abordado desde una óptica integral, de manera seria
y decidida por parte de las autoridades ubicadas en los di-
versos ámbitos de competencia, actuando de manera coor-
dinada y precisa para tratar de contrarrestar este tipo de
conductas que tanto daña a la niñez y en general al tejido
social sobre el que descansa nuestro país.

Así las cosas, cabe acotar que dicha problemática ha sido
bandera de diversas instancias y organizaciones tanto pú-
blicas como privadas concentradas en su combate, e inclu-
so ha sido objeto de diversos foros internacionales en don-
de existen pronunciamientos enérgicos por el combate y
denuncia de ésta clase de actos deplorables, inclusive nues-
tro país ha suscrito y ratificado diversos instrumentos in-
ternacionales al respecto, destacando por ejemplo la Con-
vención de los Derechos del Niño, en el cual se hace
presente la condena a la explotación y el comercio sexual
de niños, se establece el compromiso de protegerlos contra
todas las formas de explotación y abusos sexuales.

Asimismo, como producto de esta importante Convención,
se aprobó en el año 2000, el Protocolo Facultativo de la
Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la ven-
ta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños
en la pornografía, mismo que fue ratificado por nuestro pa-
ís en el año de 2002, el cual propone adoptar lineamientos
más específicos para luchar contra dicho fenómeno, esta-
bleciendo la obligación de los Estados Parte para prohibir
la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de
niños en la pornografía.

Otros instrumentos internacionales que giran en torno a la
protección de los derechos humanos de los niños son la
Convención de La Haya sobre los Aspectos Civiles del Se-
cuestro Internacional de Niños; el Convenio 182 de la Or-
ganización Internacional del Trabajo sobre la Prohibición
de las Peores Formas de Trabajo Infantil y la Acción Inme-
diata para su Eliminación; el Programa de Acción para la
Prevención de la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y
la Utilización de Niños en la Pornografía; la Declaración y
el Programa de Acción aprobados por el Congreso Mundial
contra la Explotación Sexual Comercial de los Niños, entre
otros.

Estos compromisos internacionales han dado como resul-
tado la obligación de Estado Mexicano de implementar ac-
ciones y políticas públicas tendientes a abordar la proble-
mática que representa en la actualidad todo delito asociado

con la explotación sexual infantil, debiendo en consecuen-
cia de plantear un conjunto de acciones legislativas y polí-
ticas públicas a efecto de prevenir, combatir y sancionar
con mayor eficacia toda conducta relacionada con la ex-
plotación sexual infantil.

En tal virtud, resulta necesario establecer una serie de mo-
dificaciones a nuestro marco normativo existente en la ma-
teria a efecto de contar con disposiciones legales adecuadas
y actualizadas a la preocupante situación que se presenta en
cuanto a la niñez, así como para dar cumplimiento a las
exigencias internacionales que sobre el tema de explota-
ción sexual infantil se han establecido, preocupación que el
Estado Mexicano debe asumir, por ser un principio ético
fundamental que se sustenta en la idea de la preservación
de la especie humana, y particularmente de la niñez y ado-
lescencia, en cuando a su mejoramiento, elevación y des-
arrollo.

Al respecto no se desconoce que con fecha 27 de marzo de
2007, se publicaron diversas reformas y adiciones al Códi-
go Penal Federal en materia de explotación sexual infantil
(corrupción, pornografía, turismo sexual, trata de personas
y lenocinio de personas menores de edad o personas que no
tienen la capacidad para comprender el significado del he-
cho o capacidad para resistirlo), mismas que fueron apro-
badas por unanimidad por el Congreso del Unión, con la fi-
nalidad de perfeccionar el contenido y alcance del marco
jurídico en materia de explotación sexual infantil, sancio-
nando más severamente este tipo de delitos.

No se desconoce que dichas reformas constituyen un paso
importante en la consolidación de un marco jurídico acor-
de con la protección legal que necesitan los menores de
edad e incapaces, por su condición de vulnerabilidad que
presentan, inclusive, cabría decir, que dicha reforma es el
resultado de diversas propuestas legislativas presentadas
por varios grupos parlamentarios incluido el Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, sin embargo, se es-
tima necesario seguir abonando en la construcción de una
protección óptima de los menores de edad, presentando re-
formas legislativas que vengan a complementar y a enri-
quecer el marco jurídico existente al efecto, a fin de contar
con leyes más integrales en la materia.

Es por lo anterior, por lo que se estima necesario plantear
una serie de adecuaciones al Código Penal Federal a efec-
to de perfeccionar las medidas de combate y sanción de es-
te tipo de delitos que afectan el adecuado desarrollo psico-
sexual de los menores de edad así como, en su caso, de las
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personas que no tienen la capacidad para conocer el signi-
ficado del hecho o que no tiene capacidad de resistirlo.

Al respecto, se plantea adicionar un artículo 202 ter a efec-
to de sancionar penalmente a quien realice práctica sexual
con persona menor de dieciocho años de edad o quien no
tiene la capacidad para comprender el significado del he-
cho o capacidad para resistirlo, mediante el pago de dine-
ro, entrega de una cosa o cualquier otro beneficio, sancio-
nando la llamada prostitución infantil.

Lo anterior en virtud de que, si bien, en la reforma del pa-
sado mes de marzo, quedó establecido como delito en el ar-
tículo 203 bis, la realización de cualquier tipo de actos se-
xuales reales o simulados con una o varias personas menores
de dieciocho años de edad, o con una o varias personas que
no tienen capacidad para comprender el significado del he-
cho o con una o varias personas que no tienen capacidad pa-
ra resistirlo, dicho tipo penal lo circunscribe a la actualiza-
ción del llamado turismo sexual, en virtud de que supedita
la actualización de los elementos descritos, a que estos ha-
yan sido consecuencia de realizar el turismo sexual, tipifi-
cado en el artículo 203 del Código Penal Federal vigente.

En ese sentido, se plantea un tipo penal autónomo e inde-
pendiente del delito equiparado de turismo sexual, en don-
de no tenga que acreditarse previamente el mencionado tu-
rismo, para actualizarse la conducta penal, bastará en todo
caso que se realice práctica sexual como personas menor
de edad o persona que no tenga capacidad para compren-
der el significado del hecho o capacidad para resistirlo, a
cambio de un pago o cualquier otro beneficio.

Por su parte, se adiciona un artículo 278 bis al Código Pe-
nal Federal a fin de sancionar penalmente a todo aquel que
gestione para que una persona que ejerza la patria potestad
o la tutela sobre un menor de dieciocho años de edad o per-
sona que no tenga la capacidad de comprender el significa-
do del hecho, preste su consentimiento para la adopción del
menor o incapaz, sin que se cumplan las disposiciones le-
gales o los tratados internacionales de los que México sea
parte, debiéndosele imponer una penal de uno a seis años
de prisión.

Asimismo, se prevé sancionar con la misma penalidad a
quien consienta dar en adopción y a quien acepte la adop-
ción hecha en los términos indicados en el párrafo anterior.

Lo anterior atento a lo previsto por el artículo 3º inciso ii)
del Protocolo  facultativo de la Convención sobre los De-

rechos del Niño relativo a la venta de niños, la prostitución
infantil y la utilización de niños en la pornografía, adopta-
do por la Asamblea General, mediante resolución
A/RES/54/263 del 25 de mayo de 2000, la cual establece
como obligación de todo Estado parte, de adoptar las me-
didas para sancionar íntegramente en su legislación penal,
al que induzca indebidamente, en calidad de intermediario,
a alguien a que preste su consentimiento para la adopción
de un niño en violación de los instrumentos jurídicos inter-
nacionales aplicables en materia de adopción.

Extendiendo la prohibición  legal como una medida pro-
teccionista del menos o incapaz, a quien consienta dar en
adopción y a quien acepte la adopción hecha en contraven-
ción de los instrumentos jurídicos internacionales aplica-
bles en materia de adopción.

Por su parte, en los artículos 366 ter y 366 quáter del Có-
digo Penal Federal, relativos al tráfico de menores, se pro-
pone ampliar la protección de este delito a las personas que
no tienen capacidad de comprender el significado del he-
cho o que no tienen capacidad de resistirlo, por considerar
que éstos se encuentran en una situación de vulnerabilidad
similar a la de los menores de edad, que debe ser tutelada
por la norma penal para el caso de este delito.

Asimismo, se amplía la tutela del menor de edad, al san-
cionarse el tráfico de menores de 18 años de edad, en lugar
de 16 años, a fin de otorgar mayor protección jurídica a to-
dos los menores de edad y dar cumplimiento a lo previsto
por el convenio 182 de la OIT. Se incorpora al tutor como
posible sujeto activo del tráfico de menores de edad o de
personas que no tienen la capacidad para comprender el
significado del hecho.

Adicionalmente, con esta reforma se subsana una omisión
considerable en la reforma realizada al efecto el mes de
marzo de 2007, toda vez que si bien en el artículo 2º de la
Ley Federal contra la Delincuencia Organizada se hace
mención al delito de tráfico de menores o personas que no
tienen la capacidad de comprender el significado del he-
cho, lo cierto es que dicho reenvío resulta ser incorrecto, en
virtud de que el tipo penal no se reformó en consecuencia,
es decir, no se amplió la tutela jurídica a las personas que
no tienen capacidad de comprender el significado del he-
cho, como parecería por virtud del reenvío normativo. No
obstante ello se pretende en la presente iniciativa.

Consecuentemente resulta necesario plantear reformas al
Código Penal Federal, al Código Federal de Procedimien-
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tos Penales así como a la Ley Orgánica del poder Judicial
de la Federación para adecuar los reenvíos normativos res-
pectivos.

En virtud de lo señalado con anterioridad, el Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, preocupado por ga-
rantizar a los menores de edad y a las personas que no tie-
nen la capacidad de comprender el significado del hecho ni
capacidad para resistirlo, se pronuncia por toda reforma le-
gislativa que tenga por efecto fortalecer la tutela y el res-
peto de sus derechos fundamentales, que les aseguren este
sector vulnerable, un desarrollo pleno e integral, así como
la oportunidad de formarse física, mental, emocional, so-
cial y moralmente en condiciones de igualdad, toda vez
que consideramos que éstos, por su falta de madurez física
y mental necesitan protección y cuidados especiales, inclu-
so la debida protección legal.

En tal sentido es que acudimos a esta soberanía a presen-
tar, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71,
fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como en los artículos 55, fracción
II, 56, 62 y demás relativos del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, la siguiente:

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma
y adiciona el Código Penal Federal así como diversas
disposiciones legales, a fin de fortalecer el combate y la
sanción de la explotación sexual infantil.

Primero. Se adicionan un Capítulo II-BIS al Título Octa-
vo del Libro Segundo, así como los artículos 202 Ter y 278
Bis; se reforman los artículos 366 Ter y 366 Quáter, todos
del Código Penal Federal para quedar como siguen:

CAPITULO II – BIS

Prostitución de personas menores de dieciocho años de
edad o de personas que no tienen capacidad para com-
prender el significado del hecho o de personas que no
tienen capacidad para resistirlo.

Artículo 202 Ter. A quien realice práctica sexual con
persona menor de dieciocho años de edad o quien no
tiene la capacidad para comprender el significado del
hecho o capacidad para resistirlo, mediante el pago de
dinero, entrega de una cosa o cualquier otro beneficio,
se le impondrá de seis a doce años de prisión y de mil a
dos mil días multa.

Artículo 278 Bis. Al que gestione para que una persona
que ejerza la patria potestad o la tutela sobre un menor
de dieciocho años de edad o persona que no tenga la ca-
pacidad de comprender el significado del hecho, preste
su consentimiento para la adopción del menor o inca-
paz, sin que se cumplan las disposiciones legales o los
tratados internacionales de los que México sea parte, se
le impondrán de uno a seis años de prisión y de qui-
nientos a mil días multa.

La misma pena se aplicará a quien consienta dar en
adopción y a quien acepte la adopción hecha en los tér-
minos antes indicados.

Artículo 366 Ter. Comete el delito de tráfico de menores o
de incapaces, quien traslade a un menor de dieciocho años
de edad o a quien no tiene capacidad para comprender
el significado del hecho, o lo entregue a un tercero, de ma-
nera ilícita, fuera del territorio nacional, con el propósito de
obtener un beneficio económico indebido por el traslado o
entrega.

...

I. Quienes ejerzan la patria potestad, tutela o custodia
sobre el menor de edad o persona que no tiene capa-
cidad para comprender el significado del hecho, aun-
que no haya sido declarada, cuando realicen material-
mente el traslado o la entrega o por haber otorgado su
consentimiento para ello;

II. Los ascendientes sin límite de grado, los parientes
colaterales y por afinidad hasta el cuarto grado, así co-
mo cualquier tercero que no tenga parentesco con el me-
nor de edad o con persona que no tiene capacidad
para comprender el significado del hecho.

...

a) Quienes ejerzan la patria potestad, tutela o la cus-
todia del menor de edad o persona que no tiene ca-
pacidad para comprender el significado del hecho
no han otorgado su consentimiento expreso para el
traslado o la entrega, o

b) Quienes ejerzan la patria potestad, tutela o la cus-
todia del menor de edad o persona que no tiene ca-
pacidad para comprender el significado del hecho
obtendrán un beneficio económico indebido por el
traslado o la entrega.
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III. La persona o personas que reciban al menor de edad
o persona que no tiene capacidad para comprender
el significado del hecho.

A quienes cometan el delito a que se refiere el presente
artículo se les impondrá una pena de cinco a diez años
de prisión y de quinientos a mil días multa.

...

Se aplicarán hasta las dos terceras partes de las penas a las
que se refiere este artículo, cuando el traslado o entrega del
menor de edad o persona que no tiene capacidad para
comprender el significado del hecho se realicen en terri-
torio nacional.

Artículo 366 Quáter. ...

I. El traslado o entrega del menor de edad o persona
que no tiene capacidad para comprender el signifi-
cado del hecho se realice sin el propósito de obtener un
beneficio económico indebido, o

II. La persona que reciba al menor de edad o persona
que no tiene capacidad para comprender el signifi-
cado del hecho tenga el propósito de incorporarlo a su
núcleo familiar.

Se impondrán las penas a que se refiere este artículo al
padre o madre de un menor de dieciocho años o perso-
na que no tiene capacidad para comprender el significa-
do del hecho que de manera ilícita o sin el consenti-
miento de quien o quienes ejerzan la patria potestad o la
custodia del menor, sin el propósito de obtener un lucro,
lo trasladen fuera del territorio nacional con el fin de
cambiar su residencia habitual o impedir a la madre o
padre, según sea el caso, convivir o visitar al menor de
edad o persona que no tiene capacidad para com-
prender el significado del hecho.

...

...

Segundo. Se reforman los incisos 13) y 23) de la fracción
I del artículo 194 del Código Federal de Procedimientos
Penales, para quedar como sigue:

Artículo 194. ...

I. ...

1). a 12). ...

13). Corrupción de personas menores de dieciocho
años de edad o de personas que no tienen capacidad
para comprender el significado del hecho o de perso-
nas que no tienen capacidad para resistirlo, previsto
en el artículo 201; Pornografía de personas menores
de dieciocho años de edad o de personas que no tie-
nen capacidad para comprender el significado del
hecho o de personas que no tienen capacidad para re-
sistirlo, previsto en el artículo 202; Prostitución de
personas menores de dieciocho años de edad o de
personas que no tienen capacidad para compren-
der el significado del hecho o de personas que no
tienen capacidad para resistirlo, previsto en el ar-
tículo 202 Ter; Turismo sexual en contra de personas
menores de dieciocho años de edad o de personas
que no tienen capacidad para comprender el signifi-
cado del hecho o de personas que no tienen capaci-
dad para resistirlo, previsto en los artículos 203 y 203
BIS; Lenocinio de personas menores de dieciocho
años de edad o de personas que no tienen capacidad
para comprender el significado del hecho o de perso-
nas que no tienen capacidad para resistirlo, previsto
en el artículo 204; Trata de personas menores de die-
ciocho años de edad o de personas que no tienen ca-
pacidad para comprender el significado del hecho o
de personas que no tienen capacidad para resistirlo,
previsto en el artículo 205; Trata de personas, previs-
to en el artículo 207.

14). a 22). ...

23). Secuestro, previsto en el artículo 366, salvo los
dos párrafos últimos, y tráfico de menores de edad o
personas que no tienen capacidad para compren-
der el significado del hecho, previsto en el artículo
366 Ter;

24). a 35). …

II. a XV. ...

...
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Tercero. Se reforma la fracción V del artículo 2 de la Ley
Federal contra la Delincuencia Organizada, para quedar
como sigue:

Artículo 2. ...

I. a IV. ...

V. Corrupción de personas menores de dieciocho años
de edad o de personas que no tienen capacidad para
comprender el significado del hecho o de personas que
no tienen capacidad para resistirlo, previsto en el articu-
lo 201; Pornografía de personas menores de dieciocho
años de edad o de personas que no tienen capacidad pa-
ra comprender el significado del hecho o de personas
que no tienen capacidad para resistirlo, previsto en el ar-
tículo 202; Prostitución de personas menores de die-
ciocho años de edad o de personas que no tienen ca-
pacidad para comprender el significado del hecho o
de personas que no tienen capacidad para resistirlo,
previsto en el artículo 202 Ter; Turismo sexual en con-
tra de personas menores de dieciocho años de edad o de
personas que no tienen capacidad para comprender el
significado del hecho o de personas que no tienen capa-
cidad para resistirlo, previsto en los artículos 203 y 203
BIS; Lenocinio de personas menores de dieciocho años
de edad o de personas que no tienen capacidad para
comprender el significado del hecho o de personas que
no tienen capacidad para resistirlo, previsto en el artícu-
lo 204; Trata de personas menores de dieciocho años de
edad o de personas que no tienen capacidad para com-
prender el significado del hecho o de personas que no
tienen capacidad para resistirlo, previsto en el artículo
205; Trata de personas, previsto en el artículo 207; asal-
to, previsto en los artículos 286 y 287; secuestro, pre-
visto en el artículo 366; tráfico de menores o personas
que no tienen capacidad para comprender el significado
del hecho, previsto en el artículo 366 Ter, y robo de ve-
hículos, previsto en el artículo 381 bis del Código Penal
Federal, o en las disposiciones correspondientes de las
legislaciones penales Estatales o del Distrito Federal.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 AZAOLA, Elena. Infancia Robada: Niñas y niños víctimas de ex-
plotación sexual en México. UNICEF-DIF. p. 34.

2 La Jornada. 4 de abril de 2007.

3 AZAOLA, Elena. La infancia como mercancía sexual. México, Ca-
nadá, Estados Unidos. Siglo XXI Editores y Centro de Investigaciones
y Estudios Superiores en Antropología Social, 2003, México, p. 372 

4 http://www.panorama-actual.es/noticias/not220838.htm

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de abril de 2007.— Diputadas:
Laura Angélica Rojas Hernández (rúbrica), Liliana Carbajal Méndez,
Esmeralda Cárdenas Sánchez (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, diputada. Túrnese a las Comisiones Unidas de
Justicia y de Seguridad Pública. 

Sonido a la curul del diputado Alfonso Suárez del Real.

El diputado José Alfonso Suárez del Real y Aguilera
(desde la curul): Perdón, Presidenta. Es para solicitarle a la
diputada si podemos adherirnos a esta iniciativa que ha
presentado, que nos parece fundamental para la protección
de los menores.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Como la diputada no tendrá inconveniente, puede pasar
aquí a la Secretaría a firmar la iniciativa. Muchas gracias.
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